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El Rector de la Universidad Católica Argentina – 
Pbro. Dr. Víctor Manuel Fernández – ha querido apo-
yar este año una nueva etapa del Observatorio de la 
Deuda Social Argentina (ODSA). La tarea del Obser-
vatorio ha ido creciendo en diversas actividades de 
investigación, extensión, gestión de recursos fi nan-
cieros, vinculación externa, formación de recursos 
humanos, etcétera. Por ello, ha parecido conveniente 
repensar su estructura para preservar y potenciar su 
fi nalidad principal, que es la investigación. 

En este marco, se ha decidido integrar un Consejo 
Académico a fi n de poder contar con un equipo de pres-
tigiosos asesores que ya están colaborando generosa-
mente con nosotros en ofrecernos su mirada crítica, 
ayudándonos a evaluar y mejorar el plan estratégico y 
los procedimientos metodológicos, la interpretación y 
la comunicación de los datos resultantes de las investi-
gaciones. El Consejo del ODSA está integrado por Na-
talio Botana, Cristina Calvo, Juan José Llach, Héctor 
Maletta y Enrique Valiente Noailles. 

En el marco de esta nueva estructura es que tengo la 
responsabilidad de presentar esta introducción a la pri-
mera edición de la Serie del Bicentenario 2010-2016 del 
Barómetro de la Deuda Social Argentina, trabajo elabo-
rado por el Dr. Agustín Salvia junto al equipo interdisci-
plinario que lo acompaña. Su título “Estado de situación 
del desarrollo humano y social. Barreras estructurales 
y dualidades de la sociedad argentina en el primer año 
del Bicentenario” ofrece un estado de la cuestión social 
en la Argentina urbana a fi nales del 2010 con una serie 
de indicadores de hábitat, salud, trabajo, bienestar sub-
jetivo, seguridad, confi anza en las instituciones y parti-
cipación social y política. Procura ser fuente de consulta 
para aquellos organismos públicos y privados que tie-
nen la enorme responsabilidad de planifi car y gestionar 
las políticas que encaren integralmente la búsqueda de 
la equidad social en aquellos sectores sociales excluidos 
del crecimiento económico. 

Pretendemos mostrar datos de la realidad sin per-
der la perspectiva esperanzadora pero no ingenua 
que nos propone la Iglesia. Coincidimos en que “la 

esperanza se construye hacia el futuro, sobre lo ar-
duo y lo posible”.1 Para ello procuramos contribuir al 
debate público acerca de las deudas sociales o los pro-
blemas nacionales más urgentes de solución.

El trabajo de campo del segundo semestre del 2010 
(EDSA - Bicentenario) procura abarcar una mayor re-
presentación urbana, 5682 hogares, incluyendo nue-
vos centros poblacionales a fi n de poner nuestra mi-
rada analítica en una muestra poblacional más abarca-
tiva y representativa de la población general, también 
la de los sectores más vulnerables. Son esos grupos 
sociales con los que los académicos y la dirigencia na-
cional seguimos teniendo la mayor deuda social en 
términos de diagnóstico y políticas de desarrollo hu-
mano, tanto en la dimensión de las condiciones ma-
teriales de vida (hábitat, salud y situación económica 
de los hogares, trabajo y seguridad social), como en la 
dimensión de la integración humana y social (recursos 
psicosociales y vida social y comunitaria), ambas abor-
dadas en este libro. 

Las publicaciones del ODSA ingresan con esta 
obra a la Serie del Bicentenario 2010-2016, años que 
nos desafían a seguir el reconocimiento y análisis de 
la información en términos de viejas y nuevas deu-
das, de problemas estructurales y coyunturales, de 
las promesas y las realidades que nos interpelan en el 
marco del Bicentenario. 

Agradecemos particularmente a las empresas que 
nos acompañan con su apoyo y a las autoridades de la 
Universidad que continúan apostando a nuestro Pro-
grama Observatorio de la Deuda Social Argentina. 

Alicia Casermeiro de Pereson
Directora General del Programa Observatorio
de la Deuda Social Argentina.
Agosto 2011 

1. García Bossio, Horacio: “Nuevas (viejas) visiones del desarrollo 
en la encíclica Caritas in veritate”, en Consonancias, Año 10, 
número 35, Marzo 2011, Instituto para la Integración del Saber, 
UCA, Buenos Aires, p.14.
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hacerlo de cualquier manera. La investigación en 
ciencias sociales tiene reglas de objetivación y modos 
de elaborar inferencias válidas acerca de la realidad 
que no son antojadizas ni arbitrarias; a la vez que 
tampoco están al margen de cierta cosmovisión, con-
cepción ética, perspectiva epistemológica y encuadre 
teórico o metodológico, de las cuales dependen y gra-
cias a las cuales resulta descifrable no sólo la infor-
mación sino el sentido del conocimiento generado. 
De ahí que el discurso científi co no pueda correrse 
de la obligación de poner en evidencia los fi nes, ob-
jetivos, modos y procedimientos que acompañan y 
hacen posible su elaboración y, por lo mismo, quedar 
expuesto al debido control de eventuales sesgos de 
medición e interpretación. 

En todos los casos el conocimiento surgido bajo 
las reglas del trabajo científi co constituye una repre-
sentación reveladora de algún aspecto del mundo 
real. Lejos de ser una verdad absoluta se trata de un 
saber relativo, abierto a eventuales refutaciones y 
a nuevos desarrollos y signifi caciones. Ahora bien, 
para que se cumpla esta función es fundamental 
evitar quedar preso de datos corrompidos en sus 
fuentes, de las impresiones mediáticas, del sentido 
común, el gran obstáculo epistemológico del saber 
científi co. Teniendo estos cuidados, el Observato-
rio de la Deuda Social Argentina, en tanto centro 

A partir del escenario que ofrece el primer año 
del período del Bicentenario argentino 2010-2016, 
si bien se sabe que se ha avanzado mucho durante 
la última década en la ampliación y el cumplimiento 
de los derechos sociales, también sabemos que mu-
chas deudas han quedado desatendidas y que no po-
cas veces los problemas estructurales han resultado 
postergados frente a demandas sectoriales. Por lo 
mismo, todavía queda mucho por hacer en materia 
de desarrollo humano, integración social, igualdad 
de oportunidades y calidad en el funcionamiento del 
sistema democrático para el alcance de una ciudada-
nía plena de derechos para todos. 

En este sentido, qué mejor que profundizar la mi-
rada sobre el país real cuando de lo que se trata es de 
referirnos a las dualidades y barreras estructurales 
que frenan el desarrollo de las capacidades de pro-
greso de amplios sectores excluidos de la vida eco-
nómica, social, política y cultural. El nuevo período 
que se abre requiere de un esfuerzo de investigación 
académica que procure poner luz sobre las sombras 
que perturban la mirada, la conciencia y la acción co-
lectiva. Este es el sentido que inaugura este primer 
libro del Barómetro de la Deuda Social Argentina - 
Serie del Bicentenario 2010-2016. 

El objetivo fundamental es instalar las prioridades 
sociales en la agenda pública. Pero ello no es posible 

CAPÍTULO 1
EL DESARROLLO HUMANO Y SOCIAL DESDE

UNA PERSPECTIVA DE DERECHOS
EL PAÍS REAL AL INICIO DEL BICENTENARIO (2010-2016)

AGUSTÍN SALVIA
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1.1 LAS FUENTES EN QUE APOYAN LOS 
ESTUDIOS DE LA DEUDA SOCIAL

El programa Observatorio de la Deuda Social Ar-
gentina defi ne por “Deuda Social” la existencia de 
privaciones económicas, sociales, políticas, psicoso-
ciales y culturales que recortan, frustran o limitan el 
desarrollo de las capacidades humanas y de integra-
ción social de las personas. A partir de esta defi nición, 
durante los últimos años, los trabajos tanto teóricos 
como metodológicos del programa han apuntado a 
evaluar más integralmente los problemas de pobreza, 
marginalidad, exclusión, malestar psicosocial y falta 
de protección e integración ciudadana. Para ello los 
estudios se han apoyado en tres antecedentes básicos: 
a) los enfoques sobre el desarrollo humano; b) las teo-
rías sobre las estructuraciones sociales; y c) el enfoque 
normativo que introduce a la evaluación del desarro-
llo la perspectiva de derechos. En este apartado cabe 
presentar de manera resumida los argumentos más 
importantes que han permitido organizar estos dife-
rentes antecedentes en un marco teórico integrado.2

En primer lugar, corresponde hacer mención al 
enfoque del desarrollo humano, el cual defi ne el pro-
greso como un proceso en donde el principal objetivo 
es el desarrollo integral de las “capacidades huma-
nas”. Según esta perspectiva, el propósito principal 
del desarrollo es ampliar las opciones de vida de las 
personas y crear un entorno que les permita gozar 
de una vida larga, saludable y creativa.3 El enfoque 
busca de este modo enfatizar los problemas asocia-

2. Una serie de trabajos anteriores realizados en el marco del 
programa del Observatorio de la Deuda Social Argentina ha ido 
confl uyendo en este resultado. Al respecto, pueden consultarse Tami 
y Salvia (2005), Salvia (2006), Salvia y Lépore (2007) y Salvia (2011).

3. La noción de desarrollo humano hace referencia a las acciones y 
estados de las personas, las cuales son denominadas por Sen (2000) 
como funcionamientos. Algunos ejemplos son: “Estar saludable”, 
“Estar bien nutrido”, “Estar protegido de los elementos”, “Evitar enfer-
medades y dolor”, “Leer y escribir”, “Estar aceptablemente informado”, 
“Trasladarse de un lugar a otro”, “Ser respetado por otros”, “Obtener un 
empleo”, “Elegir representantes políticos”, etc. Nótese que todos estos 
casos hacen referencia a los estados en los que se encuentran las personas 
o las acciones que llevan a cabo, no se refi eren a características de las 
mercancías, a su valuación económica o a sus propiedades productivas. 
Al agrupar funcionamientos posibles se forman capacidades básicas. 

universitario de investigación, extensión y forma-
ción de recursos humanos, procura a través de su 
producción hacer un humilde aporte a la necesaria 
tarea de asirnos de realidades signifi cativas que for-
jen un diagnóstico más realista del estado en que se 
encuentra el desarrollo humano y social de la socie-
dad argentina contemporánea. 

No pocas veces los científi cos sociales debemos en-
frentarnos a los dispositivos discursivos montados 
por los actores dominantes. En general, cuando los 
hallazgos de las investigaciones sociales contradicen 
las verdades puestas en juego por los discursos ofi -
ciales, sus emisores –sean del campo de la política, la 
economía o la cultura- suelen sentirse injustamente 
criticados, creyendo de manera errónea que la duda 
crítica los tiene a ellos como objeto, sin poder dis-
criminar que la labor de investigación va dirigida 
al estudio de los hechos y las acciones. De ahí que, 
lamentablemente, no pocas veces los poderes aludi-
dos procedan a ignorar o descalifi car el conocimiento 
generado; o, incluso, intenten coartar o limitar las 
labores de quienes protagonizan los trabajos de in-
vestigación; antes que refl exionar y aprender de los 
descubrimientos alcanzados.

Es por lo tanto muy importante para el Observa-
torio de la Deuda Social Argentina dejar en claro que 
el objetivo de nuestras investigaciones no es juzgar, 
criticar o halagar a dirigente, político o funcionario 
alguno, ni siquiera evaluar de algún modo su desem-
peño. Nuestra misión es otra, mucho más compleja, 
a la vez que no menos comprometida con la sociedad 
que tenemos y con la que soñamos: dar cuenta de 
las injustas deudas sociales que frenan o violentan 
los procesos de inclusión, desarrollo e integración 
humana y social en nuestro país. En esta ocasión, el 
período de los Bicentenarios 2010-2016 constituye 
una oportunidad histórica, por demás convocante, 
para renovar este compromiso y potenciar la labor de 
investigación científi ca alrededor de dicho objetivo.

Expuestas de esta manera nuestras intenciones, 
cabe desarrollar en este primer capítulo introducto-
rio, los supuestos teóricos, argumentos y paradigmas 
que orientan las investigaciones que sigue el Obser-
vatorio de la Deuda Social Argentina y que organizan 
y dan sentido a los resultados que se presentan en 
este libro. 
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gina tanto en la ausencia de inclusión sino en las 
condiciones adversas de participación.

De tal modo que los bienes materiales no son los 
únicos satisfactores de las necesidades humanas. En 
la medida que podamos desplegar una mirada más 
integral, podremos distinguir las necesidades, los sa-
tisfactores y los recursos afectados por la privación 
económica directa, de aquellos otros, a veces más 
valiosos para las personas y los pueblos, que derivan 
de las necesidades emocionales, sociales, colectivas, 
políticas e, incluso, espirituales. Desde esta perspec-
tiva, la pobreza económica –sobre todo defi nida en 
términos de ingreso- impone una imagen distorsio-
nada sobre el grado de cumplimiento de los derechos 
humanos y sociales, difícilmente sostenible cuando 
se pone en juego el desarrollo pleno e integral de las 
capacidades humanas y sociales. En este sentido, re-
ducir el campo de las potenciales privaciones a las 
condiciones económicas, tiende a obstaculizar el 
conocimiento más integral de los problemas, y en 
consecuencia, un reconocimiento más amplio de las 
necesidades vitales y los derechos sociales exigibles 
por las sociedades.

A diferencia de los enfoques tradicionales centrados 
en el análisis de los ingresos, o en la evaluación de los 
bienes económicos primarios, la perspectiva adoptada 
por el Observatorio de la Deuda Social Argentina so-
bre el desarrollo humano pone su atención en un espa-
cio de evaluación distinto, que es, precisamente, el es-
pacio de las capacidades para lograr funcionamientos 
“humanos” y “sociales” valiosos. Ello implica que para 
no ser pobres en materia de desarrollo humano las 
personas deben poder tener acceso a porciones ade-
cuadas de recursos primarios, materiales y simbólicos 
que hagan posible el ejercicio de aquellas facultades 
que satisfagan necesidades y capacidades básicas de 
desarrollo humano e integración social. 

En segundo lugar, la perspectiva desarrollada por 
el Observatorio de la Deuda Social Argentina se ha 
nutrido también de una serie de reglas surgidas de 
las teorías estructuralistas en ciencias sociales. En 
este sentido se sostiene que los problemas de inclu-
sión social se expresan esencialmente a través del 
modo en que las sociedades modelan, producen y 
reproducen las estructuras básicas de la reproduc-
ción social en el campo económico, político, social y 

dos a la imposibilidad de realizar los potenciales hu-
manos y, a diferencia de las miradas economicistas, 
considera que el crecimiento económico –aunque 
imprescindible para el logro de una buena calidad de 
vida– tiene un carácter instrumental. Es sobre todo 
una herramienta para la expansión de las capacida-
des y las libertades de las personas, antes que una 
meta en sí misma. Ello lleva a colocar en el centro 
de las preocupaciones tanto la calidad de vida como 
la expansión de las libertades reales de las personas 
como un objetivo del desarrollo.4

Pero hablar sobre calidad de vida remite al con-
cepto de bienestar, ya que la defi nición de indica-
dores de calidad de vida se sostiene en una teoría 
del bienestar. Esta teoría permite la relación entre 
la calidad de vida y la estructura social, los facto-
res ecológicos, las necesidades de las personas, sus 
necesidades y sus capacidades. Uno de los criterios 
utilizados para la consideración del bienestar es la 
posibilidad de participación de cada sujeto como 
miembro de su comunidad siendo precondiciones 
necesarias, aunque no sufi cientes, la salud física y 
la autonomía personal.5 Asimismo, conviene preci-
sar que el fracaso de capacidades relacionales –en 
este caso como resultado de la imposibilidad de 
participar de distintas maneras de la interacción so-
cial– entraña desde el punto de vista social –según 
Sen (2000)- dos modalidades de discriminación di-
ferentes. Por un lado la desigualdad por exclusión, 
derivada de la ausencia de participación en esferas 
relevantes de inclusión, y por otro lado, las moda-
lidades de desigualdad por inclusión desfavorable, 
ligadas a situaciones donde la privación no se ori-

4. Como indicara Sen (1998), “El desarrollo humano, como 
enfoque, se ocupa de lo que considero la idea básica de desarrollo: 
concretamente, el aumento de la riqueza de la vida humana en 
lugar de la riqueza de la economía en la que los seres humanos 
viven, que es sólo una parte de la vida misma”. 

5. La importancia de la sociabilidad desde el enfoque del desa-
rrollo humano ha sido particularmente destacada por Nussbaum 
(2002) en su exposición sobre las capacidades centrales del funcio-
namiento de las personas. Allí señala que una vida “realmente 
humana” es una vida modelada por las potencialidades de la razón 
práctica y de la sociabilidad, otorgándoles a estas dos capacidades 
humanas una función organizadora de las restantes mencionadas 
en su teoría –vida, salud, integridad corporal, control sobre el 
propio entorno y emociones, entre otras.
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En tercer lugar, existen razones epistemológicas 
para sostener que la medición de las privaciones 
humanas no tiene porque ser un ejercicio especula-
tivo sino el resultado de un trabajo de investigación 
descriptivo orientado a relevar los acuerdos civiliza-
torios logrados por una sociedad (Salvia y Lépore, 
2007).6 Si bien es indudable que la dimensión ética 
está presente en las ideas del científi co, en la defi ni-
ción y medición de un concepto se impone un trabajo 
de investigación que supone un cierto conocimiento 
acumulado, acuerdos intersubjetivos y una cuida-
dosa vigilancia epistemológica. Justamente, es este 
el papel que desempeñan los derechos humanos re-
conocidos por los distintos instrumentos de derecho 
internacional, y en ello radica por ejemplo el valor de 
los trabajos realizados por la Ofi cina del Alto Comi-
sionado de las Naciones Unidades sobre Derechos 
Humanos, al formular una defi nición de pobreza 
fundada en los amplios consensos alcanzados por la 
comunidad internacional.

De ahí el argumento que los derechos sociales 
cumplen una función fundamental como paráme-
tros para la evaluación del desarrollo humano a nivel 
mundial. Esta manera de evaluar el progreso de una 
sociedad encuentra legitimidad en el hecho histórico 
de que ambos horizontes –tanto el desarrollo perso-
nal como el desarrollo social– se hallan reconocidos, 
resguardados y promovidos por una sumatoria de de-
rechos individuales, sociales, políticos y culturales de 
alcance internacional que la humanidad ha ido incor-
porando al proceso civilizatorio. En este sentido, las 
normas del derecho internacional y la propia Cons-
titución Nacional ofrecen una serie de condiciones 
sociales mínimas sin las cuales los pueblos y las per-

6. Sobre este tema Sen afi rma: “la visión de que la pobreza es un 
juicio de valor ha sido expuesta por muchos autores. Parece natural 
concebir la pobreza como algo que se desaprueba y cuya elimi-
nación resulta moralmente buena” (Sen, 1992: 22). Sin embargo, 
es importante diferenciar las maneras en que el papel de la moral 
se puede incorporar en el análisis de la pobreza. Así, es distinto 
afi rmar que algo debe ser prescripto (señalar, por ejemplo, que 
cierta carencia humana no debe ser admitida porque implica un 
riesgo para la vida), a decir lo que una sociedad prescribe (decir, 
por ejemplo, que en la sociedad actual cierta carencia humana es 
inadmisible porque se la considera un riesgo para la vida). En este 
sentido, Sen busca marcar que la descripción de una prescripción 
constituye un acto de descripción y no de prescripción.

cultural. En cada una de estos campos de relaciones 
de fuerza se gestan elementos que hacen posible que 
una parte de la población logre integrarse y que otra 
quede excluida socialmente. La descripción de estas 
condiciones y el reconocimiento de los mecanismos 
que las hacen posibles surgen como piezas claves a 
tener en cuenta para cualquier política orientada a 
superar tales desigualdades.

Esto quiere decir que no alcanza con que algunas, 
pocas o muchas personas de manera individual lo-
gren potenciar sus capacidades personales, si ello al 
mismo tiempo no está acompañado de un desarrollo 
de las capacidades sistémicas de generación, distri-
bución y reproducción intergeneracional de fuentes 
“sustentables” de integración social. De este modo, 
se suma a las metas del desarrollo humano en ma-
teria de bienestar y de libertadas, el principio básico 
de la igualdad de oportunidades. Por lo tanto, no al-
canza con que una sociedad logre que sus miembros 
desplieguen funcionamientos valiosos para algunos 
o muchos de sus miembros. El modo social en que ta-
les logros se hacen posibles, a la vez que otros emer-
gen como necesarios, son aspectos también primor-
diales. Es decir, de manera alternativa al enfoque del 
bienestar individual, no se trata de que cada persona 
sea el agente de su propio cambio. Es central que el 
sistema social garantice una adecuada integración 
del conjunto de los sectores sociales, a partir del cual 
las personas puedan decidir, acordar y protagonizar, 
sin temor al hambre o la exclusión, las acciones ne-
cesarias para hacer posible el progreso humano en 
condiciones de equidad social. 

Una sociedad en constante desarrollo humano 
es, entonces, aquella en la existe un equilibrio dis-
tributivo entre los recursos disponibles, los capi-
tales físicos, las metas culturales, la estructura de 
oportunidades personales y la formación de capa-
cidades necesarias –científi cas, tecnológicas, políti-
cas e institucionales- para lograr una mayor calidad 
de vida e integración social de todos sus miembros. 
En este sentido, el desarrollo no se expresa en el 
nivel promedio de bienestar individual que puede 
alcanzar una sociedad, sino en el modo en que se 
generan y se distribuyen las oportunidades de de-
sarrollo humano e integración social a nivel de toda 
la sociedad.
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1.2
 LA DEFINICIÓN DE DEUDA

SOCIAL DESDE UNA PERSPECTIVA
DE DERECHOS

Si bien no existe una única manera de defi nir el de-
sarrollo de una sociedad, el bienestar humano exige 
la vigencia de una serie de condiciones cuyo acceso y 
ejercicio por parte de las personas, familias y grupos 
sociales constituyen una fuente para prolongar la vida, 
la dignidad humana y la integración social. Las realiza-
ciones generadas por tales condiciones signifi can un 
punto de partida que le permiten al ser humano “un 
lúcido ocuparse consigo mismo y del mundo” (Corona, 
2004: 14), y, por lo tanto, participar de manera activa 
de la reproducción, distribución y consumo de los bie-
nes y servicios materiales y simbólicos generados por 
el desarrollo civilizatorio. Un sistema de este tipo re-
quiere un crecimiento del patrimonio social pero ga-
rantizando al mismo tiempo la equidad distributiva y 
la sustentabilidad del desarrollo en el largo plazo. 

En el marco de los argumentos expuestos, cabe 
preguntarse: ¿cuáles son las capacidades o necesida-
des humanas a partir de las cuales es posible estable-
cer un criterio para identifi car la población excluida 
de tales funcionamientos y el grado en que tal ex-
clusión ocurre? Tal como se ha indicado más arriba, 
no es posible evaluar realizaciones sociales de algún 
tipo sin un marco normativo sobre los parámetros a 
partir de los cuales corresponde juzgar determinados 
funcionamientos como défi cit o pobreza de desa-
rrollo.9 Ahora bien, el desafío de fi jar un patrón de 
realizaciones mínimas para diferentes sociedades re-
presenta un problema no sólo de tipo formal. ¿Cómo 
puede hallarse un estándar común de realizaciones 
entre diferentes sociedades si los contenidos de las 

9. Al respecto, cabe tomar en cuenta que Sen (1992, 2000a) prefi rió 
no elaborar una lista de capacidades y realizaciones básicas, pero 
sí lo hizo Desai (1990), en términos de capacidades básicas. A 
su vez, Doyal y Gough (1994) lo hicieron en términos de nece-
sidades intermedias; Nussbaum (2002) en términos de funciona-
mientos centrales; y Max-Neef (1987) en términos de necesidades 
universales. Más recientemente, Boltvinik (2003) propuso una 
serie de criterios clasifi cadores, diferenciando la pobreza económica 
de la pobreza humana, ambas expresión de los ejes del nivel de vida 
y de fl orecimiento humano respectivamente. 

sonas pueden experimentar un perjuicio grave para 
su vida y desarrollo tanto material como moral. Al 
respecto, cabe destacar la estrecha coincidencia que 
logran en sus fi nes las teorías del desarrollo humano 
y el enfoque de derechos.

En efecto, la comunidad internacional reconoce el 
imperativo del desarrollo humano social en nume-
rosos instrumentos normativos, entre los cuales se 
destaca, en primer lugar, la Declaración Universal de 
los Derechos del Hombre (ONU, 1948). Del mismo 
modo opera el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, cuyo preámbulo 
establece el ideal de un ser humano libre, liberado 
del temor y de la miseria (ONU, 1966). Asimismo, 
la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas estableció 
el derecho al desarrollo como derecho humano ina-
lienable (ONU, 1986).7 

Este marco de normas internacionales, junto 
con la propia Constitución Nacional, son la fuente 
principal de descripción prescriptiva por parte del 
Observatorio de la Deuda Social Argentina, a par-
tir de lo cual se justifican una serie de parámetros 
para el estudio sistemático del estado del desa-
rrollo humano y social en el país. Asimismo, cabe 
agregar que –tal como señala Pogge (2005)- el len-
guaje de los derechos reconocidos jurídicamente 
resulta especialmente adecuado para tal fin dado 
su amplia aceptación. De ese modo se sostiene 
que un criterio medular de justicia asentado en el 
enfoque de los derechos asegura, por una parte, 
el respeto a las diferencias culturales y, por otro 
parte, el desarrollo de una vigilancia sustantiva 
del orden político abocado al combate de la explo-
tación, la pobreza y la desigualdad social (Pogge, 
2005: 72-73).8 

7. Más recientemente, la Declaración del Milenio de la Asamblea 
General ha fi jado una serie de compromisos en materia de lucha 
contra la pobreza y la desigualdad en importantes áreas del 
progreso social, los cuales han sido asumidos por la mayoría de los 
Estados del mundo (ONU, 2000; PNUD, 2000a).

8. En un sentido similar razona Nussbaum cuando aduce la 
función de “terreno de acuerdo” que desempeña el lenguaje de los 
derechos humanos en el discurso público internacional, mientras 
se continúa discutiendo acerca del tipo de análisis apropiado en el 
nivel más específi co (Nussbaum, 2002: 149).
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educación, vivienda, administración de justicia, se-
guridad y participación política entre otros. De ahí 
que los problemas que preocupan a la perspectiva de 
derechos no estén sólo asociados a la pobreza de re-
cursos económicos Por otra parte, los derechos socia-
les colocan en el centro de las preocupaciones el desa-
rrollo de las capacidades humanas en condiciones de 
equidad y sin ningún tipo de discriminación. Todos 
los seres humanos tienen derecho a estándares míni-
mos de bienestar en razón de su condición humana, 
independientemente de cualquier condición econó-
mica, étnica, social o cultural. 

De esta situación, se desprenden una serie de de-
mandas sociales que defi nen un piso de justicia social 
que debe también ser garantizado a nivel económico. 
Las demandas políticas y sociales son permanentes 
y recurrentes en este sentido. Las capacidades para 
sostener, prolongar y mejorar la calidad de vida, en 
un contexto de mayor equidad de oportunidades, lo 
cual incluye la distribución de capital físico, humano 
y social, constituye una fuente que potencia el pro-
greso de las sociedades. Desde esta perspectiva, las 
dimensiones del desarrollo humano y social pueden 
expresarse en términos de derechos civiles, económi-
cos, sociales, políticos y culturales que promueven la 
erradicación de la pobreza humana. En este sentido, 
si bien la pobreza no se limita a los aspectos econó-
micos y materiales, dichos elementos resultan fun-
damentales para que las personas puedan acceder 
a condiciones que aseguren una vida digna como 
miembros activos de una comunidad económica, so-
cial y política. Se trata de “condiciones sin las cuales 
los seres humanos no pueden sobrevivir, evitar la 
miseria, relacionarse con otras personas y evitar el 
aislamiento” (Allardt, 1996:127). 

Por lo tanto, el desarrollo de las capacidades hu-
manas y sociales exige el acceso seguro de la pobla-
ción a una serie de condiciones materiales, sociales y 
simbólicas que hacen a la protección, conservación, 
reproducción y desarrollo de la vida. Es decir, se trata 
no sólo de preservar la vida, sino, además, de poder 
acceder efectivamente a condiciones justas de auto-
nomía, integración y realización humana y social. En 
este sentido, cabe sostener que el reino de la libertad 
–y, junto con ello, un orden social fundado en el bien-
estar personal– sólo parece posible cuando la vida 

necesidades pueden variar de una sociedad a otra? 
Es en este punto donde el lenguaje de los derechos 
desempeña un papel fundamental.

En este sentido, el propio proceso civilizatorio 
ocupa un papel clave a la hora de determinar un “lis-
tado” de dimensiones básicas del desarrollo humano y 
social, en tanto que la justa distribución de capacida-
des humanas a nivel familiar, comunitario, nacional o 
global puede implicar o incluso requerir ponderadores 
diferentes en materia de prioridades de progreso se-
gún cada sociedad, así como el acceso a satisfactores 
de diferente naturaleza. En esta línea, el examen de 
la normativa internacional permite al menos recono-
cer tres grandes dimensiones de derechos mundiales 
instituidos o en proceso de legitimación, cuyo sentido 
práctico –en términos de medios comunes asociados a 
fi nes humanos valiosos- los hacen exigibles cualquiera 
sea el contexto donde se apliquen. 

Por una parte, los derechos económicos de las so-
ciedades a participar de un desarrollo auto-susten-
table tanto en lo productivo como en lo ambiental 
y social, bajo normas de soberanía pero también de 
responsabilidad y solidaridad en materia de produc-
ción e intercambio de bienes y servicios. En segundo 
lugar, los derechos políticos de las naciones a cons-
truir su propia historia bajo condiciones soberanas 
bajo sistemas democráticos de gobierno que hagan 
posible el desarrollo institucional que velen por el 
respecto de los derechos civiles, económicos, socia-
les, políticos y culturales de la población. Por último, 
los derechos civiles, económicos, sociales, políticos y 
culturales de los pueblos a vivir una vida digna, libres 
de pobreza, en donde puedan desarrollarse las capa-
cidades humanas, en condiciones de libertad de ac-
ción y participación, con igualdad de oportunidad de 
origen y con respeto a la diversidad multicultural. Tal 
como se ha hecho mención, las investigaciones del 
Observatorio de la Deuda Social Argentina se apoyan 
en los problemas que plantea esta última dimensión. 

En su conjunto, estas normas obligan a exami-
nar la vigencia de una sumatoria de derechos indi-
viduales, sociales, políticos y culturales, generales y 
especiales, de alcance nacional e internacional. Por 
una parte, sostener el desarrollo humano desde esta 
perspectiva implica la necesidad de estructurar un 
sistema social que garantice alimentación, salud, 
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listado de derechos sociales directamente asociados a la dimensión social del progreso humano

1. derecho a la vida y a la 
integridad personal
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 3.
pacto internacional de derechos 
civiles y políticos, artículo 6.

La vida de las personas que viven en una situación de pobreza 
es frecuentemente afectada por la falta de alimentos, el riesgo 
de enfermedades, el trabajo peligroso y las condiciones de vida 
precarias. Esas personas sufren violencia de todo tipo, que incluye 
ataques, hostigamiento, intimidación, discriminación y, en algu-
nos casos, incluso amenazas de muerte y asesinato. Las mujeres 
pobres son particularmente vulnerables a la violencia en el hogar 
y otras formas de violencia en función del género.

2. derecho a una alimentación 
suficiente y nutritiva
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 25.
pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, 
artículo 11.

La alimentación adecuada es necesaria para la sobrevivencia del 
ser humano y para llevar una vida saludable. Las personas que no 
cuentan con una adecuada alimentación a menudo se ven impo-
sibilitadas de acceder a otros derechos, como los de acceso a un 
nivel de vida digno, a una educación apropiada y a un trabajo de-
cente, al tiempo que el hambre puede dar lugar a la desnutrición e 
incluso a la muerte.

3. derecho a un estado 
satisfactorio de salud y al 
cuidado de la misma
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 25.
pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, 
artículo 12.

Un estado de salud defi ciente es una de las más importantes 
causas de pobreza, al limitar las posibilidades de educación de las 
personas y reducir de manera signifi cativa sus oportunidades de 
vida. Paralelamente, la mala salud es frecuentemente consecuen-
cia de la pobreza, siendo los servicios de salud para los pobres 
inaccesibles o inadecuados o están mal equipados.

4. derecho a un hábitat adecuado 
y a una vivienda digna.
pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, 
artículo 11.
convención sobre los derechos 
del niño, artículo 27.

La vivienda de las personas pobres frecuentemente está construida 
con materiales de baja calidad, carece de agua corriente, instala-
ciones de saneamiento y electricidad, al tiempo que suele estar 
ubicada en entornos insalubres y distantes de los servicios de salud 
y educación. Así, las condiciones de habitabilidad defi cientes tienen 
consecuencias sobre otros derechos sociales fundamentales, como 
los de salud, educación y trabajo, impidiendo su pleno ejercicio.

5. derecho a la educación y a la 
formación profesional
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 26.
pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, 
artículos 13 y 14.

El acceso a la educación se encuentra limitado para quienes 
viven en la pobreza. Esta situación afecta particularmente a los 
niños de hogares pobres, quienes habitualmente se ven obliga-
dos a participar en la búsqueda diaria de medios de subsistencia 
o a trabajar fuera del hogar. La educación permite la realización 
de otros derechos fundamentales tales como: derecho al trabajo, 
la salud y la participación política y es uno de los medios más efi -
caces para promover un proceso de movilidad social ascendente.

figura 1.2.1
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6. derecho a un nivel de vida 
digno (estándar mínimo 
socialmente valorado)
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 25.

Las personas que viven en la pobreza suelen estar mal remune-
radas por su trabajo, estar mal nutridas y tener un acceso insu-
fi ciente a la vestimenta, la vivienda, el agua y el saneamiento, la 
asistencia médica y los servicios sociales. Ello afecta negativa-
mente a su capacidad de hacer valer otros derechos, como los de 
la educación, la salud y el propio trabajo, con lo que se refuerza el 
círculo vicioso de la pobreza. Las personas que viven en la pobreza 
suelen carecer de la capacidad básica para participar activamente 
en la vida social, cultural y política de sus comunidades.

7. derecho a un trabajo 
socialmente con protección 
laboral y social.
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 23.
pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, 
artículos 6, 7, 8 y 9.

La obtención de un empleo en el sector formal de la economía 
resulta frecuentemente imposible para los pobres como conse-
cuencia de la discriminación social y de la carencia de credenciales 
educativas. Por ello, los pobres se ven obligados a buscar trabajo 
en el sector informal. Ese trabajo se caracteriza por escaso nivel de 
especialización, la inseguridad, la peligrosidad y un ingreso bajo 
que muchas veces no garantiza unas condiciones de vida ade-
cuadas. Dado que las personas que viven en la pobreza no suelen 
disponer de capital, sino únicamente de su propio trabajo, es esen-
cial garantizarles el derecho a un trabajo decente para que puedan 
disfrutar de la Seguridad Social, incluyendo la alimentación, salud 
y la vivienda propia.

8. derecho al reconocimiento 
como persona ante la ley y 
acceder a documentación de 
identidad 
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 6.
pacto internacional de derechos 
civiles y políticos, artículos 16 y 24.

Como consecuencia de la falta de domicilio legal y de los elevados 
costos directos e indirectos de la inscripción civil, las personas que 
viven en la pobreza frecuentemente no están reconocidas ante la 
ley y se enfrentan a graves obstáculos para inscribir a sus hijos. El 
hecho de no aparecer inscripto, es decir, de no tener una identi-
dad jurídica, hace muy difícil matricularse en la escuela, obtener 
un empleo, acceder a los servicios sociales, ejercer los derechos 
políticos, ejercer paternidad, contraer matrimonio, viajar dentro 
y fuera de las fronteras, ser asistido por la justicia o incluso evitar 
ser encarcelado. El reconocimiento de ese derecho es, por consi-
guiente, una condición fundamental para la realización de muchos 
otros derechos.

9. derecho a la justicia y a la 
protección legal
declaración universal de derechos 
humanos, artículos 10 y 11;
pacto internacional de derechos 
civiles y políticos, artículos 14 y 15.

Las personas que viven en la pobreza son especialmente vulnera-
bles a las violaciones de sus derechos y frecuentemente no pueden 
hacer uso del mecanismo más efi caz para defenderse frente a 
tales abusos, como es el de la tutela judicial. Su acceso a la justicia 
se ve obstaculizado por limitaciones económicas y de acceso a la 
información, la complejidad de los procedimientos administrati-
vos, la desconfi anza en las instituciones y el temor basado en su 
experiencia frente al sistema judicial y el lento ritmo con el que se 
imparte justicia. Ello resulta particularmente preocupante, dado 
que las personas que viven en la pobreza tienen más probabilida-
des que otras de ser discriminadas y sus derechos fundamentales 
se violan con mayor impunidad.
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evaluar las “Deudas Sociales” en materia de desa-
rrollo humano y social. Para ello, la estrategia más 
directa utilizada por esta y otras investigaciones con-
siste en establecer un conjunto de capacidades bási-
cas que deben cumplirse. A partir de lo cual resulta 
necesario especifi car también los indicadores de tales 
privaciones en términos de presencia o ausencia de 
realizaciones, y no sólo en términos de recursos indi-
rectos o de satisfactores económicos directos. 

En este marco, cabe establecer cuáles son los fun-
cionamientos humanos y sociales que deben estar 
presentes para la identifi cación de la población ex-
cluida de los derechos fundamentales de desarro-
llo humano e integración social. Es decir, una vez 
identifi cadas las realizaciones básicas que deben ser 
garantizadas según los derechos, se trata de fi jar 
los “mínimos” a partir de los cuales tales derechos 
resultan razonablemente incumplidos o exigibles. 
Según la práctica de investigación del Observatorio 
de la Deuda Social Argentina, la identifi cación de 
umbrales a partir de los cuales evaluar privaciones 
relativas –cuyos límites inferiores nunca pueden es-
tar por debajo de las privaciones absolutas– ofrece 
importantes elementos de análisis para la fi jación 
de los “défi cit de desarrollo humano” correspon-
dientes a una determinada necesidad, en el marco 
de los estándares normativos, sociales y culturales 
de una sociedad.

A partir de esta traducción de dimensiones a con-
ceptos e indicadores, cabe aclarar que al menos dos 
tipos de ejercicios metodológicos pueden ser aplica-
dos: (a) comparar los alcances de las privaciones en 
cada sociedad en relación con sus estándares respec-

humana alcanza capacidad de preservarse y soste-
nerse de manera autónoma, lo cual a su vez requiere 
como condición un sistema social que haga factible y 
promueva tales funcionamientos bajos reglas de in-
tegración social. 

Siguiendo esta línea de razonamiento, el Obser-
vatorio de la Deuda Social Argentina, propone para 
examinar la dimensión de la pobreza de desarrollo 
humano e integración social un criterio de justicia 
nuclear basado en el enfoque de los derechos socia-
les. Al respecto, una contribución importante para 
tal efecto se ha basado en los aportes realizados por 
la Ofi cina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (OACDH, 2002, 
2004). Este ámbito viene desarrollando durante los 
últimos años un importante esfuerzo de elabora-
ción dirigida a formular un marco de referencia que 
permita establecer un enfoque de derechos huma-
nos aplicado a las estrategias de reducción de la po-
breza. Al respecto, se sostiene que el estudio de la 
dimensión de la pobreza incluye un reconocimiento 
explícito del marco normativo de los derechos so-
ciales involucrados. 

En la Figura 1.2.1 que sigue se recogen –desde 
la perspectiva de los temas que aborda el Observa-
torio de la Deuda Social Argentina- los principales 
vínculos entablados entre la pobreza de desarrollo 
humano y la violación de derechos sociales desde 
un enfoque centrado en los derechos, destacando 
especialmente las consecuencias de pobreza en la 
denegación de éstos.

Evidentemente las consideraciones precedentes 
determinan las dimensiones implicadas a la hora de 

Fuente: OACDH (2002), ampliado por Salvia y Lépore (2008).

10. derecho a intervenir y 
participar en la vida política y en 
los asuntos comunitarios
declaración universal de derechos 
humanos, artículo 21.

Como consecuencia de la falta de información y de poder social, 
las personas que viven en la pobreza no pueden participar verda-
deramente en los procesos de adopción de decisiones. La discri-
minación social, la carencia de vivienda y de educación y la falta 
de inscripción en el registro civil son otros obstáculos para el ejer-
cicio de los derechos políticos. Así pues, los pobres no pueden in-
fl uir en las políticas en su propio benefi cio y ni se tienen en cuenta 
sus necesidades concretas. Además, los muy pobres también están 
más expuestos que otros a la manipulación y el clientelismo.
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chos sociales en materia de desarrollo humano e 
integración social. Según este criterio, para lograr 
un estado satisfactorio de progreso, los sistemas 
económicos, sociales y políticas deben garantizar 
a todas las personas un acceso razonablemente se-
guro a recursos y valores sociales considerados ne-
cesarios para el sostenimiento y desarrollo de una 
vida digna, acorde con los derechos que velan por 
ese objetivo.

Por otra parte, en coincidencia con los argumentos 
expuestos, reducir el campo de las privaciones a las 
condiciones económicas obstaculiza un conocimiento 
más integral de los problemas y, en consecuencia, un 
reconocimiento más amplio de los derechos sociales 
exigibles. Desde la perspectiva teórica seguida por el 
Observatorio de la Deuda Social Argentina, tanto las 
condiciones materiales de vida como de integración 
humana y social constituyen ámbitos necesarios para 
evaluar, de manera multidimensional, el grado en 
que las personas, los grupos, las clases y las comuni-
dades logran ejercer sus derechos, desarrollar sus ca-
pacidades y satisfacer las necesidades humanas con 
autonomía de gestión, a la vez que como miembros 
activos de un sistema de organización económica, so-
cial y política de carácter colectivo.11 

Al igual que en las primeras ediciones del Baró-
metro de la Deuda Social Argentina, y acorde con 
los argumentos teóricos planteados, el campo de 
evaluación de las necesidades humanas y sociales 
no puede ser abordado de manera unidimensional, 
correspondiendo distinguir dos grandes espacios o 
niveles de evaluación: a) las condiciones materiales 
de vida; y b) las condiciones de integración humana 
y social. De ahí que este nuevo informe vuelva a 
incluir dos grupos de capítulos asociados con cada 
una de dichas dimensiones.

11. La diferenciación entre condiciones materiales y aspectos 
vinculados a la integración humana y social se encuentra 
ampliamente referenciada por el marco teórico del programa del 
Observatorio de la Deuda Social Argentina; así como las investiga-
ciones e informes realizados desde 2005 hasta la fecha. Véase, en 
cuanto a desarrollos teóricos, Tami y Salvia (2005), Salvia (2007), 
Salvia y Lépore (2007) y Salvia (2011a). En cuanto a aplicaciones 
directas de esta clasifi cación pueden consultarse los Informes del 
Barómetro de la Deuda Social Argentina /Números. 1 al 6.

tivos de realizaciones mínimas (fundado en derechos 
establecidos), y (b) comparar el predicamento de las 
diferentes comunidades en términos de un estándar 
mínimo dado, por ejemplo, el que predomina en una 
de ellas (los sectores socioeconómicos normalmente 
acomodados). Tal como se habrá de presentar, ambas 
estrategias se conjugan en la mayor parte de los capí-
tulos de este libro. 

1.3
 LOS ESPACIOS DE EVALUACIÓN

DEL DESARROLLO 
HUMANO Y SOCIAL 

Siguiendo los argumento precedentes, la “Deuda 
Social” es defi nida en el marco de esta investigación 
como la distancia que presentan las condiciones de 
vida de una población con respecto a una serie de pa-
rámetros que fi jan las condiciones, recursos y reali-
zaciones mínimas que requiere el desarrollo humano 
según estándares normativos vigentes, tratándose 
sobre todo de recursos materiales, sociales y simbó-
licos disponibles a nivel sistémico. Esta perspectiva 
implica abordar dicha “deudas sociales” incluyendo 
no sólo las privaciones absolutas a las que se ve afec-
tada parcial o totalmente la población, sino también 
aquellas de carácter relativo, que implican una dis-
tribución desigual de las oportunidades de acceso a 
recursos y capacidades existentes, sean estas mate-
riales, psicosociales o político institucionales.10 

De este modo, se sostiene en el marco de esta 
investigación un criterio descriptivo y no pres-
criptivo al abordar el estudio interdisciplinario 
de las situaciones de privación que conforman las 
deudas sociales. Tal como se ha argumentado, se 
trata fundamentalmente de examinar de manera 
sistemática el grado de cumplimiento de los dere-

10. Aunque el criterio normativo está formalmente en contra-
dicción con la concepción que defi ne la pobreza como una privación 
de carácter relativo (Townsend 1979, 1995) –según el cual las 
necesidades dependen de la cultura y el grado de desarrollo de una 
sociedad o un grupo dentro de ella–, este último enfoque ofrece 
interesantes posibilidades cuando como es en nuestro caso se lo 
utiliza para la defi nición de los umbrales mínimos. 
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nes y servicios, acceso a medios públicos de inclusión 
social, realización de un trabajo decente, formación 
de competencias laborales y logro de una mínima au-
tonomía económica. Si bien se incluyen indicadores 
de ingresos monetarios, la defi nición de desarrollo 
humano y social utilizada es mucho más compleja e 
incluye la consideración de una serie amplia de sa-
tisfactores económicos y realizaciones materiales por 
parte de las personas y los hogares. 

En este espacio de evaluación se distinguen tres 
dimensiones básicas que agrupan una serie de indi-
cadores examinados de condiciones materiales de 
desarrollo humano: a) Condiciones de habitabilidad 
y acceso a bienes y servicios urbanos, b) Trabajo pro-
ductivo y trabajo reproductivo; y c) Estado de salud, 
acceso y calidad de la atención, tal como quedan indi-
cados en el recuadro correspondiente.

condiciones materiales de vida

condiciones de habitabilidad
y acceso a bienes y servicios urbanos 
La situación de la vivienda

El acceso a servicios públicos domiciliarios

El acceso a bienes y servicios urbanos

La contaminación ambiental en el
espacio urbano

trabajo productivo y trabajo reproductivo 
El acceso a un trabajo decente en el ámbito laboral

El trabajo reproductivo en el ámbito doméstico 

estado de salud, acceso y calidad de atención 
La salud en la población 

Las consultas de salud 

Acceso al sistema de salud

EL ESPACIO DE LA INTEGRACIÓN SOCIAL

En el espacio de la integración humana y social 
se considera que las capacidades psicológicas y ciu-
dadanas son expresiones básicas del nivel de inte-
gración humana y social. Por consiguiente, en este 
nivel se incluye un conjunto de funcionamientos 

El primero de dichos niveles –abordado en los 
capítulos 2, 3 y 4 de este libro– reconoce, desde el 
lenguaje de los derechos, una serie de necesidades 
que son de carácter material o que requieren de satis-
factores socioeconómicos para su cumplimiento. El 
segundo de los niveles –abordado en los capítulos 5 
y 6–, desde la misma perspectiva, reconoce una serie 
de necesidades psicosociales, relacionales, políticas 
y ciudadanas requeridas para el bienestar subjetivo 
y la adecuada integración de la población a la vida 
social e institucional. Ambos reunidos, constituyen 
un espacio integrado de evaluación del desarrollo hu-
mano y social. 

El espacio de las condiciones materiales de vida 
remite a una serie de necesidades que requieren de 
satisfactores económicos generados por los propios 
hogares o distribuidos por el Estado o la comunidad. 
Se trata de condiciones materiales y sociales sin las 
cuales los seres humanos no pueden sobrevivir, de-
sarrollar sus capacidades, relacionarse con otras per-
sonas y evitar la exclusión social (recursos de trabajo, 
hábitat, salud, educación y subsistencia). Es por esta 
vía que se aborda la cuestión de los denominados pre-
rrequisitos materiales de la autonomía, la autorreali-
zación y la integración social, en tanto ideales mayo-
res del ser humano. Por otra parte, el espacio de la in-
tegración social humana se expresa, esencialmente, 
en torno al fl orecimiento de las capacidades relacio-
nales y psicosociales del desarrollo humano. Desde la 
perspectiva abordada, la integración se relaciona con 
el rango de oportunidades que ofrece la vida colectiva 
a nivel psicosocial, cultural, integridad personal, con-
fi anza comunitaria, participación política, libertad 
ciudadana, entre otros funcionamientos. 

  EL ESPACIO DE LAS CONDICIONES 
MATERIALES DE VIDA

El análisis de las condiciones materiales de vida 
implica la evaluación de un conjunto de funciona-
mientos humanos asociados a fuentes de bienestar 
material, los cuales encuentran su realización tanto 
en el espacio público como privado: grado de acceso 
seguro a condiciones, recursos para el sostenimiento 
de la vida, desarrollo de la salud, alcance de condi-
ciones de hábitat dignas, consumo razonable de bie-
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ras a la movilidad social de los sectores más pobres. 
Por último, a partir del último trimestre de 2009, se 
inició una sensible recuperación de la economía, al-
canzando una tasa de crecimiento elevada, aunque 
bajo un persistente proceso infl acionario. Al mismo 
tiempo, tuvo lugar un renovado esfuerzo por parte 
del Estado de transferencia de ingresos a los secto-
res más vulnerables a través del gasto social. A pesar 
de ello, lamentablemente, una parte importante de 
la población todavía sigue sumergida en la margina-
lidad y carece de condiciones plenas de inclusión e 
integración social.

Por lo tanto, si bien la respuesta dada por los 
estudios realizados a la pregunta arriba formulada 
nunca fue concluyente, tales estudios han ido de-
jando en claro que, más allá de las buenas o malas 
noticias correspondientes a cada año de la década, 
se ha mantenido vigente un orden económico y so-
cial que ha impuesto barreras estructurales a la su-
peración de la dualidad que atraviesa a la sociedad 
argentina. Al respecto, ha quedado confirmado 
que junto a una importante recuperación de los 
indicadores sociales para los sectores medios, el 
crecimiento de la economía no puede ofrecer mu-
cho más en materia de superación de la exclusión 
estructural ni de reducción de la desigualdad de 
oportunidades en materia de desarrollo humano e 
integración social.

El informe especial “Deudas y Progresos Sociales 
en un País que Ingresa a su Bicentenario. Argentina 
2004-2010” (Salvia, 2011b), da cuenta de este pro-
ceso histórico reciente, evaluándolo en términos de 
mejoras relativas y de desafi os pendientes en ma-
teria de deudas sociales. Al respecto, corresponde 
un apretado resumen del los hallazgos que mostró 
dicho estudio desde una perspectiva integral del de-
sarrollo humano y social que caracteriza a los infor-
mes del Barómetro. 

 En los aspectos que hacen a las condiciones de 
hábitat y acceso a servicios públicos de los hogares 
urbanos se apreció una mejora entre los años 2004 
y 2010. Pero debido a que estas mejoras alcanzaron 
sobre todo a los sectores medios y sólo parcialmente 
a los hogares ubicados en los estratos más bajos de 
la escala social, todavía persisten niveles de margi-
nalidad elevados en las condiciones habitacionales, 

1.4
 BALANCE DE UNA DÉCADA 

Y LOS NUEVOS DESAFÍOS 
DEL BICENTENARIO

La serie de estudios realizados por los informes 
del Barómetro de la Deuda Social Argentina entre 
2004 y 2010 tuvieron como principal objetivo eva-
luar la evolución de las condiciones de desarrollo 
humano e integración social de la población urbana 
del país, después de la profunda crisis que experi-
mentara el sistema social argentino en los prime-
ros años del milenio. El núcleo problemático que 
atravesó a los diferentes informes puede resumirse 
en la pregunta: ¿En qué medida el crecimiento eco-
nómico y las mejoras en las políticas públicas pro-
movidas durante la década impactaron de manera 
positiva en el desarrollo humano y en una más justa 
distribución de capacidades de integración social 
del conjunto de la población urbana? 

Sin duda, después de la crisis 2001-2002, el des-
empeño económico tuvo un papel fundamental en la 
reducción de la pobreza, la normalización institucio-
nal y la recuperación de la confi anza, siendo ello po-
sible debido fundamentalmente al crecimiento de la 
economía, a la recuperación del empleo y al aumento 
de las remuneraciones reales de los trabajadores for-
males. Así como también, gracias a un importante es-
fuerzo de transferencia de ingresos a través del gasto 
social por parte del Estado. Sin embargo, no todos los 
sectores sociales lograron benefi ciarse de la misma 
manera, ni dicha política logró, tal como sabemos, 
una plena incorporación de la población excedente al 
modelo de desarrollo productivo. En este contexto, 
a pesar del crecimiento y la caída del desempleo, la 
desigualad no cedió terreno.

Esta fase de recuperación económica y político-ins-
titucional mostró sus primeros signos problemáticos 
en el año 2007, cuando se aceleró el proceso infl acio-
nario y se frenó la creación de empleos productivos. 
A ese proceso, le siguió una primera retracción y un 
refl ujo en las expectativas sociales durante la pri-
mera parte del año 2008. A fi nes de 2008 y durante 
buena parte de 2009, los efectos internos de la crisis 
fi nanciera internacional afectaron directamente la 
actividad económica e impusieron mayores barre-
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a capacidades psicológicas para la propia supera-
ción, mientras que lo contrario ocurre cuando la 
posición social es más alta. 

 A pesar de la recuperación que experimentó el 
clima ciudadano después de la crisis 2001-2002, 
todavía se registran muy bajos o inestables niveles 
de confi anza social tanto en los poderes republica-
nos (gobierno nacional, congreso y justicia) como 
en las instituciones de representación política o 
gremial (partidos políticos, sindicatos, etc.). Por el 
contrario, son llamativamente altos los niveles de 
apoyo y confi anza que la ciudadanía otorga a las 
ONG, Iglesias y a los medios de comunicación. 

 Al mismo tiempo, en el campo de la acción ciu-
dadana se destacó la persistencia a lo largo del pe-
ríodo 2004-2010 de muy bajos niveles de partici-
pación de la población en partidos políticos, sindi-
catos y movimientos piqueteros. Por otra parte, si 
bien la vinculación con las organizaciones sociales, 
religiosas o culturales fue más elevada, los bajos 
niveles de participación no se condicen con los al-
tos niveles de confi anza que estas últimas institu-
ciones convocan. 

 Los elevados niveles de victimización, a la vez 
que crecientes entre 2004 y 2010, muestran que 
no alcanza con aumentar la presencia en la vía pú-
blica de agentes policiales para prevenir o erradi-
car el delito. En general esta medida sólo desem-
peña una función disuasiva o demostrativa, sin 
que ello signifi que una resolución de fondo a los 
problemas de inseguridad. Por otra parte, si bien 
la discriminación social cayó entre 2006 y 2008, la 
misma continúa estando socialmente diferenciada 
y ha venido aumentando durante los últimos años.

Si bien este panorama describe la persistencia de 
una manifi esta dualidad estructural en una econo-
mía con extraordinarios niveles de crecimiento eco-
nómico, en materia de empleo y de consumo, a lo que 
cabe sumar el importante aumento experimentado 
por el gasto social, ello no da cuenta de porqué las 
condiciones de marginalidad estructural casi no han 
cambiado. El problema quizás no está en el funcio-

en la tenencia regular de la vivienda y en el hábitat 
urbano en general entre los sectores más pobres.

 En los indicadores que caracterizan a la situa-
ción económica, tuvo lugar una fuerte recupera-
ción entre 2004 y 2007-2008 para el conjunto de 
los hogares, la cual se invirtió con la crisis 2008-
2009, para fi nalmente volver a mejorar entre 2009 
y 2010. Sin embargo, durante los últimos tres años 
de la serie se registraron un apreciable ensancha-
miento de la brecha de desigualdad entre los estra-
tos sociales extremos. 

 En lo referido a la situación laboral de la po-
blación, comparando el período 2004-2010 y a 
pesar del leve retroceso observado en el 2009, se 
registró un balance positivo evidenciado por el au-
mento del empleo de calidad y una disminución de 
la desocupación. Sin embargo, estas mejoras no se 
verifi caron con la misma intensidad para el total 
de la población y perduran fuertes défi cit de mar-
ginalidad y precariedad laboral en desmedro de los 
integrantes de los estratos sociales más pobres.

 Un hecho a destacar es que a partir del 2008 
aumentó sustancialmente la población bene-
ficiada por el sistema de jubilaciones o pensio-
nes. Esto se debió, principalmente, a una polí-
tica estatal que facilitó el acceso a los beneficios 
previsionales y al aumento de las pensiones 
graciables. Al mismo tiempo, sin embargo, el 
porcentaje de trabajadores que no participan 
del Sistema de Seguridad Social continúa siendo 
elevado. En este contexto, una parte importante 
de la población sólo tiene acceso a trabajos in-
formales de subsistencia o continúa afectada 
por la desocupación. 

 La situación referida a los recursos de desarrollo 
humano e integración social de la población adulta 
revela que hubo una mejora en las capacidades psi-
cosociales entre 2004 y 2010. No obstante, la evi-
dencia indica que, en el último tiempo, se amplió 
de manera signifi cativa las brechas psicológicas 
entre los extremos de la escala social. Así, cuanto 
más baja es las posición social menor es el acceso 
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sión que hacen posible la reproducción ampliada de 
las actuales condiciones de subdesarrollo económico, 
social, político y cultural que afectan a la sociedad. 

De ahí que el monitoreo sistemático y la informa-
ción académica actualizada sobre el estado de situa-
ción que atraviesan a la cuestión social constituyen 
tareas imprescindibles para permitir tanto el debate 
refl exivo sobre las prioridades sociales como el cono-
cimiento objetivo de las condiciones de partida para 
cualquier proyecto estratégico de desarrollo. En este 
marco, una pregunta adicional resulta obligada, ¿en 
qué medida se encuentran fortalecidas o disminui-
das las capacidades humanas y sociales de la sociedad 
para acompañar este proceso histórico en función de 
hacer posible un cambio económico, político y social 
de rumbo hacia un modelo de sociedad más equita-
tivo para el conjunto de la población? 

Ahora bien, no es posible dejar de señalar que las 
estadísticas ofi ciales han pedido lamentablemente la 
confi abilidad necesaria para evaluar con objetividad 
los problemas mencionados. Este hecho, aunque pa-
rezca secundario, no deja de ser un signo de los pro-
blemas que organizan el tiempo político-institucio-
nal de nuestro país. En este contexto, cabe destacar 
el valor específi co de esta investigación en cuanto a 
ofrecer evidencias sistemáticas sobre el estado real 
de la situación del desarrollo humano y la integra-
ción social en nuestro país al inicio esta nueva etapa 
histórico que abre el Bicentenario de la patria, cuyo 
esfuerzo habrá de ser continuado por todo el período 
2010-2016 . 

Para ello, tal como se mencionara al principio de 
este capítulo, se busca en este primer estudio del Ba-
rómetro de la Deuda Social Argentina de la serie del 
Bicentenario 2010-2016 ofrecer un detallado estado 
de situación de las condiciones materiales, ocupacio-
nales, psicosociales y político-ciudadanas que ponen 
límites a un desarrollo humano y social equitativo. 
El desafío es, una vez más, identifi car, examinar y 
evaluar las privaciones “injustas” que se expresan en 
derechos exigibles y que operan negando a personas 
y grupos sociales la oportunidad de vivir dignamente 
y desarrollar sus capacidades humanas. Está en el 
centro de las expectativas de los investigadores del 
Observatorio de la Deuda Social Argentina poder 
contribuir a tal fi n.

namiento de la economía sino en el sistema político 
incapaz de intervenir sobre los factores estructura-
les reales del subdesarrollo. En este sentido, quizás 
el principal problema continúa siendo la falta de un 
bloque de actores con capacidad política para promo-
ver un programa de desarrollo, capaz de movilizar al 
conjunto de los recursos materiales y humanos que 
dispone el país alrededor de una política que trans-
forme las pautas distributivas del crecimiento y fo-
mente un efectivo progreso social en los sectores 
más pobres. 

Al respecto, cabría agregar que si bien el sendero 
actual de crecimiento económico constituye un ca-
mino por demás favorable para esta iniciativa, la 
falta de consensos sociales en el campo político-ins-
titucional alrededor del tipo de horizonte alternativo 
planteado, parece poner barreras en este sentido. 
Por lo mismo, el diagnóstico sobre las capacidades 
de progreso en el mediano plazo, aunque económi-
camente promisorio, resulta todavía poco prome-
tedor en el campo de la superación de las barreras 
estructurales que impiden una efectiva integración 
social. Es decir, el país real muestra un escenario en 
donde no sólo se carece de un plan de desarrollo real 
de las capacidades productivas y de integración so-
cial, sino que sobre todo no se percibe la emergencia 
de un espacio de debates y negociaciones político-
institucionales para lograr tal resultado. ¿Podemos 
esperar que el crecimiento económico derrame por 
sí sólo progresos sociales y gobernanza democrática 
perdurables en el tiempo? La experiencia histórica 
da cuenta de los contraproducentes efectos a los que 
lleva este supuesto. 

La dualidad estructural constituye un rasgo que 
acompaña recién desde hace dos o tres décadas a la 
moderna sociedad argentina, siendo ello la conse-
cuencia de la acción conjunta de factores tanto inter-
nos como internacionales, sobre los cuales no pode-
mos detenernos ahora. En este marco, las dimensio-
nes del desarrollo humano y social que se abordan en 
este programa de investigación no constituyen por 
sí mismas una expresión de esas causas a las cuales 
convocan al problema, sino, fundamentalmente, los 
espacios en donde es posible evaluar sus consecuen-
cias. A lo que cabe agregar, sin embargo, que tales 
consecuencias son también las correas de transmi-
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Como toda especie, el ser humano transita su vida 
en un entorno físico y biológico al que llamamos hábi-
tat, el que puede ser entendido como aquel espacio en 
el que las personas y las sociedades realizan cotidia-
namente sus actividades productivas, reproductivas 
y de socialización y que, por tanto, está conformado 
por todos aquellos elementos que permiten, obstacu-
lizan o conspiran en el desarrollo de sus capacidades y 
potencialidades. Vivimos, existimos y residimos en un 
hábitat a la vez que lo producimos y, en consecuencia, 
éste refl eja parte de lo que somos como sociedad. Los 
modos en que lo construimos, lo protegemos o lo de-
gradamos, nos anticipan el entorno en el que vivirán 
nuestros hijos y las futuras generaciones.

En una sociedad moderna, la vivienda y el espa-
cio urbano constituyen dos componentes centrales 
del hábitat, y los rasgos que éstos adquieran serán 
esenciales para la calidad de vida de las personas 
que en ellos residan (ONU, 1996). La moderniza-
ción, el desarrollo capitalista y la industrialización 
han sido acompañados por la urbanización y ésta 
les ha facilitado a aquellos las condiciones para su 
posibilidad y realización (Polanyi, 2001; Harvey, 
1973).13 Sin embargo, no toda la sociedad vive de 

13. Desde un mundo pre capitalista en donde el 95% de la población 
habitaba en espacios rurales, en el año 2010 más de la mitad de la 

igual modo ni ve satisfechas sus necesidades y rea-
lizados sus anhelos en la misma medida en estos 
entornos urbanos. Mientras que una porción de la 
población cuenta con estándares de vida signifi cati-
vamente elevados, otra habita espacios hacinados y 
contaminados, padece hambre y sobrevive en con-
diciones de extrema precariedad.

Para que un hábitat concreto posibilite el desarro-
llo humano es preciso que provea condiciones para 
que se garantice el pleno desenvolvimiento de las 
potencialidades y capacidades de cada sujeto y de la 
comunidad de la que forma parte, en un marco de 
libertad y respeto a los derechos humanos. Esto im-
plica que el hábitat debe satisfacer las necesidades 
biológicas y sociales (materiales y no materiales) de 
las personas, así como facilitar la creación de oportu-
nidades de participación económica, social, política y 
cultural (ONU-Hábitat, 2009: 114).

El capítulo que aquí se presenta aborda la situa-
ción del hábitat urbano de la Argentina durante el 
año 2010. El trabajo se ancla en una perspectiva de 
derechos y, dentro de éstos, el derecho a la ciudad, en-
tendido como aquel que, en condiciones de igualdad y 

especie humana reside y atraviesa su existencia en ciudades, a la vez 
que se estima que el proceso de urbanización seguirá avanzando a 
pasos agigantados durante las siguientes décadas.

CAPÍTULO 2
LAS CONDICIONES HABITACIONALES Y DE ACCESO A BIENES

 Y SERVICIOS URBANOS EN LA ARGENTINA 2010
URBANIZACIÓN Y DESIGUALDAD ESTRUCTURAL 

DAN ADASZKO
Con la colaboración de Bianca Musante
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dida el crecimiento económico de la última década se 
tradujo en una distribución equitativa y justa para el 
conjunto del tejido social de los recursos referidos. 

El orden expositivo del capítulo es el siguiente. En 
primer término se presenta el enfoque teórico en el 
que se enmarca el análisis. En él se desarrollan las 
nociones de derecho a la ciudad y una serie de aspec-
tos que hacen a cada uno de los tres grandes compo-
nentes en los que se examina la situación del hábi-
tat (vivienda, espacio urbano y medio ambiente). En 
segundo lugar se presentan los hallazgos empíricos 
del estudio, subdivididos en tres secciones corres-
pondientes a cada uno de esos tres componentes del 
hábitat. Por último, se desarrollan algunas conside-
raciones fi nales en las que se retoman los conceptos 
vertidos en el enfoque teórico y se los articula con los 
resultados expuestos en la segunda parte del capítulo.

Con el propósito de aportar información adicional 
a la línea argumental central del estudio, a lo largo 
del trabajo se presentan algunos recuadros con infor-
mación que ahonda en diferentes aspectos que hacen 
a cada una de las tres dimensiones o componentes 
del hábitat consideradas.

2.1 
ENFOQUE TEÓRICO

La vivienda constituye el espacio de residencia de 
una persona o grupo, donde se llevan adelante las ac-
tividades cotidianas fundamentales para la reproduc-
ción biológica y social: alimento, descanso, higiene 
personal y evacuación de las excretas, e interacción 
con los semejantes. Posibilita asimismo –aunque no 
siempre- el acceso a servicios urbanos básicos para 
esas actividades (INDEC, 2003a), los que, como se 
mostrará en este capítulo, se distribuyen de forma 
muy diversa a lo largo de la trama social, llevando a 
que algunos grupos cuenten con lo que podríamos 
denominar una “vivienda digna” y otros no.

Yujnovsky (1984) defi ne a la vivienda como “una 
confi guración de servicios –los servicios habitaciona-
les- que deben dar satisfacción a necesidades humanas 
primordiales: albergue, refugio, protección ambiental, 

espacio, vida de relación, seguridad, privacidad, identi-
dad, accesibilidad física, entre otros” (Yujnovsky, 1984: 
17). El autor señala asimismo que estas necesidades 
varían de acuerdo con el contexto histórico y social en 
que se produzcan y que la situación de la vivienda y la 
política habitacional deben ser analizadas en el marco 
de las estructuras de poder y de las relaciones dentro de 
una determinada confi guración social y estatal.

Para cumplir con los quehaceres reproductivos 
la vivienda debe responder a una serie de atributos 
que permitan la protección física y el resguardo de 
la intimidad de sus habitantes. Si bien toda vivienda 
provee y permite estas funciones, no siempre lo hace 
en las mismas condiciones, resultando de ello cali-
dades habitacionales sumamente heterogéneas. En 
este marco, en la Argentina, la problemática de la vi-
vienda digna y el acceso a ella han sido una constante 
a lo largo del último siglo y deben ser comprendidas 
dentro de la historia urbana del país, en la que preva-
leció una distribución muy inequitativa del suelo y en 
la que el Estado participó de muy diferentes maneras. 
De algún modo, la política de “loteo popular” surgida 
a partir de los años cuarenta y que se extendió hasta 
la promulgación de la Ley Nº 8.912 en 1977, les había 
facilitado durante tres décadas el acceso al suelo y a la 
vivienda a aquellos sectores que no hubieran tenido 
otra forma de hacerlo. Sin embargo, la construcción 
de unidades habitacionales no se produjo en un con-
texto de desarrollo urbano integral, con lo que la ur-
banización posterior tuvo que vérselas con todos los 
problemas no resueltos durante ese proceso.

Si bien a las funciones que debiera cumplir toda 
vivienda se las pode encontrar en un amplio abanico 
de unidades habitacionales –desde un simple nicho 
o casilla en una villa de emergencia hasta un lujoso 
departamento en un barrio de clase media alta-, para 
los estándares sociales en un momento histórico 
dado, no toda vivienda puede ser considerada digna 
o adecuada. En este respecto, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones 
Unidas (1991) defi nió que para que una vivienda sea 
considerada adecuada debería cumplir con una serie 
de requisitos fundamentales: seguridad en la tenen-
cia, disponibilidad de servicios materiales, gastos so-
portables, habitabilidad, asequibilidad, localización y 
adecuación cultural (recuadro 2. A).
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Observación General Nº 4. El derecho a 
una vivienda adecuada (1991)*.
“Aun cuando la adecuación viene determinada en parte 
por factores sociales, económicos, culturales, climatoló-
gicos, ecológicos y de otra índole, el Comité considera 
que, aun así, es posible identifi car algunos aspectos de 
ese derecho que deben ser tenidos en cuenta a estos 
efectos en cualquier contexto determinado. Entre esos 
aspectos fi guran los siguientes:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. La tenencia adopta una 
variedad de formas, como el alquiler (público y privado), la vi-
vienda en cooperativa, el arriendo, la ocupación por el propie-
tario, la vivienda de emergencia y los asentamientos infor-
males, incluida la ocupación de tierra o propiedad. Sea cual 
fuere el tipo de tenencia, todas las personas deben gozar 
de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice 
una protección legal contra el desahucio, el hostigamiento u 
otras amenazas. Por consiguiente, los Estados Partes deben 
adoptar inmediatamente medidas destinadas a conferir se-
guridad legal de tenencia a las personas y los hogares que en 
la actualidad carezcan de esa protección consultando verda-
deramente a las personas y grupos afectados.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, facilidades e 
infraestructura. Una vivienda adecuada debe contener 
ciertos servicios indispensables para la salud, la segu-
ridad, la comodidad y la nutrición. Todos los benefi cia-
rios del derecho a una vivienda adecuada deberían te-
ner acceso permanente a recursos naturales y comunes, 
a agua potable, a energía para la cocina, la calefacción 
y el alumbrado, a instalaciones sanitarias y de aseo, de 
almacenamiento de alimentos, de eliminación de dese-
chos, de drenaje y a servicios de emergencia.

c) Gastos soportables. Los gastos personales o del hogar que 
entraña la vivienda deberían ser de un nivel que no impidiera 
ni comprometiera el logro y la satisfacción de otras necesi-
dades básicas. Los Estados Partes deberían adoptar medidas 
para garantizar que el porcentaje de los gastos de vivienda 
sean, en general, conmensurados con los niveles de ingreso. 
Los Estados Partes deberían crear subsidios de vivienda para 
los que no pueden costearse una vivienda, así como formas 
y niveles de fi nanciación que correspondan adecuada-
mente a las necesidades de vivienda. De conformidad con el 
principio de la posibilidad de costear la vivienda, se debería 
proteger por medios adecuados a los inquilinos contra nive-
les o aumentos desproporcionados de los alquileres. En las 
sociedades en que los materiales naturales constituyen las 
principales fuentes de material de construcción de vivienda, 
los Estados Partes deberían adoptar medidas para garanti-
zar la disponibilidad de esos materiales.

d) Habitabilidad. Una vivienda adecuada debe ser ha-
bitable, en sentido de poder ofrecer espacio adecuado 
a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, 
el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la sa-
lud, de riesgos estructurales y de vectores de enferme-
dad. Debe garantizar también la seguridad física de los 
ocupantes. El Comité exhorta a los Estados Partes a que 
apliquen ampliamente los Principios de Higiene de la 
Vivienda[v] preparados por la OMS, que consideran la 
vivienda como el factor ambiental que con más frecuen-
cia está relacionado con las condiciones que favorecen 
las enfermedades en los análisis epidemiológicos; dicho 
de otro modo, que una vivienda y unas condiciones de 
vida inadecuadas y defi cientes se asocian invariable-
mente a tasas de mortalidad y morbilidad más elevadas.

e) Asequibilidad. La vivienda adecuada debe ser asequible 
a los que tengan derecho. Debe concederse a los grupos en 
situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los 
recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debería 

Naciones unidas. Comité de derechos económicos
sociales y culturales

recuadro 2.A
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* Por razones de espacio sólo se transcribe parte de la Observa-
ción General.
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Art. 14 bis de la Constitución 
de la Nación Argentina, 1994

“[…]El Estado otorgará los benefi cios de la seguri-
dad social, que tendrá carácter de integral e irre-
nunciable. En especial, la ley establecerá: el seguro 
social obligatorio, que estará a cargo de entidades 
nacionales o provinciales con autonomía fi nanciera 
y económica, administradas por los interesados 
con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones 
móviles; la protección integral de la familia; la de-
fensa del bien de familia; la compensación econó-
mica familiar y el acceso a una vivienda digna.”

garantizarse cierto grado de consideración prioritaria en la 
esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos como las 
personas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los 
enfermos terminales, los individuos VIH positivos, las per-
sonas con problemas médicos persistentes, los enfermos 
mentales, las víctimas de desastres naturales, las personas 
que viven en zonas en que suelen producirse desastres, y 
otros grupos de personas. Tanto las disposiciones como la 
política en materia de vivienda deben tener plenamente 
en cuenta las necesidades especiales de esos grupos. En 
muchos Estados Partes, el mayor acceso a la tierra por sec-
tores desprovistos de tierra o empobrecidos de la sociedad, 
debería ser el centro del objetivo de la política. Los Estados 
deben asumir obligaciones apreciables destinadas a apo-
yar el derecho de todos a un lugar seguro para vivir en paz 
y dignidad, incluido el acceso a la tierra como derecho.

f) Lugar. La vivienda adecuada debe encontrarse en un 
lugar que permita el acceso a las opciones de empleo, 
los servicios de atención de la salud, centros de aten-
ción para niños, escuelas y otros servicios sociales. Esto 
es particularmente cierto en ciudades grandes y zonas 
rurales donde los costos temporales y fi nancieros para 
llegar a los lugares de trabajo y volver de ellos puede 
imponer exigencias excesivas en los presupuestos de 
las familias pobres. De manera semejante, la vivienda 
no debe construirse en lugares contaminados ni en la 
proximidad inmediata de fuentes de contaminación 
que amenazan el derecho a la salud de los habitantes.

g) Adecuación cultural. La manera en que se construye la vi-
vienda, los materiales de construcción utilizados y las políti-
cas en que se apoyan deben permitir adecuadamente la ex-
presión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda. 
Las actividades vinculadas al desarrollo o la modernización 
en la esfera de la vivienda deben velar por que no se sacrifi -
quen las dimensiones culturales de la vivienda y por que se 
aseguren, entre otros, los servicios tecnológicos modernos”.

recuadro 2.B



42 | BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA 

Nos valemos en este punto de la defi nición de 
Giraldo, García, Ferrari y Bateman (ONU-Hábitat, 
2009), al resaltar que “según las Naciones Uni-
das, ésta [la vivienda] es algo más que el derecho a 
un techo bajo el cual protegerse, […] Una vivienda 
adecuada debe ofrecer, en suma, una salubridad 
apropiada, en relación con las características de su 
infraestructura, su espacio y su equipamiento, in-
cluyendo la provisión de los servicios públicos do-
miciliarios, una seguridad jurídica en la tenencia, un 
entorno próximo saludable con acceso conveniente 
a servicios sociales (hospitales, colegios, infraestruc-
tura recreativa, sedes gubernamentales y empresas), 
y una conexión oportuna a los demás elementos fí-
sicos que confi guran el entorno próximo y que, en 
términos comunes, podemos denotar como barrio” 
(ONU-Hábitat, 2009: 116).

Desde una perspectiva de derechos, siendo la vi-
vienda el espacio vital mínimo e indispensable para 
la reproducción social, resulta llamativo el hecho de 
que la Constitución Nacional de 1994 mantuviera 
la única referencia al derecho a la vivienda que pro-
dujera la Constitución de 1957, en el fi nal del Artí-
culo 14 bis, enmarcándose este derecho dentro del 
ámbito de la seguridad social, sin mayores detalles o 
agregados (recuadro 2. B).16

No obstante, a partir de que el artículo 75, inciso 
22 de la Constitución Nacional de 1994 indicara que 
se incorporaban con rango constitucional los dife-
rentes tratados internacionales a los que la Argentina 
suscribiera, el derecho a una vivienda digna quedó 
reconocido a partir de la fi rma y adhesión a una serie 
de acuerdos y pactos internacionales.17 Se suman a 

16. En esta línea, la versión de 1957 de la Carta Magna, que fue 
realizada en el contexto de un régimen dictatorial, había quitado 
casi toda referencia a los derechos sociales incluidos en la reforma 
de 1949.

17. Ejemplos de ello son el Artículo 25 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos (1948); Artículo 5 de la Convención 
para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial (1965); Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1966); Artículo 14 de la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (1979); Artículo 27 de la Convención de los 
Derechos del Niño (1989); Artículo 26 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (1969).

ello las recomendaciones y acuerdos producidos en el 
ámbito de las distintas conferencias internacionales 
de las que nuestro país participó.18 

A lo largo de la segunda mitad del siglo XX, sobre la 
noción acerca del derecho a la vivienda operaron una 
serie de transformaciones: de estar vinculado funda-
mentalmente con el derecho a la salud en la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos de 1948, 
pasó progresivamente a concebirse dentro de la ór-
bita del derecho más amplio que involucra el hábitat 
en general y la ciudad en particular. Esta mutación 
de la noción del derecho a la vivienda se refl ejó en las 
diversas conferencias sobre hábitat y asentamientos 
humanos antes referidas y culminó en el V Foro Ur-
bano Mundial, “El derecho a la ciudad. Reduciendo la 
brecha urbana” llevado adelante en 2010 en Río de 
Janeiro, donde el derecho a la vivienda quedó clara-
mente comprendido dentro del derecho a la ciudad.

En lo que respecta al espacio urbano, segunda 
dimensión en la que en este capítulo se piensa al 
hábitat, la inversión en infraestructura resulta vital 
para el desarrollo y el mejoramiento de la calidad 
de vida de la comunidad. Parte de la infraestructura 
de una ciudad toma la forma de servicios urbanos 
que, en términos de Pirez (2000), permiten el fun-
cionamiento de la aglomeración haciendo aprove-
chables los diversos componentes de la misma en 
el desarrollo individual y colectivo de la sociedad. 
En este sentido, el autor agrega que éstos “deberían 
satisfacer un conjunto muy amplio de necesidades, 
como soporte y condición del funcionamiento de las 
actividades y de las relaciones sociales (producción 
económica, reproducción de la fuerza de trabajo, 
reproducción de relaciones sociales, etc.). De ellos 
depende, particularmente, la capacidad de las ciu-
dades de producir riqueza y de distribuirla entre sus 
habitantes” (Pirez, 2000: 11).

En este marco, la provisión, gestión y distribución 
de servicios urbanos pueden comprenderse dentro de 

18. Como por ejemplo la Conferencia Hábitat I de Vancouver 
(1976), Hábitat II de Estambul (1996), o la meta 7 del objetivo 
N° 11 de las Metas de Desarrollo del Milenio (2000), así como 
las recomendaciones de organismos internacionales de los que 
la Argentina forma parte, como la recomendación N° 115 de la 
Organización Internacional del Trabajo acerca de la vivienda de los 
trabajadores y sus familias.



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 43

Carta Mundial por el 
Derecho a la Ciudad

Foro Social de las Américas – Quito, Julio 2004; Foro 
Mundial Urbano – Barcelona, Octubre 2004; Foro So-
cial Mundial – Porto Alegre, Enero 2005; Revisión pre-
via a Barcelona, Septiembre 2005

Articulo XII. Derecho al agua, al acceso 
y suministro de servicios públicos 
domiciliarios y urbanos

1. Las ciudades deben garantizar a todos(as) los(as) 
ciudadanos(as) el acceso permanente a los servicios 
públicos de agua potable, saneamiento, remoción 
de basura, fuentes de energía y telecomunicaciones, 
así como a los equipamientos de salud, educación, 
abasto y recreación, en corresponsabilidad con otros 
organismos públicos o privados, de acuerdo al marco 
jurídico del derecho internacional y de cada país.

2. Las ciudades deben garantizar -aun cuando se haya 
privatizado la gestión de los servicios públicos con 
anterioridad a la suscripción de esta Carta- tarifas so-
ciales asequibles y un servicio, adecuado para todos, 
especialmente para las personas y grupos vulnera-
bles o sin empleo.

3. Las ciudades se comprometen a garantizar que los 
servicios públicos dependan del nivel administrativo 
más próximo a la población, con participación de 
los(as) ciudadanos(as) en su gestión y fi scalización. 
Éstos deberán estar bajo un régimen jurídico de bie-
nes públicos, impidiendo su privatización.

4. Las ciudades establecerán sistemas de control so-
cial de la calidad de los servicios de las empresas pres-
tatarias de servicios, públicas o privadas, en especial 
en lo relativo al control de su calidad, la determina-
ción de las tarifas y la atención al público.

recuadro 2.C

la noción de derecho a la ciudad, entendiendo que to-
dos los habitantes tienen el derecho a gozar y usufruc-
tuar de los bienes urbanos en un marco de equidad. 
Esto implica que las desigualdades en la distribución 
pública de recursos urbanos, como por ejemplo en el 
caso de la infraestructura y los servicios así como en la 
localización espacial de instituciones públicas, se con-
traponen a la noción de derecho a la ciudad.19 

En esta línea, la Carta Mundial por el Derecho a 
la Ciudad es categórica en cuanto a que existe una 
serie de bienes y servicios urbanos que deben ser ga-
rantizados en virtud de que éstos adquieren el rango 
de derechos: la seguridad pública (Artículo XI), los 
servicios públicos domiciliarios y urbanos (Artículo 
XII) (ver recuadro 2. C), el transporte y la movilidad 
urbana (Artículo XIII), así como la vivienda (Artículo 
XVI), entre otros. 

No obstante la noción de derecho a la ciudad pre-
tende, por defi nición, un carácter universal, la evi-
dencia muestra que el nivel de inversión y el grado 
de desarrollo de la infraestructura no son equitativos 
en las distintas áreas urbanas, sino que se encuen-
tran por demás asociados con el nivel socioeconó-
mico de la población residente en cada una de ellas. 
Así, mientras que en las zonas con alto poder adqui-
sitivo los gobiernos invierten ingentes recursos en 
pavimento, veredas, luminarias, desagües, limpieza, 
recolección regular de residuos y seguridad –hasta 
llegar a situaciones absurdas como la repavimenta-
ción de avenidas que se encuentran en perfecto es-
tado-, entre otros; en los barrios de bajos recursos, 
incluso dentro de la traza urbana formal, se aprecian 
manifestaciones de abandono, desinversión y desin-
terés como, por ejemplo, recolección discontinua de 
residuos, alumbrado público defi ciente, veredas ro-
tas, calles de tierra o con el pavimento por completo 
deteriorado, entre otros.

Dentro del conjunto de servicios urbanos, no sólo la 
infraestructura ocupa un lugar central sino que el Es-

19. El contenido ideológico y operativo del derecho referido ha 
experimentado transformaciones a lo largo de las décadas, desde 
las formulaciones de Henry Lefebvre (1969), pasando por la Carta 
Mundial del Derecho a la Ciudad (2004 y 2005), hasta las ideas 
desarrolladas por autores como David Harvey (2008) o Saskia 
Sassen (2001) durante los últimos años. 
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tado provee otro tipo de recursos que hacen a la calidad 
de vida de la población como, por ejemplo, la seguridad, 
la educación y la salud.

Desde una perspectiva teórica clásica, el resguardo 
de la seguridad frente al delito queda bajo la potestad 
absoluta del Estado –única institución con capacidad 
para ejercer la violencia legítima dentro de su territo-
rio-, a efectos de garantizar a los habitantes una serie 
de derechos constitucionales como la preservación de la 
vida, la integridad física, el orden público y el resguardo 
de la propiedad. Esta función se instrumenta mediante 
las acciones de las fuerzas públicas de seguridad, no 
obstante ser éstas sólo uno de los componentes dentro 
de las políticas de prevención del delito -destacándose 
también las intervenciones en promoción social y re-
ducción de la pobreza, la desigualdad y la exclusión-. En 
el recuadro 2. D se transcribe el Artículo XI de la Carta 
Mundial por el Derecho a la Ciudad que hace referencia 
a la seguridad pública y a la convivencia pacífi ca.

Sin embargo, existe una serie de matices entre aque-
lla noción teórica acerca de la función de las fuerzas de 
seguridad y lo que ellas son en la práctica. Su existen-
cia es una condición necesaria pero no sufi ciente para 
que los derechos mencionados queden garantizados. 
Aspectos tales como las características de esas institu-
ciones en determinado contexto socio histórico, el ni-
vel del desarrollo democrático de una nación, el grado 
de corrupción que pudiera impregnar a los organismos 
de seguridad, el nivel de institucionalización, respeto 
y ejercicio de los derechos humanos, entre otros, serán 
factores que permitirán, obstaculizarán o conspirarán 
para que dichas premisas se cumplan. 

En el caso de la educación, la universalidad y masi-
vidad de ésta a lo largo del siglo XX ha sido uno de los 
rasgos distintivos de este país en comparación con otras 
latitudes del sub continente. Durante décadas aquella 
fue percibida por la población como uno de los principa-
les vehículos para el progreso social. En este marco, ha 
sido trascendente el papel que ha jugado la escuela pú-
blica como materialización tangible del derecho univer-
sal a la educación, constituyéndose en un motor de la 
movilidad social ascendente, brindando herramientas 
y equiparando “líneas de partida” de amplios sectores 
sociales, económica y culturalmente dispares.

Sin embargo, a partir de la implementación de las 
políticas de corte neoliberal a mediados de la década 

Carta Mundial por el 
Derecho a la Ciudad

recuadro 2.D

Foro Social de las Américas – Quito, Julio 2004; Foro 
Mundial Urbano – Barcelona, Octubre 2004; Foro So-
cial Mundial – Porto Alegre, Enero 2005; Revisión pre-
via a Barcelona, Septiembre 2005

Artículo XI. Derecho a la seguridad 
pública y a la convivencia pacifi ca, 
solidaria y multicultural

1. Las ciudades deben crear condiciones para la se-
guridad pública, la convivencia pacifi ca, el desarrollo 
colectivo y el ejercicio de la solidaridad. Para ello de-
ben garantizar el pleno usufructo de la ciudad, res-
petando la diversidad y preservando la memoria e 
identidad cultural de todos los(as) ciudadanos(as) sin 
discriminación alguna.

2. Las fuerzas de seguridad tienen entre sus principa-
les misiones el respeto y la protección de los derechos 
de los(as) ciudadanos(as). Las ciudades deben garan-
tizar que las fuerzas de seguridad bajo su mando apli-
quen el uso de la fuerza estrictamente bajo las previ-
siones de la ley y bajo control democrático.

3. Las ciudades deben garantizar la participación de 
todos(as) los(as) ciudadanos(as) en el control y eva-
luación de las fuerzas de seguridad.
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Entre otras, una de las formas en que dicho derecho 
se instrumenta es mediante la presencia de hospita-
les públicos y centros de salud gratuitos próximos a 
las poblaciones de referencia sanitaria, así como por 
la provisión por parte del Estado de profesionales y 
de los insumos requeridos. No obstante esto, existen 
aspectos que restringen la concreción de este dere-
cho por parte de la comunidad, como por ejemplo la 
cercanía de los efectores de salud a las poblaciones de 
referencia, la insufi ciencia de insumos médicos, las 
prácticas discriminatorias de algunos centros asis-
tenciales, la desigual distribución geográfi ca de mé-
dicos y enfermeros por habitante, entre otros.

De acuerdo con la perspectiva de la atención prima-
ria de la salud (Alma Atta, 1978) y con la de la promo-
ción de la salud (Ottawa, 1986), una política acertada 
debería aproximar los efectores públicos a los sectores 
más vulnerables y no esperar a que éstos se acerquen 
al sistema.22 En esta línea, el hecho de que un hogar de 
clase media que se atiende mediante una obra social 
o una empresa de medicina privada no se encuentre 
próximo a un hospital público, no resulta tan proble-
mático en comparación con la situación de un hogar 
pobre ubicado lejos de un efector público de salud.23 
En términos de accesibilidad, el Estado debería ubicar 
a este tipo de efectores allí donde se encuentra la nece-
sidad y, en menor grado la demanda, en pos de brindar 
las mismas posibilidades a todos los habitantes frente 
a los procesos de salud-enfermedad-atención.

También vinculado con la salud, e ingresando en la 
dimensión medio ambiental, desde la perspectiva de 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966).

22. La particularidad de la segmentación y la compartimentación 
del sistema de salud de nuestro país es abordada en profundidad 
en el capítulo 4 de esta publicación, pero basta con aclarar que cada 
uno de sus componentes atiende a sub conjuntos poblacionales 
distintos y claramente diferenciables en la estratifi cación socioeco-
nómica y laboral, quedando los efectores públicos de salud en una 
posición residual, en términos de que son ellos los que se ocupan 
de atender a quienes quedaron por fuera de los otros subsistemas: 
pobres, marginales y asalariados informales.

23. Esto se comprende mejor a la luz del hecho de que, mientras que 
en 2010 el 52,5% de la población del estrato socio económico muy 
bajo no cuenta con otra cobertura de salud fuera del subsistema 
público, sólo el 8,8% de las personas del estrato medio alto se 
atiende en ese mismo subsector.

del setenta, la educación pública comenzó a desfi nan-
ciarse, a la par que los distintos aspectos que hacen a la 
calidad educativa empezaron a experimentar un for-
midable retroceso, fenómeno que se agudizó aún más 
a partir de la implementación de la Ley Nº 24.195 del 
año 1993, conocida como la Ley Federal de Educación, 
la que transfi rió los establecimientos educativos y el 
pago de haberes al personal docente a las provincias, 
sin los recursos presupuestarios necesarios para hacer 
frente a esas erogaciones.

Entre otras manifestaciones, el deterioro de la 
educación pública se tradujo en un éxodo de muchos 
sectores medios profesionales que antaño se habían 
formado en la escuela pública hacia establecimientos 
privados -religiosos o laicos-, así como en el hecho de 
que en determinadas regiones del país la enseñanza 
pública quede para los segmentos sociales que no 
pueden costear la cuota de un colegio privado -como 
es el caso de la Ciudad de Buenos Aires o del Conur-
bano Bonaerense-.20 No obstante el fuerte deterioro 
que la educación experimentó en nuestro país, dis-
tintas investigaciones muestran que la educación 
formal sigue siendo un ámbito propicio para brindar 
herramientas sumamente importantes a millones 
de niños, niñas y adolescentes (Duschatzky, 1999; 
Adaszko y Kornblit, 2008). 

También la atención pública de la salud puede ser 
pensada como un servicio urbano. En esta línea, al 
igual que sucede con la educación, en la Argentina 
el derecho al acceso a las prestaciones asistenciales 
de salud –uno de los componentes del derecho a la 
salud- es universal para todos los habitantes, no es-
tando ligado a la ciudadanía como en otros países.21 

20. De alguna forma, en los últimos veinte años se produjo una 
“latinoamericanización” de la educación argentina, con calidades 
educativas diferenciales según el estrato social de pertenencia. A 
esto se adiciona la creciente deserción escolar en el contexto de los 
sectores populares (Salvia y De Grande, 2008), lo que lleva a que en 
2010 el 10% de los adolescentes de 13 a 17 años no asista al colegio 
secundario, alcanzando al 16,1% en el estrato social muy bajo. Por 
su parte, en este mismo grupo, el 31% asiste pero con sobre edad 
para el año que efectivamente le correspondería (Tuñón, 2011).

21. Si bien la mención del derecho a la salud es marginal en la Cons-
titución Nacional (Artículo 42), los tratados y pactos internacionales 
suscriptos por nuestro país con rango constitucional y que hacen 
referencia a ese derecho resultan más explícitos -como por ejemplo 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) o el Pacto 
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las cumbres sobre hábitat que también abordaron la 
temática medioambiental, como la Conferencia so-
bre Asentamientos Humanos (Vancouver, 1976), la 
Conferencia de Estambul (1996) y la Reunión de Eva-
luación de las metas del programa Hábitat llevadas a 
cabo en la misma ciudad cinco años después.24

En este marco, la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Ambiente llevada a cabo en Es-
tocolmo en 1972 defi nió a éste como el conjunto de 
componentes físicos, químicos, biológicos y sociales 
capaces de causar efectos directos o indirectos, en 
un plazo corto o largo, sobre los seres vivos y las 
actividades humanas. Por su parte, la Secretaría de 
Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación lo 
defi ne como “[…] el entorno vital; el conjunto de 
factores físicos, biológicos, sociales y culturales que 
interactúan entre sí de manera sistémica. No debe 
considerarse pues, como el medio envolvente del 
hombre […]” (Glosario ambiental, SADSN). En am-
bos casos, el concepto no se limita a los elementos 
físicos sino que incluye la dimensión social y cultu-
ral, con lo que el medio ambiente puede ser pensado 
como una articulación de distintos subsistemas, en-
tre ellos el biofísico y el sociocultural. Se concibe así 
a la contaminación ambiental como el proceso de 
degradación de ese sistema, derivado de acciones 
humanas que emanan, vierten o arrojan elementos 
o agentes materiales, o realizan acciones de otro 
tipo que, produciendo daños a corto, mediano o 
largo plazo, comprometen el desarrollo de la vida 
en el presente o en el futuro (sustentabilidad). 

En el 11° Informe del Comité de Expertos de la 
OMS en Biología de los Vectores y Lucha Antivecto-
rial publicado en 1988 se señalaba que “[…] las con-
secuencias para la salud que resultan de la urbaniza-
ción han sido analizadas por un Comité de Expertos 
de la OMS, que ha identifi cado cuatro aspectos de 
los efectos perjudiciales de la urbanización no plani-

24. Este avance de la temática ambiental se vio expresada asimismo 
en la creación del Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente PNUMA (1973), del Foro de Ministros del Medio 
Ambiente (1982), de la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente 
y Desarrollo (1983) y de la Comisión de Desarrollo Sustentable 
(1992). Finalmente, la temática quedó expresada también en las 
Metas del Milenio (2000) en objetivos como el N° 7 que se proponía 
garantizar la sustentabilidad del medio ambiente.

la planifi cación urbana las plazas y parques públicos 
cumplen una diversidad de funciones que exceden lo 
estrictamente estético y que hacen al mejoramiento 
de la calidad de vida de la población. Proveen a la ciu-
dad de espacios verdes que rompen con la monoto-
nía gris de la edifi cación y la infraestructura vial, a la 
vez que se constituyen en “pulmones de aire” funda-
mentales para el sostenimiento medioambiental. En 
paralelo, en el contexto de los grandes aglomerados 
urbanos de nuestro país, tradicionalmente las plazas 
y parques públicos han signifi cado para muchas ge-
neraciones espacios propicios para la sociabilidad y la 
recreación que han sido por demás aprovechados, en 
particular por los niños, niñas y adolescentes.

Sin embargo, en muchos casos las funciones que 
cumplen los espacios verdes se han visto restringidas, 
ya sea por la desidia de los gobiernos locales que deja-
ron de prestarle atención al cuidado de las plazas y los 
parques públicos o por el descuido y mal uso que fre-
cuentemente ha hecho la propia población usuaria, en 
un país donde aún falta mucho por recorrer en lo que 
hace a la cultura del cuidado del espacio público. Esto 
ha conducido a que muchos de aquellos se encuentren 
sucios, abandonados y que sean poco propicios para 
las actividades recreativas. Complementariamente, 
enormes extensiones de espacios verdes se han trans-
formado en verdaderos basurales a cielo abierto, prin-
cipalmente en las áreas más pobres y abandonadas de 
las ciudades o de sus periferias. En este sentido, se le 
ha prestado mucha mayor atención a las plazas y par-
ques ubicados en las zonas de mayor poder adquisitivo 
mientras que en otras, donde habita la población más 
pobre y con menos recursos para hacer valer sus dere-
chos, se ha sostenido el nivel de abandono.

Relacionado con las líneas precedentes, también la 
problemática de la contaminación medio ambiental 
constituye un elemento central que hace al hábitat 
urbano. A partir de la década del setenta esta temá-
tica comenzó a ocupar un lugar importante en la 
agenda pública de las naciones, lo que se refl ejó en 
distintos eventos internacionales, como la Conferen-
cia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente 
Humano (Estocolmo, 1972), la Conferencia sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo (Río de Janeiro, 1992) 
y la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sustentable 
(Johannesburgo, 2002) y a las que se le pueden sumar 
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Foro Social de las Américas – Quito, Julio 2004; Foro 
Mundial Urbano – Barcelona, Octubre 2004; Foro So-
cial Mundial – Porto Alegre, Enero 2005; Revisión pre-
via a Barcelona, Septiembre 2005

Articulo XVI. Derecho a un medio 
ambiente sano y sostenible
1. Las ciudades deben adoptar medidas de preven-
ción frente a la contaminación y ocupación desor-
denada del territorio y de las áreas de protección 
ambiental, incluyendo ahorro energético, gestión y 
reutilización de residuos, reciclaje, recuperación de 
vertientes, y ampliación y protección de los espa-
cios verdes.

2. Las ciudades deben respetar el patrimonio natural, 
histórico, arquitectónico, cultural y artístico y promo-
ver la recuperación y revitalización de las áreas degra-
dadas y de los equipamientos urbanos. 

Carta Mundial por el 
Derecho a la Ciudad

recuadro 2.E
fi cada, relacionados con la eliminación de desechos 
generados por el hombre, la vivienda, los desechos 
sólidos y el gran volumen de basura; a ellos se debe 
agregar la carencia de sistemas apropiados de abaste-
cimiento de agua y de eliminación de aguas servidas”. 
A esto agregaba que “Si no se adoptan medidas ade-
cuadas para afrontar estos problemas, se producirá la 
proliferación de plagas y vectores y la transmisión de 
enfermedades […]” (OMS, 1988: 14).

En un contexto capitalista, la dimensión econó-
mica y la matriz productiva de un país o de una re-
gión adquieren una relevancia superlativa en los pro-
cesos de degradación del medio ambiente. En este 
respecto, el Estado no ocupa un lugar neutral sino 
que, por acción o por omisión, está en condiciones 
de fomentar o desalentar los procesos de contami-
nación. En el primer escenario, haciendo caso omiso 
a las advertencias de los organismos internaciona-
les acerca de la necesidad de encarar programas de 
sustentabilidad ambiental, a la vez que debilitando 
tanto las barreras regulatorias sobre los efectos da-
ñinos derivados de la actividad productiva, como las 
prácticas de control sobre dichas actividades –en al-
gunos casos, para fomentar inversiones.25 

En la segunda situación, los Estados pueden actuar 
en un sentido inverso a lo recién expuesto: esto es, 
encarando políticas de sustentabilidad en el cuidado 
del medio ambiente que comprometan actividades 
de los tres poderes de la República y de los organis-
mos que componen las distintas jurisdicciones. Tam-
bién en este caso, el Estado cuenta con los recursos 
sufi cientes para llevar adelante, por ejemplo, progra-
mas de educación ciudadana en el cuidado del medio 
ambiente. En el recuadro 2. E se presenta el Artículo 
XVI de la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, 
donde se compromete a los Estados a adoptar políti-
cas a favor de un medio ambiente sano y sostenible.

En la Argentina la problemática ambiental fue en-
carada de forma muy amplia por una serie de leyes, 

25. El cambio de matriz tecnológica en la división internacional del 
trabajo durante las últimas décadas consistió, justamente, en que 
las grandes empresas multinacionales concentraron en los países 
en vías de desarrollo las fases “sucias” de la producción, dejando en 
los territorios del primer mundo las llamadas industrias “limpias” 
y menos contaminantes.
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ordenanzas, pactos interjurisdiccionales y la crea-
ción de una diversidad de organismos públicos con 
competencia sobre estos asuntos. Ejemplo de ello 
son el Artículo 41 de la Constitución Nacional (ver 
recuadro 2. F), la Ley Nº 25.675 del año 2002, cono-
cida como Ley general del Medio Ambiente, o la Ley 
Nº 25.831 sobre libre acceso a la información pública 
ambiental (2004). Se suman a éstos el Pacto Federal 
Ambiental (1993), la creación del Sistema de Infor-
mación Ambiental Nacional (1998), y la creación de 
organismos como la Secretaría de Ambiente y Desa-
rrollo Sustentable de la Nación.

No obstante estos avances en materia de legisla-
ción, la creación de organismos y de programas ten-
dientes a la protección ambiental y a la mitigación de 
los efectos degradantes derivados de los procesos del 
desarrollo económico, en nuestro país la situación ha 
variado muy poco con respecto a la de hace algunas 
décadas. Si bien sobre los procesos contaminantes 
operan muchos factores y diversos agentes sociales, 
un denominador común es la falta de control por 
parte de las autoridades públicas de las distintas ju-
risdicciones. Como en muchas otras problemáticas, 
en lo que respecta al cuidado y protección del medio 
ambiente, nuestro país no carece de legislación –que 
en muchos casos es comparable con la de los países 
más avanzados en la materia- sino que presenta se-
rios problemas en lo que hace al funcionamiento de 
los organismos de control y sanción.26 Para esto se 
conjuga la falta de preparación e idoneidad de mu-
chos funcionarios públicos, con la negligencia y el 
bajo nivel de conciencia ciudadana acerca de la im-
portancia del cuidado del medio ambiente. 

En el marco de lo expuesto en este enfoque teórico, 
en las líneas que siguen se presentan los resultados que 
la EDSA – Bicentenario arrojó en torno a una serie de 
indicadores correspondientes a cada uno de los tres 
componentes en los que se piensa al hábitat urbano. 
En la fi gura 2.1.1 se exponen dichas dimensiones, va-
riables e indicadores, así como aquellas otras que se de-
sarrollan en diferentes recuadros a lo largo del trabajo.

26. Uno de los tantos ejemplos es el incumplimiento de lo dispuesto 
en la Ley Nº 1.854 de Gestión Integral de Residuos Sólidos Urbanos 
de la Ciudad de Buenos Aires (2005), reglamentada en gran parte 
mediante diversos decretos posteriores.

Art. 41 de la Constitución de 
la Nación Argentina, 1994

recuadro 2.F

Todos los habitantes gozan del derecho a un am-
biente sano, equilibrado, apto para el desarrollo 
humano y para que las actividades productivas 
satisfagan las necesidades presentes sin compro-
meter las de las generaciones futuras; y tienen el 
deber de preservarlo. El daño ambiental generará 
prioritariamente la obligación de recomponer, se-
gún lo establez ca la ley. Las autoridades provee-
rán a la protección de este derecho, a la utilización 
racional de los recursos naturales, a la preserva-
ción del patrimonio natural y cultural y de la di-
versidad biológica, y a la información y educacio-
nes ambientales. Corresponde a la Nación dictar 
las normas que contengan los presupuestos míni-
mos de protección, y a las provincias, las necesarias 
para complementarlas, sin que aquellas alteren 
las jurisdicciones locales. Se prohibe el ingreso al 
territorio nacional de residuos actual o potencial-
mente peligrosos, y de los radiactivos.
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esquema de dimensiones, variables e indicadores de las condiciones habitacionales
y de acceso a bienes y servicios urbanos en la argentina 2010
vivienda

régimen de 
tenencia de la 
vivienda

Posesión jurídica de la vivienda por 
parte del hogar. Distinguiendo entre 
los propietarios, los inquilinos y 
la tenencia irregular de la misma, 
como lo es la ocupación de hecho, la 
propiedad de la vivienda pero no del 
terreno o la ocupación de viviendas 
prestadas.

• Porcentaje de hogares propietarios 
de su vivienda.
• Porcentaje de hogares inquilinos de 
su vivienda.
• Porcentaje de hogares que no 
son propietarios ni inquilinos de su 
vivienda y que la habitan ocupándola 
de hecho, ó por préstamo de terceros 
ó a partir de otras modalidades de 
tenencia irregular.

vivienda 
inapropiada 

Viviendas que por su estructura 
o materiales de construcción no 
cumplen con las funciones básicas de 
aislamiento hidrófugo, resistencia, 
delimitación de los espacios, aislación 
térmica, acústica y protección superior 
contra las condiciones atmosféricas.

• Porcentaje de hogares habitando 
casillas, ranchos o viviendas sin 
revoque en sus paredes. 

servicio sanitario 
inapropiado

Carencia de inodoro con descarga
mecánica de agua, lo que constituye
un problema de salubridad dentro
de la vivienda.

• Porcentaje de hogares en viviendas 
con servicio sanitario inadecuado.

hacinamiento 
medio

Número elevado de personas por 
cuarto habitable, lo que constituye 
una de las medidas que representan 
el défi cit habitacional cualitativo que 
afecta la salubridad y la privacidad de 
las personas. 

• Porcentaje de hogares en cuyas 
viviendas conviven tres o más 
personas por cuarto habitable.

déficit de calidad 
del suministro
de agua corriente 
de red

Carencia o defi ciencia en la conexión
al agua corriente por red, lo que 
constituye un factor de riesgo 
sanitario para la transmisión de 
patologías infecto contagiosas.

• Porcentaje de hogares cuyas 
viviendas carecen de conexión a la red 
pública de agua corriente.
• Porcentaje de hogares con cortes 
temporarios o baja pronunciada de 
presión en el suministro de agua 
corriente de red.

déficit de calidad 
del suministro de 
red energía 
eléctrica 

Carencia o defi ciencia en la conexión a 
la red de energía eléctrica, lo que afecta 
la calidad de vida de la población.

• Porcentaje de hogares cuyas 
viviendas carecen de conexión a la red 
de energía eléctrica domiciliaria.
• Porcentaje de hogares que
padecen cortes temporarios o bajas 
pronunciadas en la tensión de la
energía eléctrica.

figura 2.1.1
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déficit de conexión 
a gas natural 
domiciliario

Carencia de conexión a la red de gas 
natural domiciliario, problema que
tiene consecuencias sobre la 
seguridad de quienes utilizan 
garrafas, a la vez que efectos 
económicos negativos.

• Porcentaje de hogares cuyas 
viviendas carecen de conexión a la red 
gas natural domiciliario.

servicios urbanos

déficit de conexión 
a la red cloacal

Carencia de conexión a la red 
de cloacas, lo que constituye un 
problema con consecuencias 
sanitarias con un fuerte impacto 
epidemiológico.

• Porcentaje de hogares en viviendas 
sin conexión a la red cloacal.

déficit de desagües 
pluviales 

Carencia de desagües pluviales 
en la cuadra de la vivienda, lo que 
constituye un potencial foco para la 
propagación de epidemias
y plagas urbanas. 

• Porcentaje de hogares en
viviendas sin desagües pluviales en 
las inmediaciones.

déficit de 
alumbrado público

Carencia de alumbrado público en la 
cuadra de la vivienda, lo que hace a la 
seguridad y a la movilidad urbana.

• Porcentaje de hogares en viviendas 
sin alumbrado público en las 
inmediaciones.

déficit de calles 
pavimentadas

Carencia de infraestructura vial
que facilita el transporte y la 
movilidad urbana.

• Porcentaje de hogares en
viviendas sin pavimento en las
calles perimetrales.

recolección 
irregular de 
residuos sólidos 
domiciliarios

Expresa la frecuencia de recolección 
de residuos en la cuadra de la 
vivienda, medida fundamental para 
la salubridad pública y el cuidado del 
medio ambiente.

• Porcentaje de hogares sin 
recolección regular de residuos 
sólidos, al menos día por medio.

vigilancia y 
patrullaje policial

Presencia de vigilancia policial en la 
cuadra de la vivienda, aspecto que 
permite prevenir o reprimir los actos 
de delincuencia y que además tiene 
efectos psico emocionales sobre
la población.

• Porcentaje de hogares sin vigilancia 
y patrullaje policial regular en las 
inmediaciones de la vivienda.

distancia a 
comisarías, 
destacamentos y 
puestos policiales

Constituye una medida de la 
presencia del Estado en lo que hace a 
la seguridad urbana.

• Porcentaje de hogares que cuentan 
con comisarías, destacamentos o 
puestos policiales a más de diez 
cuadras de la vivienda. 
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distancia a 
escuelas públicas 
primarias

Constituye una medida de la 
respuesta del Estado al derecho 
universal a la educación.

• Porcentaje de hogares con escuelas 
públicas primarias a más de diez 
cuadras la vivienda.

distancia a 
escuelas públicas 
secundarias

Constituye una medida de la 
respuesta del Estado al derecho 
universal a la educación.

• Porcentaje de hogares con escuelas 
públicas secundarias a más de diez 
cuadras la vivienda.

distancia a 
efectores públicos 
de salud

Constituye una medida de la 
respuesta del Estado al derecho 
universal a la salud.

• Porcentaje de hogares que cuentan 
con hospitales, centros de salud o 
salas de atención primaria a más de 
diez cuadras de la vivienda.

distancia a 
espacios verdes
en buenas 
condiciones

Constituye una medida de la 
inversión en espacios verdes, los 
que son fundamentales para el 
sostenimiento medio ambiental y 
para el esparcimiento de la población.

• Porcentaje de hogares que cuentan 
con plazas y parques en buen estado a 
más de diez cuadras de la vivienda.

medio ambiente

industrias 
contaminantes

Presencia en las inmediaciones 
del hogar de fábricas e industrias 
contaminantes, lo que afecta la 
salubridad pública y el cuidado del 
medioambiente.

• Porcentaje de hogares con presencia 
fábricas e industrias contaminantes 
en las inmediaciones de la vivienda.

basurales Presencia en las inmediaciones del 
hogar de basurales, lo que afecta la 
salubridad pública.

• Porcentaje de hogares con
presencia basurales en las
inmediaciones de la vivienda.

quema de basura
y pastizales

Presencia en las inmediaciones 
del hogar de quema de basura y 
pastizales, lo que afecta la salubridad 
pública y el medio ambiente.

• Porcentaje de hogares con presencia 
de quema de basura y pastizales en las 
inmediaciones de la vivienda.

espejos y fuentes 
de agua 
contaminada

Presencia en las inmediaciones del 
hogar de espejos y fuentes de agua 
contaminada, lo que constituye un 
problema para la salubridad pública y 
para la propagación de plagas urbanas.

• Porcentaje de hogares con presencia 
de espejos y fuentes de agua en las 
inmediaciones de la vivienda.
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2.2 
LA SITUACIÓN DE LA VIVIENDA

En el presente apartado se examinan cuatro in-
dicadores que dan cuenta de las condiciones de ha-
bitabilidad de las viviendas (régimen de tenencia, 
vivienda inapropiada, adecuación del servicio sani-
tario y hacinamiento) y tres indicadores de acceso a 
servicios públicos domiciliarios (agua corriente, elec-
tricidad y gas por red). Si bien estos siete recursos no 
agotan en absoluto los distintos aspectos que hacen a 
la situación de la vivienda en el país, de todos modos 
permiten contar con una primera aproximación ac-
tualizada a dicha situación durante el año 2010.

RÉGIMEN DE TENENCIA DE LA VIVIENDA

El régimen de tenencia de la vivienda es uno de 
los indicadores que mejor refl ejan el défi cit habita-
cional en el país, así como el carácter estructural del 
mismo. La propiedad sobre la vivienda incide en una 
variedad de aspectos que hacen a la calidad de vida 
de las personas, entre los que se encuentran factores 
psico-emocionales como la seguridad y la posibilidad 
de proyectarse a largo plazo en un hábitat y en un 
espacio propio.27 En esta línea, los cuidados de la vi-

27. Vale recordar que en la Meta 4 del 8° Objetivo del Milenio (2000) 
se proponía reducir a la mitad la proporción de hogares residentes 
en viviendas irrecuperables y en condiciones de tenencia irregular. 

terrenos y calles 
inundables

Presencia en las inmediaciones del 
hogar de terrenos y calles inundables, 
lo que se constituye en un potencial 
foco para la transmisión de vectores 
contaminantes.

• Porcentaje de hogares con presencia 
de terrenos y calles inundables en las 
inmediaciones de las viviendas.

plagas urbanas Presencia en las inmediaciones del 
hogar de plagas urbanas, las que
constituyen un problema para la
salud pública.

• Porcentaje de hogares con 
presencia de plagas urbanas en las 
inmediaciones de la vivienda.

indicadores de recuadros

sensación de 
inseguridad en el 
barrio

Percepción subjetiva de inseguridad 
o amenaza de ser víctima de un delito 
en el barrio de residencia.

• Porcentaje de hogares que se
sienten inseguros en el barrio
de residencia.

sensación de 
inseguridad en la 
vivienda 

Percepción subjetiva de inseguridad 
o amenaza de ser víctima de un delito 
en la propia vivienda de residencia.

• Porcentaje de hogares que se 
sienten inseguros en su propia 
vivienda.

haber padecido un 
acto de 
delincuencia

Hecho objetivo de haber padecido 
un hecho de delincuencia durante el 
último año (no necesariamente en la 
vivienda o en el barrio).

• Porcentaje de hogares donde al 
menos uno de sus miembros sufrió 
un hecho de delincuencia durante el 
último año.
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vienda y de su entorno no serán los mismos en quie-
nes cuenten con la seguridad jurídica en la tenencia, 
en comparación con aquellos otros que la habiten 
temporalmente o bajo el riesgo permanente de un 
desalojo o penalización.28 

Los datos de la EDSA - Bicentenario revelan que 
en 2010 el 11,8% de los hogares urbanos (13,7% 
de la población) no es propietario ni inquilino de 
la vivienda que habita, sino que presenta distintas 
modalidades de tenencia irregular, principalmente 
la ocupación de hecho. A su vez, el 17,4% se en-
cuentra alquilando y el 70,8% es propietario (fi gura 
2.2.1). La Ciudad de Buenos Aires es el aglomerado 
urbano donde los hogares muestran la menor tasa 
de propiedad sobre la vivienda que habitan, a la vez 
que uno de cada tres la alquila.29 En contraste, el 
Conurbano Bonaerense es el área donde se verifi ca 
una menor proporción de viviendas alquiladas, a la 

28. En comparación con otros países de la región, Argentina 
presenta un porcentaje de propiedad relativamente elevado, 
aunque se destaca el sostenimiento en el tiempo de la tenencia 
irregular, entre el 12% y el 15% de los hogares. Según datos de 
la CEPAL en 2005 el 70,5% de los hogares urbanos de nuestro 
país era propietario de la vivienda en la que residía, el 16,7% era 
inquilino y el 12,8% presentaba otras formas de tenencia.

29. Esta estimación es similar a la que provee la Encuesta Anual de 
Hogares (EAH) de la Dirección General de Estadísticas y Censos de 
la Ciudad de Buenos Aires para el mismo año.

vez que la mayor tasa de propiedad (76,5%) y de te-
nencia irregular (13,2%). 

Como se desprende de la misma fi gura, no se apre-
cian diferencias estadísticamente signifi cativas en 
las tasas de propiedad entres los dos estratos sociales 
inferiores ni entre los dos superiores. En todos los 
casos lo que varía signifi cativamente es la proporción 
de alquiler y de tenencia irregular. Así, esta última 
asciende al 22,8% de los hogares del estrato social 
más pobre y tan sólo al 2,7% del estrato medio alto, 
porcentaje que en este último grupo probablemente 
esté compuesto por personas u hogares que residen 
en viviendas prestadas por conocidos o familiares. 
En tanto, mientras que el alquiler sólo representa al 
8,3% de los hogares en el estrato muy bajo, asciende 
a uno de cada cuatro en el estrato medio alto (que co-
rresponde a la clase media profesional y comercial). 
De esto se deduce que, en razón de que la tasa de pro-
piedad en los distintos estratos sociales es similar, 
la insufi ciencia monetaria para pagar un alquiler es 
compensada con la ocupación de hecho a medida que 
se desciende en la estratifi cación social.

En lo que respecta a la condición residencial, más 
de la mitad de los hogares que habitan villas o asenta-
mientos precarios reconoce abiertamente la tenencia 
irregular o informal frente a sólo el 3,4% en los barrios 
dentro de la traza urbana formal de nivel socioeco-
nómico medio. Es, asimismo, en estas últimas áreas 
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para dar cuenta de la incidencia del fenómeno que se 
pretende indagar.

A partir de esto y siendo que la sociedad argentina 
ha llegado a un nivel de desarrollo tal que posibilita 
la edifi cación de viviendas con mínimos estándares 
de calidad que permitan que se lleven a cabo las fun-
ciones antes referidas, consideramos como viviendas 
inapropiadas a aquellas que cumplan con al menos 
una de las dos siguientes condiciones: a) sean casi-
llas, ranchos o símiles; o b) sean casas o departamen-
tos con estructuras sólidas pero que no cuenten con 
paredes de material con revoque. Así, una casilla de 
chapa o material sin revocar se entiende como ina-
propiada aun en la situación en que cuente con al-
gunos servicios públicos como agua o electricidad, 
e incluso ubicándose dentro de la traza urbana for-
mal (y no en una villa o asentamiento precario). En 
el mismo escenario defi citario se encuentra una casa 
o departamento con estructuras sólidas (cimientos, 
columnas, paredes y losa) pero con sus paredes de 
material sin revocar, en razón de que no cumple por 
completo con las funciones de aislación y protección 
hidrófuga previamente referidas.

Por el contrario, una casa al interior de una villa 
que cuente con una estructura sólida, materiales de 
construcción adecuados y paredes resistentes y revo-
cadas, se considerará sin défi cit en el indicador del 
que da cuenta este apartado, aún cuando no tenga 
acceso a servicios domiciliarios básicos (agua, electri-
cidad, etc.) y urbanos (pavimento, iluminación, des-
agües pluviales, etc.) -aunque, como se mostrará más 
adelante, es muy probable que se encuentre en una 
situación de défi cit en otros indicadores que hacen a 
la calidad habitacional y urbana.

De los datos del estudio se desprende que en 
2010 el 12,2% de los hogares urbanos y el 14,7% 
de la población reside en unidades habitacionales 
inapropiadas. Los niveles más elevados se registran 
en el Conurbano Bonaerense y en el resto urbano 
(14,9% en ambos casos) y la mejor situación se da 
en la Ciudad de Buenos Aires con tan sólo el 6,3% 
de los hogares en situación de défi cit (fi gura 2.2.2). 
Como es de esperar, el nivel de défi cit se incrementa 
conforme decrece el nivel socioeconómico de la po-
blación. Así, mientras que tan sólo el 2,7% de los 
hogares del estrato medio alto habita una vivienda 

donde se verifi ca la mayor tasa de alquiler (24,3%) en 
comparación con los hogares ubicados en el extremo 
opuesto en lo que hace a la condición residencial. 

Por último, no se aprecian diferencias estadística-
mente signifi cativas en la proporción de propietarios 
entre los dos tipos de barrio dentro de la urbaniza-
ción formal, siendo la tenencia irregular la categoría 
que las distingue (13,7% en los barrios más pobres 
y el 3,4% en las zonas de clase media). Esto indica 
que, también en este caso, la insufi ciencia de ingre-
sos para afrontar un alquiler es resuelta mediante la 
ocupación o la tenencia irregular.

VIVIENDA INAPROPIADA

Más allá de que la vivienda comprende otros com-
ponentes, ineludiblemente se construye a partir de 
tres elementos estructurales fundamentales, piso, 
paredes y techo, los que deben reunir ciertas propie-
dades para cumplir adecuadamente con sus funcio-
nes básicas. En el caso del piso la función principal 
es el aislamiento hidrófugo (que además tiene con-
secuencias sobre la higiene de la unidad habitacio-
nal). Así, “un piso completo está compuesto por un 
elemento resistente, un aislante hidrófugo y la ter-
minación” (INDEC, 2003a: 8). Por su parte, las pa-
redes deben cumplimentar la función de resistencia 
así como la de delimitación de los espacios, a la vez 
que son elementos necesarios para posibilitar la pri-
vacidad de los ocupantes. En las paredes externas a 
esto se suma la función de aislación térmica, acústica 
y la protección hidrófuga. Por último, el techo tiene 
como principal fi nalidad la protección superior con-
tra las condiciones atmosféricas, con lo que también 
debe ser resistente, aislante e hidrófugo. En todos los 
casos, para cumplir efectivamente con las funciones 
referidas, los pisos, las paredes y el techo deben con-
tar con un elemento estructural y una terminación, 
que en el caso de las paredes es el revoque.

En el marco de la EDSA - Bicentenario se ha deci-
dido relevar las características de las paredes de las 
viviendas, por ser éstas el último de los tres compo-
nentes estructurales referidos en ser habitualmente 
terminado y por estar fuertemente correlacionado 
con los atributos del techo y del piso. Así, el examen 
de la fi nalización de las paredes resulta sufi ciente 
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Si bien en el presente contar con retrete con des-
carga mecánica de agua representa uno de los com-
ponentes básicos que hacen al saneamiento y a la 
higiene al interior de la unidad habitacional, los da-
tos obtenidos por la EDSA - Bicentenario muestran 
que en el año 2010 en las áreas urbanas del país, al-
rededor del 15% de los hogares no cuenta con este 
recurso, porcentaje que representa al 18,2% de la po-
blación (fi gura 2.2.3).

En lo que hace a las diferencias entre tipos de 
aglomerado urbano, los hogares ubicados en el Co-
nurbano Bonaerense son los que se encuentran en la 
situación menos favorable, en virtud de que el 28,8% 
de ellos no cuenta con retrete con descarga mecánica 
de agua, lo que contrasta con la Ciudad de Buenos 
Aires, donde tan sólo el 1,8% de las viviendas se en-
cuentra en esa situación de défi cit. En los otros dos 
tipos de aglomerado en análisis no se apreciaron di-
ferencias estadísticamente signifi cativas.

Como es de esperar, este indicador está estre-
chamente vinculado con el estrato social de perte-
nencia del hogar y con la condición residencial del 
mismo. Así, mientras que casi no se aprecian difi -
cultades en el tipo de servicio sanitario en los hoga-
res del estrato medio alto, el défi cit se incrementa 
conforme empeora la situación socioeconómica 
hasta alcanzar al 35,7% de los hogares del estrato 
más pobre. Esto se refl eja asimismo en la condición 
residencial, siendo que en los barrios informales 
el défi cit es 18 veces superior al que se registra en 
las zonas de clase media dentro de la traza formal 
(43,2% y 2,4% respectivamente).

inapropiada, en el estrato más pobre el indicador se 
ubica en torno al 27,4%.

A partir de que la problemática del défi cit habitacio-
nal cualitativo –esto es, viviendas que efectivamente 
existen pero cuya calidad de construcción o de man-
tenimiento es defi citaria- representa una dimensión 
constitutiva de la problemática urbana, la prevalencia 
de viviendas inapropiadas está en estrecha relación 
con la condición residencial de los hogares. Así, más 
de la mitad de aquellos que habitan barrios informales 
–como villas y asentamientos precarios- se encuentra 
en situación de défi cit, frente al 14,9% en los barrios 
de nivel socioeconómico bajo dentro de la traza formal 
y tan sólo el 3,1% en las zonas de clase media. En tér-
minos poblacionales, en el contexto de las villas y los 
asentamientos el porcentaje de personas viviendo en 
estas condiciones asciende en 2010 al 59,2%.

SERVICIO SANITARIO INADECUADO

Uno de los aspectos que hacen a las condiciones 
de salubridad al interior de una vivienda es el tipo 
de servicio sanitario con el que ésta cuenta. Mien-
tras que la provisión del sistema de cloacas depende 
fundamentalmente de la política sanitaria y de la 
inversión pública y privada en la materia, el tipo de 
servicio sanitario al interior de la vivienda está vin-
culado principalmente con la capacidad económica 
del hogar. Así, existirán unidades habitacionales con 
conexión a la red cloacal pero sin inodoro con des-
carga mecánica de agua y otras que no cuenten con 
ninguno de los dos recursos.
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cuarto habitable), en virtud de que se consi dera que, 
por el nivel de desarrollo que ha alcan zado la Argen-
tina y las condiciones de vida de los estratos sociales 
de referencia, están dadas las condiciones para satis-
facer el requerimiento de un máximo de 2 personas 
por cuarto.31

De los datos de la EDSA - Bicentenario se des-
prende que durante 2010 la tasa de hacinamiento 
medio alcanza al 8,1% de los hogares urbanos a nivel 
nacional y al 12,8% de la población (fi gura 2.2.4). Se 
aprecian diferencias muy importantes según el tipo 
de aglomerado urbano que se examine. Mientras que 
en la Ciudad de Buenos Aires tan sólo el 2,8% de los 
hogares reside en viviendas hacinadas, en el Conur-
bano Bonaerense el problema afecta a uno de cada 
diez. Por su parte, el resto de las grandes áreas me-
tropolitanas y las restantes ciudades del interior del 
país promedian el 8,4%, sin diferencias estadística-
mente signifi cativas entre estos dos grandes conjun-
tos regionales.

El hacinamiento se halla estrechamente relacio-
nado con la situación económica del hogar y, por 

31. En el contexto de América Latina, el hacina miento ha sido una 
de las variables fundamen tales para la construcción del indicador 
de Nece sidades Básicas Insatisfechas (NBI), uno de los principales 
métodos de medición de la pobreza estructural (Feres y Mancero, 
2001; Boltvinik, 1999). No existe una defi nición unívoca para la 
delimitación del umbral del hacinamiento medio. Países como 
Chile lo ubican en cuatro o más personas por habitación, mientras 
que otros como México o la Argentina lo sitúan en tres o más 
(Lentini y Palero, 1997a y 1997b).

HACINAMIENTO MEDIO

En el conjunto de aspectos que hacen a las condi-
ciones de habitabilidad de una vivienda, el hacina-
miento es uno de los elementos más importantes para 
el pleno bienestar de las personas y del conjunto del 
hogar, en virtud de que el espacio vital de residencia 
no sólo debe proveer protección y abrigo sino brindar 
también condiciones para el desarrollo de la intimidad 
y de una vida saludable. En este sentido, la litera tura 
especializada señala que esta problemática se consti-
tuye en una de las dimensiones de lo que se denomina 
“défi cit habitacional cualitativo”, en tendiendo que la 
mera carencia de una vivienda no es el único aspecto 
que debe ser tomado en cuenta a la hora de analizar 
los problemas habita cionales de un país (Schweitzer, 
1996; Arriagada Luco, 2003). Así, las alteraciones a la 
privacidad provocadas por la falta de espacio al inte-
rior de una vivienda operan nocivamente sobre la sa-
lud de las personas (OMS, 2010).30 

En el marco de esta investigación, se entiende por 
hacinamiento medio en el hogar a aquella situación 
en la que en una misma vivienda habitan 3 o más 
personas por cuarto (excluyendo la cocina, los baños, 
los patios y el garaje). Se utiliza este indicador y no 
el de hacinamiento crítico (más de 3 personas por 

30. Asimismo, en lo que respecta a los niños, diversos estudios 
muestran que esta condición afecta su rendimiento escolar en 
razón de que no les provee de condiciones adecuadas para la 
concentración para el estudio (Jiménez, 1994; Chapin, 1963).
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CALIDAD DEL SUMINISTRO DE AGUA 
CORRIENTE DE RED

Como se indicó en el enfoque teórico de este 
capítulo, el suministro de agua corriente de red es 
un servicio que incide directamente sobre la cali-
dad de vida de la población. Junto al desarrollo 
de una infraestructura de saneamiento urbano, 
la buena provisión de agua tiene un efecto muy 
importante en lo que concierne a la reducción de 
las tasas de morbi-mortalidad de la población en 
general y de grupos específicos en particular (lac-
tantes, niños y ancianos) (OMS /UNICEF, 2000; 
OMS, 2006). 

La incidencia de la problemática del acceso 
al agua corriente mejorada impacta de maneras 
muy diversas en los distintos segmentos sociales, 
siendo las poblaciones en situación de vulnerabi-
lidad las más afectadas, que si bien en muchos ca-
sos cuentan con conexión a la red, la calidad del 
recurso que reciben no se encuentra en óptimas 
condiciones (Gentes, 2006). A esto se agrega que 
el déficit de acceso a agua potable de calidad afecta 
no sólo a la salud de las personas, sino a la sus-
tentabilidad del medio ambiente a mediano y largo 
plazo (Jouravlev, 2004).

En un país que cuenta con ingentes volúmenes de 
agua potable en sus napas freáticas, la importancia del 
acceso a la red reside en que esas capas subterráneas 
se encuentran fuertemente contaminadas, con lo que 
la provisión domiciliaria de agua mejorada se hace 

tanto, con la estratifi cación social, en razón de que 
aquellos que cuenten con mayores ingresos tenderán 
a mejorar sus condiciones de habitabilidad, como por 
ejemplo, agregando habitaciones o mudándose a vi-
viendas más amplias. Asimismo, la mayor incidencia 
del hacinamiento entre los hogares más pobres es 
producto del mayor tamaño promedio de esos hoga-
res y la menor superfi cie de las viviendas en compa-
ración con la clase media. Esto se aprecia con clari-
dad en la fi gura 2.2.4 donde el 18,9% de las familias 
del estrato muy bajo se halla en dicha situación de 
défi cit, en comparación con el 1% de los hogares del 
estrato medio alto. 

El hecho de que el hacinamiento sea un fenó-
meno que está estrechamente vinculado con la 
distribución social de los bienes urbanos -princi-
palmente suelo y vivienda-, lleva a que se produzca 
una fuerte asociación entre dicha problemática y 
la condición residencial de los hogares. Así, la evi-
dencia empírica muestra que en los barrios infor-
males como las villas y los asentamientos el haci-
namiento medio alcanza al 22% de los hogares. Por 
su parte, dentro de la traza urbana formal también 
se verifican importantes diferencias entre los ba-
rrios mejor y peor posicionados. Mientras que en 
los primeros el indicador asciende al 11,5% de los 
hogares, en las áreas de clase media se ubica tan 
sólo en el 1,4%. Como se mostrará en el resto del 
capítulo, dentro de la traza urbana formal, la bre-
cha entre los dos tipos de barrio analizados es su-
mamente significativa.
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Como el resto de los servicios urbanos en nuestro país, 
la provisión de agua y de saneamiento estuvo en un 
principio a cargo de empresas privadas de capitales ex-
tranjeros. En el caso del área metropolitana esta tarea 
fue llevada adelante por la Buenos Aires Water Supply 
and Drainage Company Limited hasta la rescisión de su 
contrato en 1892 por razones de incumplimiento de los 
compromisos asumidos.

A nivel global, el Plan Nacional de Saneamiento de 1909 
constituyó el marco para el surgimiento de Obras Sa-
nitarias de la Nación (OSN) en 1912, la que durante las 
ocho décadas siguientes estuvo a cargo de la provisión 
del servicio de agua y saneamiento en las principales 
regiones del país, quedando a cargo de los gobiernos 
provinciales o municipales el suministro a poblaciones 
más reducidas. La expansión de la red se llevó delante 
de manera acelerada hasta la década del cincuenta, pe-
ríodo a partir del cual se produjo un paulatino proceso 
de estancamiento, deterioro y desinversión pública en la 
materia, fenómeno que se aprecia sin ambigüedades en 
los datos de los distintos censos nacionales.

En los años ochenta se avanzó sobre la descentralización 
a partir de la transferencia del servicio a los gobiernos 
municipales y provinciales, con excepción del Área Me-
tropolitana de Buenos Aires (AMBA), incluyendo la Capi-
tal Federal, que siguió quedando en manos de OSN. Final-
mente, en el año 1993 el servicio fue privatizado hasta que 
en 2006, tras reiterados incumplimientos de lo pactado 
en los pliegos del contrato de concesión, el control de la 
provisión en el AMBA volvió a manos del Estado (Maceira, 
Kremer y Finucane, 2007; Catenazzi, 2009).

La privatización del servicio de agua y saneamiento que 
encaró nuestro país fue una de las mayores en su tipo en 
el mundo y las consecuencias a largo plazo fueron por 
demás negativas, en razón de que la principal empresa 
adjudicataria no cumplió con las condiciones impuestas 
en el pliego de privatización, ampliando únicamente la 
red de agua durante los primeros años –con un virtual 
estancamiento posterior-, pero no así la de cloacas y la 
de desagües pluviales, ni tampoco invirtiendo en el pro-
ceso de tratamiento de aguas servidas.

Breve cronología del servicio de agua
y saneamiento en la Argentina

recuadro 2.G

* Renombrada Administración General de Obras Sanitarias de la 
Nación en 1943 y treinta años después, Empresa Obras Sanitarias 
de la Nación.
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tura hídrica lleve a que algunas viviendas todavía de-
pendan del agua de poso o del producto embotellado, 
a pesar de contar con recursos monetarios para pagar 
el suministro mediante la red pública. Esto también 
sucedería en algunos barrios de urbanización ce-
rrada, aunque cuantitativamente tengan menor peso 
en el conjunto del estrato medio alto.

Cuando se examina la distribución del indicador 
de carencia de conexión a la red según la condición 
residencial del hogar, se concluye que esta defi ciencia 
no afecta únicamente a los barrios de urbanización 
informal, sino que dentro de la propia traza formal, 
las áreas más pobres, donde la infraestructura está 
poco desarrollada o muy deteriorada, la carencia de 
conexión a la red es tan sólo 2 puntos porcentuales 
menor a la de las villas y los asentamientos precarios, 
diferencia que no resulta estadísticamente signifi ca-
tiva. Por el contrario, el indicador se reduce drástica-
mente a tan sólo el 3,7% de los hogares en los barrios 
de clase media dentro de la urbanización formal.

Por otro lado, no obstante las viviendas donde 
habitan los hogares pueden estar conectadas a la 
red pública de agua corriente, la calidad del su-
ministro puede resultar defectuosa, tanto por la 
continuidad del mismo (sin cortes) o por la calidad 
del producto recibido. En lo que respecta al primer 
problema, éste puede estar vinculado con factores 
infraestructurales en el sistema de cañerías y, con-
juntamente con esto, con el descenso en la presión 
que suele prevalecer en determinados períodos del 
año o regiones geográficas. Así, los datos del es-
tudio evidencian que el 66,6% de los hogares ur-
banos reciben un suministro sin déficit y el 21% 
padece interrupciones en su provisión. En otros 
términos, uno de cada cuatro hogares que sí están 
conectados a la red de agua corriente, recibe un su-
ministro defectuoso.

La mayor tasa de cobertura con suministro sin dé-
fi cit se registra en la Ciudad de Buenos Aires (85,3%), 
porcentaje que desciende al 55,2% en el Conurbano 
Bonaerense. En este último aglomerado, sólo uno de 
cada cuatro hogares que habita viviendas conectadas 
a la red cuenta con un suministro sin défi cit. La dife-
rencia entre la Ciudad de Buenos Aires y el resto de 
los grandes centros urbanos del país (exceptuando al 
Conurbano Bonaerense) no estriba en la proporción 

imprescindible (OPS, 2007).32 En este contexto cabe 
recordar que en la Cumbre del Milenio (2000) la Ar-
gentina se había comprometido en el Objetivo N° 8 a 
alcanzar un 90% de la población con acceso a agua po-
table de red pública hasta el año 2015 (PNUD, 2000).

En el recuadro 2. G se sintetizan algunos de los 
momentos de la historia del servicio de provisión de 
agua y saneamiento del país.

Según los datos de la EDSA - Bicentenario, en el 
año 2010 la falta de suministro de agua corriente 
de red alcanza al 12,4% de los hogares y al 14,5% de 
la población urbana, con un valor máximo en el Co-
nurbano Bonaerense, donde el indicador se ubica en 
torno al 26,1% de los hogares y a una de cada tres 
personas. En esta región se evidencia una ligera me-
joría con respecto al dato informado por el Censo 
Nacional de Población, Hogares y Viviendas de 2001 
(INDEC), donde una de cada tres viviendas de los 
partidos que rodean a la Capital Federal no estaba 
conectada a la red de agua corriente.

Si bien a lo largo de la última década se produjeron 
inversiones en agua y saneamiento en diversos mu-
nicipios del Conurbano Bonaerense, la escasa mejora 
del indicador en este área puede haberse debido al 
sustancial incremento en la cantidad de población 
habitando en villas y asentamientos -producto de los 
fl ujos migratorios internos-, así como a la construc-
ción de nuevas urbanizaciones cerradas -que en mu-
chos casos aún no cuentan con una provisión de agua 
corriente de red-. Por el contrario, como se aprecia 
en la fi gura 2.2.5, el resto de los tipos de aglomerado 
urbano estudiados presenta niveles muy bajos de ca-
rencia de conexión a la red, sin diferencias estadísti-
camente signifi cativas entre ellos.

En lo que respecta a la estratifi cación social, mien-
tras que una de cada cuatro familias pertenecientes 
al 25% inferior carece del recurso, en los segmentos 
medio altos este défi cit se reduce al 1,7%, porcentaje 
que probablemente se deba a que en algunas localida-
des del interior del país la defi ciencia de infraestruc-

32. Si bien en su conjunto el país tiene un nivel de cobertura 
aceptable en comparación con otros países del sub continente –a 
excepción de Uruguay y Chile-, la desigualdad en el acceso al agua de 
red resulta muy signifi cativa (CIPPEC, 2007) y la calidad del recurso 
en cada área también es por demás heterogénea (Pírez, 2000). 
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Tal como sucediera con el resto de los servicio urbanos en 
el país, la generación y la distribución de energía eléctrica 
estuvo desde un principio en manos de empresas priva-
das –principalmente ANSEC, CHADE y CIAE-, aunque, a 
diferencia de aquellos otros servicios, en este caso la es-
tatización se realizó de manera gradual a partir de fi na-
les de la década del cuarenta. Ejemplo de ello fue la for-
mación de la empresa Agua y Energía Eléctrica en 1947, la 
Empresa Nacional de Energía en 1950 y la federalización 
de la distribución mediante la Ley Nº 14.772 del año 1958 
–que establecía que la provisión de los servicios públicos 
quedaba bajo la potestad del Estado-, legislación que ci-
mentó las bases para la formación de Servicios Eléctricos 
del Gran Buenos Aires (SEGBA), en un principio como em-
presa mixta y estatizada defi nitivamente en 1961 (ENRE).

Parte de este proceso de estatización tuvo que ver con 
las demandas llevadas a cabo por los distintos actores 
políticos y por la propia población a partir de los años 
treinta, derivadas del hecho de que la expansión de la 
red en manos privadas no acompañó el ritmo de creci-
miento del país que entraba en la etapa sustitutiva de 
importaciones, lo que se manifestaba en cortes del su-
ministro y en la existencia de áreas geográfi cas que aún 
continuaban sin cobertura.

Durante las tres décadas siguientes el servicio queda-
ría en manos del Estado, aunque en la segunda mitad 
de los años ochenta, la desinversión pública en materia 
energética –derivada en parte de una situación de vir-
tual colapso de las cuentas fi scales y abandono de gran 
parte de las empresas de servicios públicos- condujo a 
un enorme deterioro del sistema eléctrico, lo que se tra-
dujo, entre otras cosas, en la política de cortes progra-
mados, algo que fi nalmente terminó sirviendo como la 
principal excusa para que en 1991 se avanzara sobre una 
política de reforma estructural del sistema eléctrico y un 

año después, a la desaparición de la empresa SEGBA y a 
la privatización del servicio.

Si bien a lo largo esa década el sistema funcionó relati-
vamente bien y acompañó el ritmo de crecimiento eco-
nómico del país, la renovación del capital se basó funda-
mentalmente en fuertes incrementos tarifarios –que el 
anclaje del tipo de cambio llevaba a que la tarifa se en-
contrara virtualmente dolarizada-. En el caso de los secto-
res más vulnerables, las empresas privadas combinaron 
una política de permisividad en la conexión con una ne-
gociación colectiva de tarifas para los barrios informales.

En el presente, diversos factores -tales como el conge-
lamiento de las tarifas, el fi nanciamiento regresivo me-
diante subsidios estatales al consumo de la clase media 
y media alta, así como el bajo o nulo nivel de regulación 
y control de la actividad privada por parte del sector 
público- han llevado nuevamente a un deterioro de la 
inversión, lo que produce que la oferta sea insufi ciente 
para acompañar el ritmo de crecimiento de la demanda 
(producto de la expansión económica de la última dé-
cada), lo que se ve refl ejado nuevamente en fuertes 
bajas de la tensión eléctrica, y en cortes repentinos en 
distintas áreas domiciliarias, a la vez que programados 
para algunas industrias.

Algunos datos sobre la historia de la provisión de energía 
eléctrica en la Argentina

recuadro 2.H
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niveles de inversión también son diferenciales según 
el poder adquisitivo de los hogares en los distintos 
barrios. Mientras que sólo una de cada cuatro vivien-
das que se ubican en áreas de urbanización informal 
como villas y asentamientos precarios accede a un 
suministro sin defi ciencias, en los barrios de nivel 
socioeconómico medio dentro de la traza urbana for-
mal el indicador se ubica en el 47,3%.33

GAS NATURAL DOMICILIARIO

Más allá de la importancia del gas para el sistema 
productivo, en el país este recurso sigue constituyendo 
la principal fuente energética para la calefacción y la 
cocina de los hogares. Sin embargo, a lo largo de la 
historia, dentro del conjunto de los servicios domici-
liarios la red de gas natural ha sido una de las menos 
extendidas y con menor tasa de cobertura, con lo que 
los hogares sin acceso a ella se han visto compelidos a 
abastecerse del hidrocarburo a través de garrafas.

La utilización de garrafas en lugar del gas natural 
a través de la red para la calefacción y la cocina de las 
viviendas particulares tiene consecuencias en la segu-
ridad del propio hogar –en aquellos casos en los que 
no se produzca un uso correcto-, a la vez que impacta 

33. Aun así, sobresale el hecho de que más de la mitad de los hogares 
de la clase media y media alta no recibe un servicio sin defi ciencias.

Sin embargo, la desinversión de las últimas déca-
das llevó a que el sistema presente fuertes defi cien-
cias, fenómeno que se pone de manifi esto en cortes 
de luz y en pronunciadas bajas de tensión. En el re-
cuadro 2. H se exponen algunos aspectos que hacen a 
la historia del servicio de energía eléctrica en al país.

Como se ilustra en la fi gura 2.2.6, los datos de la 
EDSA - Bicentenario muestran que en 2010 la pro-
visión eléctrica, sea ésta defectuosa o no, llega a casi 
la totalidad de los hogares urbanos. Sin embargo, de 
éstos sólo el 43,2% recibe un suministro sin defi cien-
cias, mientras que el 56,4% padece cortes o bajas rei-
teradas en la tensión (porcentaje que alcanza al 59% 
de la población urbana). 

El tipo de aglomerado que reúne a las otras grandes 
áreas metropolitanas es el que muestra una menor tasa 
de suministro sin defi ciencias (30,8% de los hogares). 
En los otros tres tipos de aglomerado analizados no se 
aprecian diferencias estadísticamente signifi cativas. 
Por su parte, cuando se examina la distribución del in-
dicador según el estrato social de pertenencia del hogar, 
se observa que en el conjunto del país, sólo el 36,4% de 
las viviendas del estrato más pobre recibe un suminis-
tro eléctrico sin cortes o bajas frecuentes de tensión, 
frente a casi la mitad de las del estrato medio alto.

A partir de que en el país la cobertura del suminis-
tro es prácticamente completa, las diferencias terri-
toriales en la calidad del mismo dan cuenta de que los 
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En los años posteriores a la crisis 2001-2002, el 
mismo problema derivado de la falta de inversión pú-
blica y privada en el sector energético al que se hizo 
referencia cuando se presentó el indicador de calidad 
del acceso a la red de energía eléctrica (recuadro 2. 
H), se produjo en el caso del gas natural domicilia-
rio, uno de los servicios urbanos que en el presente 
continúa teniendo la menor tasa de cobertura nacio-
nal en comparación con otros. A esto se agrega que el 
país pasó de un escenario de auto abastecimiento del 
producto en las décadas precedentes, a otro donde se 
ve en la necesidad de importarlo, aún contando con 
reservas subterráneas para no tener que hacerlo.

Los datos de la encuesta evidencian que en el año 
2010, mientras que al nivel del conjunto urbano el 
26,8% de los hogares –que equivale al 32,2% de la 
población- no cuenta con acceso a la red, el Conur-
bano Bonaerense constituye la región donde el défi -
cit alcanza su mayor nivel (32,4% de las viviendas sin 
conexión) seguido por las ciudades de menor dimen-
sión del resto del país (30,4%). Por el contrario, en la 

y distribución en manos privadas, en 1945 se nacionalizaron las 
empresas y un año después se inauguró la Dirección Nacional 
de Gas del Estado, organismo público que estuvo a cargo de la 
industria del gas en nuestro país hasta la re privatización del 
servicio en el año 1992, momento en que dicha industria se dividió 
en una serie de empresas dedicadas a tres grandes actividades: 
producción, transporte y distribución. Gas del Estado terminó por 
desaparecer fi nalmente en el año 1997.

negativamente en su presupuesto familiar. En lo que 
respecta al primer punto, mientras que los sectores 
más vulnerables utilizan las garrafas en condiciones 
poco seguras, los sectores socioeconómicos medios y 
altos que no acceden a la red de gas natural domici-
liario generalmente no utilizan garrafas, sino tubos 
y tanques en condiciones mucho más propicias (los 
contenedores se encuentran ubicados en el exterior 
de la vivienda, las conexiones siguen estrictas normas 
de seguridad y por lo general el mantenimiento está a 
cargo de empresas especializadas).

En cuanto al impacto económico en el presupuesto 
del hogar, la modalidad de acceso al gas es uno de los 
indicadores que ejemplifi can con mayor crudeza la in-
equidad en la distribución de este servicio (Arza, 2002; 
Banco Mundial, 2000). Mientras que el precio para el 
consumidor fi nal del gas por red ha sido subsidiado 
por años, no ha ocurrido lo mismo con el producto en-
vasado, el cual es utilizado fundamentalmente por los 
estratos socioeconómicos más pobres. Más allá de la 
implementación de la “garrafa social” por parte del Es-
tado, mucho son los sectores que aún les resulta muy 
difi cultoso tener acceso a la misma, además de haberse 
desarrollado un mercado paralelo de reventa.34

34. Es llamativo el bajo nivel de desarrollo de la red de gas, habida 
cuenta de que la Argentina posee una de las mayores reservas de 
este hidrocarburo de todo el subcontinente y que la exploración y 
desarrollo ya lleven más de un siglo. Tras décadas de producción 
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público y pavimento) y un indicador que da cuenta de 
la limpieza urbana (recolección regular de residuos só-
lidos domiciliarios). En segundo término se examina 
la distribución espacial de una serie de servicios vin-
culados con la seguridad (vigilancia policial y distancia 
a comisarías, destacamentos y puestos policiales), así 
como la asignación espacial de recursos de educación 
(escuelas públicas primarias y secundarias), salud 
(hospitales y centros de salud públicos) y espacios ver-
des. En todos los casos se trata de servicios esenciales 
que hacen al funcionamiento de una ciudad de acuerdo 
a estándares de calidad mínimamente aceptables.

RED CLOACAL

Uno de los défi cit estructurales en lo que hace al ac-
ceso a servicios urbanos de la Argentina ha sido el lento 
desarrollo de la red de desagües cloacales y la carencia 
de conexión domiciliaria a la misma. En el país, este dé-
fi cit es suplido por la utilización de cámaras sépticas, en 
el mejor de los casos, o pozos ciegos en otros, aunque 
ninguno de estos dos sistemas alternativos tiene el im-
pacto sanitario de la red cloacal (ODSA, 2010). Se trata, 
pues, de un servicio urbano de vital signifi cación por las 
consecuencias sanitarias que conlleva, en virtud de que, 
como especifi ca la OMS, “interrumpe la transmisión de 
gran parte de las enfermedades fecales-orales en su ori-
gen principal, al prevenir la contaminación del agua por 
heces humanas” (OMS/UNICEF, 2000: 3). 

El bajo nivel de desarrollo de la red pone al des-
cubierto las falencias en las políticas urbanas del 
país, donde se priorizó el asentamiento de pobla-
ciones en espacios que brindaban oportunidades en 
cuanto a la inserción en el mercado de trabajo, pero 
esa expansión de la mancha urbana no fue acompa-
ñada por un desarrollo de la infraestructura de bie-
nes y servicios urbanos, acorde a las necesidades y 
a estándares aceptables para el desarrollo humano 
(Fernández Wagner, 2006).35 Lo destacable es que, 

35. En este sentido, la política de “loteo popular” desplegada a 
partir de la Ley Nº 14.005 de 1950 y que se extendió durante las 
tres décadas siguientes hasta la promulgación de la Ley Nº 8.912 
en el año 1977, si bien durante décadas favoreció el acceso al suelo 
urbano de amplios sectores que no hubieran podido hacerlo de 
otro modo, llevó asimismo a la conformación de un importante 
volumen de barrios y municipios sin infraestructura básica de 

Ciudad de Buenos Aires la carencia alcanza a tan sólo 
el 8,8% de las viviendas (fi gura 2.2.7).

El nivel de défi cit de este indicador está fuerte-
mente asociado a la condición económica de los ho-
gares. Así, mientras que en las viviendas habitadas 
por familias pertenecientes al estrato medio alto 
la carencia de conexión sólo alcanza al 3,9%, en los 
hogares del estrato más pobre, el indicador asciende 
a más de la mitad (56,1%). Como se refi rió líneas 
arriba, estos últimos deben proveerse de garrafas 
que proporcionalmente son más caras que el gas sub-
sidiado consumido por la clase media.

Estas brechas se amplían considerablemente según 
la condición socio residencial de los hogares. Mientras 
que casi la totalidad de aquellos que se encuentran em-
plazados en barrios de urbanización informal como 
villas y asentamientos deben recurrir a las garrafas 
como forma de proveerse de gas, en las áreas de clase 
media dentro de la traza formal el défi cit se reduce tan 
a sólo al 6,3%. No obstante ello, se destaca que aun 
dentro de la propia urbanización formal, en los barrios 
de nivel socioeconómico bajo el problema afecta a al 
menos una de cada tres viviendas.

2.3 EL ACCESO A BIENES Y 
SERVICIOS URBANOS

En este apartado se exponen los resultados que la 
EDSA - Bicentenario arrojó en torno a una serie de 
indicadores de servicios urbanos, el segundo com-
ponente del hábitat que se examina en este capítulo. 
Resulta pertinente indicar que si bien la provisión de 
agua, electricidad y gas también constituyen servicios 
urbanos –en virtud de que son públicos (no necesaria-
mente en su gestión) y que para su provisión requie-
ren de infraestructura en la traza urbana al exterior 
de las viviendas-, se los incluyó en el apartado ante-
rior debido a que son servicios domiciliarios. Esto es, 
constituyen recursos que afectan directamente a las 
actividades que se realizan al interior de las viviendas.

En las líneas que siguen se exponen en primer lugar 
aquellos servicios vinculados con la infraestructura de 
la ciudad (red cloacal, desagües pluviales, alumbrado 
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una situación de défi cit, el problema alcanza al 28,2% 
en las grandes áreas metropolitanas del interior, así 
como a uno de cada cinco hogares del resto urbano. 
En contraste, en la Ciudad de Buenos Aires tan sólo 
el 1,9% de las viviendas se encuentra en situación de-
fi citaria en lo que hace a la conexión a la red cloacal.

En lo que respecta al nivel socioeconómico, mien-
tras que en 2010 en los hogares más pobres el in-
dicador asciende al 63,1%, en el extremo opuesto 
de la estratifi cación social este porcentaje se reduce 
al 8%. Por último, quienes padecen en mayor me-
dida la falta de este servicio urbano son los hogares 
ubicados en villas y asentamientos precarios, donde 
el indicador alcanza al 66,5% de las viviendas. En 
oposición, en los barrios de clase media dentro de la 
traza urbana formal, la carencia del recurso ronda 
a uno de cada diez hogares. Se destaca el alto défi -
cit en los barrios formales de estratos bajos -suma-
mente extendidos en el Conurbano Bonaerense- en 
donde el 46,7% de las viviendas no cuenta con co-
nexión a la red cloacal.

DESAGÜES PLUVIALES

Planifi car e instrumentar una política urbana im-
plica construir un sistema integrado de servicios que 
permita un adecuado funcionamiento de la ciudad, 
respondiendo a las necesidades de su población re-
sidente y a estándares mínimos exigibles para un 

más allá de que la Ley Nº 8.912 del año 1977 produjo 
una “explosión” de urbanizaciones informales como 
villas y asentamientos precarios, en las tres décadas 
subsiguientes prácticamente no se avanzó en el desa-
rrollo de la infraestructura urbana –entre ello, de la 
red cloacal-, lo que fue producto de la escasa o nula 
inversión pública en una primera etapa, y privada a 
partir del proceso de privatización encarado en los 
años noventa.36 

Como muestra la fi gura 2.3.1, de los datos de la 
EDSA - Bicentenario se desprende que en el año 2010 
el 34,6% de los hogares urbanos de la Argentina si-
gue careciendo del servicio, lo que equivale al 39,6% 
de la población.

El valor del indicador que da cuenta de la carencia 
de conexión a la red resulta muy heterogéneo según 
las tres variables descriptoras que se están presen-
tando en este capítulo. En lo que refi ere al tipo de 
aglomerado urbano, mientras que el 55,3% de los 
hogares del Conurbano Bonaerense se encuentra en 

servicios urbanos. Este fue el modo en que se conformaron en gran 
medida el segundo y tercer cordón del Conurbano Bonaerense.

36. En este sentido, y tal como se hizo mención en el apartado 
sobre agua corriente de red, las empresas privadas invirtieron 
fundamentalmente en la extensión de la cañería de agua, pero no 
así en el componente del saneamiento urbano, a punto tal que para 
el año 2005, momento en el que se re estatizó el servicio en el área 
metropolitana de Buenos Aires, la extensión de las redes estaba 
virtualmente paralizada (Catenazzi, 2009).
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Cuando se examina la distribución del indicador 
según el estrato social de pertenencia del hogar, los 
grupos poblacionales más pobres son los que presen-
tan los mayores niveles de défi cit en este indicador, 
fenómeno que se reduce conforme se asciende en la 
estratifi cación social, del 57,4% en los primeros al 
8,7% en los hogares con mayores recursos econó-
micos. Por ser un indicador endógeno a la condición 
residencial, los datos permiten apreciar la estrecha 
relación entre el nivel de défi cit y el tipo de barrio 
donde se ubican las viviendas. Así, mientras que el 
60,9% de aquellas que se emplazan en villas o asenta-
mientos carece de alcantarillado en sus inmediacio-
nes, el porcentaje se reduce al 13,2% en los barrios 
de clase media dentro de la traza urbana formal. So-
bresale, nuevamente, la considerable brecha al inte-
rior de esta última forma de urbanización, donde el 
indicador de défi cit alcanza al 43,4% de los hogares 
ubicados en los barrios más pobres. 

ALUMBRADO PÚBLICO

El sistema de alumbrado público responde a dos 
propósitos fundamentales. En primera instancia, 
brinda las condiciones básicas de iluminación a pea-
tones, vehículos y personas en general en el espacio 
público (calles y vialidades, veredas, parques, etc.). 
Asociado a esta función, la iluminación constituye 
uno de los elementos fundamentales para la seguri-
dad de las personas, haciendo más visibles aquellos 
lugares y momentos del día en donde podría tornarse 
peligroso transitar.

país que ha llegado a determinado nivel de desarro-
llo como es el caso argentino. En este marco, com-
plementariamente a la red cloacal, los desagües plu-
viales conforman el segundo componente básico del 
saneamiento urbano. La ausencia de éstos incide en 
aspectos tales como la prevalencia de aguas estanca-
das en la superfi cie, con los efectos epidemiológicos 
negativos que ello implica, por ejemplo en la apari-
ción de plagas urbanas (BID, 2009; OMS, 2006).

De los datos de la EDSA - Bicentenario se des-
prende que en 2010 el 32,3% de los hogares urba-
nos (lo que equivale al 37% de la población) aún se 
encuentra sin desagües pluviales en las inmediacio-
nes de sus viviendas, porcentaje que asciende hasta 
el 46% en el Conurbano Bonaerense y se reduce al 
2,7% en la Ciudad de Buenos Aires. Como se apre-
cia en la fi gura 2.3.2 este último distrito parece ser la 
excepción a la regla debido a que los otros dos tipos 
de aglomerado del interior del país que se describen 
en este capítulo, también presentan altos niveles de 
incidencia del indicador de défi cit.37

37. No obstante, debe precisarse que aún en el caso de la Ciudad 
de Buenos Aires donde la tasa de cobertura es casi total, la calidad 
del funcionamiento de la red es muy heterogénea dependiendo 
del barrio que se examine. Así, mientras que en algunos casos 
el recurso se encuentra en óptimas condiciones, en otros la 
carencia de limpieza por parte de las empresas encargadas de 
llevar adelante esta actividad, la falta de controles estatales y la 
ausencia de una cultura del cuidado del espacio público por parte 
de los habitantes, producen que el sistema se obture, lo que se 
pone de manifi esto en el anegamiento de calles durante los días 
con fuertes precipitaciones.
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fraestructura vial ha sido la persistencia de calles sin 
pavimentar (o empedrar), incluso en zonas donde la 
traza urbana formal existe desde hace décadas.

Los factores que incidieron sobre este fenómeno 
han sido la errática y discontinua política de inver-
sión en infraestructura vial por parte de las distintas 
instancias jurisdiccionales –nacionales, provinciales 
y municipales—y en muchos casos la presencia de 
irregularidades administrativas, uno de cuyos ejem-
plos ha sido el registro de calles pavimentadas donde 
no las había en diversos municipios de los partidos 
del Conurbano Bonaerense. En paralelo, en las gran-
des urbes como la Ciudad de Buenos Aires prevalece 
un desbalance muy importante en el nivel de mante-
nimiento entre los distintos barrios.38

Los datos de la EDSA - Bicentenario revelan que el 
porcentaje de viviendas urbanas de nuestro país que 
en el año 2010 carece de pavimento o empedrado en 
su frente sigue siendo elevado, alcanzando al 19,2% 
de los hogares (lo que equivale al 22,2% de la pobla-
ción) (fi gura 2.3.4).

Se aprecian grandes diferencias entre los distintos 
tipos de aglomerado urbano. Así, mientras que el dé-
fi cit en la Ciudad de Buenos Aires alcanza a tan sólo 
el 2,1% de los hogares, en el Conurbano Bonaerense 
llega al 28,4%, encontrándose los otros dos tipos de 
aglomerado en análisis en una situación intermedia.

38. Esto se aprecia, por ejemplo, en el hecho de que mientras en las 
zonas con mayor poder adquisitivo se repavimentan las avenidas y se 
arreglan las veredas más de una vez por año, en los barrios de la zona 
Sur y del Oeste de la misma ciudad se aprecia un signifi cativo nivel 
de deterioro (veredas rotas, baches, pavimento vencido, entre otros).

Tal como se mostró en lo que respecta al sumi-
nistro eléctrico –y también derivado de ello- a nivel 
urbano en el país el défi cit de alumbrado público re-
sulta muy bajo, siendo que en 2010 tan sólo el 2,1% 
de los hogares (2,6% de la población) no cuenta con 
este servicio en la calle donde se encuentra ubicada 
su vivienda (fi gura 2.3.3).

Excepto por el Conurbano Bonaerense donde el 
défi cit llega a casi el 3%, no se aprecian diferencias 
estadísticamente signifi cativas entre los otros tres 
tipos de aglomerado analizados. Al igual que en el 
resto de los indicadores de acceso a infraestructura 
urbana, la presencia o ausencia de este servicio se 
encuentra asociada con el estrato social al que per-
tenece el hogar pero más aún, con la condición resi-
dencial del mismo. Así, mientras que el 5,1% de las 
viviendas habitadas por la población del estrato muy 
bajo no cuenta con luminarias en las calles adyacen-
tes, el défi cit casi desaparece en el estrato medio alto.

Por su parte, el porcentaje de hogares sin alum-
brado público en las inmediaciones asciende conside-
rablemente en los barrios de urbanización informal 
hasta alcanzar a uno de cada cinco, lo que evidencia 
que éste es fundamentalmente un problema que pre-
valece en las villas y los asentamientos precarios.

CALLES PAVIMENTADAS

Otro de los componentes fundamentales de la 
infraestructura urbana es la inversión en sendas y 
calles a efectos de facilitar la movilidad de las per-
sonas y del transporte. Una de las manifestaciones 
y consecuencias de la carencia de inversión en in-
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guno. Esta situación se agrava cuando los sitios en 
los que se vierten los residuos no responden a las ca-
racterísticas mínimamente requeridas para este uso 
(SIDS, 2009).

En lo que concierne a la recolección propiamente 
dicha, en el país existen importantes desigualdades 
jurisdiccionales y espaciales. Mientras que en las 
grandes ciudades esta actividad se realiza con una 
periodicidad diaria, en las áreas periféricas se efectúa 
cada dos o tres días y muchas veces se discontinúa 
por diferentes razones. 39

El efecto sanitario de la discontinuidad o de la falta 
de regularidad en la recolección de residuos sólidos 
domiciliarios es inmediata. Al incrementarse los focos 
potencialmente contaminantes, la proximidad de los 
residuos a la población aumenta el riesgo de que ésta 
contraiga una variedad de patologías de salud, y en 
el caso de que la basura sea acumulada en la calle –ya 
sea a cielo abierto o en contenedores- también incre-
menta la prevalencia de plagas urbanas (OMS, 1988).

En el marco de la EDSA - Bicentenario, se entiende 
como recolección regular de residuos sólidos domici-

39. Asimismo, la calidad del tratamiento y procesamiento de 
la basura –otro de los componentes de la gestión integral de 
los residuos- resulta desigual entre los distintos municipios, 
encontrando algunos con una importante tasa de reciclaje –
como una serie de municipios de Mendoza o de la Provincia de 
Buenos Aires- y otros donde esta actividad no se lleva a cabo 
en absoluto –como la Ciudad de Buenos Aires, la cual vierte 
diariamente toneladas de residuos en una serie de rellenos sani-
tarios de la provincia que la rodea y aún no ha puesto en práctica 
lo estipulado en la Ley Nº 1.854 del año 2005.

Como se apuntó en las líneas precedentes, la inver-
sión en pavimento (uno de los componentes de la in-
fraestructura vial) está directamente relacionada con el 
nivel socioeconómico de la población residente en cada 
área, algo que no debería ser así si la política urbana 
fuera equitativa de acuerdo a la noción de derecho a la 
ciudad referido en el enfoque teórico de este capítulo.

En esta línea, mientras que el indicador de défi cit 
alcanza a más de un tercio de los hogares del estrato 
más pobre, desciende a tan sólo el 3,1% en el estrato 
medio alto. Esta inequidad en la distribución de re-
cursos urbanos se agudiza cuando se examinan los 
resultados según la condición socio residencial de 
los hogares. Mientras en las áreas de urbanización 
formal de clase media sólo el 6% de los hogares no 
cuenta con calles pavimentadas al frente de su vi-
vienda, en los barrios más empobrecidos dentro de 
la traza formal el défi cit alcanza al 25,7%, a la vez que 
en los barrios informales la mitad de las viviendas 
tiene calles de tierra en su frente.

RECOLECCIÓN REGULAR DE RESIDUOS 
SÓLIDOS DOMICILIARIOS

En el país, la gestión de los residuos sólidos urba-
nos, que en la práctica realizan los municipios -ya 
sea en forma directa o mediante la concesión de la 
actividad a empresas privadas-, se restringe habi-
tualmente a la recolección domiciliaria, el barrido y 
la limpieza de calles, así como a la disposición fi nal 
de lo recolectado en basurales, que en muchos casos 
se encuentran a cielo abierto y sin control estatal al-
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VIGILANCIA Y PATRULLAJE POLICIAL

La seguridad en la vía pública constituye un ser-
vicio urbano a cargo del Estado y, tal como se indicó 
en el enfoque teórico de este capítulo, se instru-
menta mediante las fuerzas públicas de seguridad. 
Dentro de este servicio, el patrullaje regular en las 
inmediaciones de la manzana en los distintos ba-
rrios tiene dos funciones principales. Por un lado 
constituye una práctica tendiente a prevenir y di-
suadir el accionar delictivo –reduciendo los poten-
ciales hechos de inseguridad-, o a reprimirlo en caso 
de ser necesario. Por el otro, tiene un efecto emocio-
nal en la población residente, llevando a que ésta se 
sienta más segura y protegida. En el marco de esta 
investigación se entiende por patrullaje regular a 
aquel que la policía realiza al menos una vez por día 
al frente de las viviendas.

De los datos de la EDSA - Bicentenario se des-
prende que en el año 2010 la mitad de los hogares ur-
banos reportaron no tener patrullaje policial regular 
en las inmediaciones de sus viviendas, apreciándose 
los valores más importantes de défi cit en las grandes 
áreas metropolitanas del interior del país (55,8%) y 
en el Conurbano Bonaerense (54,7%) (fi gura 2.3.6). 
Por el contrario, la Ciudad de Buenos Aires y el resto 
de las áreas urbanas de menor tamaño del interior 
del país fueron las que evidenciaron los menores ni-
veles de défi cit en esta materia, sin apreciarse dife-
rencias estadísticamente signifi cativas entre estos 
tipos de aglomerado. 

Resulta por demás revelador el examen de las di-
ferencias en la distribución de este servicio urbano 

liarios a aquella que se efectúa como mínimo día por 
medio. Como ilustra la fi gura 2.3.5 para el año 2010 la 
cobertura de este indicador en el conjunto de las áreas 
analizadas es signifi cativamente alta, quedando tan 
sólo el 3% de los hogares urbanos sin este servicio. 

Por su parte, la situación resulta por demás he-
terogénea de acuerdo a la jurisdicción que se exa-
mine. Mientras que en la Ciudad de Buenos Aires 
tan sólo el 1,4% de los hogares se encuentra en 
situación de déficit, en el Conurbano Bonaerense 
el indicador asciende al 5,1%, llegando al mínimo 
en el caso de las grandes áreas metropolitanas del 
interior del país (0,7%). 

También en este caso el indicador se encuentra 
fuertemente asociado al estrato social de pertenen-
cia del hogar. Son los segmentos más pobres los que 
evidencian los mayores défi cit en esta materia (7,1%) 
con una reducción gradual a medida que mejora la si-
tuación económica del hogar, hasta llegar al 0,5% en 
el estrato medio alto. 

Las diferencias se agudizan aún más cuando se exa-
mina el indicador a la luz de la condición residencial. 
Mientras que en las zonas de clase media sólo el 0,6% 
de los hogares no cuenta con el servicio de recolec-
ción regular de residuos, en el caso de los barrios de 
urbanización informal el défi cit se ubica en torno al 
15,7%. Debe hacerse la salvedad metodológica que en 
estos últimos la recolección de residuos no se efectúa 
en el frente de las viviendas propiamente dichas, sino 
en contenedores ubicados en las áreas perimetrales de 
las villas, con lo que el dato para estos espacios resi-
denciales no es estrictamente comparable con el que 
se presenta para los otros dos tipos de barrio.
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Los datos de la EDSA - Bicentenario evidencian 
que en 2010, al nivel del conjunto urbano, el 42,8% 
de los hogares no cuenta con comisarías a menos de 
diez cuadras de la vivienda (lo que equivale al 54,3% 
de la población), indicador que muestra grandes fl uc-
tuaciones según la jurisdicción que se examine (fi -
gura 2.3.7). Así, mientras que en la Ciudad de Buenos 
Aires sólo el 27,3% de las familias no cuenta con ese 
recurso a menos de diez cuadras de la vivienda, en el 
Conurbano Bonaerense el défi cit supera a la mitad de 
aquellas. Asimismo, en las grandes áreas metropoli-
tanas del interior y en el resto de las ciudades del país 
el problema de carecer de una comisaría o destaca-
mento en las proximidades se ubica en torno al 35%, 
sin diferencias estadísticamente signifi cativas entre 
ambos tipos de aglomerado.

La inequitativa distribución de recursos a la que 
se hizo referencia cuando se expusieron los resulta-
dos del indicador de patrullaje policial, también se 
observa en lo que hace a la distancia a comisarías y 
destacamentos policiales. Mientras que más de la 
mitad de los hogares pertenecientes al estrato social 
más pobre no cuenta con comisarías a menos de diez 
cuadras de la vivienda, el porcentaje de défi cit des-
ciende conforme mejora la situación económica de 
las familias, hasta alcanzar a una de cada tres en el 
estrato medio alto. 

Sin embargo, no se aprecia la misma distribu-
ción en lo que respecta a la condición residencial. 

de seguridad según la posición en la estratifi cación 
social del hogar, así como en su condición socio re-
sidencial. Mientras que el 65,1% de las familias del 
estrato muy bajo no cuenta con patrullaje policial en 
las inmediaciones de la vivienda, el défi cit se reduce 
al 34,6% en el estrato medio alto.

También en este caso la distribución del recurso 
resulta inequitativa entre las distintas áreas resi-
denciales. En contraste con el 38,5% de los hoga-
res situados en barrios de clase media dentro de 
la traza formal que reporta carecer de patrullaje 
policial en su cuadra, el problema alcanza a tres de 
cada cuatro hogares en las villas y los asentamien-
tos precarios. Por su parte, en los barrios de ur-
banización formal de nivel socioeconómico bajo el 
indicador supera en casi seis puntos porcentuales 
al promedio nacional.

COMISARÍAS, DESTACAMENTOS
Y PUESTOS POLICIALES

Una adecuada asignación de recursos en materia 
de seguridad debiera verse refl ejada asimismo en una 
ecuánime distribución de comisarías, destacamentos 
y puestos policiales próximos a las viviendas. De no 
ser así –y sumado a la carencia de patrullaje policial 
regular-, parte de la población quedaría en una situa-
ción de mayor desprotección frente al delito en com-
paración con otros grupos. 
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la sensación de inseguridad en el barrio, en la vi-
vienda y el hecho objetivo de haber padecido un de-
lito durante el último año. En todos los casos se trata 
de aspectos que, directa o indirectamente, están vin-
culados con los dos indicadores de servicios urbanos 
de seguridad expuestos en las líneas precedentes.

ESCUELAS PÚBLICAS PRIMARIAS

En el campo de la educación, una política integral 
debiera, entre otros aspectos, tomar en considera-
ción la distribución territorial de la población y de 
sus necesidades. En un contexto de fragmentación y 
de fuertes desigualdades en el sistema educativo, y 
siendo que diversos trabajos demuestran que los ni-
ños de los estratos socioeconómicos más bajos son 
aquellos sobre los que las intervenciones escolares 
tienen mayor impacto (Noel, 2007), se hace necesa-
rio acercar la institución a estos segmentos sociales. 
En este marco, reviste una mayor relevancia el hecho 
de que haya escuelas públicas próximas a los hoga-
res más vulnerables que cerca de los que cuentan con 
mayores recursos económicos, en virtud de que estos 
últimos tienen dinero para solventar los viáticos para 
asistir a establecimientos que se encuentran distan-
tes a sus domicilios. A su vez, para éstos la escuela 
pública no representa la única alternativa, cosa que 
sí sucede con los sectores populares.

En este sentido, el porcentaje de hogares con es-
cuelas a más de diez cuadras de la vivienda consti-
tuye un indicador robusto del défi cit en la asignación 

En este caso, las zonas más desprotegidas son los 
barrios de menor nivel socioeconómico dentro de la 
traza urbana formal, espacios donde más de la mi-
tad de los hogares no cuenta con una comisaría o 
destacamento policial a menos de diez cuadras. En 
el extremo opuesto, el indicador de défi cit desciende 
hasta el 33,2% en las áreas de clase media dentro de 
la traza urbana formal. 

El hecho de que sólo el 37% de los hogares em-
plazados en barrios informales como villas y asenta-
mientos refi riera que no cuenta con una comisaría a 
menos de diez cuadras pero que, a la vez, el 76,7% 
del mismo tipo de hogares no tenga patrullaje poli-
cial regular, muestra la realidad en materia de asig-
nación de recursos de seguridad en el contexto de las 
villas y de los asentamientos. Esto es, los puestos o 
destacamentos se encuentran en las afueras o en las 
áreas perimetrales, pero es muy poco frecuente que 
el personal policial ingrese a hacer rondas de patru-
llaje al interior de estos espacios residenciales. Asi-
mismo, por ser espacios más reducidos en cuanto a 
su superfi cie y debido a su alta densidad de población 
y hacinamiento de viviendas en comparación con los 
otros dos tipos de áreas analizadas, es mucho más 
probable que cuenten con una comisaría o un puesto 
policial a menos de diez cuadras de la unidad habita-
cional de residencia, que los barrios de urbanización 
formal, mucho menos densamente poblados y más 
extensos en superfi cie.

En el recuadro 2.I se presentan tres indicadores 
vinculados con la dimensión de la seguridad urbana: 
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Si bien existe una relación entre el hecho de haber pa-
decido un delito y la sensación de inseguridad de una 
persona o una comunidad, la correspondencia entre 
ambos fenómenos no es lineal. Mientras que el primer 
fenómeno descansa sobre hechos objetivos, en el se-
gundo opera una amplia serie de mediaciones, como 
ser el nivel de exposición a la información que circula 
en los medios de comunicación, la historia de vida de 
cada sujeto, el “ánimo social” en torno a la temática de 
la inseguridad en un momento dado, entre otros.

De los datos de la EDSA - Bicentenario se desprende 
que en 2010 el 30% de la población padeció algún he-
cho de delincuencia, porcentaje que alcanza al 30,5% 
de los hogares (figura 2. I. 1). Los valores más altos del 
indicador se aprecian en la Ciudad de Buenos Aires y 
en el resto de las grandes áreas metropolitanas del 
interior del país, aunque sin diferencias significativas 
con los otros dos tipos de aglomerado en análisis.

Los hogares del estrato social medio alto fueron los más 
afectados (36%) al igual que aquellos ubicados dentro 

de la traza urbana formal de nivel socioeconómico me-
dio (36%), en contraste con los hogares del estrato social 
muy bajo (24,6%) y los que se emplazaban en villas o 
asentamientos precarios (24,4%). 

En paralelo al hecho de haber sufrido un acto delictivo 
–el que podría haber ocurrido en el propio barrio, en la 
vivienda de residencia o en cualquier otro lugar-, la sen-
sación de no sentirse seguro en el barrio resulta suma-
mente elevada, alcanzando al 48,1% de los hogares. Se 
aprecian asimismo diferencias signifi cativas por tipo de 
aglomerado urbano, siendo que mientras que en la Ciu-
dad de Buenos Aires el indicador asciende al 41,9%, en las 
otras tres áreas analizadas la sensación de inseguridad en 
el barrio alcanza a la mitad de los hogares (fi gura 2.I.2). 

Por su parte, y en oposición al fenómeno de que algún 
miembro del hogar haya padecido algún hecho de delin-
cuencia, la sensación de inseguridad en el barrio decrece 
ligeramente conforme se asciende en la estratifi cación 
social y a medida que mejora la condición residencial. En 
efecto, mientras que más de la mitad del los hogares del 

Delito y sensación de inseguridad

recuadro 2.I

Dan Adaszko
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estrato muy bajo refi eren sentirse inseguros en el vecin-
dario donde habitan, el indicador desciende hasta el 42% 
en el estrato medio alto. Algo similar sucede en lo que res-
pecta a la condición residencial. Se verifi ca una mayor sen-
sación de inseguridad en el contexto de las villas y de los 
asentamientos que en las zonas de urbanización formal.

La misma tendencia, aunque con valores mucho más re-
ducidos se observa en lo que hace al porcentaje de hoga-
res que indican sentirse inseguros en su propia vivienda. 
Al nivel del conjunto urbano el indicador se ubica en 
el 27,9%, con un mínimo en la Ciudad de Buenos Aires 
(15%), a la vez que ronda a uno de cada tres hogares en 
los otros aglomerados urbanos. También en este caso -y 
a diferencia del indicador de haber padecido un hecho 
de delincuencia-, a mayor nivel de vulnerabilidad social 
(económica, habitacional y urbana) se incrementa la 
sensación de inseguridad en la propia vivienda.

Los niveles de sensación de inseguridad en el barrio y en la 
propia vivienda son por completo coherentes con lo expuesto 
en el presente capítulo, acerca de que en las zonas de clase 

* Se formula como hipótesis debido a que el hecho de haber pade-
cido un delito puede haberse producido en cualquier ámbito de la 
ciudad durante el último año, y no necesariamente en el barrio o en 
la vivienda.

media dentro de la urbanización formal se registra una 
mayor presencia de comisarías y de puestos policiales, así 
como un mayor nivel de patrullaje, en comparación con las 
áreas de la misma traza pero de nivel socioeconómico bajo. 

Sin embargo, de la contradicción que se verifi ca entre 
esto último y el hecho de que sea en esas miasmas zo-
nas mejor posicionadas y en los estratos sociales más al-
tos donde se evidencia una mayor tasa de victimización, 
se puede formular una idea a modo de hipótesis.* La 
mayor presencia de comisarías, puestos y patrullaje po-
licial disminuye la sensación de inseguridad, pero no re-
duce en la misma medida los episodios de delincuencia. 
En otros términos, la asignación de recursos públicos de 
seguridad lleva a que las personas se sientan más segu-
ras, pero no necesariamente disminuye la probabilidad 
de que éstas sean víctimas de un delito.
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de establecimientos públicos primarios en las proxi-
midades de las viviendas.

Esta evidencia da cuenta de que la distribución de 
escuelas de nivel primario por parte del Estado ha 
sido y sigue siendo acertada y el nivel de oferta pú-
blica de educación en este nivel es buena. Así, sólo 
el 6,2% de los hogares que habitan villas y asenta-
mientos reporta no contar con escuelas a menos de 
diez cuadras de su unidad habitacional, algo que se 
explica por los mismos factores (espaciales) aducidos 
cuando se presentó el indicador de distancia a comi-
sarías y puestos policiales.

El examen de este indicador según la presencia o 
no de niños en el hogar tiene una importancia super-
lativa, por cuanto aquellos son los principales bene-
fi ciarios de este recurso público. En la fi gura 2.3.8 se 
ilustra que en 2010 el nivel de défi cit de los hogares 
con niños de 4 a 12 años en el conjunto urbano es 
del 6,3% y no difi ere signifi cativamente con respecto 
a aquellos otros hogares sin presencia de menores.40

ESCUELAS PÚBLICAS SECUNDARIAS

A la luz de los altos índices de deserción escolar, 
inasistencia y sobre edad en el nivel medio –princi-
palmente en los segmentos sociales más pobres-, se 
hace por demás importante la edifi cación y presencia 

40. Se incluyó a niños de 4 y 5 años por la obligatoriedad del 
preescolar y a partir del hecho de que todos los establecimientos 
públicos cuentan con salas para niños de esas edades.

espacial de establecimientos por parte de las carte-
ras educativas, en razón de que consideramos que 
hasta esa distancia podría ser factible que un niño 
asista a la escuela caminando (acompañado o no por 
un adulto) sin necesidad de utilizar algún medio de 
transporte. Esto no implica necesariamente que el 
menor concurra a esa escuela, pero al menos el Es-
tado pone a su disposición ese bien público en caso 
de necesitarlo o de querer utilizarlo.

De los datos de la EDSA - Bicentenario se des-
prende que en el año 2010 el nivel de cobertura ur-
bana de las escuelas públicas primarias es conside-
rablemente elevado, quedando tan sólo el 5,8% (lo 
que equivale a un porcentaje poblacional similar) con 
establecimientos de este tipo a más de diez cuadras 
de la vivienda (fi gura 2.3.8).

La mayor tasa de cobertura se verifi ca en la Ciudad 
de Buenos Aires, donde casi la totalidad de los ho-
gares cuentan con este recurso a menos de diez cua-
dras. El valor de défi cit más elevado se registra en el 
resto de las ciudades no metropolitanas del interior 
del país (8,7%), seguidas por el Conurbano Bonae-
rense (6,7%). 

Cuando se examina el indicador de défi cit según 
el estrato social de pertenencia del hogar, el nivel de 
cobertura sigue resultando aceptable, sin diferencias 
estadísticamente signifi cativas entre los distintos 
grupos. Lo mismo sucede con la condición residen-
cial de los hogares, donde tanto los barrios informa-
les como los dos tipos de áreas dentro de la traza ur-
bana formal muestran niveles elevados de presencia 
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Por su parte, las áreas más pobres dentro de la 
traza urbana formal son las que registran los valo-
res más elevados de défi cit. En 2010 la brecha entre 
los barrios mejor y peor posicionados dentro de la 
urbanización formal resulta más signifi cativa que la 
existente entre los primeros y las villas y los asenta-
mientos precarios, lo que se debe, en parte, a los mo-
tivos referidos acerca de la superfi cie y la densidad de 
hogares de los barrios informales. Así, mientras que 
uno de cada cuatro hogares en las zonas más aban-
donadas dentro de la traza urbana formal no cuenta 
con una escuela pública secundaria a menos de diez 
cuadras, en los barrios de clase media el porcentaje se 
reduce a la mitad.

También en este caso reviste importancia el exa-
men del indicador según haya o no presencia de ado-
lescentes de 13 a 18 años en el hogar. Los datos evi-
dencian que el défi cit asciende a una de cada cinco 
familias con presencia de adolescentes, sin verifi -
carse diferencias estadísticamente signifi cativas con 
respecto a aquellas otras donde no los hay.

EFECTORES PÚBLICOS DE SALUD

En el contexto de un sistema de salud fragmentado 
y compartimentado, el subsistema público ocupa un 
lugar central en lo que hace a la atención de la pobla-
ción que no se encuentra cubierta por las obras socia-
les y la medicina privada. Los datos de la EDSA - Bicen-
tenario permiten evaluar la proporción de hogares que 
cuentan con un efector público de salud (hospitales, 

de escuelas secundarias en las proximidades de las 
viviendas. Sin embargo, los datos de la EDSA - Bi-
centenario muestran que la situación no resulta tan 
benigna como en el caso de los establecimientos pri-
marios. Así, el 20,6% de los hogares (22,9% de la po-
blación) refi rió no contar con instituciones públicas 
secundarias a menos de diez cuadras de la vivienda. 

En este caso se aprecian importantes diferencias 
según las variables descriptoras utilizadas, resul-
tando el Conurbano Bonaerense el espacio socio te-
rritorial con mayor défi cit (26,2%), afectando a casi 
un tercio de su población. Frente a este escenario se 
encuentra la Ciudad de Buenos Aires con tan sólo el 
8,9% de los hogares en situación de défi cit. Este dato 
debe ser examinado a la luz de las tasas de deserción 
y de repitencia en el nivel medio, una problemática 
que durante las últimas dos décadas ha erosionado el 
nivel educativo de varias generaciones de jóvenes.41

Complementariamente, el indicador de distancia 
a las escuelas secundarias se comporta de manera re-
gresiva en lo que respecta a la estratifi cación social. 
Mientras que uno de cada tres hogares del estrato más 
pobre no cuenta con establecimientos públicos de este 
nivel a menos de diez cuadras del domicilio, el défi cit 
retrocede al 12,4% en aquellos otros que pertenecen 
al estrato medio alto. La fi gura 2.3.9 muestra con cla-
ridad la tendencia socialmente regresiva del indicador. 

41. Como ejemplo, en el caso del Conurbano Bonaerense en 2010 
el 10,5% de los adolescentes no asiste al colegio y el 21,3% se 
encuentra en una situación de sobre edad (Tuñón, 2011).
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estas familias no revisten un carácter tan perjudicial 
en comparación con los segmentos más pobres.

En lo que hace a la condición residencial, por las ra-
zones ya apuntadas, si bien el indicador de distancia a 
efectores públicos de salud alcanza su valor más alto 
en los barrios de clase media dentro de la traza formal, 
en términos relativos, el conjunto de hogares que se ve 
más afectado por el défi cit que estamos examinando 
es aquel que reside dentro de la misma traza pero en 
zonas de nivel socioeconómico bajo (37,9%). En tanto, 
las familias situadas en barrios informales como villas 
y asentamientos presentan niveles relativamente re-
ducidos de défi cit, hecho que se explica por un lado, 
por la mayor presencia en estos espacios de salas de 
atención primaria y por los motivos previamente re-
feridos en torno a la vinculación entre la superfi cie y 
densidad de población de esos espacios y la distancia a 
determinados recursos públicos.

ESPACIOS VERDES EN BUENAS CONDICIONES

Dentro de lo que se entiende como cuidado y pre-
servación del espacio público, la asignación desigual 
de esfuerzos para las plazas y parques entre los dis-
tintos barrios y municipios, corrió la misma suerte 
que otros indicadores que dan cuenta de la asigna-
ción socio territorial de recursos urbanos, como por 
ejemplo, el pavimento (en infraestructura) o el pa-
trullaje policial (en seguridad).

Para los sectores socioeconómicos más desaven-
tajados, los espacios verdes representan una de las 

centros y salas de atención primaria) a menos de diez 
cuadras de la vivienda, distancia que parece ser razo-
nable para no depender del ingreso monetario necesa-
rio para hacer frente a los costos del transporte. 

Durante el año 2010, el 38,6% de los hogares urba-
nos (37,8% de la población) no cuenta con efectores pú-
blicos de salud a menos de diez cuadras de su vivienda, 
lo que al nivel del conjunto no implicaría un importante 
nivel de défi cit, si esto no se viera refl ejado en la distri-
bución de esta variable según la estratifi cación social y 
la condición residencial de los hogares (fi gura 2.3.10). 

En lo que refi ere a la distribución territorial de 
efectores públicos según tipo de aglomerado urbano, 
el Conurbano Bonaerense resulta el distrito con el 
mayor nivel de défi cit, por cuanto casi la mitad de los 
hogares de éste no cuenta con hospitales y centros 
de salud a menos de diez cuadras de su vivienda. En 
el extremo opuesto, tan sólo una de cada cuatro fa-
milias de las otras grandes áreas metropolitanas del 
país se encuentra en esta misma situación.

Si bien los datos del estudio muestran que la dis-
tribución no resulta socialmente regresiva, el indi-
cador continúa siendo elevado para los sectores más 
vulnerables: algo más de un tercio de los dos estratos 
inferiores, que son los que principalmente dependen 
del subsistema público, no cuenta con un efector de 
este tipo en las proximidades de su residencia, sin 
apreciarse diferencias estadísticamente signifi cati-
vas entre ellos. En el caso de los hogares del estrato 
social superior, el défi cit alcanza al 44,1%, aunque, 
como se indicó, las consecuencias de este hecho para 
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pocas -sino la única- alternativa donde esparcirse. 
Mientras que la clase media puede buscar fuentes al-
ternativas de carácter rentado como clubes, quintas 
o countryes, los sectores populares no cuentan con 
estos medios, dependiendo exclusivamente de los 
espacios públicos. En este marco, resulta relevante 
tomar en consideración la existencia y proximidad de 
plazas y parques en buen estado en las proximidades 
de las viviendas. Con tal propósito la EDSA - Bicente-
nario releva información que permite dar cuenta del 
porcentaje de hogares que tiene este tipo de espacios 
verdes hasta una distancia máxima de diez cuadras 
del domicilio, umbral que se estableció por las mis-
mas razones argumentadas para los casos de las es-
cuelas y los efectores públicos de salud.

La fi gura 2.3.11 muestra que en 2010 el 16,5% del 
total de hogares urbanos (17,5% de la población) no 
cuenta con una plaza o parque a menos de diez cua-
dras de la vivienda. En lo que concierne a las diferen-
cias por tipo de aglomerado urbano, el Conurbano 
Bonaerense es el área con el valor más alto para el 
indicador de défi cit (24,1%) en contraposición con la 
Ciudad de Buenos Aires, con valores que no superan 
el 6%, seguido por el resto de las grandes áreas me-
tropolitanas del interior del país. 

También en este caso la distribución del bien ur-
bano resulta regresiva con respecto a la estratifi ca-
ción social. Mientras que tan sólo el 12% (en prome-
dio) de los hogares de los estratos medio y medio alto 
–que son los que cuentan con recursos para espar-
cirse en otros lugares- no tiene plazas y parques en 

buen estado a menos de diez cuadras de sus residen-
cias, en los segmentos más pobres de la población el 
indicador alcanza al 23,7%.

Algo similar sucede con la condición residencial de los 
hogares. En aquellos que están ubicados en villas o asen-
tamientos precarios y en barrios dentro de la traza ur-
bana formal de nivel socioeconómico bajo, el indicador 
de défi cit duplica al de las zonas habitadas por la clase 
media. Así, tanto por la estratifi cación social como por 
la condición residencial se observa que quienes en prin-
cipio tendrían mayor necesidad de este tipo de recursos 
públicos, son, a su vez, los que menos cuentan con ellos.

2.4 LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL 
EN EL ESPACIO URBANO

Tal como se hizo referencia en el enfoque teórico 
presentado al comienzo del capítulo, entendemos 
por medio ambiente al conjunto de elementos físi-
cos, biológicos, sociales y culturales que interactúan 
entre sí de forma sistémica y que sirven de contexto 
para el desarrollo humano de las personas y las comu-
nidades. Asimismo, concebimos a la contaminación 
ambiental como el proceso de degradación de ese sis-
tema, derivado de acciones humanas que, directa o 
indirectamente, producen daños a corto, mediano o 
largo plazo, comprometiendo el medio ambiente en 
el que se desarrollarán las futuras generaciones. 
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“hay un núcleo irreducible de privación absoluta 
en la idea de pobreza, que traduce manifestacio-
nes de muerte por hambre, desnutrición y penuria 
visible en un diagnóstico de pobreza sin tener que 
indagar el panorama relativo” (Sen, 1981: 17). 

En un sentido amplio, el derecho universal a “liberarse 
de la pobreza” implica sostener la idea de la existencia 
de necesidades fundamentales de la vida humana, in-
dependientes de cualquier condición social o cultural, 
frente a las cuales la noción de pobreza expresa el im-
pedimento para realizarlas.* Este derecho no sólo debe 
traducirse en normas jurídicas, sino que requiere de la 
constitución de umbrales mínimos estandarizados que 
establezcan obligaciones concretas, susceptibles de ser 
evaluadas a nivel nacional e internacional.

A partir de los años setenta, las ciencias sociales comen-
zaron a preocuparse por la formulación de métodos de 
medición de la pobreza alternativos a la perspectiva de 
la supervivencia basada en los ingresos monetarios de 
los hogares. En este contexto, la noción de pobreza fue 
ampliada a partir de una serie de trabajos efectuados 
por diferentes organismos de Naciones Unidas. Con-
forme a esta formulación, el bienestar no sólo debe me-
dirse por los recursos económicos monetarios, sino que 
requiere de una evaluación del acceso efectivo por parte 
de la población a una serie de satisfactores básicos para 
el desarrollo social. En este sentido, la vinculación del 
concepto de pobreza al paradigma de las “necesidades 
básicas”, concentró la mirada en un conjunto más vasto 
de satisfactores. 

La defi nición de pobreza puesta en práctica por el en-
foque de las “necesidades básicas” implica la aplicación 
de un método normativo de carácter multidimensional 
de medición directa de las condiciones de vida de los 
grupos y las comunidades. De esta manera, el método 
de necesidades básicas insatisfechas (NBI) busca medir 
carencias de una población en una serie de necesida-
des consideradas esenciales por los planes de desarro-
llo. Estas necesidades son habitualmente clasifi cadas en 
dimensiones tales como el acceso a una vivienda que 
asegure un estándar mínimo de habitabilidad, el acceso 
a servicios básicos que permitan un nivel sanitario ade-
cuado, el acceso a educación básica y la disponibilidad 
de capacidades económicas para alcanzar niveles míni-
mos de consumo (Boltvinik, 1990; Beccaria, 1999; Feres, 
y Mancero, 2001). 

Los datos proporcionados por la EDSA - Bicentenario co-
rrespondientes al cuarto trimestre del año 2010 permi-
ten construir dos indicadores de NBI: a) un indicador de 
NBI que denominaremos “severo”, el cual retoma indi-
cadores que utilizan las estadísticas ofi ciales para medir 
la pobreza; y b) un NBI que denominaremos “ampliado”, 
el cual agrega satisfactores más exigentes en la medi-
ción de las privaciones sociales.

Los hogares con NBI severo son aquellos que presentan 
al menos una de las siguientes privaciones: habitar una 
vivienda de tipo inconveniente (pieza en inquilinato, vi-
vienda precaria), cohabitación de más de tres personas 
por cuarto, no disponer en la vivienda de ningún tipo de 
retrete, presencia de algún niño en edad escolar (entre 6 
y 12 años) que no asiste a la escuela y existencia de cuatro 
o más personas por miembro ocupado en hogares cuyo 
jefe no tenga primaria completa. Por otra parte, los hoga-
res con NBI ampliado son aquellos que presentan alguno 
de los atributos anteriores, incluyéndose además: residir 
en una villa o asentamiento precario o la existencia en el 

recuadro 2.J

La pobreza estructural: dos alternativas para su medición 
Bianca Musante

* Según la formulación incorporada en los preámbulos correspon-
dientes al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y al 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.
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Como es de esperar, los niveles de NBI también se en-
cuentran estrechamente relacionados con el estrato 
socioeconómico al cual pertenece el hogar. A medida 
que se desciende en la escala social ambos tipos de NBI 
se incrementan. En el caso de los hogares del estrato 
muy bajo los niveles de pobreza severa y moderada as-
cienden al 28,1% y 46,8% respectivamente; mientras 
que en el estrato medio alto los niveles en ambos casos 
son casi inexistentes.

Por ultimo, cabe mencionar las diferencias que se ob-
servan según la condición residencial de los hogares. 
Un aspecto a destacar es que en el caso de los hogares 
con residencia en villas o asentamientos precarios el 
NBI severo alcanza al 81,3% de los mismos (por la pro-
pia defi nición el NBI ampliado comprende al total de los 
hogares que habitan en este espacio social urbano). Por 
otra parte, también llama la atención que el NBI severo 
afecta a uno de cada diez hogares en zonas de trazado 
urbano de NSE bajo, así como a uno de cada cuatro al 
considerar al NBI ampliado. 

hogar de cuatro o más personas por miembro ocupado 
cuyo jefe no tenga secundaria completa.

La fi gura 2.J.1 muestra los niveles de NBI severo y am-
pliado para el total de los hogares urbanos y según tipo 
de aglomerado urbano, estrato social y condición resi-
dencial. Como se observa en la misma, el NBI severo al-
canza al 10,4% de los hogares (lo que representa al 14,5% 
de la población), mientras que si se considera al NBI am-
pliado, la incidencia asciende al 20% de hogares (y al 
27,9% de la población). 

Asimismo, se encuentran diferencias signifi cativas se-
gún el aglomerado donde se ubique el hogar. La Ciu-
dad de Buenos Aires presenta los niveles de NBI (tanto 
severo como ampliado) más bajos en comparación al 
resto. Por el contrario, son los hogares del Conurbano 
Bonaerense los que alcanzan las tasas de pobreza 
más elevadas, lo cual da cuenta del alto nivel de po-
breza estructural que caracteriza a esta región (13,3% y 
24,2% respectivamente).
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una unidad fabril, sino si ésta realiza acciones conta-
minantes como las previamente referidas. De los da-
tos obtenidos se desprende que en 2010 el 11,7% de 
los hogares urbanos reportan encontrarse próximos 
a alguna fábrica o industria que contamina el medio 
ambiente circundante. En términos poblacionales 
esto implica al 12,8% de las personas (fi gura 2.4.1).

Se aprecian importantes diferencias según el tipo 
de aglomerado urbano examinado. En la Ciudad de 
Buenos Aires, sólo el 6% de los hogares se encuen-
tra en dicho escenario de défi cit ambiental, frente al 
16,2% en el Conurbano Bonaerense. Por su parte, los 
otros dos grandes aglomerados en análisis se aproxi-
man a la ciudad capital sin mostrar diferencias esta-
dísticamente signifi cativas entre ellos.

La distribución según estrato social y condición re-
sidencial es diversa y socialmente regresiva. Mientras 
que el 15% de los hogares del estrato muy bajo es afec-
tado por esta problemática, en el extremo opuesto de 
la estratifi cación social, en las familias de clase media 
el indicador se reduce a la mitad, posiblemente como 
producto de la ubicación espacial de cada uno de estos 
grupos. Así, este patrón regresivo se agrava cuando se 
examina a los hogares de acuerdo a su condición resi-
dencial. Mientras uno de cada cinco de aquellos que 
se emplazan en villas o en asentamientos se encuen-
tra próximo a una fábrica o industria que emana o 
vierte agentes contaminantes, en los barrios de nivel 
socioeconómico bajo dentro de la traza formal el indi-
cador alcanza al 13,1%, a la vez que desciende al 8,5% 
en los barrios donde predomina la clase media.

En el presente apartado, se examina la situación de 
seis aspectos vinculados con la contaminación medio 
ambiental, cuatro de ellos por la acción directa del hom-
bre (industrias contaminantes, basurales, quema de ba-
surales y pastizales, y espejos y fuentes de agua conta-
minada), y dos indicadores vinculados en mayor medida 
con la inacción o falta de control por parte del Estado (te-
rrenos y calles inundables y presencia de plagas urbanas).

INDUSTRIAS CONTAMINANTES

La contaminación ambiental por parte de las plan-
tas industriales tiene efectos sobre el medio ambiente 
físico y sobre la salud de las personas y del resto de 
las especies vivas, como por ejemplo en el caso de la 
contaminación del suelo o del agua con mercurio, 
plomo o desechos sólidos, o el aire con gases tóxicos. 
Cuando hacemos referencia al término “industrias 
contaminantes” estamos signifi cando fundamental-
mente a aquellas que vierten residuos derivados del 
proceso productivo: sólidos (basura y desperdicios), 
líquidos (agentes químicos en el suelo o en el agua) y 
gaseosos (humo o gases tóxicos en el aire).

En el país, el grado de regulación y control estatal 
sobre las emanaciones de las plantas industriales es 
muy heterogéneo dependiendo de la jurisdicción que 
se trate. Como se indicó al comienzo del capítulo, en 
gran medida no se adolece de legislación sino de me-
canismos de control y de sanción. En este marco y 
desde la perspectiva de la EDSA - Bicentenario, no re-
viste importancia si un hogar se encuentra próximo a 
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tran en una situación de mayor vulnerabilidad ante la 
presencia de cualquier vector contaminante en el en-
torno. Basurales en las inmediaciones de una vivienda 
implican mayores riesgos de plagas y contaminación del 
suelo y el consiguiente drenado a otras capas de la tie-
rra, degradando asimismo el agua y el suelo. 

Según los datos de la EDSA - Bicentenario, en 
el año 2010 el 16,7% de los hogares urbanos re-
fiere tener basurales en las inmediaciones de su vi-
vienda, afectando asimismo al 19,2% de la pobla-
ción (figura 2.4.2). En este marco, se verifican im-
portante diferencias según el tipo de aglomerado 
urbano analizado. Mientras que en la Ciudad de 
Buenos Aires tan sólo el 9,4% de los hogares se en-
cuentra en dicha situación de déficit, en los aglo-
merados no metropolitanos del interior del país el 
indicador alcanza al 21,8%. La diferencia entre la 
Capital Federal y el Conurbano Bonaerense es de 
7,3 puntos porcentuales.

También en lo que respecta a este indicador la 
distribución según las otras dos variables de corte 
resulta socialmente regresiva. Mientras que en los 
hogares del cuartil inferior de la estratificación so-
cial el déficit se ubica en el 27,1%, en el estrato 
medio alto éste desciende al 7,7%. La situación se 
torna más grave en lo que hace a la condición socio 
residencial, en virtud de que casi la mitad de los 
hogares que residen en barrios informales, villas 
y asentamientos, tienen basurales en las inmedia-
ciones de sus viviendas. En contraste, en las áreas 
de clase media, el déficit retrocede al 9,2%. 

BASURALES

Otro de los factores estrechamente relacionados con 
el equilibrio ambiental de una ciudad es la capacidad 
de gestionar y controlar los residuos sólidos que esa 
urbe produce. En esto convergen diferentes agentes 
y aspectos tales como la regularidad y el tratamiento 
de los desechos sólidos, la disposición de contenedo-
res en las áreas específi cas, así como la educación, la 
cultura y las prácticas de los ciudadanos en lo que hace 
al cuidado del medio ambiente. Sin embargo, también 
en este respecto, el lugar del Estado con su capacidad 
regulatoria y sus entes de control resulta fundamen-
tal a la hora de indagar en los factores determinantes 
en lo que hace a la proliferación de basurales. A esto 
debe sumársele las disputas inter jurisdiccionales por 
los espacios para depositar la basura y el desarrollo de 
rellenos sanitarios, como por ejemplo es el caso de la 
Capital Federal y la Provincia de Buenos Aires.42

La prevalencia de basurales conlleva consecuencias 
epidemiológicas que afectan gravemente las posibilida-
des de desarrollo de una vida saludable de la población 
y fundamentalmente de los niños, quienes se encuen-

42. En el informe del Sistema de Indicadores de Desarrollo 
Sustentable de la Argentina (2009), se señala que “ […] para el año 
2004, se [observaba] en el país que en los municipios con menor 
población (hasta 100.000 habitantes) predominan los basurales a 
cielo abierto. En los rangos poblacionales intermedios (100.000 a 
1.000.000) existe una combinación de disposición semicontrolada 
y relleno controlado y en los municipios con más de 1.000.000 de 
habitantes se utilizan rellenos controlados” (SIDS, 2009: 68).
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ciones de sus viviendas, lo que equivale al 14,6% de 
la población (fi gura 2.4.3).

Por ser una práctica que se realiza a cielo abierto 
y siendo que se necesita una mínima superfi cie 
para su ejecución, se comprueba que la Ciudad de 
Buenos Aires es el aglomerado urbano con la me-
nor incidencia del problema (3,2% de los hogares 
afectados), mientras que en el extremo opuesto 
se encuentran las ciudades no metropolitanas del 
interior del país, donde uno de cada cinco hogares 
reporta que en sus inmediaciones se producen que-
mas de basurales y pastizales.

En lo que respecta a la estratifi cación social, los 
hogares mayormente afectados son los pertenecien-
tes a los estratos más pobres (19%), porcentaje que 
contrasta fuertemente con el de las familias del es-
trato medio alto donde el problema afecta a tan sólo 
el 4,7%. Asimismo, las villas y los asentamientos son 
los espacios socio residenciales donde el indicador 
adquiere su mayor magnitud, en virtud de que uno 
de cada cuatro hogares padece quema de basurales o 
pastizales en sus inmediaciones, frente al 15,2% en 
los barrios más pobres dentro de la traza urbana for-
mal y el 6% en las áreas residenciales de clase media.

ESPEJOS Y FUENTES
DE AGUA CONTAMINADA

A pesar de ser el agua un recurso indispensable 
para la vida, su contaminación se constituye en un se-
rio problema ambiental que, a la vez que degrada el 

QUEMA DE BASURALES Y PASTIZALES

Cuando la quema de basurales o pastizales se rea-
liza en áreas distantes a los centros urbanos, esta 
actividad no necesariamente conlleva efectos noci-
vos para la salud o para el medio ambiente -siempre 
que se lo haga de manera controlada-. Sin embargo, 
cuando aquella se lleva a cabo en las proximidades 
de las viviendas, el resultado es diferente. En ese 
caso nos encontramos en un escenario con múl-
tiples riesgos, tales como la posibilidad de que el 
fuego se descontrole y se propague peligrosamente 
a las viviendas, o que el humo proveniente de esas 
quemas conlleve daños a la salud –obstrucciones 
respiratorias, daños al aparato ocular, presencia de 
elementos cancerígenos, etc.-. El perjuicio puede 
revestir mayor gravedad cuando la población ex-
puesta pertenece a grupos de riesgo como niños, 
ancianos, personas con problemas respiratorios, 
entre otros.43

Los datos de la EDSA - Bicentenario evidencian 
que en 2010 el 12,1% de los hogares urbanos está 
expuesto a este tipo de fenómenos en las inmedia-

43. Generalmente la quema de basurales y pastizales es llevada 
adelante por particulares sin ningún tipo de control estatal, lo 
que da cuenta de la existencia de zonas donde el Estado no se 
encuentra presente en lo que hace a la prevención y control de 
este tipo de prácticas. Por los motivos referidos, la prevalencia de 
éstas se constituye en un buen indicador tanto del daño al medio 
ambiente como de la ausencia estatal en este respecto.
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los grandes centros metropolitanos del interior del 
país como en el resto urbano, la prevalencia de este 
tipo de problemática ambiental ronda el 11% de los 
hogares (fi gura 2.4.4).

También en el caso de este indicador se observa 
una distribución socialmente regresiva, en razón de 
que su prevalencia resulta más signifi cativa en el en-
torno de los hogares más pobres, a la vez que decrece 
a medida que se asciende en la estratifi cación social. 
En efecto, mientras que un cuarto de los hogares del 
estrato muy bajo presenta fuentes o espejos de agua 
contaminada en las inmediaciones de su vivienda, en 
el estrato medio alto el indicador se ubica en el 6,6%. 
Al mismo tiempo, los barrios informales como villas 
y asentamientos precarios son los más afectados por 
la problemática (43,1%) frente al 19,7% de los ho-
gares ubicados en las áreas más pobres dentro de la 
urbanización formal y el 8,8% de aquellos radicados 
en zonas de clase media.

TERRENOS Y CALLES INUNDABLES

A diferencia de los cuatro indicadores de contami-
nación medio ambiental que se presentaron hasta 
este punto, en las dos variables que se exponen a con-
tinuación la degradación no es el producto directo de 
empresas o particulares sino de la inefi ciencia o in-
acción del Estado en sus distintas jurisdicciones, en 
materia de infraestructura en el primer caso y en lo 
que hace a la prevención y control de plagas urbanas 
en el segundo.

ecosistema, también conlleva efectos nocivos para la 
salud de las diferentes especies, entre ellas la humana. 
El uso indiscriminado de plaguicidas, el vertido de 
sustancias tóxicas por parte de las industrias, el trata-
miento inadecuado de los desechos sólidos o líquidos 
y las prácticas degradantes de la naturaleza llevadas a 
cabo por la propia población residente, han conducido 
a que en determinadas áreas -en muchos casos en las 
inmediaciones de los asentamientos humanos- se con-
centre agua contaminada no apta para la vida. 

En el país la contaminación del agua constituye 
uno de los principales problemas ambientales (SIDS, 
2009) y es resultado fundamentalmente del vertido 
de las aguas residuales domésticas y de productos quí-
micos por parte de las industrias a los ríos y lagos, así 
como del traspaso de excretas desde los pozos ciegos y 
los sistemas cloacales deteriorados a las napas de agua 
subterránea. Si bien la contaminación del agua es uno 
de los resultados de las acciones degradantes de la na-
turaleza por parte de los particulares y de las empre-
sas, al Estado le compete un rol fundamental a la hora 
de prevenir, disuadir o erradicar esas prácticas, por 
cuanto es aquel quien tiene la potestad de regularlas, 
controlarlas y aplicar las sanciones que se requieran. 

Los datos de la EDSA - Bicentenario muestran 
que en 2010 el 16,6% de los hogares y el 19,1% de 
la población urbana se asienta en áreas con presen-
cia de fuentes y espejos de agua contaminada, al-
canzando un máximo en el Conurbano Bonaerense 
(uno de cada cuatro hogares) y un mínimo en la 
Ciudad de Buenos Aires (5,4%). Asimismo, tanto en 
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hogares refi ere tener calles y terrenos inundables en 
las inmediaciones de sus viviendas. Este porcentaje 
desciende al 18,5% en la Ciudad de Buenos Aires y 
alcanza al menos a uno de cada tres hogares en el Co-
nurbano Bonaerense. De los datos se hace evidente 
que en todos los aglomerados urbanos analizados 
aún queda mucho por trabajar en el campo de la in-
fraestructura a efectos de prevenir o evitar este tipo 
de problemática.

Los sectores y los barrios mayormente afectados 
son los que se encuentran en peores condiciones so-
cioeconómicas. En este sentido, mientras que uno de 
cada cinco hogares del estrato medio alto tiene terrenos 
y calles inundables en sus inmediaciones, en el grupo 
más pobre el indicador asciende al 36,2%. En el caso de 
aquellos que se encuentran en villas o asentamientos el 
défi cit se ubica en el 40,8%. No obstante, aún en los ba-
rrios de clase media dentro de la traza urbana formal el 
indicador resulta signifi cativamente alto (22,3%).

PLAGAS URBANAS

El resultado de la insufi ciencia de inversión en in-
fraestructura urbana, en cuanto a desagües pluviales 
y redes cloacales, la carencia de un sistema de gestión 
integral de los residuos sólidos, la falta de control pú-
blico sobre los basurales a cielo abierto y en lugares 
inapropiados, a lo que se suman las prácticas poco 
cuidadosas de los ciudadanos en el cuidado y soste-
nimiento del ecosistema, son algunos de los facto-
res que llevan a la proliferación de plagas urbanas, 

La falta de inversión en infraestructura urbana 
tiene consecuencias, entre otras cosas, en la pre-
valencia de inundaciones de terrenos y en el ane-
gamiento de calles en períodos de fuertes precipi-
taciones. Por un lado, la prevalencia de terrenos y 
calles inundables trae aparejadas pérdidas económi-
cas y perjuicios a la movilidad de las personas –por 
ejemplo, impidiendo que en determinadas zonas los 
niños puedan concurrir a la escuela o los adultos al 
trabajo- y de los bienes, pero por otro, en lo que res-
pecta estrictamente a la contaminación o degrada-
ción medio ambiental, este problema conlleva efec-
tos sanitarios negativos, debido a que los terrenos y 
las calles inundadas se constituyen en ámbitos pro-
picios para la aparición y diseminación de diversas 
plagas urbanas.

Al igual que en otros temas ambientales, en el 
contexto urbano argentino este tipo de problema no 
deriva únicamente del vertido de desechos origina-
dos en los procesos productivos, sino también de la 
inacción o el mal funcionamiento de los organismos 
públicos responsables de la infraestructura urbana, 
ya sea construyendo redes de desagües pluviales, 
canales aliviadores, limpiando los sumideros, pavi-
mentando correctamente las calzadas, entre otros. 
Asimismo, tal como se refi rió para el caso de los ba-
surales, a las defi ciencias del Estado se le suma una 
escasa o nula cultura y prácticas de cuidado medio 
ambiental por parte de la población en general. 

En la fi gura 2.4.5 se ilustra que en el año 2010, al 
nivel del conjunto urbano argentino, el 28,1% de los 
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tras que lo opuesto sucede con los sectores mejor po-
sicionados en la estratifi cación social. Se aprecia, por 
su parte, un importante perjuicio para las familias que 
residen en villas y asentamientos, siendo que más de 
la mitad de ellas se ven afectadas por plagas urbanas, 
en contraste con el 17,1% en las zonas de urbanización 
formal de nivel socioeconómico medio. Se destaca, asi-
mismo, que uno de cada cuatro hogares de los barrios 
más pobres dentro de la traza urbana formal también 
padece este tipo de problema ambiental.

2.5 
CONSIDERACIONES FINALES

Las sociedades no solamente viven en un hábitat 
sino que también lo producen, conservándolo, de-
gradándolo o mejorándolo. Así como las generacio-
nes pasadas forjaron la morfología de los espacios en 
los que en el presente los sujetos y las comunidades 
desarrollan sus vidas, éstos dejarán huellas en el há-
bitat de las generaciones venideras. 

La Argentina del Bicentenario es fundamental-
mente urbana. El 92% de su población vive en ciu-
dades y, por tanto, el examen de la situación urbana 
y habitacional durante el año 2010 cobra una signi-
fi cación fundamental por cuanto permite indagar en 
importantes aspectos de la calidad de vida de gran 
parte de la población del país.

problemática ambiental que incrementa los riesgos 
sobre la salud de la población. 

La Organización Mundial de la Salud defi ne a las 
plagas urbanas como “aquellas especies implicadas 
en la transferencia de enfermedades infecciosas para 
el hombre y en el daño o deterioro del hábitat y el 
bienestar urbano, cuando su existencia es continua 
en el tiempo y está por encima de los niveles consi-
derados de normalidad” (OMS, 1988). Así, las plagas 
urbanas acarrean perjuicios económicos y daños a la 
salud de la población.44

Los datos de la EDSA - Bicentenario muestran que 
al nivel del conjunto de los hogares urbanos en 2010 
el 24,1% de ellos (26,4% de la población) reporta 
la presencia de diferentes tipos de plagas en el área 
inmediata a la vivienda (incluyendo también a esta 
última) (fi gura 2.4.6). El tipo de aglomerado urbano 
menos afectado por esta problemática es la Ciudad 
de Buenos Aires, 16,7% de los hogares, frente a uno 
de cada cuatro en el Conurbano Bonaerense y el resto 
de las ciudades no metropolitanas del interior del 
país, sin diferencias estadísticamente signifi cativas 
entre estas dos áreas. 

Los estratos sociales más pobres son asimismo los 
que se ven afectados en mayor medida (34,8%), mien-

44. En esta misma línea, el trabajo “La signifi cación para la salud 
pública de las plagas urbanas” de X. Bonnefoy, H. Kampen y K. 
Sweeney (2008), publicado por la OMS, subraya la importancia 
de la adopción por parte de los Estados de políticas integrales en 
miras a la prevención y la erradicación de esta problemática.
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junto a la ley de propiedad horizontal y, fundamen-
talmente, al “loteo popular”, habían posibilitado el 
acceso al suelo urbano de los segmentos sociales 
más vulnerables, ya no existen desde hace décadas. 
En este contexto se entiende la explosión de villas 
y asentamientos de los últimos treinta años. A esto 
debe sumársele el hecho de que los planes FONAVI 
implementados desde los años setenta no llegaron a 
los sectores que más los necesitaban y que los actua-
les programas de construcción de viviendas, si bien 
representan un avance en la materia, no alcanzan 
para dar respuesta al volumen real que se hace nece-
sario construir para resolver el défi cit habitacional. 
A su vez, el crédito hipotecario, tanto público como 
privado, sigue resultando inaccesible para una im-
portante porción de la población.

Se destaca a su vez que la política habitacional de 
subsidio a la oferta que prevaleció durante varias dé-
cadas no estuvo centrada en la producción integral 
de suelo urbano, sino exclusivamente en la construc-
ción de viviendas, con lo que el resultado fueron de-
cenas de municipios y barrios con casas pero sin in-
fraestructura y servicios urbanos. En otros términos, 
la construcción de viviendas sin un entorno urbano 
con recursos que mejoren la calidad de vida y que 
brinden oportunidades –escuelas, instituciones de 
salud, espacios recreativos, infraestructura urbana, 
centros comerciales, vías de comunicación, ámbitos 
de trabajo, ofi cinas gubernamentales, entre otros-, 
representará siempre un tipo de hábitat defi citario.

Se trata, pues, de pasar de una política de vivienda 
a una política urbana; del derecho a la vivienda al de-
recho a la ciudad, que al comienzo de este capítulo se 
defi nió como aquel que, en condiciones de igualdad y 
de equidad, tiene todo ciudadano o residente de una 
ciudad de usufructuar y gozar de los recursos y bie-
nes urbanos, incluyendo el suelo, la vivienda, los es-
pacios públicos y la infraestructura urbana. Se indicó 
asimismo que para ello es indispensable la participa-
ción ciudadana democrática en la toma de decisiones 
acerca de la producción y el desarrollo urbano.

En este marco, la dimensión medio ambiental co-
bra una relevancia superlativa por cuanto se trata de 
construir un hábitat urbano no sólo para el presente 
sino sustentable para las futuras generaciones. Los 
datos presentados acerca de la contaminación -11,7% 

Del examen del conjunto de los indicadores de vi-
vienda, servicios urbanos y medio ambiente que se pre-
sentaron en este trabajo pueden extraerse una serie de 
consideraciones que interesa remarcar. En primer lugar, 
la situación dista de ser la aceptable para un país como 
la Argentina que lleva más de un siglo y medio de urba-
nización. En el marco de lo que podemos concebir como 
la producción de lo urbano, el défi cit de acceso a servi-
cios y bienes públicos sigue siendo elevado, y en algunos 
casos, como por ejemplo en lo que hace a la red de sa-
neamiento de las ciudades o en la extensión de la red de 
gas natural domiciliario, el progreso parecería haberse 
estancado varias décadas atrás. 

Se hace preciso indicar que si bien una vez fi nali-
zada la crisis 2001-2002 se retomó la inversión pú-
blica en infraestructura urbana y en construcción de 
viviendas, los niveles de défi cit siguen siendo suma-
mente elevados. Así, en 2010, el défi cit habitacional 
cuantitativo, computado sólo a partir de la tenencia 
irregular (sin incluir las unidades habitacionales in-
apropiadas o deterioradas, ni aquellas otras que se 
encuentran en alquiler) alcanza al 11,8% de los ho-
gares, lo que equivale a 1,7 millones de viviendas y al 
13,7% de la población, lo que representa a alrededor 
de 5,5 millones de personas.

Si a esto se le agregan las unidades habitacionales 
inapropiadas, el porcentaje de hogares en situación de 
défi cit se ubica en el 20,5%; lo que equivale a decir que 
el parque habitacional a construir para terminar con 
este problema estructural es de aproximadamente de 
3 millones de nuevas viviendas. A esto se adiciona el 
hecho de que las tasas de propiedad, de alquiler y de 
tenencia irregular o informal prácticamente no han 
variado en las últimas cuatro décadas, lo que resulta 
sumamente indicativo de que en la Argentina el défi cit 
habitacional y urbano tiene un carácter estructural y 
que llevará tiempo para ser superado.

Por su parte, el hecho de que en 2010 el 12,4% 
de los hogares aún carezca de agua corriente de red, 
el 26,8% de gas natural domiciliario, el 34,6% de 
cloacas, el 32,3% de desagües pluviales, el 19,2% de 
pavimento, entre otros, son indicadores irrefuta-
bles del atraso en lo que hace a la planifi cación y al 
desarrollo urbano.

La política de construcción de viviendas sociales 
que había prevalecido desde los años cuarenta que, 
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de hogares expuestos a industrias contaminantes, 
16,7% a basurales, 24,1% a plagas urbanas, entre 
otros- y los efectos que ello tiene sobre la salubridad 
de la población y la sustentabilidad ambiental eviden-
cian que el escenario está lejos de ser el deseable.

Uno de los interrogantes a los que este capítulo in-
tentó dar respuesta es en qué medida existe una dis-
tribución equitativa y justa para el conjunto del tejido 
social del país, de cada uno de los recursos y bienes 
urbanos expuestos. Del examen directo de los indica-
dores se desprende que tal distribución equitativa no 
existe sino que, por el contrario, el acceso a gran parte 
de esos bienes resulta socialmente regresivo. Quienes 
más tienen y residen en áreas mejor ubicadas, reciben 
mayores niveles de inversión en infraestructura, están 
menos expuestos a la contaminación ambiental y se 
encuentran mejor cubiertos por una serie de servicios 
como son la educación, la salud y la seguridad. Lo con-
trario sucede con los sectores más vulnerables, que no 
cuentan con recursos económicos para suplir lo que no 
se les brinda desde lo público.

Por su parte, de lo expuesto a lo largo del trabajo 
sobresale un elemento que merece ser destacado. No 
existe una clara dicotomía entre las áreas de urba-
nización formal por un lado y los barrios informa-
les como villas y asentamientos por otro. Dentro de 
la propia traza formal se verifi can situaciones muy 
heterogéneas, distinguiéndose zonas con estándares 
de vida y niveles muy satisfactorios de acceso a bie-
nes y servicios urbanos, frente a otros barrios suma-
mente abandonados y empobrecidos. Más aún, como 
se mostró, la brecha en algunos indicadores es más 
importante entre estos dos tipos de áreas dentro de 
la traza urbana formal que entre las zonas pobres de 
esta última y las villas y los asentamientos precarios.

Por último se hace preciso remarcar que uno de los 
grandes problemas que explican la desarticulación en 
la planifi cación urbana es la superposición de juris-
dicciones (nacionales, provinciales y municipales) en 
lo que hace a la construcción de infraestructura y vi-
vienda, así como a la obtención de fuentes de fi nan-
ciamiento para encarar obras urbanísticas de gran 
envergadura. En este sentido, cabe preguntarse si en 
algunas áreas del país no sería necesario encarar una 
importante reforma jurídico administrativa a efectos 
de resolver esta problemática.
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ducir un bien o servicio que posee dimensión social 
orientado hacia otros con una fi nalidad utilitaria, 
existen otras actividades, las tareas reproductivas, 
que si bien no tienen un carácter remunerado, re-
sultan imprescindibles para el desarrollo de la vida 
familiar y representan una condición de posibilidad 
de las actividades productivas. En este capítulo se 
entiende por trabajo reproductivo al conjunto de 
tareas que posibilitan la reproducción biológica y 
social de los sujetos, de su grupo familiar y de su 
clase o segmento social (alimentación, cuidado de 
la vivienda y de los niños, entre otras). En el mundo 
pre capitalista, las tareas productivas y reproducti-
vas se entremezclaban siendo ambas socialmente 
percibidas como trabajo. Sin embargo, en nuestra 
era, sólo pasó a considerarse como tal a las tareas 
productivas llevadas a cabo por fuera del hogar. En 
esta línea, evaluamos que el trabajo reproductivo 
implica esfuerzos sociales que también deben ser 
evidenciados y mensurados. Para algunas perso-
nas, especialmente las mujeres, estos esfuerzos se 
suman a actividades remuneradas generándose una 
doble carga y con ello, una marcada disminución del 
tiempo libre.

Con base en estos antecedentes, en este capítulo, 
se analiza la situación laboral, el trabajo remunerado 
y las actividades reproductivas de la población del 
área urbana relevada por la EDSA - Bicentenario con 
el fi n de determinar el grado de incumplimiento de 
un conjunto de derechos y su impacto en el bienestar 
objetivo y subjetivo de los trabajadores. Además, se 
analiza la situación de las personas dedicadas al tra-
bajo reproductivo, la doble carga de actividades y las 
consecuencias de ésta en su bienestar.

En este sentido, cabe preguntarnos por el grado de 
cumplimiento de los derechos laborales y sociales, cuá-
les son los determinantes que limitan el acceso al traba-
jado decente a vastos sectores de la población y cuáles 
son los efectos que generan una doble carga de activi-
dades (productivas y reproductivas) que condiciona es-
tructuralmente el bienestar de numerosas mujeres.

En función de estos objetivos, en primer lugar se 
presentan los derechos, recomendaciones y normas 
que expresan la necesidad de un piso de cumplimiento 
efectivo de los derechos laborales y sociales. En se-
gundo lugar, se analizan indicadores (por medio de 

técnicas multivariadas) para determinar la injerencia 
de factores, personales y contextuales, en la propen-
sión de la población urbana de 18 años y más de par-
ticipar en el mercado de trabajo, en la posibilidad de 
lograr una inserción laboral y en la probabilidad de 
obtener un empleo pleno de derechos; mostrando las 
inequidades derivadas de la imposibilidad de acceder a 
un empleo de calidad. En tercer y último lugar se ana-
lizan las categorías sociales que determinan la realiza-
ción de actividades intensivas en el interior del hogar, 
la sobrecarga de tareas que se realiza al combinarla con 
desempeños en el mercado de trabajo y la limitación 
en las posibilidades de obtener un empleo de calidad; y 
se evidencia la afectación sistemática de algunos de los 
derechos relativos al bienestar personal. Complemen-
tando los análisis que se desarrollan en el trabajo que 
aquí se presenta, a lo largo del capítulo, se expone una 
serie de recuadros que amplían temáticas específi cas.

3.1 
ENFOQUE TEÓRICO

En líneas generales, durante el siglo XX se iden-
tifi ca una serie de hechos fundantes que han forta-
lecido los derechos laborales a nivel internacional. 
Entre ellos puede citarse la formación del organismo 
precursor de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT) (1919), la Constitución de la OIT (1919 
y enmiendas), la Declaración de Filadelfi a (1944), 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(1948), los Convenio de la OIT (67 de ellos ratifi -
cados por la Argentina)46, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (fi r-
mado por la Argentina en 1968)47, la Cumbre Mun-
dial de Desarrollo Social (1995)48, los Objetivos del 

46. Los convenios ratifi cados por la Argentina y el resto de los 
países pueden verse en http://www.ilo.org/ilolex/spanish/newrat-
frames.htm

47. Por mayor detalle ver recuadro 3.A.

48. Por mayor detalle de la Cumbre Mundial sobre Desarrollo 
Social ver http://www.un.org/spanish/esa/socdev/
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Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

recuadro 3.A

En el ámbito internacional, el Pacto de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales*, fi rmado por la Argentina el 
19 de febrero de 1968 y en vigor a partir del 3 de enero de 
1976**, en sus artículos 6, 7, 8 y 9 expresa: 

Artículo 6
1. Los Estados Partes en el presente Pacto recono-
cen el derecho a trabajar, que comprende el derecho 
de toda persona a tener la oportunidad de ganarse 
la vida mediante un trabajo libremente escogido o 
aceptado, y tomarán medidas adecuadas para garan-
tizar este derecho. 

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno 
de los Estados Partes en el presente Pacto para lograr 
la plena efectividad de este derecho deberá fi gurar la 
orientación y formación técnico profesional, la prepa-
ración de programas, normas y técnicas encaminadas 
a conseguir un desarrollo económico, social y cultural 
constante y la ocupación plena y productiva, en condi-
ciones que garanticen las libertades políticas y econó-
micas fundamentales de la persona humana.

Artículo 7 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el de-
recho de toda persona al goce de condiciones de trabajo 
equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial: 

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a 
todos los trabajadores: 
i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual va-
lor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, 
debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo 
no inferiores a las de los hombres, con salario igual por 
trabajo igual; 
ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus 
familias conforme a las disposiciones del presente Pacto; 
b) La seguridad y la higiene en el trabajo; 
c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, 
dentro de su trabajo, a la categoría superior que les co-
rresponda, sin más consideraciones que los factores de 
tiempo de servicio y capacidad; 
d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limita-
ción razonable de las horas de trabajo y las vacaciones 
periódicas pagadas, así como la remuneración de los 
días festivos.

Artículo 8 
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprome-
ten a garantizar: 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afi -
liarse al de su elección, con sujeción únicamente a los 
estatutos de la organización correspondiente, para pro-
mover y proteger sus intereses económicos y sociales. 
No podrán imponerse otras restricciones al ejercicio de 
este derecho que las que prescriba la ley y que sean ne-
cesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o del orden público, o para la protec-
ción de los derechos y libertades ajenos; 

Eduardo Donza

* Por mayor detalle del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales ver http://www2.ohchr.org/spanish/law/cescr.
htm

** Si bien el Pacto fue adoptado y abierto a la firma, ratificación 
y adhesión por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
su resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre de 1966, sólo en-
tró en vigor, de conformidad con el artículo 27, transcurridos tres 
meses a partir de la fecha en que se depositó el trigésimo quinto 
instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secreta-
rio General.
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3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los 
Estados Partes en el Convenio de la Organización Inter-
nacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindi-
cal y a la protección del derecho de sindicación a adop-
tar medidas legislativas que menoscaben las garantías 
previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma 
que menoscabe dichas garantías.

Artículo 9 
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el de-
recho de toda persona a la seguridad social, incluso al 
seguro social.

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o con-
federaciones nacionales y el de éstas a fundar organizacio-
nes sindicales internacionales o a afi liarse a las mismas; 
c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos 
y sin otras limitaciones que las que prescriba la ley y que 
sean necesarias en una sociedad democrática en interés 
de la seguridad nacional o del orden público, o para la 
protección de los derechos y libertades ajenos; 
d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las 
leyes de cada país. 
2. El presente artículo no impedirá someter a restriccio-
nes legales el ejercicio de tales derechos por los miem-
bros de las fuerzas armadas, de la policía o de la admi-
nistración del Estado. 
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canso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación 
razonable de la duración del trabajo y a vacaciones 
periódicas pagadas”.

En el mismo año, 1948, la OIT adoptó el Convenio 
87 sobre la libertad sindical y el derecho de sindica-
ción, y un año más tarde el Convenio 98 que estableció 
el derecho de sindicación y de negociación colectiva. 
Estos fueron complementados por una serie de con-
venios que fueron clasifi cados como “fundamentales y 
prioritarios”, y que dan cuenta de las principales pro-
blemáticas vinculadas con el mundo del trabajo.51

En el marco de la seguridad social, el Convenio 102 
(1952) “establece la norma mínima para el nivel de 
las prestaciones de la seguridad social y las condi-
ciones para poder acceder a las mismas. Comprende 
las nueve ramas principales de la seguridad social, es 
decir, asistencia médica, enfermedad, desempleo, ve-
jez, accidentes del trabajo y enfermedades profesio-
nales, familia, maternidad, invalidez y prestaciones 
de sobrevivientes”.52 

Por su parte, el Convenio 156 (1981) sobre los tra-
bajadores con responsabilidades familiares, dispone 
que las políticas nacionales deben procurar “permitir 
que las personas con responsabilidades familiares 
que desempeñen o deseen desempeñar un empleo 
ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discri-
minación [...]. La responsabilidad familiar no debe 
constituir de por sí una causa justifi cada para poner 
fi n a la relación de trabajo”. Posteriormente, en el 
Convenio 183 sobre la protección de la maternidad 

51. Los ocho convenios fundamentales son los siguientes: Convenio 
sobre la libertad sindical y la protección del derecho de sindicación, 
1948 (núm. 87); Convenio sobre el derecho de sindicación y de 
negociación colectiva, 1949 (núm. 98); Convenio sobre el trabajo 
forzoso, 1930 (núm. 29); Convenio sobre la abolición del trabajo 
forzoso, 1957 (núm. 105); Convenio sobre la edad mínima, 1973 
(núm. 138); Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 
1999 (núm. 182); Convenio sobre igualdad de remuneración, 
1951 (núm. 100); Convenio sobre la discriminación (empleo y 
ocupación), 1958 (núm. 111) Los cuatro convenios prioritarios 
son los siguientes: Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 
(núm. 81); Convenio sobre la inspección del trabajo (agricultura), 
1969 (núm. 129); Convenio sobre la consulta tripartita (normas 
internacionales del trabajo), 1976 (núm. 144); Convenio sobre la 
política del empleo, 1964 (núm. 122). 

52. Para mayor detalle de cada uno de los convenios de la OIT ver 
http://www.ilo.org/ilolex/spanish/convdisp1.htm

Milenio (2000)49, las diversas constituciones nacio-
nales y provinciales, y las leyes vigentes que deter-
minan un marco normativo general de enunciación 
y reconocimiento de los derechos del trabajo y de la 
seguridad social.

Desde un punto de vista histórico, en primera ins-
tancia, desde su creación en 1919, la Organización 
Internacional del Trabajo se constituyó en el orga-
nismo rector con la responsabilidad de hacer efectivo 
el cumplimiento de estos derechos. La Constitución 
de la OIT, en la Declaración de Filadelfi a (1944), 
determina que todos los seres humanos, sin discri-
minación de ningún tipo, tienen derecho a conse-
guir su bienestar material y su desarrollo espiritual 
en condiciones de libertad y dignidad, de seguridad 
económica y en igualdad de oportunidades y apunta, 
asimismo, que la obtención de este objetivo debe ser 
el propósito central de la política nacional e interna-
cional (OIT, 2010a).

Posteriormente, con la formación de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas (ONU), en el artículo 23 
de la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos (1948), se especifi ca: “Apdo. 1.- Toda persona 
tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su tra-
bajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo y a la protección contra el desempleo; Apdo. 
2.- Toda persona tiene derecho, sin discriminación 
alguna, a igual salario por trabajo igual; Apdo. 3.- 
Toda persona que trabaja tiene derecho a una remu-
neración equitativa y satisfactoria, que le asegure, 
así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana, y que será completada, en caso 
necesario, por cualesquiera otros medios de protec-
ción social; y Apdo. 4.- Toda persona tiene derecho 
a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de 
sus intereses.”50

La misma Declaración de Derechos Humanos 
expresa la necesidad de limitación del tiempo de 
trabajo y la existencia tiempo libre. El artículo 24 
señala que “[...] toda persona tiene derecho al des-

49. Por mayor detalle de los Objetivos del Milenio ver http://www.
un.org/spanish/millenniumgoals/

50  Para mayor detalle de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos ver http://www.un.org/es/documents/udhr/
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Con el objeto de avanzar en la construcción de in-
dicadores, Anker, Chernyshev, Egger, Mehran y Rit-
ter (2003) presentan once dimensiones de medición 
del trabajo decente: 1.- Oportunidades de empleo, 
2.- Trabajo inadmisible, 3.- Remuneración sufi ciente 
y trabajo productivo, 4.- Jornada laboral decente, 5.- 
Estabilidad y seguridad del empleo, 6.- Conciliación 
del trabajo con la vida familiar, 7.- Trato justo en el 
trabajo, 8.- Seguridad en el trabajo (trabajo seguro), 
9.- Protección social, 10.- Diálogo social y relaciones 
laborales, y 11.- Entorno socioeconómico del trabajo 
decente. Esta última dimensión, confi gura datos del 
entorno del trabajador para poder determinar la facti-
bilidad y la posibilidad de alcanzar y sostener el trabajo 
decente en ciertas coyunturas económicas y sociales. 53

A nivel nacional, la Constitución Argentina de 
1994 y numerosas leyes y resoluciones, ubican a 
nuestro país dentro del grupo de los que poseen 
esquemas de derecho laboral fortalecido.54 Esto se 
observa, en primer medida, en las Declaraciones de 
Derechos y Garantías de la carta maga, más preci-
samente en los artículos 14, 14 bis y 16, donde se 
retoman gran parte de los principios que integran el 
concepto de trabajo decente.55

La existencia de una Ley de Contrato de Trabajo, 
la Ley 25.877 del 2004 (referida al Régimen Laboral) 
y, recientemente, la Ley 26.678 del 2011 (ratifi cación 
del convenio 102 de la OIT, relativo a la Norma Mí-
nima de la Seguridad Social) contribuyen al reconoci-
miento de derechos.

Además, la intención de cumplimiento de estos 
derechos se refuerza por la exis tencia de la institu-
ción del Salario Mínimo Vital y Móvil que es la “me-
nor remuneración que debe percibir en efectivo el 
trabajador sin cargas de familia, en su jornada legal 
de trabajo, de modo que le asegure alimentación ade-
cuada, vivienda digna, educación, vestuario, asisten-

53. Por mayor detalle de indicadores de trabajo decente ver Anker, 
Chernyshev, Egger, Mehran y Ritter (2003), Bescond, Châtaignier 
y Mehran (2003), Gahi (2003), OIT (2002), entre otros autores. 
Para el caso de la Argentina ver Lanari (2005) y OIT (2010b).

54. La OIT (2002) ubica a la Argentina en un valor medio-alto 
del “Índice del nivel absoluto de desarrollo del trabajo decente” 
aplicado a países de América Latina.

55. Por mayor detalle ver recuadro 3.B.

(2000), se especifi có la necesidad de prestaciones por 
maternidad y de proteger el puesto de trabajo de la 
mujer en caso de maternidad.

Estos convenios y otros derechos se condensan 
en la noción de “trabajo decente” desarrollada por 
la OIT (1999). Anker, Chernyshev, Egger, Mehran y 
Ritter (2003:166) los defi nen como la “oportunidad 
para que los hombres y las mujeres puedan conseguir 
un trabajo decente y productivo en condiciones de 
libertad, equidad, seguridad y dignidad humana” e 
identifi can seis facetas: 

 (1) Oportunidades de trabajo, necesidad de 
que todas las personas que deseen trabajar en-
cuentren empleo (comprendidos el trabajo por 
cuenta propia, el trabajo no remunerado en la 
familia y el empleo asalariado, ya sea en la eco-
nomía regular o en la informal). 

 (2) Trabajo en condiciones de libertad, esco-
ger libremente el trabajo (erradicar el trabajo en 
servidumbre, el trabajo en esclavitud y las peores 
formas de trabajo infantil). Libertad de afi liación a 
organizaciones sindicales sin discriminación. 

 (3) Trabajo productivo, para que los trabajadores 
tengan medios de subsistencia aceptables para sí y 
sus familias, así como para que empresas y países 
logren un desarrollo duradero y competitivo. 

 (4) Equidad en el trabajo, necesidad de gozar de un 
trato justo y equitativo, y de iguales oportunidades 
profesionales. Ausencia de discriminación en la con-
tratación y en el trabajo, y posibilidad de conciliar equi-
libradamente la actividad laboral con la vida familiar. 

 (5) Seguridad laboral, necesidad de salvaguardar 
la salud, las pensiones y los medios de vida, y de 
proporcionar la adecuada protección fi nanciera y 
de otra índole en caso de enfermedad u otras even-
tualidades. Limitar la inseguridad de perder el tra-
bajo y los medios de subsistencia.

 (6) Dignidad laboral, trato con respeto, acepta-
ción de propuestas y participación en decisiones 
asociados con su tarea.
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Constitución de la Nación Argentina y derechos laborales

En el ámbito nacional, la Reforma Constitucional de 
1994* amplía el reconocimiento de los tratados interna-
cionales sobre derechos humanos. En sus artículos 14, 14 
bis, 15 y 16 expresa: 

Artículo 14 
Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguien-
tes derechos conforme a las leyes que reglamenten su 
ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lí-
cita; de navegar y comerciar; de peticionar a las auto-
ridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del te-
rritorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa 
sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; 
de asociarse con fi nes útiles; de profesar libremente su 
culto; de enseñar y aprender.

Artículo 14 bis
El trabajo en sus diversas formas gozará de la pro-
tección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: 
condiciones dignas y equitativas de labor; jornada li-
mitada; descanso y vacaciones pagados; retribución 
justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración 
por igual tarea; participación en las ganancias de las 
empresas, con control de la producción y colaboración 
en la dirección; protección contra el despido arbitrario; 
estabilidad del empleado público; organización sindi-
cal libre y democrática, reconocida por la simple ins-
cripción en un registro especial.

Queda garantizado a los gremios: concertar convenios co-
lectivos de trabajo; recurrir a la conciliación y al arbitraje; el 
derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de 
las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión 
sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo.
El Estado otorgará los benefi cios de la seguridad social, que 
tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la 
ley establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a 
cargo de entidades nacionales o provinciales con autono-
mía fi nanciera y económica, administradas por los intere-
sados con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móvi-
les; la protección integral de la familia; la defensa del bien 
de familia; la compensación económica familiar y el acceso 
a una vivienda digna.

Artículo 15
En la Nación Argentina no hay esclavos: los pocos que 
hoy existen quedan libres desde la jura de esta Consti-
tución; y una ley especial reglará las indemnizaciones a 
que dé lugar esta declaración. Todo contrato de compra 
y venta de personas es un crimen de que serán respon-
sables los que lo celebrasen, y el escribano o funcionario 
que lo autorice. Y los esclavos que de cualquier modo se 
introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar el 
territorio de la República.

Artículo 16
La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, 
ni de nacimiento: no hay en ella fueros personales ni tí-
tulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante 
la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que 
la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las 
cargas públicas.

recuadro 3.B

Eduardo Donza

* Por mayor detalle de la Constitución de la Nación Argentina ver 
http://www.argentina.gov.ar/argentina/portal/documentos/cons-
titucion_nacional.pdf
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esquema de dimensiones, variables e indicadores de trabajo productivo
y trabajo reproductivo

situación laboral y riesgo de desempleo
empleo pleno de 
derechos

Incidencia de las relaciones 
laborales de calidad en 
el total de la población 
económicamente activa, 
considerando la realización 
de aportes previsionales y 
la continuidad laboral.

• Porcentaje de personas ocupadas en relación 
de dependencia que declaran que se les realizan 
descuentos jubilatorios, cuenta propias profesionales 
y no profesionales con continuidad laboral que 
realizan aportes al Sistema de Seguridad Social y 
patrones o empleadores con continuidad laboral 
que realizan aportes al Sistema de Seguridad 
Social, respecto del total de personas activas.

empleo precario Incidencia de las relaciones 
laborales precarias en 
el total de los activos, 
considerando la no 
realización de aportes 
previsionales y la ausencia 
de continuidad laboral.

• Porcentaje de personas ocupadas en relación de 
dependencia que declaran que no se le realizan 
descuentos jubilatorios, cuenta propias no 
profesionales que no realizan aportes al Sistema 
de Seguridad Social y/o sin continuidad laboral, y 
patrones o empleadores que no realizan aportes al 
Sistema de Seguridad Social y/o sin continuidad 
laboral, respecto del total de personas activas.

subempleo 
inestable

Incidencia de las relaciones 
laborales de subempleo 
inestable en el total de los 
activos, considerando la 
no realización de aportes 
previsionales, la ausencia 
de continuidad laboral, la 
baja remuneración y/o los 
benefi ciarios de programas 
de empleo.

• Porcentaje de personas ocupadas en trabajos 
temporarios de baja remuneración o changas, 
trabajadores sin salario y benefi ciarios de planes 
de empleo con contraprestación laboral, respecto 
del total de personas activas.

desempleo abierto Incidencia de la situación 
de desocupación (búsqueda 
activa) en la población 
económicamente activa.

• Porcentaje de personas que no trabajan, buscan 
activamente trabajo y están en disponibilidad de 
trabajar, respecto del total de personas activas.

inestabilidad 
laboral

Ocupados con antigüedad 
menor a un año.

• Porcentaje de ocupados cuya antigüedad laboral 
es inferior a una año, respecto el total de ocupados.

riesgo de 
desempleo

Riesgo a la desocupación, 
expresado por la 
intensidad de la 
desocupación en el último 
año en la población 
económicamente activa.

• Porcentaje de personas que se encontraron 
desocupadas, por lo menos una vez durante los 
últimos doce meses, por razones ajenas a la propia 
voluntad, respecto del total de personas activas.

figura 3.1.1
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ingresos provenientes del trabajo
media de ingresos 
laborales

Ingreso laboral medio 
percibido por la población 
económicamente
activa ocupada.

• Media de ingresos laborales totales recibidos 
el mes anterior al relevamiento, en pesos de 
diciembre de 2010.

remuneración 
laboral horaria

Ingreso laboral por hora 
percibido por la población 
económicamente
activa ocupada.

• Media de remuneración horaria recibida el mes 
anterior al relevamiento, en pesos de diciembre
de 2010.

ingresos 
relativamente 
bajos 

Evalúa que porcentaje
de la población 
económicamente activa 
ocupada recibe ingresos 
relativamente bajos.

• Porcentaje de ocupados cuyos ingresos laborales 
son inferiores a la mitad de la mediana, respecto el 
total de ocupados.

insatisfacción laboral
insatisfacción 
laboral

Insatisfacción con
el empleo.

• Porcentaje de ocupados que expresaron que 
se encuentran insatisfechos con el empleo que 
poseen, respecto del total de ocupados.

malestar 
emocional

Mide el défi cit de las 
capacidades emocionales 
de las personas que 
permiten responder a 
las demandas ordinarias 
de la vida cotidiana, 
desenvolverse socialmente 
y tener relaciones 
satisfactorias con los otros.

• Porcentaje de población de 18 años y más que 
obtuvo puntuaciones que indican riesgo moderado 
o alto de depresión o ansiedad en la escala
KPDS-10.

percepción
de felicidad

Autopercepción subjetiva 
sobre el estado de 
bienestar personal.

• Puntuación en una escala, donde 1 representa el 
menor grado de felicidad y 10 el mayor.

falta de tiempo 
libre

Capta la disponibilidad de 
tiempo de ocio que posee 
la población.

• Porcentaje de población de 18 años y más que 
expresó que no cuenta con tiempo libre, respecto 
el total de población.

trabajo no remunerado
actividad intensiva 
de reproducción

Incidencia de las personas 
que realizan trabajo no 
remunerado en el
interior del hogar en
forma intensiva.

• Porcentaje de personas encargadas de 
realizar por lo menos tres de cuatro actividades 
imprescindibles del hogar, respecto el total
de personas.*
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ocupados con 
actividad intensiva 
de reproducción

Incidencia de los ocupados 
que realizan trabajo no 
remunerado en el
interior del hogar en
forma intensiva.

• Porcentaje de ocupados encargados de realizar 
por lo menos tres de cuatro actividades del hogar 
consideradas imprescindibles, respecto el total de 
personas que realizan actividad intensiva
de reproducción.*

ocupados en 
empleo pleno y 
actividad intensiva 
de reproducción

Incidencia de los ocupados 
en empleo pleno de 
derechos que realizan 
trabajo no remunerado en
el interior del hogar en 
forma intensiva.

• Porcentaje de ocupados en empleo pleno 
encargados de realizar por lo menos tres de 
cuatro actividades del hogar consideradas 
imprescindibles, respecto el total de personas que 
realizan actividad intensiva de reproducción.*

indicadores de recuadros
segmentación del 
mercado de 
trabajo

Refi ere a la diferenciación 
entre los mercados o 
segmentos del mercado 
de trabajo que funcionan 
bajo modos y marcos 
institucionales distintos. 

La clasifi cación se ha 
elaborado -tanto para 
asalariados como para
no asalariados- con base 
a criterios que remiten al 
grado de cumplimiento 
de normas que tienden a 
regular la calidad de
los empleos.

• Se distinguen dos segmentos según distintos 
tipos de regulaciones: 
1) Empleos regulados: refi ere al empleo pleno de 
derechos (véase indicador correspondiente). 
2) Empleos no regulados: incluye empleo
precario y subempleo inestable (véase
indicadores correspondientes). 

estructura 
económica-
ocupacional

Refi ere a la diferenciación 
entre los sectores 
económico-ocupacionales 
con distinto grado de 
productividad. 

Revela la coexistencia 
de un sector de 
alta productividad, 
fuertemente vinculado 
al mercado exterior, y 
otras actividades de baja 
productividad, vinculadas 
al mercado interno.

• Los ocupados pueden insertarse en tres grandes 
sectores de la estructura económica-ocupacional: 
1) Sector público: actividades laborales vinculadas 
al desarrollo de la función estatal en sus distintos 
niveles de gestión.
2) Sector privado formal: actividades laborales de elevada 
productividad y altamente integradas económicamente a 
los procesos de modernización. En términos operativos, 
son ocupaciones en establecimientos medianos o 
grandes o actividades profesionales. 
3) Sector privado informal: actividades laborales 
dominadas por la baja productividad, alta 
rotación de trabajadores y su no funcionalidad al 
mercado formal o más estructurado. En términos 
operativos, son ocupaciones en establecimientos 
pequeños, actividades de servicio doméstico o 
actividades independientes no profesionales.

* Las cuatro actividades consideradas imprescindibles son: 1.- Limpiar, lavar o planchar; 2.- Hacer la comida o cocinar; 3.- Cuidar a los 
niños u otro familiar que vive en el hogar y 4.- Realizar compras, mandados en almacenes y supermercados.
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dades laborales productivas y que éstas se realicen 
cumpliendo con los derechos referidos en el enfoque 
teórico de este capítulo.57 En segundo lugar, se mide 
la incidencia de una serie de condiciones objetivas 
y subjetivas propias del trabajo remunerado, para 
cada una de las categorías sociales consideradas, en 
los ocupados en situación de empleo pleno de dere-
chos. A partir de este valor, se establece la diferencia 
con los trabajadores con empleo precario o subem-
pleo inestable, determinando como valor de referen-
cia la situación de los ocupados con cumplimiento de 
la normativa vigente y estableciéndose la brecha de 
inequidad que afecta a los ocupados que no logran 
acceder a un empleo de calidad.

 ACCESO A OPORTUNIDADES
DE TRABAJO DECENTE

La oportunidad de un trabajo digno constituye 
una dimensión fundamental del desarrollo humano, 
que concibe al trabajo como un potente medio de in-
tegración social (Sen, 1997). Estas consideraciones, 
coinciden con la evaluación de los logros en la esfera 
de participación laboral que expresa la OIT (1999) 
para el trabajo decente: considerar la sufi ciencia de 
las oportunidades provistas por el mercado laboral 
en relación a las necesidades de trabajo de la pobla-

57. La calidad de predicción lograda por cada uno de los modelos 
se mide por el procedimiento “overall” –coefi ciente que indica la 
capacidad de predicción del modelo matemático por medio del 
porcentaje de coincidencia entre el valor observado y el valor 
esperado por la predicción del modelo-; la determinación de las 
categorías sociales que poseen más relevancia se realiza por el 
coefi ciente “wald” –sirve para medir si el efecto de cada variable 
en el modelo es signifi cativo. De modo que, cuando más grande es 
el “wald”, más importante es el efecto siendo además considerada 
la signifi cancia de este coefi ciente-; y la comparación de probabi-
lidades de poseer uno u otro atributo al interior de las categorías 
sociales por medio de la razón de momio o “Exp (B)” - factor por 
el cual varía la razón de probabilidades o “odds ratio” (expresando 
la desigualdad relativa) cuando hay un cambio unitario en el valor 
de una variable independiente controlando las restantes. En las 
variables de nivel de medición métrico expresa cuánto aumenta 
la razón de probabilidad de cambiar de categoría en la variable 
dependiente cuando se le agrega una unidad en la variable inde-
pendiente, en forma similar para las variables no métricas expresa 
la misma probabilidad pero con respecto al paso del atributo de 
comparación (“dummy”) al atributo estudiado. Las atributos de 
comparación utilizadas se identifi can en la fi gura 3.2.2.

cia sanitaria, transporte y esparcimiento, vacaciones 
y previ sión” (Art. 116 de Ley 20.744).

En el marco de lo expuesto precedentemente y con 
el fi n de analizar las inequidades ocasionadas por 
el incumplimiento de los derechos laborales y de la 
seguridad social, los condicionantes estructurales 
que generan brechas en el acceso a estos derechos y 
el défi cit en el bienestar personal de las mujeres que 
desarrollan una doble carga de trabajo productivo 
y reproductivo, en este capítulo se consideran los 
siguientes indicadores: empleo pleno de derechos, 
empleo precario, subempleo inestable, desempleo 
abierto, inestabilidad laboral, riesgo de desempleo, 
segmentación del mercado de trabajo, estructura 
económico-ocupacional, media de ingresos laborales, 
ingresos relativamente bajos, insatisfacción laboral, 
malestar emocional, percepción de felicidad, activi-
dad intensiva de reproducción y carencia de tiempo 
de ocio (fi gura 3.1.1 y fi gura 5.1.1 del capítulo 5). 

3.2 CUMPLIMIENTO DE DERECHOS 
EN EL ÁMBITO LABORAL

En este apartado se analiza el grado de cumpli-
miento de los derechos laborales y de la seguridad 
social en las actividades productivas y los condicio-
nantes sociales que estructuralmente limitan un 
acceso equitativo al bienestar. En primer lugar, se 
evalúa la distribución de la calidad de inserción en 
el empleo en la población económicamente activa, 
incluyendo la desocupación. Asimismo, se determi-
nan, por medio de modelos de regresión logística56, 
las categorías sociales que inciden en que la pobla-
ción urbana de 18 años o más a fi nes de 2010, par-
ticipe del mercado de trabajo, pueda realizar activi-

56. Se considera adecuada la aplicación de la técnica de regresión 
logística debido a que en ésta, los modelos teóricos considerados, 
están compuestos por una variable dependiente dicotómica y 
n variables independientes, pudiendo estar defi nidas en escala 
métrica, ordinal o nominal (Aldrich y Forrest, 1984). La opción 
utilizada es la de presentación de un modelo defi nido (Method: 
Enter), es decir que no fue solicitado el agregado o desagregado de 
variables con un criterio estadístico determinado.
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ción y en la adecuación de estas oportunidades a cri-
terios normativos de estabilidad, protección, seguri-
dad, descanso y tiempo libre. 

A partir de esto, se presenta la propensión de la 
población a participar del mercado laboral, la posibi-
lidad de obtener trabajo y el éxito en la obtención de 
un empleo de calidad. De los datos de la EDSA - Bi-
centenario se desprende que el 67,6% de las personas 
de 18 años o más que en 2010 residen en áreas ur-
banas constituye población económicamente activa 
(PEA). De ella, sólo el 43,1% logró acceder a un em-
pleo pleno de derechos (fi gura 3.2.1). 

Asimismo, el 9,6% de la población económicamente 
activa se encuentra en una situación de subempleo 
inestable (realizando changas, trabajos temporarios o 
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puesta como explicativa dentro del modelo está 
dado por los “Exp (B)”, los que se presentan en la fi -
gura 3.2.2. Se aprecia que, controlando el efecto de 
las otras variables, las personas de 60 años y más, 
como era de esperar, poseen una probabilidad mar-
cadamente menor (en un 95%) de estar activas que 
los adultos (35 a 59 años) y que los jóvenes (18 a 34 
años). Además, las mujeres presentan un 75% menos 
de probabilidad de ser económicamente activas que 
los hombres. Los integrantes del hogar que no son 
jefes tienen un 65% menos de probabilidad de de ser 
activos en comparación con el resto de los integran-
tes del hogar. Asimismo, la propensión a encontrarse 
activos disminuye conforme se desciende en la estra-
tifi cación social: en comparación con quienes forman 
parte del estrato medio alto, los integrantes de es-
trato socioeconómico muy bajo poseen 82% menos 
de posibilidad, los de estrato bajo 71% menos y los 
de estrato medio bajo 48% menos. 

También la condición residencial está vinculada con 
la probabilidad de encontrarse económicamente activo, 
en virtud de que a medida que se deterioran las con-
diciones de habitabilidad, dicha probabilidad se incre-
menta: los habitantes de villas o asentamientos preca-
rios presentan un 58% más de probabilidades de estar 
activos que aquellas personas que residen en zonas con 
trazado urbano de nivel social medio. Por otra parte, no 
se observan diferencias estadísticamente signifi cativas 
según el nivel educativo de la población.

En líneas generales, la propensión a participar en el 
mercado de trabajo es marcadamente mayor en los va-
rones, las personas responsables de obtener recursos 
para el hogar, los integrantes de los estratos sociales al-
tos y los habitantes de villas o asentamientos precarios. 

POSIBILIDAD DE INSERCIÓN LABORAL

Por otra parte, algunas de las personas activas no 
consiguen trabajo. Esto es, no logran insertarse en 
una relación de dependencia asalariada ni realizar 
actividad por cuenta propia por lo que se constitu-
yen en desocupados. Con el propósito de analizar las 
diferencias entre quienes logran obtener un empleo 
y quienes no, se examinan algunos atributos que in-
ciden sobre este respecto. En este caso, el modelo de 
regresión logística que predice la probabilidad de que 

no remunerados, o siendo benefi ciarios de programas 
de empleo con contraprestación), el 35,5% cuenta con 
un empleo precario (desarrollan actividades con con-
tinuidad laboral, tienen niveles de ingresos superiores 
a los de subsistencia pero no participan en el sistema 
de seguridad social) y el 11,8% se encuentra desem-
pleado. Si el análisis se restringe únicamente a los ocu-
pados, de los datos de la EDSA – Bicentenario surge 
que sólo en el 48,9% de los trabajadores se cumplen 
las condiciones mínimas para la verifi cación de los de-
rechos expresados en el concepto de trabajo decente.

Se pude considerar que la propensión a participar 
del mercado laboral, la posibilidad de obtener un tra-
bajo y que éste sea de calidad, no depende de cues-
tiones azarosas sino de múltiples aspectos individua-
les y contextuales. Bajo esta premisa y con el fi n de 
determinar el peso de los atributos que generan una 
desigualdad en el acceso a los derechos, se presentan 
en la fi gura 3.2.2 los resultados de la aplicación de 
modelos de regresión logística para cada uno de los 
principales indicadores anteriormente presentados.

TENDENCIA A PARTICIPAR
DEL MERCADO DE TRABAJO

El primero de los modelos evaluados, que estudia 
la tendencia a participar en el mercado de trabajo de 
la población de 18 años o más del área urbana rele-
vada por la EDSA – Bicentenario, posee una conside-
rable capacidad de predicción general medida por un 
“overall” del 76,7%. En el caso de los activos las pre-
dicciones acertadas son del 76,1%, lo cual confi rma 
las bondades del modelo presentado.

Asimismo, las categorías sociales que mayor in-
fl uencia ejercen en la determinación de la actividad 
económica de las personas son la edad, el sexo, la po-
sición en el hogar y el estrato socioeconómico de per-
tenencia (con coefi cientes “wald” de 908; 262; 128 y 
86, respectivamente). En menor medida inciden la 
condición residencial y el nivel educativo (con coefi -
cientes de 7 y 1, respectivamente). En todos los casos 
se rechaza la hipótesis nula, siendo que el efecto de 
cada variable independiente es igual a cero, con un 
nivel de confi anza superior al 95%.

Por otra parte, el efecto derivado de pertenecer 
a uno u otro atributo de cada categoría social pro-
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categorías sociales que presentan una mayor deter-
minación son el estrato socioeconómico, la posición 
en el hogar y la edad (coefi cientes “wald” de 104, 64 
y 53, respectivamente). Además, en menor medida 
infl uye el sexo, la condición residencial y el nivel 
educativo (con coefi cientes de 35, 22 y 11, respecti-
vamente). Siendo la edad un factor estadísticamente 
no signifi cativo en presencia de las otras variables.

Con respecto a las desigualdades en el acceso al 
empleo de calidad, las inequidades más marcadas 
se observan entre los integrantes de los diversos es-
tratos sociales. En comparación con las personas del 
estrato medio alto, los activos del estrato medio bajo 
tienen un 41% menos de probabilidad de acceder a 
un empleo pleno de derechos, los del estrato bajo un 
59% menos y los del estrato muy bajo un 85% me-
nos. Por su parte, en comparación con los jefes de 
hogar, quienes no lo son tienen un 51% menos de 
posibilidades de poseer un empleo pleno; los adultos 
mayores, un 62% menos que los adultos, a la vez que 
las mujeres, un 39% menos que los varones. Además, 
comparándolos con quienes habitan en zonas de ur-
banización formal de nivel socioeconómico medio, la 
probabilidad de acceder a un empleo pleno por parte 
de los activos que residen en villas o asentamientos 
precarios es un 61% menor y los que viven en zonas 
con trazado urbano de nivel social bajo, un 44% me-
nor. Otra inequidad se observa según el nivel educa-
tivo: las personas que no culminaron el secundario 
poseen un 27% menos de probabilidad de conseguir 
un empleo pleno que los que si lo culminaron (fi gura 
3.2.2). Para todos los casos, el procedimiento de la re-
gresión logística anula el efecto de las otras variables 
presentes en el modelo.

De lo expuesto se concluye que el derecho de ac-
ceso a un trabajo decente no se distribuye equitati-
vamente a lo largo de la trama social. Se identifi can 
brechas de incumplimiento de la normativa de dere-
chos laborales y de la seguridad social que generan 
inequidades entre los trabajadores. Presentan un 
mayor défi cit de empleo de calidad los trabajadores 
del estrato socioeconómico bajo, los integrantes del 
hogar que no son jefes, los jóvenes y los adultos ma-
yores, las mujeres, los habitantes de villas o asenta-
mientos precarios y los que no culminaron los estu-
dios secundarios.

la población económicamente activa se encuentre 
ocupada en comparación con que se encuentre des-
ocupada presenta una buena calidad de predicción, 
con un 72,5% de “overall” tanto en la predicción acer-
tada del total de activos como de ocupados.

Las categorías sociales que presentan más infl uencia 
en la determinación de la ocupación son la posición en 
el hogar, el estrato socioeconómico, la edad y el sexo 
(coefi cientes “wald” de 140, 43, 18 y 17, respectiva-
mente). Por su parte, no presentan infl uencias estadís-
ticamente signifi cativas la condición residencial y el ni-
vel educativo, en todos los casos, controlando el efecto 
del resto de las variables. Se observa que los miembros 
del hogar que no son jefes presentan un 81% menos 
de probabilidad de estar ocupados que los jefes. Por su 
parte, en comparación con las personas pertenecientes 
al estrato socioeconómico medio alto, las del estrato 
muy bajo presentan un 83% menos de probabilidad de 
encontrarse ocupadas, los del estrato bajo, un 70% me-
nos y los del estrato medio bajo, un 51% menos. Los 
jóvenes presentan, por su parte, un 40% menos de pro-
babilidades de estar ocupados que los adultos y las mu-
jeres, un 40% menos que los hombres (fi gura 3.2.2). En 
todos los casos, se ha controlado el efecto del resto de 
las variables presentes en el modelo y se ha considerado 
el paso de la desocupación a la ocupación.

A partir de lo expuesto se puede resumir que la 
capacidad de hacer efectivo el derecho al trabajo no 
es similar en toda la población. La combinación de 
atributos personales con la necesidad de obtener un 
ingreso, hace más factible la inserción laboral de los 
jefes de hogar, los integrantes de los estratos sociales 
altos, las personas adultas y los varones.

POSIBILIDAD DE INSERCIÓN LABORAL EN 
UN EMPLEO PLENO

Tal como se indicó anteriormente, no obstante la 
normativa referida al trabajo decente, sólo parte de 
los ocupados logran insertarse en empleos de cali-
dad. El modelo de regresión logística que analiza el 
paso de la desocupación, el subempleo inestable o el 
empleo precario a un empleo pleno de derechos po-
see una buena capacidad de predicción de las perso-
nas económicamente activas (69,4%) y predice exito-
samente el 68,6% de los casos con empleo pleno. Las 
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Un indicador indirecto de la inestabilidad labo-
ral es el porcentaje de ocupados con una antigüedad 
menor a un año. De los datos de la EDSA – Bicen-
tenario se desprende que este grupo constituye el 
13,8% del total de ocupados. Sin embargo, repre-
sentan asimismo el 8,8% de los ocupados con em-
pleo pleno, el 17,1% de los ocupados en empleo 
precario y el 25,9% de los ocupados en situación de 
subempleo inestable.

En la fi gura 3.2.3 se presentan, a nivel general y 
para una serie de categorías sociales seleccionadas, 
los porcentajes de ocupados con antigüedad menor 
a un año según la calidad del empleo. Considerando 
que se encuentran en esta situación el 8,8% del total 
de los ocupados en empleo pleno, y que el riesgo de 
inestabilidad laboral se duplica con respecto a este 
valor entre los trabajadores de empleo precario o su-
bempleo inestable, se observa que:

 Las condiciones asociadas al sexo de los ocupa-
dos con empleo pleno no afectan la inestabilidad 
laboral pero sí inciden entre los que no pueden 
acceder a un empleo de calidad. El porcentaje de 
mujeres con empleo pleno que tienen menos de 
un año de antigüedad es similar al de los varones 
con igual calidad de empleo (9,4% y 8,5%, respec-
tivamente). Si bien en ambos grupos se duplica el 
valor de los del empleo pleno, la brecha en el in-
dicador de inestabilidad que genera no acceder a 
un empleo de calidad es mayor en el caso de las 
mujeres que en el de los varones.

 A mayor edad se aprecia una menor inestabilidad 
laboral, la diferencia es más marcada entre los ocu-
pados en situación de empleo pleno que entre los 
que no logran acceder a un empleo de calidad. La 
edad incide en el porcentaje de ocupados con em-
pleo pleno con antigüedad menor a un año: a mayor 
edad disminuye la proporción de ocupados con es-
casa antigüedad (entre los de 18 a 34 años 14,3%, 
entre los de 35 a 59 años 4,8% y entre los de 60 años 
y más 1,1%). En este contexto se verifi ca además 
que el incremento en el indicador de inestabilidad 
laboral que genera un empleo precario o subempleo 
inestable aumenta con la edad (se duplica entre los 
jóvenes, se triplica entre los adultos y es siete veces 
superior entre los adultos mayores). 

INDICADORES EN EL MARCO
DEL EMPLEO PLENO Y BRECHAS 
GENERADAS POR EL EMPLEO PRECARIO
Y EL SUBEMPLEO INESTABLE 

En el presente apartado se evalúa el bienestar de 
los trabajadores según el nivel de incidencia de diver-
sas variables que dan cuenta de condiciones objetivas 
y subjetivas del ámbito laboral.

Si bien el acceso a un empleo pleno garantiza un 
nivel mínimo de cumplimiento de derechos, aun en 
el grupo que cuenta con este estatus laboral existen 
factores sociodemográfi cos y socioeconómicos que 
generan dispares niveles de bienestar. En este marco, 
el primer objetivo de este apartado es examinar los 
desiguales niveles de bienestar entre los ocupados 
con empleo pleno, según diversas categorías sociales.

Por otra parte, y partiendo del supuesto de que 
el empleo precario y el subempleo inestable afectan 
las condiciones laborales generando una perdida de 
bienestar, el segundo objetivo de este apartado es 
ponderar las brechas de inequidad, de los diversos in-
dicadores utilizados, generadas por las limitaciones 
en el acceso a un empleo pleno según las categorías 
sociales que se irán examinando. 

Los indicadores a ser analizados son: inestabilidad la-
boral, desempleo en período ampliado, media de ingresos 
laborales, ingresos relativamente bajos, insatisfacción la-
boral, malestar emocional y percepción de felicidad.

INESTABILIDAD LABORAL

Uno de los factores que caracterizan a los escenarios 
de trabajo precarizado es la inestabilidad laboral. Entre 
otros indicadores, ésta puede expresarse en la alta tasa 
de rotación entre puestos de trabajo o en períodos de 
ocupación y desocupación que deben soportar algunos 
trabajadores. Las contrataciones por tiempo determi-
nado, el empleo abusivo de los períodos de prueba, la 
indebida utilización de las pasantías y prácticas labora-
les, el empleo no registrado con sus limitados derechos, 
entre otros elementos, son generadores de una inesta-
bilidad laboral que impide la acumulación de antigüe-
dad en el cargo, a la vez que detiene los procesos de ca-
pacitación, evita la acumulación de experiencia y genera 
perjuicios en la vida laboral (Donza, 2010).
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el resto de los miembros con la misma calidad de 
empleo. El incremento de la inestabilidad laboral 
que genera un empleo precario o subempleo ines-
table es mayor entre los jefes de hogar (una vez y 
media) que en los no jefes (aumenta un 67%).

 La inestabilidad laboral se incrementa conforme 
decrece el estrato socioeconómico de los ocupados 
que no logran acceder a un empleo pleno, a la vez 
que fl uctúa de forma desigual entre los ocupados con 
plenos derechos laborales. El porcentaje de ocupados 
plenos con antigüedad menor a un año entre los in-
tegrantes del estrato socioeconómico muy bajo es de 
14,8%, entre los del estrato medio bajo de 12,9%, en-
tre los del estrato bajo de 7,5% y entre los del estrato 
medio alto de 5,8%. La inestabilidad laboral generada 
por no acceder a un empleo pleno, en comparación 
con la de un empleo de calidad aumenta aproxima-
damente un 50% entre los integrantes de los estratos 
muy bajo y medio bajo y en una vez y media entre los 
de los estratos bajo y medio alto.

 La inestabilidad laboral es mayor entre los ocu-
pados de menor nivel educativo, independiente-
mente de la calidad del empleo que poseen. El nivel 
de instrucción incide levemente en el porcentaje de 
ocupados con empleo pleno con antigüedad menor 
a un año: representan el 10,2% entre las personas 
con secundario incompleto y el 8,3% entre los que 
lograron superar dicho nivel educativo. La inestabi-
lidad laboral ocasionada por no poder acceder a un 
empleo pleno duplica a la observada en un empleo 
con total acceso a derechos laborales, tanto entre 
los trabajadores con secundario incompleto como 
en los de secundario completo o más.

 Los jefes de hogar tienen menor inestabilidad que 
los no jefes. La diferencia entre ambos grupos es 
mayor entre los ocupados en situación de empleo 
pleno que entre los que no logran acceder a empleos 
de calidad. El 5,9% de los jefes de hogar con empleo 
pleno presentan una antigüedad menor a un año, 
mientras que este porcentaje aumenta al 15,2% en 
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En este respecto, considerando los datos relevados 
por la EDSA – Bicentenario, se aprecia que el 20,7% 
del total de quienes están ocupados se encontró des-
ocupado al menos una vez en el último año. Este in-
dicador está asociado, asimismo, con la calidad del 
empleo: sólo el 9,1% de los ocupados en situación de 
empleo pleno de derechos estuvo desocupado al me-
nos una vez en el último año, cuando en ese mismo 
escenario se encontraba el 25,1% de los ocupados en 
condición de empleo precario y el 56,4% de los ocu-
pados en subempleo inestable. 

En la fi gura 3.2.4 se presentan, a nivel general y 
para una serie de categorías sociales seleccionadas, 
los porcentajes de desocupados al menos una vez en 
el último año por calidad del empleo. Considerando 
que se encuentran en esta situación el 9,1% del total 
de los ocupados en empleo pleno y que, con respecto 
a ese valor, el riesgo de desempleo se incrementa dos 
veces y media entre los trabajadores de empleo pre-
cario o subempleo inestable, se observa que:

 Las condiciones asociadas al sexo de los ocupa-
dos con empleo pleno no afectan el riesgo de des-
empleo pero sí inciden entre los que no pueden 
acceder a un empleo de calidad. La proporción de 
mujeres y de varones con empleo pleno que estu-
vieron al menos una vez desocupados en el último 
año es similar: 9,9% y 8,7%, respectivamente, sin 
apreciarse diferencias estadísticamente signifi ca-
tivas entre ambos grupos. Sin embargo cuando 
sólo se accede a un empleo precario o subempleo 
inestable, el riesgo de desempleo es mayor entre 
los varones (tres veces más) que entre las mujeres 
(una vez y media más), en comparación con quie-
nes acceden a un empleo pleno.

 A mayor edad se observa un menor riesgo de 
desempleo, independientemente de la calidad del 
empleo. La edad incide en las posibilidades de 
haber estado desempleado al menos una vez en 
el último año de los ocupados con empleo pleno. 
Lo estuvieron el 10,8% de los de 18 a 34 años, el 
8,1% de los de 35 a 59 años y el 5,6% de los de 60 
años y más. El riesgo de encontrarse desocupado 
que genera un empleo precario o subempleo ines-
table se triplica en los jóvenes y adultos mayores, 
y se cuadruplica en las personas de 35 a 59 años.

 Los ocupados que poseen una condición residencial 
de menor calidad presentan una mayor inestabilidad 
laboral, excepto los ocupados que no logran acceder 
a un empleo de calidad y residen en villas o asenta-
mientos precarios, entre los cuales la inestabilidad es 
menor a la esperada. Considerando los ocupados con 
empleo pleno, el porcentaje de los que tienen menos 
de un año de antigüedad es de 17,3% entre los resi-
dentes en villas o asentamientos precarios, de 10,5% 
entre los habitantes de zonas con trazado urbano de 
nivel bajo y de 7,7% entre los de zonas de trazado ur-
bano de nivel medio. En esta línea, la brecha de ines-
tabilidad laboral que genera el ocuparse en un empleo 
precario o subempleo inestable varía según la condi-
ción residencial: la inestabilidad entre los habitantes 
de villas o asentamientos precarios disminuye en un 
cuarto, mientras que se duplica entre los residentes en 
las zonas de trazado urbano de nivel social bajo y los 
de las áreas de trazado urbano de nivel social medio.

Es evidente que una baja calidad del empleo está 
acompañada por una menor estabilidad laboral. Los 
grupos más afectados por este problema son las mu-
jeres, los jóvenes, los que poseen un nivel de instruc-
ción formal bajo, los integrantes del hogar que no son 
jefes, los pertenecientes al estrato socioeconómico 
muy bajo y los residentes en villas y asentamientos 
precarios. Por otra parte, la mayor inestabilidad la-
boral que genera el no acceder a un empleo de calidad 
aumenta marcadamente entre los adultos, los inte-
grantes del estrato bajo y los jefes de hogar. Los re-
sidentes en villas y asentamientos precarios, incluso 
los que poseen un empleo pleno, están fuertemente 
afectados por la inestabilidad laboral.

RIESGO DE DESEMPLEO

Otra forma de medir la inestabilidad laboral, en 
su dimensión de riesgo de desempleo, es conside-
rar el haber estado desocupado al menos una vez en 
el último año (ampliando el período de referencia 
usualmente utilizado de una semana o de un mes). 
En líneas generales, una elevada incidencia de este 
indicador expresa, entre otras cosas, la ausencia de 
creación de puestos de trabajo y, también, la escasa 
duración en el tiempo de las relaciones laborales.
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dad de empleo, 8,1% y 11,3%, respectivamente. Al 
comparar a quienes tienen un empleo precario o su-
bempleo inestable con los que acceden a un empleo 
pleno, el riesgo de desocupación es marcadamente 
mayor en los jefes de hogar (se cuadruplica) que en 
los no jefes (aumenta una vez y media).

 El riesgo de desempleo se incrementa al dismi-
nuir el estrato socioeconómico. Las diferencias 
entre estratos son más marcadas en los ocupados 
que no logran acceder a un empleo pleno que en-
tre los que lo logran. Así, el porcentaje de ocupa-
dos con derechos plenos que estuvieron desocu-
pados al menos una vez en el último año es de 
16,1% entre los integrantes del estrato socioeco-
nómico muy bajo, de 9,2% entre los del estrato 
bajo, de 11,2% entre los del estrato medio bajo 
y de 6,8% entre los del estrato medio alto. Pero 
cuando no se logra acceder a un empleo pleno, el 

 El riesgo de desempleo es mayor entre los ocu-
pados de menor nivel educativo, independiente-
mente de la calidad del empleo que poseen. El nivel 
de instrucción incide en el porcentaje de ocupados 
en situación de empleo pleno que estuvieron al 
menos una vez desocupados en el último año: re-
presentan el 12,2% de aquellos que tienen hasta 
un nivel secundario incompleto y, en contraste, el 
8,0% de los que concluyeron o superaron dicho ni-
vel. En ambos grupos, el riesgo de desocupación se 
triplica por no poder acceder a un empleo pleno.

 Los jefes de hogar con empleo tienen menor riesgo 
de desempleo que los no jefes con igual calidad de 
empleo. Esta relación se invierte entre los que no lo-
gran acceder a empleos de calidad. Entre los jefes de 
hogar con empleo pleno hay un menor porcentaje 
de desocupados al menos una vez en el último año 
que en el resto de los miembros con la misma cali-
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los hogares y el bienestar de la población, generán-
dose desigualdades sociales en diferentes aspectos 
del desarrollo humano de las personas.

La media de ingresos monetarios laborales re-
levados por la EDSA – Bicentenario es de $ 2.443 
mensuales.58 Sin embargo, este promedio encubre 
marcadas diferencias según la calidad del empleo: los 
trabajadores con empleo pleno de derechos registran 
un promedio de $ 3.121, los que poseen empleo pre-
cario, de $ 1.948, a la vez que entre quienes sólo pu-
dieron acceder a un subempleo inestable el promedio 
se ubica en $ 1.238. 

Entre los múltiples factores que inciden en la des-
igualdad de la distribución de las remuneraciones 
al trabajo deben considerarse cuestiones asociadas 
al género, la edad, el capital humano, los roles en el 
hogar, el estrato socioeconómico de pertenencia y la 
segregación residencial.

En la fi gura 3.2.5 se observa la disparidad que se 
genera entre las medias de ingresos laborales según la 
calidad del empleo para las diferentes categorías so-
ciales consideradas. En este respecto, tomando como 
referencia que el valor medio del ingreso laboral men-
sual de los ocupados con empleo pleno es de $ 3.121 
y que el promedio de los ingresos de los ocupados en 
empleo precario o subempleo inestable es un 42% in-
ferior, se observa que:

 Las condiciones asociadas al sexo de las personas 
afectan los ingresos laborales mensuales, tanto en-
tre los que pueden acceder a un empleo pleno como 
entre los que no lo logran. Las mujeres con empleo 
pleno presentan un ingreso mensual inferior al de los 
varones con la misma calidad de empleo ($ 2.942 y $ 
3.225, respectivamente). En este caso, la brecha de 
remuneraciones entre quienes acceden a un empleo 
pleno y aquellos otros que no es similar para ambos 
sexos, disminuyendo un 42% en ambos casos.

 A mayor edad se evidencia un mayor promedio de 
ingresos laborales mensuales, independientemente 
de la calidad del empleo La edad incide en el ingreso 
laboral de los trabajadores con empleo pleno de 
modo que a mayor edad mayor promedio de remu-

58. Salvo indicación en contrario, se hace referencia a pesos de 
diciembre de 2010.

riesgo de desocupación se triplica entre integran-
tes del estrato muy bajo, se cuadruplica entre los 
del estrato bajo y se duplica entre los del medio 
bajo y medio alto.

 Los ocupados que poseen una condición residen-
cial de menor calidad presentan un mayor riesgo de 
desempleo, defi cit que aumenta marcadamente en-
tre los ocupados que no logran acceder a un empleo 
de calidad. El porcentaje de ocupados plenos que 
estuvieron desocupados al menos una vez en el úl-
timo año es del 24,0% entre los residentes en villas 
o asentamientos precarios, el 11,1% entre los habi-
tantes de zonas con trazado urbano de nivel bajo y 
el 7,7% entre los que residen en barrios dentro de 
la traza formal de nivel medio. La brecha de riesgo 
de desempleo que genera el ocuparse en un empleo 
precario o subempleo inestable, en comparación 
con la que poseen los trabajadores en situación de 
empleo pleno, se duplica entre los habitantes de vi-
llas o asentamientos precarios y los de zonas con 
trazado urbano de nivel medio, y se triplica entre 
los de zonas de trazado urbano de nivel social bajo.

A partir de los datos expuestos se concluye que en-
tre los ocupados en empleos de calidad, el riesgo de 
caer en el desempleo es mayor entre los jóvenes, las 
personas de bajo nivel de instrucción formal, los in-
tegrantes del hogar que no son jefes, quienes perte-
necen a hogares de los estratos de menor nivel social 
y los habitantes de villas y asentamientos precarios. 
Las brechas de riesgo de desempleo, asociadas con 
poseer un empleo precario o subempleo inestable, se 
incrementan marcadamente en los varones, las per-
sonas en edad adulta, los jefes de hogar, los integran-
tes del estrato socioeconómico bajo y los residentes 
en zonas con trazado urbano de nivel social bajo. 

MEDIA DE INGRESOS LABORALES

En una sociedad capitalista, los ingresos laborales 
constituyen la principal fuente de recursos mone-
tarios de los hogares. Por lo tanto, si los salarios o 
dividendos del trabajo no se encuentran en niveles 
aceptables, o si directamente son nulos por efecto de 
la desocupación, se verá afectada la calidad de vida de 
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 Los jefes de hogar tienen ingresos laborales supe-
riores a los no jefes, esta diferencia es más marcada 
entre los que no acceden a un empleo pleno. Los je-
fes de hogar con empleo pleno presentan un prome-
dio de ingresos laborales de $ 3.354, mientras que 
entre el resto de los miembros con la misma calidad 
de empleo la media es de $ 2.611. La disminución 
en las remuneraciones que genera un empleo preca-
rio o subempleo inestable es mayor en los jefes de 
hogar (44%) que en los no jefes (36%).

 Los ingresos de los ocupados están fuertemente 
asociados al estrato socioeconómico de los traba-
jadores y a la calidad del empleo. En el caso de los 
ocupados con empleo pleno, los integrantes del 
estrato muy bajo poseen una media de remune-
raciones de $ 1.819, los del estrato bajo $ 2.236, 
los del estrato medio bajo $ 2.650 y los del estrato 
medio alto $ 3.945. Ahora bien, la brecha de ingre-

neraciones (los de 18 a 34 años $ 2.727, los de 35 
a 59 años $ 3.385 y los de 60 años y más $ 3.843). 
En este caso también la disminución de los ingresos 
que genera un empleo precario o subempleo inesta-
ble es similar, con respecto a un empleo pleno, para 
todas las edades, cayendo un 44% en los jóvenes y 
los adultos, y un 39% en los adultos mayores.

 El nivel de instrucción incide marcadamente en la 
media de ingreso laboral de los ocupados. En el caso 
de los que tienen empleo pleno y cuentan con secun-
dario completo o más, reciben en promedio $ 3.387 
mensuales, mientras que entre aquellos que tienen 
hasta secundario incompleto como máximo nivel 
educativo el promedio se ubica en $ 2.416. La dismi-
nución de remuneraciones ocasionada a partir de no 
poder acceder a un empleo pleno es de un 39% entre 
los trabajadores con el menor nivel de instrucción y 
de un 35% en los de secundario completo ó más.
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familia, y genera una desigualdad en la distribución 
del producto social. Un indicador que permite dar 
cuenta de si el nivel de remuneraciones resulta rela-
tivamente bajo es el porcentaje de ocupados que po-
seen ingresos por debajo de la mitad de la mediana.59 
A partir de esto, se considera que los trabajadores 
cuyo salario se encuentra por debajo de ese umbral 
están mal remunerados.

En esta línea, el 13,9% de los ocupados posee 
ingresos inferiores a la mitad de la mediana. Se ob-
servan diferencias importantes según la calidad del 
empleo: el 37,5% de los ocupados en subempleo ines-
table presentan remuneraciones inferiores a la mitad 
de la mediana, reduciéndose al 21,3% entre los que 
poseen empleo precario y a tan sólo el 2,6% entre 
quienes cuentan con un empleo pleno de derechos.

En la fi gura 3.2.6 se presentan, a nivel general y 
para una serie de categorías sociales seleccionadas, 
los porcentajes de trabajadores con retribuciones in-
feriores a la mitad de la mediana. En este sentido, 
teniendo en cuenta que el porcentaje general de ocu-
pados plenos de derechos con retribuciones inferio-
res a la mitad de la mediana es del 2,6% y que este 
porcentaje se incrementa ocho veces y media entre 
los ocupados con empleo precario o subempleo ines-
table, se observa que:

 Las condiciones asociadas al sexo de las personas 
afectan su nivel de ingreso, siendo que el mayor 
défi cit se presenta en las mujeres. La diferencia de 
ingreso entre varones y mujeres se amplía entre los 
trabajadores que no logran acceder a un empleo de 
calidad. La proporción de mujeres con empleo pleno 
e ingresos laborales inferiores a la mitad de la me-
diana es levemente superior a la de los varones con 
la misma calidad de empleo: 3,6% y 2,1%, respecti-
vamente. El riesgo de tener ingresos relativamente 
bajos debido a no contar con un empleo pleno es 
ocho veces superior para ambos sexos.

 La edad de los trabajadores incide levemente en 
las posibilidades de tener un nivel de remuneracio-

59. La mediana, como medida de tendencia central de la estadística 
descriptiva, expresa el valor que asume el primer 50% de los casos. 
Es importante considerar, especialmente en el análisis de ingreso, 
que este estadístico no se encuentra sesgado por valores extremos.

sos generada por el hecho de no poder acceder a 
un empleo pleno es menor entre los ocupados del 
estrato medio alto. Su ingreso disminuye un 21%, 
mientras que entre los integrantes del resto de los 
estratos se reduce entre un 29% y un 34%. 

 La condición residencial y la calidad del empleo 
se asocia al nivel de ingreso laboral de los traba-
jadores. Considerando los ocupados con empleo 
pleno: la media de remuneraciones de los resi-
dentes en villas o asentamientos precarios es de 
$ 2.169, la de los habitantes de zonas con trazado 
urbano de nivel bajo $ 2.251 y la de los de zonas de 
trazado urbano de nivel medio $ 3.553. La dismi-
nución de ingresos laborales que genera ocuparse 
en un empleo precario o subempleo inestable es 
mayor entre quienes residen en villas o asenta-
mientos precarios (42%), que entre los de zonas 
de trazado urbano de nivel social bajo (36%) o tra-
zado urbano de nivel social medio (25%).

De acuerdo con la evidencia presentada, el ingreso 
laboral que se obtiene en el marco del empleo de calidad 
es menor en las mujeres, en los jóvenes, las personas de 
menor nivel educativo formal y en los integrantes del 
hogar que no son jefes. Además, es marcadamente me-
nor entre los trabajadores de menor estrato socioeco-
nómico y en los que habitan en villas, asentamientos 
precarios o en zonas con trazado urbano de nivel social 
bajo. A su vez, el empleo precario y el subempleo inesta-
ble generan, con respecto al empleo pleno de derechos, 
brechas signifi cativas de remuneraciones entre los ocu-
pados que poseen menor nivel de instrucción, los jefes 
de hogar, los integrantes de los estratos de menor nivel 
social y adversas condiciones residenciales. 

INGRESOS RELATIVAMENTE BAJOS

Una de las preocupaciones de los trabajadores es la 
percepción de un ingreso insufi ciente para cubrir sus 
necesidades y las de su familia. Es común que en los 
mercados de trabajo precarizados, que generalmente 
responden a estructuras productivas heterogéneas 
con dispares niveles de productividad, parte de los 
ocupados reciban retribuciones insufi cientes. Esto 
atenta contra el bienestar de los trabajadores y su 
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El riesgo de percibir ingresos relativamente bajos por 
no poder acceder a un empleo pleno aumenta seis 
veces entre los ocupados con secundario incompleto 
y nueve veces en los de secundario completo o más.

 Los jefes de hogar presentan mayores ingresos que 
otros miembros del grupo conviviente. El porcentaje 
de ocupados con inserciones laborales de calidad e 
ingresos inferiores a la mitad de la mediana repre-
sentan el 1,6% de los jefes de hogar y el 4,9% de los 
no jefes. El aumento en el riesgo de verse afectado 
por ingresos relativamente bajos que genera un em-
pleo precario o subempleo inestable, en comparación 
con el empleo pleno, es signifi cativamente mayor en-
tre los jefes de hogar (trece veces) que en el resto de 
los miembros del hogar (cinco veces).

 Conforme se desciende en la estratifi cación social 
del hogar, se incrementa el porcentaje de trabajado-

nes bajas, evidenciándose un mayor nivel de défi -
cit entre los más jóvenes. Entre los ocupados ple-
nos, el porcentaje de trabajadores con ingresos por 
debajo de la mitad de la mediana es del 3,6% entre 
las personas de 18 a 34 años, de 1,8% entre las de 
35 a 59 años y de 2,2% entre las de 60 años y más. 
El riesgo de percibir ingresos relativamente bajos, 
que genera un empleo precario o subempleo ines-
table, respecto a uno pleno, aumenta siete veces 
entre los jóvenes, doce veces entre los adultos de 
edad media y diez veces entre los adultos mayores.

 Los trabajadores con bajo nivel de instrucción tie-
nen ingresos más bajos que los de mayor nivel educa-
tivo. Los ocupados con empleo pleno y con ingresos 
laborales por debajo de la mitad de la mediana repre-
sentan el 4,8% de los trabajadores que cuentan hasta 
el secundario incompleto como máximo nivel de ins-
trucción y el 1,8% de los que superaron dicho nivel. 
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rivado de poseer un empleo precario o subempleo 
inestable, se incrementa signifi cativamente entre los 
jefes de hogar, los ocupados en edad adulta, los inte-
grantes del estrato socioeconómico medio bajo y los 
integrantes de villas o asentamientos precarios.

INSATISFACCIÓN LABORAL

En un mundo donde el trabajo y el tiempo dedi-
cado a esta actividad se constituyen como dos de 
los estructurantes fundamentales de la vida de las 
personas, uno de los principales aspectos que hacen 
a su bienestar/malestar es el nivel de insatisfacción 
laboral que éstas perciben. Entre otros aspectos, 
dentro de este concepto, y coincidiendo con la de-
fi nición utilizada por Gamero Burón (2003: 37), se 
incluyen las características intrínsecas de las tareas 
que realiza el trabajador, “como la satisfacción que 
experimenta el individuo en el lugar de trabajo como 
consecuencia de todos los factores que tienen que 
ver con la actividad laboral”. En esta dirección, el 
nivel de insatisfacción laboral será percibido subje-
tivamente por el trabajador como la síntesis de una 
serie de elementos tales como la ca lidad de las condi-
ciones y medioambiente laboral, lo interesante que 
le resulte el trabajo, la relación con sus superiores, 
pares y/o subordina dos, la cantidad de horas tra-
bajadas, las posibilidades de ascenso, la calidad del 
empleo, el nivel salarial, la disponibilidad de capaci-
taciones, entre otras.

Considerando estos aspectos, según los datos re-
levados por la EDSA - Bicentenario, el 21,6% de los 
ocupados expresa insatisfacción laboral. El nivel de 
insatisfacción se asocia a la calidad del empleo, de 
modo tal que, mientras el 12,4% de los ocupados 
en situación de empleo pleno expresa insatisfacción 
laboral, entre los ocupados con empleo precario el 
valor del indicador asciende a 26,2%, a la vez que al 
49,5% entre los que se encuentran en un escenario 
de subempleo inestable.

En la fi gura 3.2.7 se presentan, a nivel general y para 
una serie de categorías sociales seleccionadas, los por-
centajes de ocupados que expresaron insatisfacción 
laboral según la calidad del empleo que cada uno de 
ellos tenía. En este respecto, teniendo en cuenta que el 
porcentaje de trabajadores con empleo pleno insatis-

res con ingresos bajos. Así, el porcentaje de ocupa-
dos en situación de empleo pleno que tienen ingre-
sos laborales por debajo de la mitad de la mediana 
es del 9,0% entre los trabajadores del estrato muy 
bajo, del 5,0% entre los del estrato bajo, el 2,8% 
entre los del estrato medio bajo y el 0,8% entre los 
del estrato medio alto. El incremento en el riesgo 
de percibir ingresos bajos derivado del hecho de no 
acceder a un empleo pleno se incrementa tres veces 
entre los integrantes del estrato muy bajo, cuatro 
veces entre los trabajadores del estrato bajo, ocho 
veces entre los ocupados del medio bajo y once ve-
ces entre los trabajadores del estrato medio alto.

 Los trabajadores que habitan en zonas de menor 
calidad residencial son los más afectados por los 
ingresos bajos. Asimismo, entre los trabajadores 
que no acceden a un empleo pleno las diferencias 
son aun más marcadas. El porcentaje de ocupados 
plenos con remuneraciones inferiores a la mitad 
de la mediana es del 4,4% entre los trabajadores 
residentes en villas o asentamientos precarios, el 
4,6% entre los habitantes de zonas con trazado 
urbano formal de nivel bajo y el 1,7% entre quie-
nes habitan en barrios de clase media dentro de la 
traza urbana formal. En el caso de ocuparse en un 
empleo precario o subempleo inestable, las proba-
bilidades de tener ingresos bajos aumentan ocho 
veces entre los habitantes de villas o asentamien-
tos precarios y se incrementa seis veces entre los 
residentes de zonas con trazado urbano de nivel 
social medio y medio alto.

De los datos de la EDSA – Bicentenario se eviden-
cia que, si bien los trabajadores con empleo pleno son 
los que tienen los mayores niveles de ingresos labo-
rales, algunos de ellos perciben remuneraciones rela-
tivamente bajas. Los grupos más afectados por este 
problema son las mujeres, los jóvenes, los que poseen 
secundario incompleto, los miembros del hogar que 
no son jefes, los integrantes de los estratos sociales 
más bajos y los residentes en villas, asentamientos 
precarios o zonas de trazado urbano formal de ni-
vel social bajo. Por otra parte, en comparación con 
los trabajadores que cuentan con un empleo pleno, 
el porcentaje de trabajadores con ingresos bajos de-
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la mayor insatisfacción laboral fue expresada por las 
personas de 18 a 34 años (13,4%) y las de 35 a 59 
años (11,9%), en contraste con el 8,0% de los traba-
jadores de 60 años o más. El riesgo de sufrir insatis-
facción para los trabajadores con empleo precario o 
subempleo inestable, en comparación con el empleo 
pleno, aumenta una vez y media entre los jóvenes y 
adultos, y se duplica entre los adultos mayores.

 El nivel de instrucción tiene consecuencias sobre 
la insatisfacción laboral de los ocupados que no 
logran acceder a un trabajo de calidad. Los traba-
jadores en situación de empleo pleno con insatis-
facción laboral representan un 14,3% entre quie-
nes cuentan con el secundario incompleto como 
máximo nivel de instrucción y un 11,7% entre los 
de secundario completo o más. En ambos grupos, 
el riesgo de insatisfacción se incrementa una vez y 
media al no poder acceder a un empleo pleno.

fechos laboralmente es del 12,4% y que, con respecto a 
este valor, el problema se incrementa una vez y media 
entre los trabajadores con empleos precarios o en si-
tuación de subempleo inestable, se observa que:

 La insatisfacción laboral varía de acuerdo a las 
condiciones asociadas al sexo sólo para los traba-
jadores que no acceden a un empleo pleno de dere-
chos. La diferencia de insatisfacción laboral entre 
las mujeres y los varones con empleo de calidad no 
es estadísticamente signifi cativa (13,4% y 11,8%, 
respectivamente). En contraste, la insatisfacción 
laboral de los ocupados que no acceden a un em-
pleo pleno se triplica entre los varones y se duplica 
entre las mujeres, con respecto al promedio de 
quienes cuentan con un empleo pleno.

 La insatisfacción laboral desciende conforme 
avanza la edad de los trabajadores. Así, entre quie-
nes se encuentran en una situación de empleo pleno, 
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Según esta evidencia, la insatisfacción laboral se 
encuentra ampliamente asociada a los factores sub-
yacentes a la calidad del empleo, de modo que, a me-
nor calidad de éste, se incrementa la percepción de 
insatisfacción laboral. Considerando a los ocupados 
con derechos plenos, en el contexto de las categorías 
sociales analizadas, sólo el estrato social incide en 
forma signifi cativa en una mayor o menor insatisfac-
ción laboral. A su vez, las brechas en la insatisfacción 
que genera un empleo sin reconocimiento de dere-
chos, en comparación con un empleo pleno, se am-
plían marcadamente entre quienes residen en villas y 
asentamientos precarios, los integrantes del estrato 
socioeconómico muy bajos, las personas con bajo ni-
vel educativo y los varones.60

MALESTAR EMOCIONAL GENERAL

La incidencia de la situación laboral y del nivel de 
insatisfacción en el trabajo se pueden constituir en 
factores que alteran en forma considerable la salud 
mental de las personas. En este sentido, el malestar 
emocional61, considerado como el “défi cit de las ca-
pacidades emocionales y cognitivas de las personas 
que permiten responder a las demandas ordinarias 
de la vida cotidiana, desenvolverse socialmente y 
tener relaciones satisfactorias con los otros” (UCA, 
2011: 33), se constituye en una forma de representar 
la salud mental y las relaciones con las situaciones 
laborales de la población relevada por la EDSA – Bi-
centenario en el año 2010.

En este respecto, el malestar emocional de la po-
blación disminuye marcadamente al aumentar la 
calidad del empleo: mientras que sólo el 8,5% de los 
ocupados en situación de empleo pleno de derechos 
laborales presenta malestar emocional, este pro-

60. Estas conclusiones son coincidentes con las de estudios desa-
rrollados por Gamero Burón (2007) y Lasierra (s/f). Los autores 
expresan que factores, a priori importantes, como el nivel de 
remuneraciones, aparecen en un segundo orden al considerar los 
contratos temporales y la baja calidad en la determinación de la 
satisfacción. Además, que son los varones los más afectados.

61. Se hace referencia a la aplicación de la escala KPDS-10 de 
medición del estado de salud mental general e inespecífi co, que 
permite identifi car los síntomas relacionados con depresión y 
ansiedad. Por más precisiones ver el capítulo 5.

 La posición en el hogar no afecta la insatisfacción 
laboral entre los ocupados con empleo pleno. Entre 
los trabajadores que no pueden acceder a un trabajo 
de calidad, los jefes de hogar expresan una mayor 
insatisfacción laboral. El 11,7% de los jefes de hogar 
con empleo de calidad presentan insatisfacción la-
boral, mientras que para el resto de los integrantes 
del hogar el indicador alcanza al 13,9%, con igual 
calidad de empleo. El incremento en la insatisfac-
ción laboral que genera un empleo precario o su-
bempleo inestable, en comparación con la situación 
del empleo pleno, es mayor entre los jefes de hogar 
(se triplica) que entre los no jefes (se duplica).

 La insatisfacción laboral es signifi cativamente ma-
yor entre los integrantes del estrato muy bajo, que sólo 
pueden acceder a un empleo precario o un subempleo 
inestable. En este sentido, los ocupados en situación de 
empleo pleno que expresan insatisfacción laboral re-
presentan un 20,8% entre las personas del estrato so-
cioeconómico muy bajo, un 15,9% entre los del estrato 
bajo, un 11,4% entre los del estrato medio bajo y un 
10,5% entre los del estrato medio alto. El riesgo de in-
satisfacción laboral que genera el hecho de no acceder a 
un empleo pleno, en comparación con sí poder hacerlo, 
se duplica entre los trabajadores de los estratos muy 
bajo y medio bajo, y se incrementa aproximadamente 
en un 50% entre los de los estratos bajo y medio alto.

 En el caso de los trabajadores con empleo pleno, 
la insatisfacción laboral no varía según la condición 
residencial. Entre los trabajadores precarios o con 
subempleo inestable, a menor calidad residencial, 
se evidencia una mayor insatisfacción laboral. Esto 
es, entre los ocupados con empleo pleno, expresan 
insatisfacción laboral el 11,1% de los que se empla-
zan en villas o asentamientos precarios, el 15,3% de 
los habitantes de zonas con trazado urbano formal 
de nivel social bajo y el 11,1% de quienes residen en 
barrios dentro de la traza formal de nivel medio. La 
insatisfacción laboral que genera ocuparse en un em-
pleo precario o subempleo inestable, en comparación 
con la situación del pleno empleo, es tres veces ma-
yor entre los trabajadores residentes en villas o asen-
tamientos precarios y se duplica entre los de zonas 
de trazado urbano de nivel social bajo y medio alto.
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menta al doble al ocuparse los trabajadores en un 
empleo precario o subempleo inestable, en com-
paración con quienes acceden a un empleo pleno.

La evidencia presentada indica que el malestar emo-
cional se incrementa signifi cativamente entre los tra-
bajadores que no logran acceder a un empleo de cali-
dad. En el marco de este último, el défi cit emocional es 
mayor entre los ocupados del estrato socioeconómico 
bajo, entre los que cuentan con el secundario incom-
pleto como máximo nivel educativo y, entre los resi-
dentes en villas, asentamientos precarios y zonas con 
trazado urbano formal de nivel bajo. Las diferencias 
de malestar emocional asociadas con poseer un em-
pleo precario o subempleo inestable son importantes 
en el caso de las mujeres, los adultos y los integrantes 
del estrato socioeconómico muy bajo.

PERCEPCIÓN DE FELICIDAD

Cada persona tiene su propia idea de felicidad y 
ésta se puede medir y analizar a través de una serie de 
preguntas, tales como: “¿Cuán satisfechos están con 
sus vidas?”. Ésta es una de las formas de aproximarse 
al bienestar “subjetivo en relación a circunstancias y 
comparaciones con otras personas, experiencias pa-
sadas, y expectativas con respecto al futuro” (Cioc-
chini, Molteni y Brenlla, 2009: 20). 

Factores como la importancia del trabajo, la nece-
sidad de ingresos, las presiones o satisfacciones que 
se pueden originar por él o la angustia y la desespe-
ranza de no obtener un empleo pueden alterar drás-
ticamente las condiciones de vida de la población y 
su percepción de felicidad.

En este sentido, la sensación de felicidad se deter-
mina por medio de una escala (donde 1 representa el 
menor grado de felicidad y 10 el mayor). De los datos 
de la EDSA – Bicentenario se desprende que la felicidad 
de las personas se asocia con la calidad del empleo: en la 
escala de felicidad, los ocupados en situación de empleo 
pleno de derechos laborales presentan un promedio de 
8,2 puntos; los trabajadores precarios y los de subem-
pleo inestable de 7,8 y los desocupados de 7,5.

En la fi gura 3.2.9 se presentan, a nivel general y 
para una serie de categorías sociales seleccionadas, 
las medias de felicidad por calidad del empleo. To-

marcadamente entre los ocupados que no logran 
acceder a un empleo de calidad. Así, el porcentaje 
de ocupados plenos con malestar emocional es del 
11,9% entre los trabajadores que poseen el secun-
dario incompleto como máximo nivel y del 7,2% 
entre los que lo completaron o incluso lo supera-
ron. En ambos grupos, el malestar emocional se 
duplica por no poder acceder a un empleo pleno.

 El malestar emocional no presenta diferencias sig-
nifi cativas al considerarse los distintos roles de los 
trabajadores en el hogar, pero aumenta marcada-
mente al no lograrse una inserción en un empleo de 
calidad. Se aprecia malestar emocional en el 8,4% de 
los jefes de hogar con empleo pleno y en el 8,6% del 
resto de los integrantes que cuentan con la misma ca-
lidad de empleo. En ambos grupos este problema se 
duplica por no poder acceder a un empleo de calidad.

 El malestar emocional se incrementa al disminuir 
el estrato socioeconómico de las personas. Las di-
ferencias entre los estratos son más marcadas en 
los ocupados que no logran acceder a un empleo 
pleno que entre los que sí lo logran. El porcentaje de 
ocupados en empleos de calidad con malestar emo-
cional entre los integrantes del estrato socioeconó-
mico muy bajo es del 12,4%, entre los del estrato 
bajo, el 16,2%, entre los del estrato medio bajo, del 
8,9%, a la vez que 4,9% entre los del estrato medio 
alto. El malestar emocional asociado con el hecho 
de no acceder a un empleo pleno, en comparación 
con éste, se duplica entre los integrantes de los es-
tratos muy bajo, medio bajo y medio alto y aumenta 
levemente entre los del estrato bajo.

 Los ocupados que poseen una condición resi-
dencial de menor calidad presentan un mayor 
malestar emocional, problema que aumenta 
marcadamente entre los ocupados en situación 
de empleo precario o subempleo inestable. Con-
siderando a los trabajadores con empleo pleno, 
presentan malestar emocional el 15,8% de los 
residentes en villas o asentamientos precarios, 
el 13,5% de los habitantes de zonas con trazado 
urbano de nivel bajo y el 6,0% entre los de zonas 
de trazado urbano de nivel medio. El malestar au-
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años; 8,1 entre los de 35 a 59 años y 7,9 entre los 
de 60 años y más. La diferencia en el promedio del 
indicador de felicidad generada por un empleo pre-
cario o subempleo inestable, en comparación con 
la situación de un empleo pleno, es similar para los 
jóvenes y adultos, disminuye un 7% y un 6%, respec-
tivamente; pero es casi nula en los adultos mayores.

 El nivel de instrucción no afecta de manera signifi -
cativa la percepción de felicidad. Entre los ocupados 
en situación de empleo pleno, el nivel de felicidad es 
de 8,3 para los que poseen secundario incompleto 
como máximo nivel educativo y de 8,2 entre los de 
secundario completo o más. La disminución en el 
promedio del indicador de felicidad derivada del 
hecho de no poder acceder a un empleo pleno, con 
respecto al valor de éste, es de un 7% entre quienes 
tienen hasta el secundario incompleto y de un 4% 
en los que alcanzaron o superaron dicho nivel.

mando como referencia que el valor medio del indi-
cador de felicidad de los ocupados con empleo pleno 
es de 8,2 y que, con respecto a ese valor, la felicidad 
disminuye un 6% entre los trabajadores de empleo 
precario o subempleo inestable, se observa que:

 Las mujeres presentan un nivel de felicidad le-
vemente inferior al de los varones. En el caso de 
los trabajadores con empleo pleno, de 8,1 para las 
mujeres y 8,3 para los varones. La brecha en este 
indicador que genera el no acceder a un empleo 
pleno es similar para ambos sexos, disminuye un 
6% en las mujeres y un 5% en los varones.

 A menor edad se evidencia una mayor felicidad en-
tre los ocupados con empleo pleno. Entre los que no 
logran acceder a un empleo de calidad no es signifi -
cativa la diferencia entre los grupos de edad. Dentro 
del grupo de trabajadores con empleos de calidad, la 
media del indicador es de 8,4 entre los de 18 a 34 



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 117

varones y en los más jóvenes. El empleo precario y el 
subempleo inestable generan, con respecto al empleo 
pleno de derechos, brechas signifi cativas que disminu-
yen la percepción de felicidad. Estas diferencias son 
mayores en el caso de los jóvenes, los trabajadores de 
menor nivel educativo, los del estrato socioeconómico 
muy bajo y los residentes en zonas con trazado urbano 
de nivel bajo. 

3.3 ACTIVIDADES REPRODUCTIVAS 
EN EL ÁMBITO DOMÉSTICO

En este apartado se analiza el cumplimiento de los 
derechos relativos a la conciliación entre trabajo y fa-
milia. En primer lugar, se evalúa para la población ur-
bana de 18 años o más, relevada por la EDSA - Bicen-
tenario, el nivel de participación en actividades in-
tensivas en el hogar y la incidencia del cumplimiento 
de los derechos laborales. Se determinan, por medio 
de modelos de regresión logística, las categorías so-
ciales que inciden en que la población desarrolle es-
tas actividades. La calidad de los modelos se mide 
por el procedimiento “overall”, la determinación de 
las categorías sociales que poseen más relevancia se 
realiza por el coefi ciente “wald” y la comparación de 
probabilidades de poseer uno u otro atributo al inte-
rior de las categorías sociales, por medio de la razón 
de momio o “Exp (B)”.62 En segundo lugar, se ana-
lizan indicadores de bienestar personal asociados al 
trabajo y las diferencias que se presentan según la 
intensidad laboral del trabajo reproductivo y el sexo 
de la persona.

ACTIVIDADES INTENSIVAS
DE REPRODUCCIÓN

La división de actividades entre productivas y re-
productivas surge de la consideración clásica del tra-
bajo como generador de bienes y servicios ofertados 

62. Sobre el procedimiento de regresión logística y de los coefi -
cientes utilizados, ver apartado 3.2.

 La posición de los trabajadores en el hogar no genera 
diferencias en la percepción de felicidad. Los jefes de 
hogar con empleo pleno presentan un promedio del 
indicador de felicidad sin diferencias estadísticas con 
respecto al del resto de los miembros con la misma 
calidad de empleo, 8,2 en ambos grupos. La disminu-
ción en el indicador de felicidad que genera un empleo 
precario o subempleo inestable, en comparación con 
el empleo pleno, es de un 5% para ambos grupos.

 No se verifi ca una incidencia signifi cativa entre 
el estrato socioeconómico de los trabajadores y el 
nivel de felicidad. Dentro de los trabajadores con 
empleo pleno, los integrantes del estrato muy bajo 
poseen una percepción de felicidad de 8,4; los del 
estrato bajo 8,1; los del estrato medio bajo 8,2 y 
los del estrato medio alto 8,3. La disminución del 
nivel de felicidad observada entre los que poseen 
empleo precario o subempleo inestable, en compa-
ración con los de empleo pleno, es de un 10% en-
tre los del estrato muy bajo, de un 3% para los del 
estrato bajo, de un 5% entre los del estrato medio 
bajo y de un 4% entre los del estrato medio alto.

 La condición residencial no genera diferencias 
estadísticamente signifi cativas en el nivel de felici-
dad de los trabajadores. Considerando los ocupados 
con empleo pleno, el nivel medio del indicador es de 
8,4 entre los residentes en villas o asentamientos 
precarios y de 8,2 entre los habitantes de zonas con 
trazado urbano formal de nivel bajo y de nivel me-
dio. La disminución en el nivel de felicidad que ge-
nera ocuparse en un empleo precario o subempleo 
inestable es similar entre estos grupos, de un 4% 
entre los habitantes de villas o asentamientos pre-
carios, un 7% entre los de zonas de trazado urbano 
de nivel social bajo y un 4% entre los pobladores de 
trazado urbano de nivel social medio.

En líneas generales podemos resumir que los nive-
les de felicidad de la población se encuentran asocia-
dos al entorno positivo de un empleo pleno de dere-
chos. La obtención de un trabajo con reconocimiento 
de derechos laborales incrementa la percepción de feli-
cidad. Asimismo, entre los que acceden a un empleo de 
este tipo se observa un mayor nivel de felicidad en los 
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relaciones y valores relativos a las necesidades más 
básicas y relevantes para la existencia y reproducción 
de las personas”. Considerando elementos físicos y 
simbólicos que permiten a las personas sobrevivir en 
la sociedad y generando la posibilidad de determinar 
su “valor económico” (Rodríguez Enríquez, 2005: 5). 

Respecto a la conciliación entre la vida laboral y 
familiar, Rodríguez Enríquez, Giosa Zuazúa y Nieva 
(2010:3) expresaron la necesidad de promover accio-
nes y políticas, privadas y públicas, que se planteen 
como herramientas efi cientes para revertir las situa-
ciones de inequidad, en especial las evidenciadas con 
respecto a las mujeres.64 Es decir reclaman desarrollar 
“intervenciones que buscan facilitar una combinación 
adecuada de inserción laboral, atención de las respon-
sabilidades de cuidado, y disfrute del resto de los ám-
bitos de la vida personal, familiar y comunitaria”.

La institucionalización de estos mecanismos toma 
una vital importancia ante la convicción que la dedi-

64. En este respecto, un estudio realizado por la Universidad 
Austral (2011), expresa que para los empleadores la conciliación 
trabajo-familia no se considera un tema de gestión y se asocia a 
un dilema personal. Además, las acciones empresariales están sólo 
asociadas a la retención de talentos y motivación de los empleados. 
Al mismo tiempo no se evidencian diferencias notorias entre las 
prácticas de grandes empresas y PyMEs. Por otra parte, sólo un 
18% de los empleados consultados expresaron que su entorno 
sistemáticamente facilita la conciliación laboral-familiar, mientras 
que un 41% percibe que su entorno ocasionalmente difi culta esta 
conciliación y un 7% que sistemáticamente la difi culta.

en el mercado.63 Las tareas efectuadas en el hogar 
son múlti ples: realización de compras, elaboración de 
ali mentos, atención de nutrición y salud, cuidado y 
acompañamiento educativo de niños, cuidado de an-
cianos (incrementado por el envejecimiento poblacio-
nal), limpieza y mantenimiento de la vi vienda, etc.

La no consideración de estas actividades en los es-
tudios laborales deja sin posibilidades de evidenciar 
y ponderar esfuerzos que son imprescindibles para la 
reproducción fami liar y social. 

En general, las actividades al interior del hogar, re-
caen en las mujeres y, en muchos casos, generan tensio-
nes con sus rea lidades o expectativas laborales. Común-
mente, estas tensiones se ven exacerbadas por las debi-
lidades de las políticas públicas y de los servicios asis-
tenciales que tendrían que acompañar las ne cesidades 
de la vida familiar. Además, para integrantes de hogares 
de bajo nivel socioeconómico, la escasa presencia del Es-
tado en estos ámbitos convierte las acciones referidas al 
cuidado en estrategias básicamente privadas, familiares 
y femeninas (Pautassi, 2007; OIT y PNUD, 2009). 

Este hecho, que genera una menor autonomía eco-
nómica de las mujeres, puede ser identifi cado como 
una “sub-utilización de la fuerza de trabajo femenina”. 
Evidenciada, entre otras cosas, por el “desempleo 
abierto, el desempleo oculto en la inactividad, o inclu-
sive la situación de inactividad involuntaria de las mu-
jeres que no pueden participar del mercado de empleo 
por asumir la responsabilidad de la organización de 
los trabajos de cuidado al interior del hogar” (Rodrí-
guez Enríquez, Giosa Zuazúa y Nieva; 2010: 7).

Las preocupaciones con respecto a esta proble-
mática plantearon la necesidad de desarrollar una 
“economía del cuidado” que se   refi ere a un “espacio 
bastante indefi nido de bienes, servicios, actividades, 

63. La diferencia entre trabajo asalariado y trabajo doméstico fue 
desarrollada ampliamente por Rodríguez Enríquez (2005: 5), quien 
expresa que “surgen como categorías diferenciadas a partir del 
desarrollo de las economías capitalistas industriales, que provocó 
una división entre la esfera de lo público (el mercado) y la esfera 
de lo privado (el hogar). Esta frontera adquiere características dife-
renciadas según los contextos: es común encontrar situaciones 
donde los hogares siguen haciéndose cargo de muchas actividades 
productivas (o que lo serían si se desarrollaran en el mercado) y 
situaciones donde el mercado o el Estado han asumido funciones 
reproductivas (por caso, cuidado de niños o personas mayores, 
servicios domésticos de distinto tipo).” 
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ción familiar.65 A partir de esta clasifi cación, el 56,3% 
de la población de 18 años o más, realiza actividades 
intensivas en el interior del hogar. Asimismo, respecto 
de las personas que realizan actividades reproductivas, 
el 49,1% también están ocupados en el mercado de tra-
bajo y el 20,5% poseen un empleo con reconocimiento 
pleno de derechos laborales (fi gura 3.3.1).

El resultado de la aplicación de modelos de regresión lo-
gística permite identifi car las categorías sociales que inci-
den en la propensión de la población a realizar actividades 
intensivas y su combinación con el trabajo remunerado.

65. Personas encargadas de realizar por lo menos tres de las 
siguientes actividades: 1.- Limpiar, lavar o planchar; 2.- Hacer la 
comida o cocinar; 3.- Cuidar a los niños u otro familiar que vive en 
el hogar y 4.- Realizar compras, mandados en almacenes y super-
mercados. Por mayor información, ver fi gura 3.1.1.

cación de las mujeres al trabajo productivo genera, 
en gran parte de los casos, una duplicación de acti-
vidades debido a que se considera que “continúan” 
siendo socialmente responsables de las actividades 
de cuidados al interior del hogar. En especial, en los 
hogares de menor nivel social en los que no se gene-
ran recursos excedentes para contratar a trabajado-
res externos que realicen estas tareas (Pautassi, 2007 
y Rodríguez Enriquez, 2001).

Con estos antecedentes, se presentan a continua-
ción refl exiones respecto de la conciliación entre las ac-
tividades productivas y las de reproducción que surgen 
de los datos de la EDSA – Bicentenario. Se identifi can 
como personas que realizan actividades intensivas en 
el hogar a aquellos integrantes que son responsables 
de realizar por lo menos tres de las cuatro actividades 
consideradas como imprescindibles para la reproduc-
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POSIBILIDAD DE REALIZAR ACTIVIDADES 
REPRODUCTIVAS Y PRODUCTIVAS

Por otra parte, algunas de las personas con activi-
dades reproductivas intensiva dedicadas al cuidado 
realizan también actividades productivas. En la fi -
gura 3.3.2 se presentan resultados del modelo de re-
gresión logística que predice la probabilidad de que 
una persona responsable de actividades en el interior 
del hogar se encuentre ocupada. 

El modelo desarrollado presenta una buena calidad 
de predicción: 74,2% de “overall” tanto en la predic-
ción acertada de las personas que desarrollan activi-
dad intensiva en el hogar como en los que además de 
desarrollar estas actividades están ocupados. 

Las variables que presentan más infl uencia en la 
determinación son la edad, la posición en el hogar, el 
estrato socioeconómico, el sexo y, en menor medida, la 
condición residencial (con valores de coefi ciente “wald” 
de 340, 164, 125, 48 y 11, respectivamente). Una vez 
más resulta relevante observar que cuando se controla 
por el estrato socioeconómico no presenta infl uencia 
estadísticamente signifi cativa el nivel educativo.

Se observa que los jóvenes y los adultos mayores, 
responsables de actividades en el hogar, presentan una 
menor probabilidad que los adultos en igual situación 
de realizar actividades productivas (32% y 91% me-
nos, respectivamente). Los integrantes del hogar que 
no son jefes tienen un 72% menos de posibilidades de 
participar en el mercado de trabajo y en actividades 
en el hogar que los jefes en esa condición. El menor 
estrato socioeconómico determina una menor proba-
bilidad de realizar actividades productivas y reproduc-
tivas (los integrantes del estrato socioeconómico muy 
bajo presentan un 81% menos de probabilidades que 
los del medio alto de realizar ambas actividades). Ade-
más, es inferior esta probabilidad en las mujeres que 
en los varones (un 56%). Sin embargo, los habitantes 
de villas o asentamientos precarios tienen un 73% más 
de posibilidades de sufrir la sobrecarga de ambos tipos 
de actividades que los residentes en zonas con trazado 
urbano. En todos los casos, controlando el efecto del 
resto de las variables presentes en el modelo.

En función de las evidencias, tal como se ha enun-
ciado, sólo la mitad de las personas responsables de las 
principales tareas del hogar realizan actividades labo-

TENDENCIA A REALIZAR
ACTIVIDADES INTENSIVAS 

El primero de los modelos, el que estudia la ten-
dencia a realizar actividades intensivas en el interior 
del hogar, posee una considerable capacidad de pre-
dicción general medida por un “overall” de 79,7%. En 
los que poseen actividad intensiva, las predicciones 
acertadas son de 79,4%, lo cual confi rma las bonda-
des del modelo.

La variable incluida en el modelo con mayor in-
fl uencia en la determinación de la actividad intensiva 
en el hogar es el sexo (coefi cientes “wald” de 1325) y, 
en menor medida, el grupo de edad y el estrato so-
cioeconómico de pertenencia (coefi cientes de 28 y 6; 
respectivamente). El nivel educativo, la posición en 
el hogar y la condición residencial de la población no 
presentan efectos signifi cativos.

El efecto de poseer uno u otro atributo está dado 
por los “Exp (B)”, expresados en el fi gura 3.3.2. Se ob-
serva que, controlando el efecto de las otras variables, 
la probabilidad que las mujeres realicen actividades 
intensivas en el hogar es 17,4 veces mayor que la pre-
sentada por los varones. Los jóvenes y los adultos ma-
yores poseen una probabilidad menor que los adultos 
de realizar este tipo de actividades, dicha probabilidad 
disminuye un 33% y un 27%, respectivamente. Al 
mismo tiempo, si bien con escasa signifi cancia, los in-
tegrantes de los estratos de menor nivel social tienden 
a presentar una mayor actividad intensiva en el hogar. 

A partir de lo expuesto se puede resumir que la 
realización de las actividades necesarias para la re-
producción social recae fuertemente en las mujeres. 
De este modo, el sexo se constituye en un determi-
nante social por encima del grupo de edad, el nivel 
educativo, la posición en el hogar, el estrato socioecó-
mico y la condición residencial de pertenencia. Ade-
más, formar parte de los estratos socioeconómicos 
bajos o de sectores medios empobrecidos establece 
un incremento de la probabilidad de desarrollar acti-
vidades en el interior del hogar. Esto se debe a la difi -
cultad para generar recursos económicos excedentes 
que permitan contratar a trabajadores externos. Tal 
como se expresó, no presentan efectos signifi cativos 
el nivel educativo, la posición en el hogar y la condi-
ción residencial.
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poseen un 47% menos de posibilidades de acceder a un 
empleo pleno que los jefes, los adultos mayores un 81% 
menos que los adultos, las mujeres un 38% menos que 
los hombres, los que viven en una villa o asentamiento 
precario un 39% menos (con bajo nivel de signifi ca-
ción) y los que viven en una zona con trazado urbano 
de nivel social bajo un 45% menos de probabilidades 
que los que habitan en una con trazado urbano de nivel 
social medio. Otra inequidad se genera según el nivel 
educativo: siempre considerando a los integrantes del 
hogar que realizan tareas de reproducción intensivas, 
los que no culminaron el secundario poseen un 25% 
menos de probabilidad de conseguir un empleo pleno 
que los que terminaron el nivel secundario completo. 
En todos los casos, controlando el efecto del resto de 
las variables presentes en el modelo.

Podemos concluir que, tal como se adelantó, sólo dos 
de cada diez personas que realizan actividades de re-
producción del hogar logran acceder a un empleo pleno 
de derechos. Esto depende, en gran parte, del estrato 
socioeconómico de pertenencia; en menor medida in-
ciden el nivel educativo y el sexo. Considerando a las 
personas que realizan actividad intensiva en el hogar, es 
más factible que logren una inserción laboral de calidad: 
los integrantes de nivel social alto, los adultos, los jefes 
de hogar, los varones, los que habitan en zonas con tra-
zado urbano y los que poseen un nivel educativo alto.

CONSECUENCIAS ASOCIADAS A LA FALTA DE 
CONCILIACIÓN TRABAJO  FAMILIA

La doble actividad, generada por la participación 
en los ámbitos de reproducción familiar y del trabajo 
productivo, en ausencia de efectivos mecanismos de 
conciliación entre ambos ámbitos, ocasiona inequi-
dades de tipo objetivo: mayor riesgo de caer en el 
desempleo, desventaja en obtener ascensos y promo-
ciones laborales, mayor niveles de ausentismo, etc.; y 
de tipo subjetivo: como insatisfacción laboral, mayor 
malestar emocional, menor tiempo de ocio, dismi-
nución de la calidad de las actividades familiares y 
parentales, etc. (Rodríguez Enríquez, Giosa Zuazúa 
y Nieva, 2010; SERNAM, 2003). 

Ante estos antecedentes, es importante tener en 
cuenta la presencia mayoritariamente femenina en el 
trabajo reproductivo no remunerado: las mujeres re-

rales. El esfuerzo para conciliar el trabajo y las respon-
sabilidades familiares es realizado, en mayor medida, 
por los trabajadores pertenecientes a los estratos socia-
les más bajos. En menor magnitud, entre las mujeres, 
los integrantes del hogar que no son jefes y los jóvenes 
se complejiza la armonización del trabajo remunerado 
y las actividades de reproducción. En este respecto, no 
presenta efecto signifi cativo el nivel educativo. 

POSIBILIDAD DE REALIZAR ACTIVIDADES 
REPRODUCTIVAS Y PRODUCTIVAS EN UN 
EMPLEO PLENO 

Por otra parte, si bien algunos de los responsables 
de las tareas del hogar logran una inserción laboral, 
en función de expectativas y/o estrategias familiares, 
sólo el 20,5% posee un empleo pleno de derechos. 
Para determinar cuales son los factores que inciden 
en el paso de realizar actividades de reproducción 
familiar y la conciliación de éstas con un empleo de 
calidad se aplicó el tercer procedimiento de regresión 
logística. El modelo obtenido posee una buena capa-
cidad de predicción general (75,8%) y de predicción 
de los identifi cados con empleo pleno y actividad in-
tensiva en el hogar (78,5%).

Las categorías sociales que presentan una mayor 
determinación en el modelo son el estrato socioeco-
nómico y la edad (coefi cientes “wald” de 82 y 74; res-
pectivamente). En menor medida, infl uye el rol en el 
hogar, el sexo, la condición residencial y el nivel educa-
tivo (coefi cientes de 31, 14, 11 y 5, respectivamente).

La mayor desigualdad en el acceso al empleo de ca-
lidad, entre los responsables de las actividades del ho-
gar, está relacionada con el estrato socioeconómico de 
pertenencia: si se compara con el estrato medio alto, 
los integrantes del estrato medio bajo poseen un 53% 
menos de probabilidades de acceder a un empleo pleno, 
los del estrato bajo un 77% menos y los del estrato muy 
bajo un 94% menos.66 Los integrantes del hogar res-
ponsables de las tareas reproductivas que no son jefes 

66. Es importante tener en cuenta que en el total de la población, 
fi gura 2.2.1, la brecha de inequidad generada por la estratifi cación 
social era menor. Por lo tanto, en el caso de las personas respon-
sables de actividades en el interior del hogar disminuye marca-
damente la posibilidad de obtener un empleo de calidad.
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liación de familia y trabajo existentes en el país obli-
gan a gran parte de las mujeres a aceptar empleos no 
registrados, a preferir la versatilidad del trabajo en 
el servicio doméstico en hogares, las contrataciones 
temporales y otras formas de precariedad laboral. En 
general, estas prestaciones van en desmedro de sus 
ingresos y de la calidad del trabajo.68

Tal como fue expresado, la situación laboral de las 
mujeres se encuentra complejizada por la impronta 
social que las estigmatiza como principales respon-

68. En el Informe mundial sobre salarios 2010/2011 de la OIT 
(2010: 54) se identifi can cuatro razones por las que las mujeres 
son más vulnerables a los bajos salarios: “el trabajo de la mujer 
puede ser subvaluado porque la vida económica de las mujeres 
sigue patrones diferentes, la mujer tiende a tener un salario de 
reserva más bajo que el hombre, el sesgo de género en las institu-
ciones que fi jan salarios puede tener efectos irregulares de género 
y a menudo las mujeres sufren desventajas por diferentes efectos 
del lugar de trabajo”.

presentan el 79,4% de las personas que realizan acti-
vidad intensiva en el hogar, el 70,4% de los ocupados 
con actividad intensiva en el hogar y el 67,9% de los 
ocupados con empleo pleno de derechos con activi-
dad intensiva en el hogar.67 Debido a esto, la proble-
mática del trabajo reproductivo no remunerado y la 
compatibilización entre trabajo y familia, si bien es 
asumida por algunos hombres, se convierte en una 
temática que afecta mayoritariamente a las mujeres. 

Además, se evidencia el inconveniente de las mu-
jeres responsables de las actividades del hogar para 
insertarse en empleos con reconocimiento pleno de 
derecho laborales. La conjunción de un mercado de 
trabajo precarizado y las escasas estrategias de conci-

67. Es importante tener en cuenta que este estudio se refi ere a la 
población en la totalidad de los hogares. Si se excluirían del análisis 
a los hogares unipersonales, tenderían a aumentar los porcentajes 
de participación femenina. 
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mayor insatisfacción laboral en los ocupados que 
realizan trabajo reproductivo. La existencia de una 
doble carga de actividades ocasiona un incremento 
mayor de la insatisfacción laboral en las mujeres que 
en los hombres. En el caso de las mujeres ocupadas la 
brecha en la insatisfacción laboral que genera la rea-
lización de actividades intensivas de reproducción es 
de un 24% (pasa del 17,6% al 21,8%) mientras que en 
los hombres es de un 19% (pasa del 21,1% al 25,2%).

MALESTAR EMOCIONAL

Complementariamente, se observa una inciden-
cia de la doble carga de actividades, reproductiva y 
productiva, en el malestar emocional (operaciona-
lizado por el porcentaje de población que obtuvo 
puntuaciones que indican riesgo moderado o alto 
de depresión o ansiedad en la escala KPDS-10). En 
líneas generales, este malestar es mayor entre los 
ocupados que realizan una actividad intensiva en 
el hogar (18,3%) que entre los que no realizan este 
tipo de actividades (11,2%) (fi gura 3.3.3). El males-
tar emocional es similar entre mujeres y varones 
cuando no realizan trabajo reproductivo intensivo, 
12,2% y 11,0% respectivamente. Sin embargo, la 
brecha se amplía marcadamente al considerar el in-
cremento de malestar emocional asociado a la carga 
de actividades en el hogar: aumenta un 69% en las 
mujeres (del 12,2% al 20,6%) y sólo un 16% en los 
varones (del 11,0% al 12,7%).

FALTA DE TIEMPO LIBRE

Por otra parte, otra faceta del bienestar personal 
seriamente afectada por la duplicación de actividades 
es el tiempo de ocio (operacionalizado como el porcen-
taje de personas que expresaron que no cuentan con 
tiempo libre respecto del total de población). El 7,9% 
de los ocupados que no realizan actividades intensi-
vas en el hogar no cuenta con tiempo de ocio mientras 
que entre los ocupados que realizan actividades inten-
sivas la falta de tiempo libre se incrementa a un 13,4% 
(fi gura 3.3.3). La mayor inequidad se observa en per-
juicio de las mujeres ocupadas que realizan actividad 
intensiva en el hogar: mientras que en los hombres no 
es signifi cativa la variación (del 8,2% al 8,4%), en las 

sables de las actividades necesarias para la repro-
ducción familiar. En algunos casos, en contra de sus 
expectativas de desarrollo personal, algunas mujeres 
ven truncadas o limitadas sus posibilidades de inser-
ción laboral y otras veces, ante la necesidad de ingre-
sos, se ven obligadas a participar del mercado de tra-
bajo, sufren limitaciones y discriminaciones, y deben 
sacrifi car su tiempo libre y momentos de ocio en fun-
ción de una duplicación de actividades que muchas 
veces no son reconocidas ni valoradas.

Por otra parte, en la fi gura 3.3.3 se presentan 
indicadores, de la población de 18 años o más, que 
dan cuenta de las inequidades observadas entre 
ocupados según realicen actividades intensivas en 
el hogar (personas responsables de realizar por lo 
menos tres de las cuatro actividades identifi cadas 
como imprescindibles para el funcionamiento del 
hogar) y el sexo. 

RIESGO DE DESEMPLEO

El riesgo de desempleo (operacionalizado por ha-
ber estado desocupado, por lo menos una vez, en el 
último año respecto del total de ocupados), es mayor 
entre los ocupados que realizan una actividad inten-
siva en el hogar (22,4%) que entre los que no realizan 
este tipo de actividades (19,2%). Si bien las mujeres 
presentan un menor nivel de riesgo de desempleo 
que los hombres, la brecha en el riesgo de desem-
pleo asociada a la realización de actividades intensi-
vas es mayor. En el caso de las mujeres, el riesgo de 
desempleo aumenta en un 60% (del 12,9% al 20,7%) 
al realizar trabajo reproductivo mientras que en los 
varones sólo aumenta un 30% (del 20,3% al 26,5%).

INSATISFACCIÓN LABORAL

Por otra parte, con respecto a la insatisfacción la-
boral (operacionalizada por el porcentaje de ocupa-
dos que expresaron que se encuentran insatisfechos 
con el empleo que poseen, respecto del total de ocu-
pados), no se observan diferencias signifi cativas ge-
neradas por la realización de actividades intensivas 
entre los ocupados, las mujeres y los varones (fi gura 
3.3.3). Independientemente de esto, si bien el efecto 
no es estadísticamente considerable, se observa una 
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les pero sin participación en el sistema de seguridad 
social, ya sea porque el empleador no le realiza los 
aportes jubilatorios o por actividades cuenta propia 
de bajos ingresos sin excedente para cumplir las obli-
gaciones previsionales y fi scales. Además, carecen de 
representatividad sindical, convenios que los ampa-
ren y prestaciones de salud brindadas por medio de 
las obras sociales.

Complementariamente, la persistencia en el 
tiempo de la precariedad laboral, consecuencia de 
una heterogeneidad estructural en el aparato pro-
ductivo que se aceleró marcadamente en la década 
de 1990, contribuye a que se genere una estratifi-
cación social y residencial adversa a la integración 
generadora de fuertes inequidades. Estas inequi-
dades, que fueron verificadas en los ingresos labo-
rales, en las modalidades de contratación y en la 
estabilidad en el empleo, inciden en forma nega-
tiva en la insatisfacción laboral, el malestar emo-
cional y en la percepción de felicidad de parte de la 
población trabajadora.

Al mismo tiempo, las inequidades generan exclu-
siones sociales que se retroalimentan con la hetero-
geneidad estructural e impiden a sectores de la po-
blación participar de actividades de alta productivi-
dad y de la distribución optima del producto social. 
Esta situación se agrava en el caso de los jóvenes ex-
cluidos del sistema productivo y, muchas veces, del 
sistema educativo formal y del de formación profe-
sional. Atentando contra la movilidad social ascen-
dente personal e intergeneracional, y ampliando las 
brechas en la estructura social.

Por otra parte, los escasos ingresos laborales de al-
gunos trabajadores conllevan a que se incremente en 
forma obligada la participación en el mercado laboral 
de miembros del hogar tradicionalmente encargados 
de las actividades reproductivas no remuneradas o 
en edad escolar. Este hecho, sumado a las justifi cadas 
expectativas femeninas de mayor presencia y partici-
pación laboral, generan, especialmente en los hoga-
res de los estratos sociales bajos, una tensión entre 
el trabajo remunerado y el trabajo reproductivo no 
remunerado. Esta tensión, desarrollada en un marco 
normativo y de costumbres con escasos mecanismos 
de integración y cooperación entre trabajo y familia, 
impacta en las mujeres generándoles una doble carga 

mujeres la realización de actividades intensivas en el 
hogar incrementa un 147% el porcentaje de ocupadas 
que no posee tiempo libre (del 6,3% al 15,5%). 

De acuerdo con las evidencias presentadas, las 
mujeres continúan siendo las principales responsa-
bles de las actividades de reproducción del hogar. El 
bienestar personal de las mujeres que combinan el 
trabajo reproductivo con el productivo se encuentra 
signifi cativamente afectado, en comparación con el 
bienestar de los hombres en igual situación. Los cos-
tos de la participación femenina en el mercado labo-
ral se solventan, salvo en el estrato medio alto, a ex-
pensas de una marcada disminución en el tiempo de 
ocio y del incremento de su malestar emocional. Las 
particularidades del mercado de trabajo aumentan 
el riesgo de desempleo en las mujeres ocupadas con 
actividad intensiva en el hogar, ampliando las inequi-
dades propias del escenario laboral femenino. Estos 
efectos adversos pueden atenuarse, en el futuro, 
por medio de políticas públicas y privadas efectivas 
que tiendan a la igualdad, de estrategias globales de 
conciliación trabajo-familia y la concientización por 
parte de los varones en un rol proactivo en las activi-
dades de reproducción del hogar.

3.4 
CONSIDERACIONES FINALES

La evidencia empírica observada indica que en la 
Argentina del Bicentenario aún se debe avanzar para 
lograr un cumplimiento genuino e integral de los 
derechos laborales y de la seguridad social. Si bien 
nuestro país esta clasifi cado por la OIT (2002: 68) en 
la categoría medio-alto del nivel relativo de trabajo 
decente de América Latina, vastos sectores de la po-
blación continúan con la imposibilidad de acceder a 
un trabajo o lo hacen en condiciones de subempleo 
inestable con niveles de retribución que no llega a cu-
brir las necesidades básicas de subsistencia.

A su vez, otro grupo de trabajadores se encuentra 
en situación de precariedad, con empleos media-
namente estables y con retribuciones menores que 
las de los trabajadores con plenos derechos labora-
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de actividades que, se ha comprobado, va en desme-
dro de su estabilidad laboral, su bienestar emocional 
y la posibilidad de acceder a tiempo libre.

Si bien en la última década se realizó un cambio 
de paradigma y se recuperó, desde el Estado, la uto-
pía de un trabajo decente, queda mucho por hacerse; 
las políticas focalizadas de empleo, la retención en el 
sistema educativo y de formación profesional de los 
jóvenes, el acompañamiento y el crédito tanto para 
pequeños y medianos empresarios como para mi-
croempresarios, la profundización de políticas que 
favorezcan la inversión, las estrategias de desarrollo 
económico local, los esfuerzos para incrementar la 
integración entre la economía formal y la informal, 
el desarrollo de los servicios de empleo, la promoción 
de la negociación colectiva, el fortalecimiento de los 
servicios de inspección del trabajo, la promoción de 
estrategias conciliatorias entre el trabajo y la fami-
lia, pueden ser algunas de las acciones a profundizar 
para que hagan más decente el trabajo a partir de la 
Argentina del Bicentenario.
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Estructura económica-ocupacional
y mercado laboral: Persistencia de elevados niveles 
de heterogeneidad y segmentación

recuadro 3.C

Antes de exponer la información empírica elaborada co-
rresponde hacer una aclaración metodológica adicional. 
La identifi cación de los sectores y categorías de inser-
ción de la estructura ocupacional surge de la declaración 
de los respondentes respecto a las características de su 
empleo. En comparación a otras fuentes de datos (En-
cuesta Permanente de Hogares del INDEC), los resulta-
dos obtenidos aquí expuestos revelan una mayor decla-
ración de trabajadores independientes*. 

En primer lugar cabe preguntarse: ¿cuál es la capacidad 
de los sectores más dinámicos de la economía argentina 
para absorber empleo en un contexto de crecimiento 
económico? Al respecto, la Figura 3.C.1 revela que el 
36,7% de los ocupados se inserta en el sector privado 
más dinámico e integrado de la economía, mientras que 
el 13,3% lo hace en el sector público. Esto implica que casi 
un 50% de los ocupados desarrolla su actividad laboral 
en el sector de menor productividad, siendo a su vez un 
38% de los mismos trabajadores no asalariados**. 

Estos porcentajes se alteran signifi cativamente si nos 
centramos únicamente en el segmento de empleos re-
gulados. En éstos, la participación del sector formal se in-
crementa al 61,7%, mientras que el porcentaje correspon-
diente al sector informal disminuye al 14,4%. Asimismo, 
cabe destacar que al interior del segmento regulado del 
empleo también gana relevancia el sector público tradi-
cional –sin planes de empleos- (que alcanza una partici-
pación del 23,9%, mientras que en el total del mercado 

La información aquí presentada analiza para el caso 
argentino las condiciones de heterogeneidad de la es-
tructura económica-ocupacional, a la vez que revisa el 
nivel de segmentación existente en el mercado de tra-
bajo urbano. Adicionalmente, bajo tales condiciones, 
cabe esperar una fuerte divergencia en las remunera-
ciones horarias. ¿Es posible mostrar evidencias de esta 
desigualdad dependiendo de la inserción ocupacional?

Estos aspectos del mercado de trabajo se evalúan a partir 
de los microdatos provenientes de la Encuesta de la Deuda 
Social Argentina (EDSA - Bicentenario) relevados durante 
el 4to trimestre de 2010. LA EDSA cuenta con un cuestiona-
rio multipropósito con amplia cobertura temática, siendo 
representativa de las principales áreas urbanas del país. 

La clasifi cación de la estructura sectorial del empleo tiene 
signifi cado teórico en los postulados analíticos del con-
cepto de heterogeneidad estructural. Se ha adoptado una 
clasifi cación del tipo propuesto por PREALC-OIT (1978), es 
decir, considerando para su construcción el sector de ac-
tividad, la categoría ocupacional, el tamaño del estableci-
miento y la califi cación de la tarea de los ocupados. De esta 
forma, se reconoce que los ocupados pueden insertarse en 
tres grandes sectores del mercado de trabajo: a) sector pú-
blico, b) sector privado formal y c) sector privado informal.  

Por otra parte, con el objetivo de evaluar no sólo la estruc-
tura sectorial del empleo, sino también la segmentación 
del mercado laboral y sus efectos sobre la calidad del em-
pleo, se distinguen dos segmentos según diferentes tipos 
de regulaciones: i) Empleos regulados; ii) Empleos no re-
gulados (integrados por el empleo precario y el subem-
pleo inestable). La clasifi cación se ha elaborado -tanto 
para asalariados como para no asalariados- con base a 
criterios que remiten al grado de cumplimiento de nor-
mas que tienden a regular la calidad de los empleos.  

Julieta Vera

* La EPH continua incluye en la categoría de asalariados, no sólo a 
aquellos ocupados cuyas formas y condiciones organizativas de la 
producción le son dadas, sino también a los trabajadores que no 
desarrollan su actividad laboral en el domicilio del empleador pero 
mantienen relación con un solo establecimiento (EPH-INDEC).
** Este elevado porcentaje se explica, tal como se mencionó anterior-
mente, a que no se utiliza en este informe el criterio normativo para 
establecer la categoría de inserción, sino que la misma se obtiene a 
través de la declaración del respondente.
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La información ahora expuesta da cuenta de la calidad de 
los empleos al interior de cada sector y categoría de in-
serción. Dentro del sector más dinámico de la economía, 
aproximadamente 8 de cada 10 ocupados, desarrollan su 
actividad laboral de manera registrada bajo las normas 
existentes; mientras que 2 de cada 10 lo hacen de manera 
no regulada. Estos porcentajes se invierten al interior del 
sector informal, en el cual un 85,7% de sus ocupados son 
en empleos no regulados por la normativa laboral. 

Asimismo, se observa que la composición según calidad del 
empleo al interior del sector público tradicional -excluye pla-
nes de empleo- se asemeja a la existente en el sector privado 
formal de la economía: el 87,6% se insertan en empleos re-
gulados, mientras que un porcentaje considerablemente 
menor al del conjunto del mercado laboral corresponde a 
empleos no regulados (en el total del mercado de trabajo, 
un 51,2% son empleos no regulados, mientras que dicha pro-
porción baja al 12,4% al interior del sector público). 

En este contexto cabe preguntarse, ¿en qué medida la 
existencia de una estructura económica-ocupacional 
heterogénea y un mercado de trabajo segmentado con-
diciona el ingreso laboral horario? En este sentido, la Fi-
gura 3.C.3 expone las brechas de remuneración horaria 
empleando tres parámetros alternativos de compara-
ción: 1) la remuneración promedio del mercado de tra-
bajo; 2) la remuneración promedio del sector formal; y 3) 
la remuneración promedio del sector informal. 

La primera columna de la Figura 3.C.3 indica que -con ex-
cepción de los no asalariados regulados- las remunera-
ciones del sector informal están sistemáticamente por 
debajo de la media general del mercado de trabajo, mien-
tras que en general las correspondientes al sector formal 
están por arriba del promedio -fundamentalmente la de 
los no asalariados de dicho sector-. Adicionalmente, se 
observa que el sector público se encuentra también fa-

de trabajo el sector público alcanza -tal como se señaló 
anteriormente- sólo al 13,3% de la fuerza de trabajo). 

De manera inversa, al interior del empleo no regulado es sig-
nifi cativamente elevada la participación del sector informal, 
mientras que desciende la del sector formal. Estos datos dan 
cuenta de la asociación estrecha que se establece entre el 
sector-categoría de inserción y la calidad del empleo. 

Ahora bien, ¿de qué manera la calidad de los empleos se 
encuentra asociada al sector y la categoría de inserción? 
La Figura 3.C.2 aporta evidencias en dirección a ese inte-
rrogante. Los resultados obtenidos confi rman la asocia-
ción entre sectores-categorías ocupacionales y calidad 
del empleo antes mencionada. 
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las percibidas en el sector informal, y en el sector público los 
ingresos horarios llegan al 61% más que aquellos del sector 
informal. Asimismo, los datos revelan pocas diferencias al 
interior del sector informal -entre empleo regulado y no re-
gulado y entre asalariados y no asalariados-, con excepción 
de los empleos regulados de microempresarios, los cuales se 
parecen al comportamiento de los empleos más integrados 
y estructurados de la economía, participan de los mismos y 
exhiben una mejor posición relativa en términos de ingresos.              

En síntesis, el mercado de trabajo argentino continúa es-
tando atravesado por una fuerte heterogeneidad, en el cual 
el sector privado informal de baja productividad laboral si-
gue representando una parte signifi cativa del conjunto de 
la estructura económica-ocupacional. Estas condiciones de 
heterogeneidad inciden, a su vez, en la confi guración del 
mercado de trabajo, exhibiendo aún elevados niveles de 
asociación entre el sector-categoría de inserción y la ca-
lidad del empleo. Por último, estos rasgos se manifi estan 
también en las brechas de ingreso. Los datos presentados 
revelan que se mantiene una disparidad remunerativa 
considerable al interior del mercado de trabajo.  

vorecido -al igual que el sector privado formal- en lo que 
respecta a su remuneración horaria promedio.  

Otra alternativa para evaluar la divergencia de las remune-
raciones horarias entre los distintos sectores de la estruc-
tura económica-ocupacional es evaluar el nivel promedio 
en los sectores informal y público con respecto al nivel me-
dio percibido en el formal. La segunda columna del cuadro 
evidencia que el sector informal -en promedio- percibe un 
27,9% menos del nivel de remuneraciones correspondien-
tes al sector formal, mientras que –por el contrario- el sec-
tor público -sin planes sociales- supera en un 15,8% a los 
ingresos del sector privado más dinámico. Adicionalmente, 
la información expuesta da cuenta de la signifi cativa diver-
gencia del nivel de remuneraciones al interior del sector 
formal -entre los asalariados y no asalariados, que a su vez 
se extrema aún más cuando se consideran las condiciones 
de extralegalidad tanto de uno como de otro-.  

Por último, la tercera columna del cuadro corrobora las di-
vergencias de ingresos ya mencionadas: el sector formal re-
munera con ingresos aproximadamente 38,8% superiores a 
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recuadro 3.D

Orígenes, logros educativos y destinos sociales
en la Argentina del Bicentenario

tanto del origen como del logro educativo para llegar a 
la actual posición social.

Antes de adentrarse en análisis más sofi sticados se pro-
barán algunas hipótesis más básicas que servirán como 
premisas en el camino de nuestro razonamiento. Se co-
menzará observando la relación entre el nivel educativo 
alcanzado por la población objeto de estudio y su inser-
ción en la estructura socio-ocupacional. Estrictamente 
interesa ver las variaciones de nivel educativo según la 
posición socio-ocupacional actual. Es de suponer que a 
una mejor “ubicación” en la estructura socio-ocupacional 
actual se corresponderá con un mayor nivel educativo de 
los individuos, lo que de alguna manera podría indicar 
que la sociedad “optimiza” sus recursos humanos asu-
miendo como un indicador “proxy” de éste el nivel edu-
cativo alcanzado. Recordemos que este era uno de los ra-
zonamientos de la escuela estructural-funcionalista.

A mediados del siglo pasado con el estructural-funciona-
lismo se comenzó a difundir la sugestiva afi rmación que 
en la tipología de las sociedades industriales modernas 
la posición social de los individuos no estaría mayorita-
riamente infl uenciada por el origen social (adscripción), 
sino que sería adquirida principalmente por el individuo 
mismo durante su trayectoria (adquisición o logro). Prin-
cipalmente el razonamiento se basaba en dos supuestos 
complementarios: por un lado se creía que la difusión 
de la “racionalidad instrumental” tendría como efecto 
una optimización en la “selección y ubicación” de los dis-
tintos individuos en la estructura ocupacional según su 
“mérito” y por otro lado se creía en un efecto mecánico 
entre la expansión del sistema escolar sobre la igualdad 
de oportunidades educativas.

Sin embargo, posteriormente la evidencia internacio-
nal fue convergiendo paulatinamente hacia la idea de 
que entre las diversas formas de la desigualdad social, la 
desigualdad de oportunidades educativas, junto a la des-
igualdad económica, son las más refractarias al cambio y 
las más insensibles al desarrollo de las sociedades moder-
nas industriales. Estas sociedades han eliminado bastante 
las desigualdades formales jurídicas y políticas a la par 
que han expandido considerablemente el sistema educa-
tivo. Sin embargo, parece no haber una tendencia clara en 
cuanto a la desigualdad de condiciones socio-ocupaciona-
les y a la desigualdad de oportunidades educativas.

Esto podría ser todavía más importante para el caso de 
muchos países de América Latina y especialmente para 
la Argentina en donde hay una creciente evidencia de 
que más allá de algunas mejoras circunstanciales, se si-
gue manteniendo una desigualdad de condiciones so-
cio-ocupacionales mayor a la media mundial. 

Dentro de este marco se analiza, con datos de la EDSA 
para la población urbana mayor de 18 años, la infl uencia 

Diego Quartulli
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Recordemos que el otro supuesto detrás del razona-
miento estructural-funcionalista era que se preveía que 
la expansión del sistema educativo traería aparejado una 
abrupta disminución de las desigualdades educativas. 
Desde el punto de vista empírico, la primera parte del su-
puesto se da por descontada para la historia Argentina 
pero la segunda no parece sostenerse por los resultados 
del siguiente cuadro en donde puede verse la infl uencia 
del origen socio-ocupacional sobre los logros educativos. 

En la fi gura 3.D.2 se puede observar como los orígenes 
sociales infl uyen en la educación obtenida ya que sólo 
el 28% de los individuos cuyo principal sostén del hogar 
(PSH) a sus 14 años era un trabajador marginal llegó a 
fi nalizar el secundario frente al 90% en caso de tener un 
PSH Profesional.

Llegado a este punto podría suponerse que en Argen-
tina se está algo lejos de alcanzar la igualdad de opor-
tunidades educativas y por ende el segundo supuesto 
estructural-funcionalista estaría también lejos de cum-
plirse. Pero al razonamiento anterior también habría 
que agregar la posibilidad de que los orígenes sigan in-
fl uyendo en los destinos sociales aún después de que se 
haya reducido la desigualdad educativa. Esta hipótesis 
se podría corroborar comparando los orígenes y los des-
tinos de los individuos manteniendo constante el nivel 
educativo. Lo haremos reduciendo la cantidad de ca-
tegorías sociales para obtener un tratamiento más ro-
busto de los datos y favorecer la claridad del análisis.

Así en la fi gura 3.D.3 se observa cómo los orígenes si-
guen infl uenciando aún después de haber controlado 
la infl uencia del nivel educativo, especialmente como se 
demuestra que un individuo con un origen modesto a 
pesar de poseer un secundario completo tiene muchas 
menos chances de poder ingresar al estrato Profesional 
de alguien que proviene de ese estrato.

En la fi gura 3.D.1 puede verse que, a pesar de no ser es-
trictamente lineal, hay una clara relación de que a me-
dida que se sube en la escala social nos encontramos 
con individuos cada vez más calificados. Por ahora 
nos quedaremos con la idea de que la idea de una re-
lación lineal entre la posición social actual y el nivel 
educativo parece ajustar bastante con los datos ob-
servados. En otras palabras, hasta acá podríamos de-
cir que la hipótesis estructural-funcionalista es com-
patible con los datos. Si se mira la distribución del 
gráfico quizá se pueda decir algo más. En principio 
los datos del cuadro parecen no sólo ser compatibles 
con el razonamiento acerca del modo en que “ubi-
can” los individuos sino también ajustar bastante 
bien ya que más del 85% de los Profesionales tiene, 
por lo menos secundario completo contra un porcen-
taje escasamente mayor al 25% por parte de los tra-
bajadores marginales.
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Como se puede apreciar en la fi gura 3.D.4 se comienza 
con una serie de modelos simples que progresivamente 
se van complejizando. Los primeros modelos se encuen-
tran bastante alejados de ajustar con los datos como lo 
demuestran los G2 (Razón de verosimilitud) abultados, 
siempre con relación a los respectivos grados de liber-
tad (GL). También puede apreciarse como a medida que 
se van agregando en forma jerárquica distintos tipos de 
hipótesis más específi cas se va reduciendo el G2 aunque 
no necesariamente en forma proporcional. Lo intere-
sante es que como se había predicho, el modelo recién 
comienza a ajustar (signifi cación mayor a 0,05) con los 
datos cuando se incluyó como hipótesis la interacción 
homogénea de las tres variables involucradas. No bastó 
ninguna de las hipótesis de independencia condicional. 
Dicho de otro modo, si bien fue necesario introducir en 
el modelo la interacción homogénea, no fue necesario 
modelar en su interior algún tipo de interacción hete-
rogénea que nos salvara de desembocar directamente 
en el modelo saturado que sería como decir que “todo 
tiene que ver todo”.

Llegado a este punto, con la evidencia teórica y empírica 
disponible nos adentraremos en el proceso de detectar 
que tanto de las relaciones observadas se mantienen al 
hacer interactuar en forma combinada tanto el origen, 
la educación obtenida y el destino social a través de un 
análisis con la técnica Log-Lineal.

Cabe remarcar que aquí la lógica se invierte en un punto. 
En vez de esperar que las hipótesis sean sólo compatibles 
con los datos ahora el objetivo es encontrar un modelo 
que prediga con sufi ciente precisión (95% de confi anza) 
la distribución observada de los datos. En otras palabras 
buscamos un modelo que “ajuste a los datos” teniendo 
como criterios evaluadores la precisión y la parsimonia.

Por lo visto hasta ahora parecería razonable suponer 
que el tipo de modelo que “ajuste” a los datos se debería 
encontrar en los últimos pasos antes de desembocar en 
el modelo “saturado” en donde entran a jugar las inte-
racciones entre las distintas categorías de las variables. 
Veamos que sucede.
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tes de selección sino pareciera que también se tendrían 
en cuenta otras habilidades como las “habilidades so-
ciales” que podrían no estar estrechamente correlacio-
nadas con el nivel educativo. 

Por el lado de desigualdades educativas, se podrían men-
cionar como especifi caciones al razonamiento anterior el 
caso de los individuos con un origen de pequeño emplea-
dor, que no verían como tan “necesario” prolongar sus es-
tudios más allá de cierto punto, porque tendrían asegu-
rado cierta “transmisión intergeneracional de recursos” 
vía el factor herencia. En el caso de los individuos con un 
origen de trabajador marginal es probable que, debido a 
sus severas restricciones, prefi eran ingresar temprana-
mente al mercado de trabajo aportando su salario a un 
hogar con escasos ingresos, versus a seguir estudiando 

En un lenguaje más sustantivo los resultados anteriores 
parecen sugerir, que si bien el origen infl uye en la edu-
cación alcanzada (vía la desigualdad de oportunidades 
educativa) y que esta, a su turno, también infl uye en la 
posición social obtenida (vía el proceso de selección y 
ubicación según nivel educativo) también habría excep-
ciones de variada índole a esta lógica general que hacen 
comprensible que el modelo sólo ajuste (con el nivel de 
precisión previsto) cuando se agregan otras hipótesis 
suplementarias como las siguientes: 

Por el lado del proceso de “ubicación” nos encontraría-
mos que en algunos tipos de trabajos, especialmente en 
los de servicios como las ventas y en las posiciones de 
dirección, la educación obtenida (especialmente los ni-
veles más altos) no es tenida tan en cuenta por los agen-
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jores credenciales educativas, sino también otras venta-
jas que podrían ser aprovechadas por ellos mismos como 
también ser consideradas por los agentes de selección a la 
hora de competir con gente de igual (o menor) nivel edu-
cativo. Por ejemplo conocer un individuo en común que 
reduzca la incertidumbre de contratar a alguien sólo bajo 
criterios formales como el nivel educativo para los agen-
tes de selección y obtener información valiosa acerca de la 
oportunidad objetiva existente en el mercado de trabajo 
para los empleados. Véase que ambos mecanismos redu-
cen la incertidumbre aportando información valiosa para 
ambos agentes con escaso costo para cada uno. 

(con su correspondiente costo de oportunidad) cuando 
de todas maneras las posibilidades de ascenso social se-
rían escasas y las posibilidades de descenso son nulas.

Si bien lo anterior parecería hacer entendible los resulta-
dos observados todavía faltaría especifi car el modo me-
diante el cual “el origen” se manifestaría, en forma inde-
pendiente a su vinculación con la desigualdad educativa, 
en el destino de los individuos. Un posible mecanismo so-
cial podría ser que gracias a los circuitos de interacción so-
cial diferenciales según el origen social, los individuos de 
las clases superiores terminarían acaparando, no solo me-





136 | BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA 

un derecho humano? ¿De qué forma la noción abs-
tracta del derecho a la salud –con su origen neta-
mente político e ideológico- se tradujo en instrumen-
tos jurídicos concretos dentro del derecho positivo? 
¿Cuáles son algunos de los factores que condicionan 
u obstaculizan la concreción de ese derecho? ¿Cuá-
les son los rasgos distintivos del sistema de salud de 
nuestro país en el presente y qué factores incidieron 
en su génesis y posterior desarrollo?

Seguidamente se avanza en tres aspectos funda-
mentales asociados a estos temas. En primer lugar 
se analiza la distribución diferencial de la salud y 
de la enfermedad para el conjunto de la población 
urbana adulta. Para ello se ha construido una varia-
ble agregada que articula las dimensiones física y 
psicológica, lo cual permite indagar sobre el estado 
general de salud en dicha población, identifi cando 
diferencias entre categorías y grupos sociales. En se-
gundo lugar se examina la tasa de concurrencia ge-
neral y según grupos específi cos a la consulta médica 
durante el último año. En esta línea, se ensayan al-
gunas ideas en torno al por qué no toda la población 
con problemas de salud acude a la atención, algo que 
por un lado los sitúa en una posición de mayor vul-
nerabilidad y por otro, conspira contra su derecho 
a la salud. Por último, en la tercera parte se abor-
dan algunos aspectos que hacen al sistema de salud 
argentino, analizando los rasgos distintivos de cada 
subsistema así como las características de los con-
juntos poblacionales que se atienden en cada uno de 
ellos. Esto permitirá apreciar que no sólo la salud y 
la enfermedad se distribuyen diferencialmente, sino 
que el mismo sistema de salud, segmentado y sin una 
articulación funcional alguna, es un fi el refl ejo de la 
desigualdad e inequidad social del país. Finalmente, 
en la última parte del capítulo se desarrollan algunas 
consideraciones fi nales a la luz de la evidencia empí-
rica presentada y de las nociones teóricas expuestas 
a lo largo del trabajo.

Debido a que se parte de la idea de que los proce-
sos de salud y de enfermedad, así como el modo en 
que se distribuyen los recursos para su atención, es-
tán socialmente condicionados y afectados por des-
igualdades estructurales, en los apartados en donde 
se analiza evidencia empírica se ponen a prueba una 
serie de factores -a modo de variables independien-

tes o descriptoras- capaces de infl uir en las capaci-
dades de desarrollo humano, bienestar subjetivo e 
integración social de la población (condiciones so-
ciodemográfi cas, económicos y residenciales).69

4.1 
ENFOQUE TEÓRICO

PENSANDO LA SALUD

Como paso previo al análisis de la categoría de 
salud como un derecho al que debe acceder todo ser 
humano –el cual se constituye en el sujeto titular de 
aquel-, se hace preciso defi nir cuál es el objeto de ese 
derecho. De acuerdo a qué se defi na como tal, resul-
tarán diversas las implicancias que tendrá el cumpli-
miento del derecho así como aquello que podrá ser 
exigido al Estado.

En el presente capítulo se comprende a la salud 
como un proceso multicausal, dinámico y continuo 
con múltiples estados posibles, que lleva desde el 
completo bienestar a una situación de total males-
tar. La buena salud se entiende así como un estado 
de bienestar físico y psíquico en un marco social, no 
sólo en términos individuales sino también colecti-
vos (OMS, 1948). Existirán tantas formas de vivir, 
enfermar o morir según el modo diferencial en que 
cada uno de los subconjuntos poblacionales se in-
serte en la organización social y en la producción y se 
vincule con el resto de los grupos en una sociedad y 
en un momento histórico dado (Laurell, 1986).

69. En los apartados en que se analizan los resultados estadísticos, 
con el propósito de evaluar la independencia entre las variables 
se utilizaron pruebas Chi-cuadrado. Al mismo tiempo, las dife-
rencias de porcentajes entre grupos fueron sometidas a las pruebas 
no paramétricas U de Mann-Whitney, en el caso de 2 muestras 
independientes, y H de Kruskal-Wallis para k muestras indepen-
dientes. En todos los casos se tomó el valor p. 0,05 para rechazar la 
hipótesis nula. Durante la descripción de los resultados –y a efectos 
de facilitar la lectura- no se anotan los valores de las pruebas sino 
que se indica si las diferencias entre grupos fueron o no estadísti-
camente signifi cativas.
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Concebimos asimismo al proceso de salud y enfer-
medad dentro del espacio de las relaciones sociales, lo 
que implica, por un lado, reconocer que existen des-
igualdades que surgen de particulares condiciones de 
vida, de trabajo y de acceso diferencial a los servicios 
de salud, y a su vez implica tener en cuenta que existen 
distintas modalidades de percibir y signifi car las pro-
blemáticas en salud, modalidades de las que se deri-
varán diferentes formas de tratarlas y darles solución 
para cada grupo social (Bianco y Grigaitis, 2005). 

Más allá de las críticas a la concepción amplia de 
salud (Navarro, 1998) y a la inespecifi cidad y facti-
bilidad operativa de dicha defi nición (San Martín y 
Pastor, 1989; Guerra de Macedo, 2002), debe com-
prenderse que la ampliación del concepto acerca de 
la salud y de la enfermedad llevado adelante por la 
OMS a mitad del siglo pasado constituyó, ante todo, 
un hecho de signifi cación ideológica y política. Por un 
lado pretendió implicar una ruptura con respecto a 
una concepción hegemónica de carácter biologicista 
dentro de la medicina, que para ese entonces había 
trascendido su etapa bacteriológica e higienista para 
ingresar en el paradigma de los factores de riesgo, 
fruto de décadas de maduración de la salud pública y 
de alguna parte de la epidemiología (Almeida Filho, 
1992). En lo que respecta a su implicancia política, la 
ampliación de la noción acerca de la salud signifi có el 
hecho de que los Estados se vieran jurídica y política-
mente comprometidos en la asignación de recursos, 
tanto en lo que hace a los factores sociales y econó-
micos determinantes de la salud como en la atención 
de esta última.

Esta nueva defi nición de salud pretendía quitarle a 
la institución y a la corporación médica su exclusivo 
objeto de intervención para, redefi niéndolo, llevarlo 
al campo de la refl ección interdisciplinaria y de las 
políticas sociales y económicas. Sin embargo, esto 
no podría efectivizarse en tanto y en cuanto la salud 
no pasara a ser concebida también como un derecho, 
proceso que en parte fue viabilizado por las políticas 
de bienestar después de la Segunda Guerra Mundial 
pero que, aún así, no logró avanzar sobre las prácticas 
corporativas de la medicina tradicional, cada vez más 
mercantilizada (Laurell y Herrera Ronquillo, 2010).

Al nivel de los organismos internacionales, fue re-
cién a partir de la década de 1970 que la defi nición 

amplia de salud logró articularse coherentemente 
con una estrategia de intervención, como lo fue la 
de la atención primaria de la salud (Conferencia de 
Alma Atta, OMS, 1978). El concepto biomédico hizo 
crisis por cuanto ya no estaba en condiciones de ex-
plicar ni dar solución a algunos procesos de salud y 
enfermedad y su distribución diferencial en el con-
junto de la población, algo que dependía en mucha 
mayor medida de las políticas públicas. Se erigió de 
este modo un nuevo paradigma de intervención sa-
nitaria, superador de la visión reduccionista que tra-
taba a la enfermedad como un fenómeno meramente 
biológico e individual, hecho que logró reforzar la no-
ción postulada por la OMS décadas atrás. Se agrega a 
esto que el médico ya no era el único actor autorizado 
para intervenir sobre la salud de las personas, sino 
que éstas –como sujetos y como titulares de dere-
chos- también tenían algo que decir al respecto.

En esta línea, distintos eventos políticos como las 
conferencias de Alma Atta sobre Atención Primaria 
de la Salud (1978) y la carta de Ottawa para la Pro-
moción de la Salud (1986) (ver recuadro 4.A), han 
procurado instalar en la agenda política de las nacio-
nes la necesidad de llevar a cabo acciones destinadas 
a igualar las oportunidades y las condiciones de vida 
y de salud de la población, a partir de diferentes me-
tas sociales y sanitarias –como fue la consigna “Salud 
para todos en el año 2000” (OMS, 1977). Asimismo, 
el giro de los años 70’ tendió a trasladar la mirada que 
concebía a la enfermedad de manera individual a una 
noción de salud colectiva, reconociendo la importan-
cia del desarrollo económico y social de los países –
principalmente periféricos-, en tanto se subrayaban 
los condicionantes sociales básicos que limitaban el 
desarrollo pleno de las personas. 

En la práctica, a nivel internacional la salud fue efec-
tivamente abordada íntegramente desde una concep-
ción de derechos únicamente en los países centrales -a 
excepción de los Estados Unidos- donde los distintos 
modelos de Estado de Bienestar alcanzaron un cierto 
grado de desarrollo que llevó a la desmercantilización 
de parte de la atención a la salud. Esto se tradujo, en-
tre otras cosas, en la universalización del acceso y en 
la modifi cación de la lógica organizativa del sistema, al 
menos hasta las reformas neoliberales de las últimas 
décadas. Por el contrario, en el resto de los países el de-
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Promoción de la salud
La promoción de la salud consiste en proporcionar a los 
pueblos los medios necesarios para mejorar su salud y 
ejercer un mayor control sobre la misma. Para alcanzar un 
estado adecuado de bienestar físico, mental y social un 
individuo o grupo debe ser capaz de identifi car y realizar 
sus aspiraciones, de satisfacer sus necesidades y de cam-
biar o adaptarse al medio ambiente. La salud se percibe 
pues, no como el objetivo, sino como la fuente de riqueza 
de la vida cotidiana. Se trata por tanto de un concepto po-
sitivo que acentúa los recursos sociales y personales así 
como las aptitudes físicas. Por consiguiente, dado que el 
concepto de salud como bienestar trasciende la idea de 
formas de vida sanas, la promoción de la salud no con-
cierne exclusivamente al sector sanitario.

Prerequisitos para la salud
Las condiciones y requisitos para la salud son: la paz, la edu-
cación, la vivienda. la alimentación, la renta, un ecosistema 
estable, la justicia social y la equidad. Cualquier mejora de la 
salud ha de basarse ecesariamente en estos prerequisitos.

Promocionar el concepto
Una buena salud es el mejor recurso para el progreso 
personal, económico y social y una dimensión impor-
tante de la calidad de la vida. Los factores políticos, eco-
nómicos, sociales, culturales, de medio ambiente, de 
conducta y biológicos pueden intervenir bien en favor 
o en detrimento de la salud. El objetivo de la acción por 
la salud es hacer que esas condiciones sean favorables 
para poder promocionar la salud.

Proporcionar los medios
La promoción de la salud se centra en alcanzar la equi-
dad sanitaria. Su acción se dirige a reducir las diferen-
cias en el estado actual de la salud y a asegurar la igual-
dad de oportunidades y proporcionar los medios que 
permitan a toda la población desarrollar al máximo su 
salud potencial. Esto implica una base fi rme en un me-
dio que la apoye, acceso a la información y poseer las ap-
titudes y oportunidades que la lleven a hacer sus opcio-
nes en términos de salud. Las gentes no podrán alcanzar 
su plena salud potencial a menos que sean capaces de 
asumir el control de todo lo que determine su estado de 
salud. Esto se aplica igualmente a hombres y mujeres. 

Actuar como mediador
El sector sanitario no puede por sí mismo proporcionar las 
condiciones previas ni asegurar las perspectivas favorables 
para la salud y, lo que es más, la promoción de la salud exige 
la acción coordinada de todos los implicados: los gobiernos, 
los sectores sanitarios y otros sectores sociales y económi-
cos, las organizaciones benéfi cas, las autoridades locales, la 
industria y los medios de comunicación. Las gentes de todos 
los medios sociales están involucradas como individuos, fa-
milias y comunidades. A los grupos sociales y profesionales 
y al personal sanitario les corresponde especialmente asu-
mir la responsabilidad de actuar como mediadores entre 
los intereses antagónicos y a favor de la salud.

Carta de Ottawa para la Promoción de la Salud(1986)*

recuadro 4.A

*Por razones de espacio sólo se transcribe la primera parte de la Carta.
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Este ejercicio imaginario resulta fértil para plan-
tear la idea que sigue: si bien el derecho a la salud 
representa un precedente que tiene implicancias 
jurídicas e impacta en la vida concreta de las per-
sonas, en virtud de que su formulación positiva 
habilita a los sujetos titulares de ese derecho –indi-
viduos o grupos sociales- a exigir su cumplimiento, 
los factores que explican la difi cultad real que en-
contramos para que aquel se concrete, deben ser 
abordados en el marco de una de las contradiccio-
nes centrales que todo ser humano enfrenta en la 
era moderna: la coexistencia de un estatus de igual-
dad frente al Estado y ante la ley por un lado, y la 
desigualdad en el resto de las esferas de la vida por 
otro (Marx, 2004).

En los siglos que nos preceden se ha producido 
una verdadera revolución ideológica y cultural en 
torno a la concepción del derecho, metamorfosis 
que fue acompañada por el desarrollo de la noción 
moderna de ciudadanía, la que, a su turno, experi-
mentó transformaciones semánticas sustantivas, 
ampliándose e incorporando progresivamente de-
rechos, esferas y dominios (políticos, económicos 
y sociales). Sin embargo, estos avances no logra-
ron superar la contradicción antes anotada entre 
la igualdad política y jurídica por un lado, y la des-
igualdad social por otro.

En el campo del objeto central de este capítulo, 
la salud, una de las formas en que la contradicción 
referida se ha expresado ha sido que, tras siglos en 
los que avanzaron continuos procesos de mercanti-
lización de gran parte de las esferas de la sociedad, 
incluyendo la atención de la salud, a mediados del 
siglo XX emergió un discurso ideológico y político 
que sostuvo que existe algo así como “el derecho a 
la salud”, derecho al que si se le atribuye un carác-
ter universal, se torna contradictorio con la lógica 
de mercantilización.72 

Por el contrario, si ese derecho es concebido en 
términos individuales y asimilado al de un “consu-
midor” de acciones de salud, no se daría tal contra-
dicción, a la vez que el derecho se tornaría funcional 

72. Cabe remarcar que el higienismo y la Salud Pública del siglo XIX 
estaban aún lejos de pretender una desmercantilización de la salud 
(Murillo, 2000).

recho universal a la salud quedó en un “medio camino”, 
como fue el caso argentino, en donde el acceso a cierto 
tipo de prestaciones estuvo vinculado con la inserción 
en el mercado de trabajo formal, siendo el subsistema 
público un receptor de aquellos sectores que no podían 
ingresar en el subsistema de obras sociales.70

No obstante estos progresos a nivel conceptual e 
ideológico, en la práctica se produjo –y sigue exis-
tiendo- una escisión entre la concepción de salud 
sostenida por los organismos internacionales, el 
sanitarismo y las ciencias sociales orientadas a la 
salud por un lado, y gran parte de la corporación 
médica por el otro, la cual permaneció impermeable 
a esas transformaciones.71

LA SALUD DESDE EL ENFOQUE
DE DERECHOS

¿Derecho a la salud? ¿Por qué la salud debería ser 
considerada como un derecho? ¿Por qué de aquel de-
berían gozar todos y no sólo segmentos particulares 
de la sociedad? 

Si bien la idea de derecho a la salud es netamente 
contemporánea y hubiera sido inconcebible en un 
mundo pre moderno con una organización feudal 
y una estratifi cación de tipo estamental, en aquella 
época la respuesta hubiera sido simple: cada esta-
mento era titular de derechos diferenciales frente al 
soberano. Esto es, cada conjunto de derechos estaba 
reservado para fracciones particulares de la pobla-
ción y existía una unidad –dentro de la diferencia- en 
lo social, lo jurídico, lo político y lo económico para 
cada estamento.

70. Como se indicará más adelante en este capítulo, esta morfología 
que adoptó el sistema en nuestro país resultó efectiva durante las 
décadas caracterizadas por el pleno empleo y por un alto grado de 
registración del mismo, pero colapsó a partir de la desarticulación 
de ese modelo de acumulación y del comienzo de las políticas neoli-
berales (Stolkiner, 2009).

71. Esto se aprecia, por ejemplo, en el hecho de que en los congresos 
académicos y científi cos acerca de la salud organizados desde una 
mirada social, hay una escasa o nula participación de médicos, los 
que sólo responden y se hacen eco de las actividades de la misma 
índole organizadas por las “grandes” sociedades científi cas de la 
institución y de la corporación médica, así como por los cada vez 
más infl uyentes conglomerados económicos farmacéuticos.
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lares de la sociedad civil y del mercado, es el Estado 
mediante sus políticas públicas –por acción, por ne-
gligencia o por omisión- el que tiene la competencia 
para regular, restringir o actuar sobre el conjunto so-
cial y sobre los factores determinantes de la salud.

A nivel internacional existen numerosos trata-
dos que hacen referencia a estos derechos, como 
por ejemplo el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 1966 y el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 1988 (Proto-
colo de San Salvador).

El Artículo 12 del primer pacto referido indica 
que, entre las medidas que se deberán adoptar a 
fi n de asegurar la plena efectividad del derecho a la 
salud fi gurarán las necesarias para: a) la reducción 
de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil así 
como el sano desarrollo de los niños; b) el mejora-
miento de la higiene del trabajo y del medio am-
biente; c) la prevención y el tratamiento de las en-
fermedades epidémicas, endémicas, profesionales y 
de otra índole, así como la lucha contra ellas; y d) la 
creación de condiciones que aseguren el acceso de 
todos a la atención de la salud (ONU, 1966) (ver re-
cuadro 4.B).

Por su parte, en su observación general N° 14 del 
año 2000, el Comité de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales de las Naciones Unidas apuntó que la 
salud pública no sólo debe abarcar la atención opor-
tuna, sino que también está compelida a atender a 
los principales factores sociales determinantes de 
la salud, como por ejemplo el acceso al agua potable 
y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro 
de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una 
vivienda digna, condiciones de trabajo y medioam-
bientales salutogénicas, así como el acceso a la edu-
cación e información sobre cuestiones relacionadas 
con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva 
(ONU, 2000).

Asimismo, indicaba que el derecho a la salud 
abarca cuatro elementos básicos: a) disponibilidad 
de bienes y servicios públicos así como prestacio-
nes de salud; b) accesibilidad para toda la pobla-
ción, lo que incluye accesibilidad física, económica, 
a la información y la no discriminación; c) acepta-

a la reproducción de la desigualdad en los procesos 
de salud y enfermedad de la población y en el acceso 
a la atención de la misma. Esta última pasaría a ser 
así una mercancía que se compra y que se vende en 
un mercado de oferentes y demandantes de pres-
taciones en el marco de una lógica mercantil. Bajo 
esta otra perspectiva, la salud se constituye en un 
negocio en procura de rentabilidad.73

Bajo la mirada del Programa del Observatorio 
de la Deuda Social Argentina, la articulación entre 
necesidades y derechos -esto es, el punto en el que 
una necesidad objetiva es reconocida socialmente 
como un derecho y se incorpora en la agenda pú-
blica y en el marco jurídico- constituye un movi-
miento fundamentalmente político e ideológico. El 
elemento articulador de los distintos momentos de 
ese proceso es la práctica reivindicativa por parte 
de los movimientos sociales. A esto se agrega el he-
cho de que, al constituirse el derecho escrito en una 
obligación para el Estado, lo que hace el legislador 
al producir una norma que reconoce un derecho, 
es habilitar la posibilidad de que un individuo o un 
grupo determinado le reclame al aparato público 
esa obligación.

EL DERECHO A LA SALUD EN EL 
CAMPO JURÍDICO Y LAS OBLIGACIONES
DE LOS ESTADOS

Según la Organización Mundial de la Salud el goce 
del máximo grado de salud es uno de los derechos 
fundamentales de todo ser humano, sin distinción 
de raza, género, religión, ideología política o condi-
ción económica y social (OMS, 2007).

Si bien para el cumplimiento de ese derecho abo-
nan los distintos actores sociales, es el Estado sobre 
quien recae la máxima responsabilidad en lo que hace 
a proveer las condiciones básicas para el máximo de-
sarrollo del nivel de vida de la población en general 
y de su salud en particular. Esto sucede en virtud de 
que, por sobre la atomización de intereses particu-

73. Ésta es, precisamente, la lógica de la industria farmacéutica 
y de las empresas de medicina privada, ya sean asistenciales o de 
servicios –como por ejemplo, diagnóstico por imágenes, labora-
torios, etc.



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 141

Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados 
Partes en el Pacto a fi n de asegurar la plena efectividad 
de este derecho, fi gurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad 
infantil, y el sano desarrollo de los niños;
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene 
del trabajo y del medio ambiente;
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y 
la lucha contra ellas;
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asis-
tencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad.

Convención sobre los 
derechos del niño (1989)*
Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios 
para el tratamiento de las enfermedades y la rehabili-
tación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por 
asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al 
disfrute de esos servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de 
este derecho y, en particular, adoptarán las medidas 
apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;
b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la 
atención sanitaria que sean necesarias a todos los ni-
ños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención 
primaria de salud;
c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el 
marco de la atención primaria de la salud mediante, 
entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponi-
ble y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y 
agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y 
riesgos de contaminación del medio ambiente;
d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal 
apropiada a las madres;
e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en 
particular los padres y los niños, conozcan los principios 
básicos de la salud y la nutrición de los niños, las venta-
jas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento 
ambiental y las medidas de prevención de accidentes, 
tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo 
en la aplicación de esos conocimientos;
f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orien-
tación a los padres y la educación y servicios en materia 
de planifi cación de la familia.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas efi ca-
ces y apropiadas posibles para abolir las prácticas tradi-
cionales que sean perjudiciales para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y 
alentar la cooperación internacional con miras a lograr 
progresivamente la plena realización del derecho reco-
nocido en el presente artículo. A este respecto, se ten-
drán plenamente en cuenta las necesidades de los paí-
ses en desarrollo.

Pacto internacional de 
derechos económicos, sociales 
y culturales (1966)*

recuadro 4.B

* Por razones de espacio sólo se transcribe la primera parte de 
la Carta.
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Ley nacional Nº26.529. Derechos del paciente en su relación 
con los profesionales e instituciones de la salud. (2009)*

Articulo 2 
Derechos del paciente. Constituyen derechos esenciales 
en la relación entre el paciente y el o los profesionales 
de la salud, el o los agentes del seguro de salud, y cual-
quier efector de que se trate, los siguientes:

a) Asistencia. El paciente, prioritariamente los niños, ni-
ñas y adolescentes, tiene derecho a ser asistido por los 
profesionales de la salud, sin menoscabo y distinción 
alguna, producto de sus ideas, creencias religiosas, po-
líticas, condición socioeconómica, raza, sexo, orienta-
ción sexual o cualquier otra condición. El profesional 
actuante sólo podrá eximirse del deber de asistencia, 
cuando se hubiere hecho cargo efectivamente del pa-
ciente otro profesional competente;

b) Trato digno y respetuoso. El paciente tiene el de-
recho a que los agentes del sistema de salud intervi-
nientes, le otorguen un trato digno, con respeto a sus 
convicciones personales y morales, principalmente las 
relacionadas con sus condiciones socioculturales, de 
género, de pudor y a su intimidad, cualquiera sea el pa-
decimiento que presente, y se haga extensivo a los fa-
miliares o acompañantes;

c) Intimidad. Toda actividad médico - asistencial ten-
diente a obtener, clasifi car, utilizar, administrar, custo-
diar y transmitir información y documentación clínica 
del paciente debe observar el estricto respeto por la dig-
nidad humana y la autonomía de la voluntad, así como 
el debido resguardo de la intimidad del mismo y la con-
fi dencialidad de sus datos sensibles, sin perjuicio de las 
previsiones contenidas en la Ley Nº 25.326;

d) Confi dencialidad. El paciente tiene derecho a que 
toda persona que participe en la elaboración o manipu-
lación de la documentación clínica, o bien tenga acceso 
al contenido de la misma, guarde la debida reserva, salvo 
expresa disposición en contrario emanada de autoridad 
judicial competente o autorización del propio paciente;

e) Autonomía de la Voluntad. El paciente tiene derecho 
a aceptar o rechazar determinadas terapias o procedi-
mientos médicos o biológicos, con o sin expresión de 
causa, como así también a revocar posteriormente su 
manifestación de la voluntad. Los niños, niñas y adoles-
centes tienen derecho a intervenir en los términos de la 
Ley Nº 26.061 a los fi nes de la toma de decisión sobre 
terapias o procedimientos médicos o biológicos que in-
volucren su vida o salud;

f) Información Sanitaria. El paciente tiene derecho a re-
cibir la información sanitaria necesaria, vinculada a su 
salud. El derecho a la información sanitaria incluye el de 
no recibir la mencionada información.

g) Interconsulta Médica. El paciente tiene derecho a 
recibir la información sanitaria por escrito, a fin de 
obtener una segunda opinión sobre el diagnóstico, 
pronóstico o tratamiento relacionados con su estado 
de salud.

recuadro 4.C

*Por razones de espacio sólo se transcriben artículos puntuales de 
la Ley.
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Articulo 14
Titularidad. El paciente es el titular de la historia clínica. 
A su simple requerimiento debe suministrársele copia 
de la misma, autenticada por autoridad competente de 
la institución asistencial. La entrega se realizará dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas de solicitada, salvo 
caso de emergencia.

Articulo 18
Inviolabilidad. Depositarios. La historia clínica es invio-
lable. Los establecimientos asistenciales públicos o pri-
vados y los profesionales de la salud, en su calidad de 
titulares de consultorios privados, tienen a su cargo su 
guarda y custodia, asumiendo el carácter de deposita-
rios de aquélla, y debiendo instrumentar los medios y 
recursos necesarios a fi n de evitar el acceso a la infor-
mación contenida en ella por personas no autorizadas. 
A los depositarios les son extensivas y aplicables las dis-
posiciones que en materia contractual se establecen en 
el Libro II, Sección III, del Título XV del Código Civil, “Del 
depósito”, y normas concordantes.

Articulo 20
Negativa. Acción. Todo sujeto legitimado en los térmi-
nos del artículo 19 de la presente ley, frente a la negativa, 
demora o silencio del responsable que tiene a su cargo 
la guarda de la historia clínica, dispondrá del ejercicio de 
la acción directa de “habeas data” a fi n de asegurar el 
acceso y obtención de aquélla. A dicha acción se le im-
primirá el modo de proceso que en cada jurisdicción re-
sulte más apto y rápido. En jurisdicción nacional, esta 
acción quedará exenta de gastos de justicia.
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(médicos, enfermeros, técnicos, cuerpo administra-
tivo, propietarios de instituciones privadas de sa-
lud, etc.) contra los abusos sobre los pacientes en 
el trato y el manejo de la información, entre ella la 
historia clínica y el consentimiento informado (ver 
recuadro 4. C).

FACTORES QUE OBSTACULIZAN
EL DERECHO A LA SALUD

Cuatro son los factores de mayor peso que se eri-
gen como obstáculos para cualquier abordaje inte-
gral de la salud y para el cumplimiento de los de-
rechos vinculados con ésta. Por un lado, y tal vez 
en un grado menor al de los otros tres aspectos, la 
burocracia administrativa que se desempeña en los 
efectores y prestadores de los diferentes subsiste-
mas de salud, concibe y trata al usuario de las pres-
taciones como un consumidor indefenso, sometién-
dolo a diversas formas de abuso de poder propias de 
una lógica burocrática. 

Algunos de los tantos ejemplos en donde las per-
sonas son sometidas a distintas formas de abuso 
de esta índole son: la arbitrariedad en los crite-
rios para el otorgamiento de turnos –donde, por 
ejemplo, no se considera la gravedad del cuadro de 
salud de la persona, algo que es recurrente en lo 
que hace al diagnóstico por imágenes en pacientes 
con cáncer-; los tiempos de espera prolongados en 
el consultorio o en hospitales donde los pacientes 
deben hacer largas colas desde la madrugada para 
obtener un turno dentro de un cupo limitado; el 
incumplimiento de la legislación según la cual la 
historia clínica es propiedad del paciente y no de 
la institución sanitaria o del médico tratante, en-
tre otros.

Un segundo factor, de mayor peso que el ante-
rior, es la formación ideológica y las prácticas de 
la propia institución médica y de los profesionales 
que la componen, que no tratan con sujetos de de-
recho sino con pacientes-objetos concebidos como 
un conjunto de órganos, en una relación de poder 
vertical de completa subordinación -relación que ha 
sido por demás estudiada en la literatura de la so-
ciología y la antropología de la salud-, tal como la 
ha defi nido con precisión Menéndez (1990) en su 

bilidad para los patrones culturales de la población 
usuaria; y d) calidad de la atención de acuerdo a es-
tándares científi cos.

En la Argentina y en el campo constitucional, la 
reforma de la Constitución de 1994 consagró ex-
plícitamente el derecho a la salud en el artículo 42, 
pero no desde un enfoque integral de la misma sino 
concibiendo al usuario del sistema de salud como 
un consumidor, lo que subsume a aquella a la lógica 
del mercado, aunque previendo mecanismos de pro-
tección frente a potenciales abusos de parte de los 
prestadores. No obstante esto, la reforma de ese año 
incorporó con rango constitucional en su Artículo 
75, inciso 22, los distintos pactos y tratados inter-
nacionales que hacen referencia a la salud de forma 
directa - Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (1966) o la Convención 
sobre los Derechos del Niño (1989), entre otros- o 
indirecta -Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos (1948). 

Por otro lado, a diferencia de la Constitución Na-
cional, en varias cartas magnas provinciales (como 
por ejemplo en los casos de la provincia de Buenos 
Aires o de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), 
sí se ha presentado al derecho a la salud desde una 
perspectiva integral. No obstante dichos principios 
constitucionales se tradujeron en leyes concretas, 
en la mayoría de los casos éstas no se vieron cris-
talizadas en una transformación de las prácticas y 
del sistema de salud. Ejemplo de ello ha sido la Ley 
N° 153 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires del 
año 1999, conocida como “Ley Básica de Salud”, la 
que no sólo defi nió a un sujeto de derechos de ca-
rácter universal –esto es, no se limitó únicamente 
a los ciudadanos argentinos o los habitantes de la 
propia ciudad-, sino que incorporó los principios de 
la atención primaria de la salud, la promoción de la 
salud y la participación comunitaria (Paim, 2009). 
Sin embargo, tras 12 años de su sanción y tras la 
reglamentación de varios de sus artículos, ha resul-
tado sólo una declaración de principios que en gran 
parte no se han cumplido. 

Resulta por demás relevante destacar la Ley Na-
cional Nº26.529 del año 2009, que aborda en forma 
directa el derecho a la salud, y en la que por primera 
vez se ponen límites expresos a los agentes de salud 
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ingresos para pagar una cobertura de mayor calidad 
en cuanto a recursos, prestaciones, complejidad, etc., 
podrá acceder a ella. Por el contrario, aquellos que 
por insufi ciencia de ingresos o por no participar de 
la porción formal del mercado laboral (asalariados no 
registrados) no pueden incluirse dentro de los sub-
sistemas de obras sociales o en la medicina privada, 
son atendidos en forma subsidiaria por el subsistema 
público. Si bien este último constituye el marco or-
ganizativo e institucional que potencialmente podría 
llevar adelante la consigna “salud para todos” (1977) 
y que representa por excelencia el aparato de efec-
tores con mayor cobertura territorial y que mejor se 
corresponde con la noción universal del derecho a la 
salud, en nuestro país tiene un funcionamiento más 
que defi ciente. 

EL SISTEMA DE SALUD EN LA ARGENTINA

Así como el sistema de salud de un país representa 
una de las formas en las que se cristaliza la política 
sanitaria, las características y la morfología de aquel 
estarán condicionadas por dos factores fundamen-
tales: por un lado la concepción ideológica sobre la 
que se erija la política de salud y por otro, las fuerzas 
sociales que operen para su constitución en deter-
minado contexto histórico –corporaciones empre-
sariales, sindicatos, colegios profesionales, la propia 
institución médica, industria farmacéutica, aparatos 
administrativos estatales, etc.

El sentido de lo recién expuesto se comprende me-
jor si se dimensiona a la política de salud como una 
política social –por cuanto aquella opera sobre este úl-
timo espacio y tiene a la población como su objeto- y 
al sistema de salud como un dispositivo institucional 
dentro de aquella, que tiene como misión principal 
cuidar o mejorar el estado de salud de la población, 
planifi cando y administrando los recursos organiza-
cionales y humanos, así como los fl ujos de informa-
ción para la consecución de esa meta (Testa, 2007). 

Los atributos que caracterizan al sistema de sa-
lud en nuestros días son el fruto de casi un siglo 
de maduración en un contexto de fuertes pujas so-
ciales, proceso en el que los intereses sectoriales y 
corporativos terminaron imponiéndose por sobre la 
lógica sistémica e integral, quedando la noción del 

descripción del modelo médico hegemónico.74 En 
este marco, la noción de salud integral, la estrategia 
de atención primaria y el concepto de promoción de 
la salud se encuentran por completo desvalorizados 
en el campo de las prácticas individuales y corpora-
tivas de los médicos, quienes se hallan sumergidos 
en la lógica de la especialización y la tecnifi cación, a 
la vez que hace tiempo que han sido cooptados por 
la práctica mercantil de las empresas de medicina 
privada y por la industria farmacéutica (Ugalde y 
Homedes, 2009).

Un tercer obstáculo lo constituyen las propias 
características del sistema de salud, el que, como 
se describirá más adelante, se halla por completo 
fragmentado, sin conexión alguna, recibiendo y 
ofreciendo servicios a subpoblaciones diferentes y 
con calidades de atención muy heterogéneas. En ese 
marco organizativo, se hace prácticamente imposi-
ble cualquier abordaje integral de la salud a nivel 
poblacional de acuerdo a la noción de derecho que 
de ésta se tiene.

El cuarto y último factor que obstaculiza un abor-
daje integral de la salud en nuestro país es que su 
atención es concebida como un mercado de consumi-
dores y oferentes de prestaciones dentro de un sis-
tema de relaciones sociales mercantiles. Quien tiene 

74. En este respecto, se hace relevante señalar que las institu-
ciones de salud y el saber y la práctica médica constituyen uno de 
los campos donde el poder y la dominación se ejercen de manera 
más “cruda”. En efecto, la relación jerárquica y de subordinación 
entre el médico y el paciente –donde uno es el que sabe y el otro 
es concebido como un ignorante-, los maltratos y abusos a los que 
muchos de los primeros someten a los segundos –entre tantos 
otros ejemplos puede citarse la consabida práctica humillante que 
se realiza en los servicios de toco-ginecología, en donde se exhibe 
a pacientes desnudas frente a una multiplicidad de practicantes 
universitarios sin consentimiento alguno por parte de las consul-
tantes-, las diversas prácticas que colisionan con la ética profesional 
–como hacer ingresar a pacientes en protocolos de investigación de 
laboratorios farmacéuticos, no informándolos debidamente acerca 
de los perjuicios que dichos procedimientos podrían implicar para 
la salud (especialmente en las fases II y III de los ensayos clínicos)-, 
o las prácticas que rozan la ilegalidad –como por ejemplo, la falsifi -
cación de documentos para cubrirse ante posibles juicios por mala 
praxis, o la de estadísticas para recibir mayores recursos por parte 
de sus fuentes de fi nanciamiento-; son todos aspectos que derivan 
tanto de la formación profesional, de la propia lógica del campo (en 
términos de Bourdieu) como del lugar simbólico que la medicina 
ocupa en el imaginario colectivo moderno. 
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grarse en un sistema direccionado por el Estado en 
el marco de una política sanitaria.

Sin embargo, el sistema nunca funcionó de manera 
integrada, coexistiendo dos grandes subsistemas, 
obras sociales y hospitales públicos, acompañados 
en menor escala por las prestaciones de la medicina 
privada, generalmente ejercida de manera individual 
o, a lo sumo, a través de pequeñas empresas. En esta 
línea, el hecho de que durante décadas los hospitales 
públicos tuvieran un rol secundario y residual con res-
pecto al lugar central de las obras sociales reforzó dos 
rasgos fundamentales del sistema: la fragmentación y 
la compartimentación. Algunas décadas después, esta 
problemática se agudizaría al compás de la metamor-
fosis que experimentó la medicina privada, al sumár-
sele las grandes empresas y corporaciones de salud, 
fenómeno que fue acompañado por la privatización de 
diversas mutuales y hospitales de colectividades.

A diferencia de los modelos europeos de Estado de 
Bienestar, donde el derecho a la prestación de salud 
adquirió un carácter universal a partir de la ciudada-
nía o de la residencia permanente, en la Argentina el 
acceso a las prestaciones tuvo hasta las décadas re-
cientes un carácter dual: obras sociales para los traba-
jadores asalariados formales y sus familias, y hospi-
tales públicos para todos aquellos que no se incluye-
ran en esa categoría, con lo que el subsistema público 
quedó ocupando una función residual.75 Esta moda-
lidad de organización del sistema de salud funcionó 
relativamente bien mientras que en el país existió 
una situación de pleno empleo con una gran partici-
pación asalariada encuadrada dentro del marco legal, 
situación que se modifi có sustancialmente a partir 
de las reformas neoliberales de la última dictadura 
militar y que fueron profundizadas por el gobierno 
de Carlos Menem en la década de 1990 (Centrángolo 
y Devoto, 2002).

Asimismo, la fragmentación y la compartimen-
tación del sistema se agudizaron conforme éste iba 
creciendo e implicaba a más actores sociales e intere-

75. No se trata de valorar la calidad e idoneidad de los profesionales 
en cada componente -ya que, en parte, los mismos médicos atendían 
en ambos subsistemas y además ejercían su actividad de forma 
privada independiente-, sino de evaluar el funcionamiento del 
sistema en su conjunto y dentro de una política integral de salud.

derecho universal a la salud en un “medio camino” 
de realización. 

Tal como sucediera con las políticas laborales, 
las de vivienda u otras que implicaran el recono-
cimiento de derechos, la desmercantilización de 
ciertas esferas de la reproducción social, o la regu-
lación de aquello que en el siglo XIX estaba librado 
a la suerte del mercado, en nuestro país recién ha-
cia mediados de la centuria que acaba de concluir, 
la salud comenzó a ser pensada seriamente como 
un problema público y abordada mediante políti-
cas a gran escala. Hasta ese entonces, bajo el in-
fl ujo de la corriente higienista -y en nuestro país 
de las sociedades científi cas-, la preocupación por 
el cuidado de la salud de la población no derivaba 
de una concepción de derechos, sino que respondía 
al propósito de aislar a aquellas personas o grupos 
que pudieran implicar una amenaza epidémica para 
el resto de la población (Belmartino y Bloch, 1994; 
Tobar, 2001).

En la Argentina, hasta las primeras décadas del 
siglo XX, y excepto por algunos pocos hospitales pú-
blicos, las intervenciones en salud eran llevadas a 
cabo fundamentalmente por tres tipos de actores, 
cada uno de los cuales fundaba sus acciones en ele-
mentos ideológicos y objetivos diversos: a) institu-
ciones de benefi cencia, bajo el carácter de actos de 
caridad que implicaban una subordinación tutelar 
hacia la población receptora de las prestaciones; 
b) mutuales –principalmente de colectividades de 
inmigrantes y de trabajadores- fundamentadas en 
el principio de solidaridad mutua; y c) la medicina 
privada llevada acabo de manera independiente por 
médicos que ejercían su actividad como una profe-
sión liberal burguesa.

En el contexto mundial a partir de la constitución 
de los Estados de Bienestar, y en nuestro país con 
la política sanitaria del Dr. Carrillo en la década de 
1940, la salud de la población pasó a formar parte 
de las políticas sociales y de la agenda pública (Al-
zugaray, 1988). Esto se tradujo en que la multi-
plicidad de prestadores preexistentes –hospitales 
públicos, mutuales y hospitales de colectividades 
de inmigrantes, instituciones de socorros mutuos, 
seguros sociales de gremios específi cos, etc.- que 
antaño operaban aisladamente, comenzaran a inte-
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privadas -como por ejemplo los servicios diagnósti-
cos o las empresas sub contratistas de médicos (poli-
consultorios)-, o actúan ellos mismos como agentes 
privados –por ejemplo prestando servicios a asegura-
doras de riesgos laborales-, lo que también es suma-
mente frecuente entre las mutuales y hospitales de 
colectividades privatizados.

Por otro lado, si bien dentro de la medicina pri-
vada también se incluye la práctica profesional in-
dependiente de algunos médicos, el ejercicio de la 
medicina bajo esta modalidad liberal adquiere un 
carácter cada vez más marginal, estando los profe-
sionales de la salud sujetos a las lógicas de los tres 
grandes subsistemas.78 En esta línea, las empresas 
de medicina privada conciben a las prestaciones de 
salud como un servicio transable en el mercado y su 
fi nalidad última es la valorización del capital inver-
tido en esos servicios. La salud es, antes que nada, 
un negocio y el usuario no es concebido como un 
sujeto de derechos como en los otros dos subsiste-
mas, sino como un consumidor, estando el acceso 
restringido por la disponibilidad monetaria de las 
personas y sus familias. 

Los elementos que posibilitan el ingreso a cada 
uno de los tres subsistemas son, en el caso del pú-
blico, la salud como derecho universal de todo ser 
humano (en la Argentina el acceso no está restrin-
gido a la ciudadanía); en las obras sociales, el aporte 
en tanto trabajador (asalariado o no); y en la medi-
cina privada, el pago de dinero. Esos tres elemen-
tos explican, a su turno, la fuente de fi nanciación 
de cada uno de ellos. En el primer caso son los im-
puestos, en el segundo los aportes de los trabaja-
dores y en el tercero el pago privado de un seguro 
mediante la renta personal. Es por ello que las alte-

78. En el presente, gran parte del colectivo médico se halla 
trabajando o en relación de dependencia o como prestador para 
cada uno de esos subsistemas. En otros términos, la relación 
del médico con el paciente en lo concerniente al pago de hono-
rarios ya no es directa sino que se encuentra por completo 
institucionalizada y mediatizada por los distintos prestadores 
y efectores de salud. A partir de esto, cuando en adelante 
hablemos del subsistema privado, estaremos haciendo refe-
rencia fundamentalmente a las distintas empresas de medicina 
y en poca medida a los médicos particulares trabajando en 
forma independiente.

ses heterogéneos, con lo que su modifi cación se fue 
tornando cada vez más difi cultosa.76

En el presente, el sistema de salud, entendido 
como el conjunto de organizaciones, instituciones 
y recursos que producen acciones de salud, se en-
cuentra dividido en tres grandes subsistemas bien 
diferenciados: a) el subsistema público, conformado 
por hospitales generales, de especialidades y de re-
ferencia, centros de salud, salas y enfermerías de 
atención primaria; b) el de las obras sociales con 
sus distintos prestadores y al que puede agregársele 
un caso particular que mezcla elementos del mu-
tualismo y de la seguridad social pública, como es 
PAMI; y c) el subsistema conformado por las em-
presas de medicina privada, que implica a una va-
riedad muy heterogénea de actores e instituciones, 
que van desde la práctica individual de la medicina 
por parte de médicos particulares, hasta las gran-
des empresas de medicina prepaga, pasando por los 
hospitales y mutuales privatizados, las fundacio-
nes y asociaciones científi cas de especialidades, así 
como por las empresas aseguradoras de riesgos del 
trabajo y una gran cantidad de prestadores privados 
de servicios como laboratorios, empresas de diag-
nóstico por imágenes, etc. 

Mientras que el primer subsistema funciona bajo 
una concepción de la salud como derecho universal y 
está abierto al conjunto de la comunidad, el segundo 
se fundamenta en el “viejo” principio de solidaridad 
y ayuda mutua, propio de la concepción mutualista, 
pero regulado y transformado por el Estado en parte 
fundamental de la red de seguridad social, a la vez 
que limitado a los trabajadores asalariados formales 
por rama de actividad.77

No obstante esto, la complejización del sistema 
es tal que, en no pocas oportunidades, las obras so-
ciales terciarizan distintas actividades en empresas 

76. Si bien países como España e Italia también habían construido 
sistemas de salud de esta índole, mientras que aquellos empren-
dieron ingentes reformas sanitarias en la década de 1970, la 
Argentina nunca logró llevar adelante una transformación de esa 
naturaleza y poco a poco el sistema pasó a ser un fi el refl ejo de las 
crecientes desigualdades sociales que matizaron el paisaje del país.

77. Esto último quedó desvirtuado a partir de la política de desre-
gulación y libre opción de obras sociales.
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raciones en las condiciones económicas del país y en 
las características del mercado de trabajo impactan 
fuertemente sobre cada uno de esos tres subsiste-
mas, afectando sus fuentes de fi nanciación y modi-
fi cando el volumen y la calidad de la demanda sobre 
cada uno de ellos. 

El subsistema público provee servicios de sa-
lud –en principio- gratuitos a toda la población, 
aunque sus principales usuarios son los sectores 
sociales que carecen de cobertura por parte de los 
otros dos subsistemas y en el caso de los adultos 
mayores, presta atención a las personas no cubier-
tas por PAMI. Su distribución geográfica es muy 
amplia y llega a las zonas consideradas no renta-
bles por la medicina privada. Durante las últimas 
décadas este subsistema ha experimentado un im-
portante deterioro, tanto a nivel de la inversión en 
infraestructura como en sus recursos humanos, a 
lo que se suma –producto de la caída del empleo 
asalariado formal- el crecimiento de la demanda 
por parte de los sectores que antes eran atendidos 
por las obras sociales.79

Como apuntan Findling, Arruñada y Klimovsky 
(2002), históricamente el rasgo central del subsis-
tema de obras sociales fue la obligatoriedad en la 
afi liación por rama de actividad laboral con aportes 
monetarios muy dispares, lo que reprodujo la es-
tructura de desigualdad en el ingreso medio de los 
trabajadores. Esto, a su vez, se tradujo en niveles 
de recaudación y ofertas de servicios por completo 
heterogéneas entre las distintas obras sociales. 
Si bien la desregulación de fi nales de los años no-
venta provocó una pérdida parcial del control sobre 
la recaudación de los aportes de los afi liados, dicha 
política tuvo un impacto limitado. Asimismo, la 
superposición de prestaciones y la doble afi liación 
representan una dilapidación de recursos y agregan 
inefi ciencias al sistema -algo que se mostrará más 
adelante en este capítulo cuando se examine la di-
vergencia entre la principal cobertura de salud de 

79. Asimismo, hasta el año 2008 cuando se avanzó con la política 
de moratoria previsional, una porción importante de adultos 
mayores se encontraba sin cobertura por parte de PAMI, lo que 
llevaba a todos aquellos que no pudieran costearse la medicina 
privada a contar con el hospital público como única alternativa.

los hogares y el subsistema en donde la población 
efectivamente se atiende.

El PAMI representa un caso particular de una 
obra social no sindical articulada con el sistema 
de previsión social y cuya afi liación, en el caso de 
la tercera edad, está ligada a la percepción de una 
jubilación o pensión. La así llamada “obra social 
más grande de América Latina” tiende a una fuerte 
medicalización de su población objetivo y cuenta 
con una estructura burocrática acorde al volumen 
de usuarios, al perfi l epidemiológico de éstos y a las 
prestaciones que brinda.

Por último, las prestaciones de salud de las em-
presas de medicina privada están fuertemente 
concentradas en la atención secundaria y repara-
tiva de la salud, con un alto componente en capi-
tal tecnológico y tienen un costo que una porción 
muy reducida de la población total está en condi-
ciones de afrontar.

En el marco de los conceptos vertidos en el en-
foque teórico recién expuesto, en el apartado que 
sigue se examina la distribución de los diferentes 
estados de salud de la población de 18 años o más 
según una serie de variables seleccionadas. Segui-
damente, se indaga en las características de la po-
blación que acudió a la consulta durante los últimos 
doce meses, procurando identifi car conjuntos socia-
les potencialmente desprotegidos. En tercer lugar 
se analiza la cobertura de salud de los hogares y el 
nivel de utilización de cada uno de los subsistemas. 
Por último, en cuarto lugar, se examinan los princi-
pales rasgos de las sub poblaciones que se atienden 
en cada tipo de prestador, evidencia empírica que 
muestra que la fragmentación del sistema de salud 
de la Argentina es un fi el refl ejo de la desigualdad 
social del país.

Se exponen asimismo tres recuadros conteniendo 
indicadores que dan cuenta del nivel de consulta o 
tratamiento psicológico o psiquiátrico durante el 
último año, los recortes en atención médica o com-
pra de medicamentos por problemas económicos y 
el tiempo en sala de espera de los consultorios, uno 
de los elementos que hacen a la calidad de la aten-
ción. En la fi gura 4.1.1 se presentan las dimensiones, 
variables e indicadores que serán analizados en los 
siguientes apartados. 
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esquema de dimensiones, variables e indicadores de la salud de la población 
y el acceso al sistema que la atiende

la salud de la población
problemas 
psicofísicos 
de salud

Estado de salud de las personas 
concebida desde una noción 
que integra la dimensión física/
biológica y la psicológica.

• Porcentaje de personas sin problemas de salud.
• Porcentaje de personas sólo con problemas de 
salud física.
• Porcentaje de personas sólo con malestar psicológico.
• Porcentaje de personas con ambos problemas 
de salud.

la consulta de salud
consulta
de salud

Expresa una de las medidas que 
da cuenta de la demanda de 
atención por parte de la población 
y permite identifi car conjuntos 
sociales desprotegidos o cuyos 
daños a la salud podrían no ser 
detectados de manera temprana.

• Porcentaje de personas que acudieron a la 
consulta de salud durante los últimos 12 meses.

acceso al sistema de salud
cobertura
de salud

Subsistema de salud mayormente 
utilizado por el hogar. Es una 
variable que permite examinar la 
segmentación del sistema y de la 
demanda de prestaciones 
de salud.

• Porcentaje de hogares cubiertos por el 
subsistema público.
• Porcentaje de hogares cubiertos por PAMI.
• Porcentaje de hogares cubiertos por obras sociales.
• Porcentaje de hogares cubiertos por la
medicina privada.

utilización 
de los 
subsistemas 
de salud

Subsistema al que el encuestado 
acudió en su última consulta 
durante los últimos 12 meses. 
Esta variable permite indagar en el 
tipo de demanda de prestaciones 
de salud y en la diferencia entre la 
cobertura de salud del hogar y la 
que efectivamente se utiliza.

• Porcentaje de personas que acudieron a 
efectores públicos de salud.
• Porcentaje de personas que acudieron a 
prestadores de PAMI.
• Porcentaje de personas que acudieron a 
prestadores de obras sociales.
• Porcentaje de personas que acudieron a 
prestadores de medicina privada.

indicadores de recuadros
recortes
en salud

Expresa la magnitud de
población que durante el 
último año tuvo que disminuir 
o suspender consultas a 
profesionales de la salud o 
restringirse en la compra de 
medicamentos por
problemas económicos.

• Porcentaje de personas que debieron incurrir 
en recortes de salud por problemas económicos 
durante los últimos 12 meses.

figura 4.1.1
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20 padecimientos claramente defi nidos e identifi ca-
bles, que cubrían la mayor parte de las clasifi caciones 
de la literatura especializada y en los que, para que el 
sujeto afi rmara haberlos padecido, en la mayoría de 
los casos debería haber habido un diagnóstico previo 
por parte de un profesional de la salud. Estos proble-
mas atravesaban tanto las patologías infecto conta-
giosas como las crónicas y degenerativas.

En cuanto a la dimensión psicológica de la salud, se 
trabajó con el Kessler Psychological Distress Scale (K-
10) el que, a partir de una serie de ítems, construye un 
índice que permite diferenciar a los sujetos que en un 
momento dado padecen malestar psicológico de aque-
llos otros que no. Se trata de una variable inespecífi ca, 
ya que si bien permite identifi car a las personas que pa-
decen malestar, no brinda información acerca de si éste 
está vinculado con la ansiedad o con la depresión.80 Asi-
mismo, no obstante el indicador no abarca la totalidad 
de los posibles problemas de salud mental –dentro de 
las neurosis o pasando al plano de los cuadros psiquiá-
tricos-, resulta ser un predictor robusto del resto de los 
problemas psicológicos que aquel no indaga.

De los datos de la EDSA - Bicentenario se des-
prende que durante el año 2010 el 31,3% de la po-
blación de 18 años o más presenta al menos algún 
problema de salud física y el 18,9%, algún nivel de 
malestar psicológico. La fi gura 4.2.1 ilustra la distri-
bución de la variable de salud que da cuenta de am-
bas dimensiones antes referidas para el conjunto de 
la población urbana adulta. Como muestra la misma, 

80. Para más información sobre el test K-10 de Kessler, ver 
Barómetro de la Deuda Social Argentina N° 6, ODSA, 2010.

4.2 LA SALUD PSICOFÍSICA EN LA 
POBLACIÓN ARGENTINA

Si bien los datos que se presentan en este apartado 
no surgen de un estudio epidemiológico propiamente 
dicho, resulta útil servirnos de una serie de ideas de ese 
campo de investigación a fi n de tornar más inteligible 
el objetivo que aquí se propone. Una de las metas de la 
epidemiología es identifi car la forma en que los proce-
sos de salud y enfermedad se distribuyen a lo largo de la 
población en un momento dado (objetivo descriptivo) y 
otra es explicar por qué se produce dicha distribución y 
cuáles son los factores que inciden sobre ella (objetivo 
analítico-explicativo). Este apartado se focaliza en el 
objetivo descriptivo, presentando datos que aportan 
evidencia empírica para abonar a la discusión en torno 
a los motivos de la distribución diferencial de la salud 
en los distintos segmentos poblacionales.

A partir de la concepción amplia de salud expuesta 
en el enfoque teórico de este capítulo, se ha cons-
truido una variable que sintetiza las dimensiones fí-
sica/biológica y psicológica de aquella. En la primera 
dimensión, el registro acerca de la presencia de algún 
padecimiento no fue producto de un diagnóstico mé-
dico sino de la percepción y la enunciación por parte 
del propio sujeto encuestado. Si bien esta forma de 
cuantifi car la prevalencia de problemas de salud no 
responde al enfoque epidemiológico tradicional, la 
condición de padecer o no problemas físicos/bioló-
gicos fue reconstruida para cada individuo a partir 
de la comparación de su propio juicio acerca de su es-
tado de salud en esa dimensión con un conjunto de 

consulta o 
tratamiento 
de
salud mental

Personas que acudieron a la 
consulta de salud mental, lo 
que por un lado da cuenta de 
la demanda de este servicio de 
salud y por otro permite
indagar de forma indirecta el 
nivel de malestar psicológico
en la población.

• Porcentaje de población adulta que durante 
el último año acudió a una consulta o inició un 
tratamiento psicológico o psiquiátrico.

espera a la
atención 
médica

Expresa uno de los problemas 
que hacen a la calidad de la 
atención de la salud.

• Porcentaje de personas que debieron esperar 
más de una hora para ser atendidos durante su 
última consulta.
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diendo a una serie de mandatos culturales (Kor-
nblit y Mendes Diz, 1994; Adaszko, 2006; López, 
Findling y Abramzón, 2006). 

Por su parte, la edad resulta altamente signifi cativa 
en la distribución de los tipos de problemas psicofí-
sicos de salud. Los datos muestran que a medida que 
aquella se incrementa, desciende considerablemente 
la proporción de personas que no sufren ninguno de 
los dos tipos de padecimientos, del 73,4% en el grupo 
de 18 a 35 años al 33,1% en la población de 60 años 
o más. En paralelo, se reduce el malestar psicológico 
sin problemas físicos y se triplica la tasa de aquellos 
que sufren ambos tipos de malestar, del 4% al 13,6% 
en el grupo etáreo más elevado, resultando todas las 
pruebas estadísticas signifi cativas.

Esta distribución por edad de los problemas de sa-
lud y enfermedad es la esperable para una población 
en proceso de envejecimiento demográfi co inter-
medio como la argentina y es acompañada por una 
transición epidemiológica que modifi ca el patrón de 
patologías de la salud, desde una predominancia de 
enfermedades de tipo infectocontagiosas hacia la de 
las crónico degenerativas. Por su parte, en el plano 
psicológico, conforme avanza la edad se agudizan las 
manifestaciones de malestar que acompañan a los 
problemas físicos y aumenta la proporción de pobla-
ción con depresión (Borson, 2000).

En lo que respecta al aglomerado en donde habita 
la población analizada, la tasa de prevalencia de los 
distintos estados de la salud resulta ligeramente su-
perior en la población de 18 años o más residente 
en la Ciudad de Buenos Aires en comparación con el 
Conurbano Bonaerense. Mientras que en el primer 
caso sólo el 55,6% de la población adulta no padece 
algún tipo de malestar físico y/o psicológico, en 
el Conurbano Bonaerense el indicador se ubica en 
torno al 60,2% de la población de ese mismo rango 
etáreo (RR = 1,082). La razón de esta divergencia 
deriva de las diferencias en los perfi les demográfi -
cos de ambas poblaciones; más envejecido en el pri-
mer caso (lo que incrementa la probabilidad de pa-
decimientos y de deterioro de la salud) y más joven 
en el segundo.82 

82. El promedio de edad en la Ciudad de Buenos Aires es 7 años 
superior al nacional (INDEC, 2001).

durante 2010 más de la mitad de la población adulta 
no experimenta problema de salud alguno. A su vez, 
se observa que las personas que sufren únicamente 
padecimientos de salud física llegan al 22,6% y las 
que experimentan sólo malestar psicológico se ubi-
can en el 9,8%. Por último, el grupo más reducido 
(9%) esta constituido por aquellos sujetos que atra-
viesan ambos tipos de problemas de salud.

Al evaluar la condición de salud según una serie de va-
riables sociodemográfi cas seleccionadas, se aprecia que 
el porcentaje de mujeres en la población urbana adulta 
sin padecimientos de ningún tipo es considerablemente 
menor al de los varones, a la vez que el malestar psico-
lógico (con o sin padecimiento físico) duplica al de estos 
últimos (fi gura 4.2.2). La probabilidad de que una mujer 
experimente algún padecimiento psicofísico de salud es 
un 40% superior a la de los varones (RR = 1,397).81

Este dato no necesariamente refleja un fenó-
meno objetivo de una mayor tasa de prevalencia 
de enfermedades físicas y malestar psicológico en 
las mujeres, sino que, tal como lo indica la amplia 
literatura especializada en la temática de género y 
salud, son ellas las que tienen un mayor registro 
acerca de sus padecimientos a la vez que los hom-
bres tienden a minimizarlos u ocultarlos, respon-

81. En este apartado se utiliza la medida de Riesgo Relativo (RR) 
que expresa la mayor o menor probabilidad que tiene un grupo de 
padecer un problema de salud en comparación con otro. Valores 
superiores a 1 indican una mayor probabilidad, mientras que lo 
contrario sucede con valores inferiores a la unidad.
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decimientos psicofísicos de salud. Por el contrario, 
las personas provenientes de otras jurisdicciones 
nacionales son las más afectadas por la tasa de pre-
valencia del conjunto de padecimientos de la salud 
analizados (49%).84 El riesgo relativo de que un mi-
grante interno padezca algún problema psicofísico 
de salud en comparación con alguien nacido y asen-
tado en la provincia de residencia es de 1,26. Esto se 
debe a que los migrantes internos y externos tienen 
un mayor nivel de privación económica y pertenecen 
a estratos sociales más bajos que el promedio de la 
población originaria del propio lugar de residencia, 
lo que se vincula con el hecho de que la migración es 
habitualmente un recurso de supervivencia al que los 
más pobres se ven compelidos a recurrir. 

De las líneas precedentes puede concluirse que la 
distribución de los problemas psicofísicos de salud 
según las características sociodemográfi cas selec-
cionadas en la población descripta es altamente des-
igual. Así, son las mujeres, las personas de 60 años o 
más, quienes residen en la Ciudad de Buenos Aires 
y los migrantes internos y limítrofes, quienes mues-
tran una mayor tasa de prevalencia de padecimientos 
psicofísicos de salud. Se ha indicado asimismo que 

84. No se incluye en el análisis a los inmigrantes de países no limí-
trofes por ser un grupo sumamente reducido en el conjunto de la 
muestra, 1,8%, con lo que el error muestral para las estimaciones 
resulta excesivo.

Asimismo, las distribuciones de los distintos esta-
dos de salud en el Conurbano Bonaerense, otras áreas 
metropolitanas y el resto urbano resultan similares, 
diferenciándose de la que prevalece en la Ciudad de 
Buenos Aires. Ello como resultado de las diferencias 
en los perfi les demográfi cos. Sobre la mayor decla-
ración de problemas psicofísicos de salud en este úl-
timo distrito, incide no sólo el perfi l más envejecido 
de sus habitantes, sino que, a medida que se eleva el 
nivel educativo de las personas, se verifi ca una mayor 
preocupación y registro acerca de los padecimientos 
del propio cuerpo y del aparato psíquico, ya sean ma-
nifi estas o potenciales.83

En lo que respecta al origen migratorio, la varia-
ble que describe los distintos estados generales de la 
salud muestra un comportamiento semejante en la 
población proveniente de otras provincias argenti-
nas y la de los países limítrofes, a diferencia de las 
personas nacidas en la propia provincia de residen-
cia. En este último grupo, el 61,3% no presenta pa-

83. Una manifestación de este hecho, es que la Ciudad de Buenos 
Aires duplica la tasa de consulta psicológica en comparación con 
el Conurbano Bonaerense (ver recuadro 4. D). La consulta o trata-
miento psicológico no necesariamente representa un indicador 
de malestar, sino que también da cuenta de aspectos tales como 
el mayor registro de parte de las personas acerca de sus padeci-
mientos, la mayor oferta localizada de prestaciones psicológicas o 
el mayor nivel adquisitivo en el área de la Ciudad de Buenos Aires 
para acudir a una consulta de este tipo.
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en la estratifi cación social resulta proporcional para 
todas las categorías de la variable estudiada. Esto 
es, decrece cada una de las tres formas de malestar 
(físico y/o psicológico).

Como también puede apreciarse, lo expuesto 
resulta concordante con la distribución de los pro-
blemas de salud y enfermedad según el nivel educa-
tivo del entrevistado. Cuanto menor es éste, mayor 
resulta la probabilidad de padecer algún problema 
psicofísico de salud (RR = 1,434). Así, mientras que 
el 65,7% de aquellos que han fi nalizado el nivel se-
cundario se encuentra “sano”, en quienes no han 
concluido dicho nivel el indicador se ubica casi 15 
puntos porcentuales por debajo. De esta manera, 
si bien por un lado el nivel educativo se constituye 
en una variable “proxi” del lugar que cada individuo 
ocupa en la estratifi cación social, la escuela también 
representa un espacio donde cada sujeto que circula 
en ella recibe una serie de conocimientos acerca 
del cuidado de su salud, aspecto que no puede ser 
desatendido a la hora de indagar la vinculación en-
tre la educación y la salud (Kornblit, Mendes Diz y 
Adaszko, 2006).

La vinculación entre las condiciones laborales y 
la salud de las personas ha sido extensamente in-
dagada en la literatura especializada (Teiger, 1998; 
Dessors, y Guiho-Bailly, 1998; Giraudo, Mendizá-
bal y Korinfeld, 2002; Neffa, 1995). Además del 
estrés laboral, las condiciones de higiene y seguri-
dad en el lugar del trabajo también inciden de ma-
nera significativa en la salud de los trabajadores. 
Espacios laborales hacinados, trabajadores ma-
nuales de baja calificación empleando herramien-
tas de trabajo poco seguras, ausencia de medidas 
de protección en los procedimientos de trabajo, 
imposibilidad de ausentarse en situaciones de en-
fermedad; son todos ellos aspectos que conducen 
a una precarización de las condiciones de salud de 
los trabajadores.

En este marco, de los datos de la EDSA – Bicente-
nario se desprende que, dentro de la población eco-
nómicamente activa, entre quienes cuentan con un 
empleo estable, pleno de derechos y encuadrado en 
el mercado laboral formal, la prevalencia de padeci-
mientos psicofísicos vinculados con la salud es con-
siderablemente menor que en los trabajadores preca-

los factores que inciden sobre esta tasa de distribu-
ción diferencial son heterogéneos.

Como se ha destacado al comienzo del capítulo, 
los procesos de salud y enfermedad están fuer-
temente asociados a las condiciones de vida de la 
población. Sobre esto inciden aspectos tales como 
las condiciones laborales diferenciales, niveles de 
privación económica dispar, características ambien-
tales y habitacionales heterogéneas; factores todos 
ellos que dejan una huella en la salud de las perso-
nas. Esto se traduce, por ejemplo, en probabilidades 
de supervivencia y esperanzas de vida al nacer di-
ferentes según el estrato social de pertenencia. En 
otros términos, no todos nacen y se desarrollan en 
contextos con las mismas probabilidades de transi-
tar una vida larga y saludable.

La fi gura 4.2.3 ilustra la distribución de la varia-
ble del estado de salud psicofísica según tres factores 
fuertemente asociados: el estrato social al que per-
tenece el hogar, el nivel educativo del entrevistado 
y la calidad de inserción en el empleo de aquellas 
personas que son económicamente activas. Como 
puede apreciarse, a medida que se asciende en la es-
tratifi cación social, también decrece la probabilidad 
de padecer algún problema físico y/o psicológico de 
salud, del 54,8% al 29% de la población de 18 años 
o más en el estrato medio alto. Esta relación resulta 
aún más signifi cativa habida cuenta de que, al ser la 
población de mayores recursos más envejecida que 
la de menores ingresos, la primera debería presentar 
una mayor tasa de prevalencia de problemas de salud 
y, no obstante esto, la evidencia empírica muestra 
que la estratifi cación social tiene tanta fuerza como 
la edad en la distribución social de los procesos de 
salud y enfermedad.

El riesgo relativo que tiene una persona perte-
neciente al 25% inferior de la estratifi cación social 
de padecer algún défi cit de salud (físico y/o psicoló-
gico) es de 1,257 en comparación con quien se en-
cuentra en el estrato medio y llega a 1,889 cuando 
se lo compara con las personas del estrato medio 
alto. En otros términos, la población más pobre 
tiene casi un 90% más de probabilidad de padecer 
algún problema psicofísico de salud que los segmen-
tos sociales ubicados en el estrato medio alto. Asi-
mismo, el mejoramiento a medida que se asciende 
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culadas, en virtud de que quienes se hallan en una 
situación de mayor vulnerabilidad y que acumulan 
un considerable volumen de privaciones, están más 
expuestos a distintos factores que conspiran contra 
su salud física y psicológica. Por su parte, el estrato 
social se constituye en una variable antecedente de la 
calidad de inserción en el empleo y de la educación de 
las personas aunque, de todos modos, estas últimas 
también permiten indagar en algunos aspectos de la 
distribución diferencial de la salud en la población.

La Argentina urbana dista de ser un espacio ho-
mogéneo en cuanto a la infraestructura, los servicios 
domiciliarios y urbanos, la calidad del medio am-
biente y las condiciones de habitabilidad en general. 
A lo largo del siglo XX se constituyó una geografía 
caracterizada por grandes desequilibrios regionales y 
locales, lo que se reprodujo al interior de las propias 
ciudades como consecuencia de defi ciencias en la pla-
nifi cación y en la gestión urbana, grandes fl ujos mi-
gratorios que presionaron sobre la demanda de suelo 
y de vivienda en las áreas metropolitanas, estrategias 
de autoconstrucción del hábitat por parte de los sec-
tores populares y un Estado que respondió de muy 
diversas maneras a la cuestión urbana y al défi cit 
habitacional (Yujnovsky, 1984; Pírez, 2009).87 En 

87. La problemática urbana y habitacional se agudizó hacia fi nales 
de la década de 1970 cuando la edifi cación de viviendas sociales 
se opacó, a la vez que la Ley Nº8.912 de 1977 terminó con el 

rios y los subempleados.85 Así, mientras que el 74,3% 
de la población económicamente activa en situación 
de pleno empleo no experimenta padecimientos psi-
cofísicos de salud, este indicador desciende al 57% 
de quienes se encuentran en un escenario de empleo 
precario y al 59% en el caso del subempleo inestable, 
sin diferencias estadísticamente signifi cativas entre 
estos últimos dos grupos. En esta línea, quienes se 
hallan en una situación de empleo precario tienen un 
67% más de probabilidad de padecer algún problema 
psicofísico de salud que aquellos otros que cuentan 
con empleos estables y plenos de derechos (RR = 
1,667). Es asimismo revelador el nivel de malestar 
psicológico entre los desempleados que, con o sin 
malestar físico, asciende al 28,8%.86

De lo expuesto se concluye que la salud y la estra-
tifi cación social se encuentran estrechamente vin-

85. Tal como se indicó para la educación, la calidad de inserción en 
el empleo es tanto una de las formas en la que se cristaliza la estra-
tifi cación social, como un factor que coadyuva a la constitución de 
esta última, de tal forma que los trabajadores que se encuentran 
en una situación de subempleo inestable son los que pertenecen 
a los estratos sociales más bajos, a la vez que habitan en viviendas 
y espacios urbanos mucho más degradados que quienes se 
encuentran en una mejor posición, lo que conduce a los primeros 
a mayores niveles de exposición física y psicológica y, con ello, se 
incrementan los riesgos potenciales para la salud. 

86. Para mayor información sobre desempleo, identidad y malestar 
psicológico ver Vicente y Malfé (1997).
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razón para ello es que dentro de estos barrios existen 
bolsones de pobreza y privación cuyos atributos no 
son sustancialmente diferentes a aquellos que carac-
terizan a los barrios de urbanización informal o pre-
caria.89 El riesgo relativo de que una persona adulta 
residente en barrios dentro de la traza formal de 
nivel socioeconómico bajo presente algún problema 
psicofísico de salud en comparación con un habitante 
de las zonas de clase media es de 1,574, a la vez que 
1,141 si se la compara con otro individuo ubicado en 
una villa o asentamiento. En otros términos, la bre-
cha entre los dos tipos de barrio dentro de la traza 
formal es más amplia que la que existe entre las áreas 
empobrecidas de ésta y las villas y asentamientos.

A esto se agrega que los habitantes de las zonas de 
urbanización informal y de los barrios de estratos ba-
jos dentro de la traza formal padecen malestar psicoló-
gico (con o sin problemas físicos) en mayor medida que 
sus vecinos de las áreas de clase media (25,3%, 24,3% 
y 10% respectivamente), no habiendo diferencias esta-
dísticamente signifi cativas entre los primeros dos. 

La calidad habitacional-urbana y el grado de conta-
minación del hábitat circundante tienen efectos sobre 
la salud de la población residente en las distintas áreas 
urbanas.90 En lo que respecta al primer factor, no todos 
los elementos que componen el hábitat inciden directa-
mente y del mismo modo sobre la salud de la población, 
pero el escenario resultante de la combinación de ellos, 
claramente permite identifi car perfi les epidemiológi-
cos diferenciales. En cuanto al nivel de contaminación, 
la vinculación es más estrecha, en virtud de que altos 
niveles de ésta repercuten en la mayor prevalencia de 
determinadas patologías de salud (OMS, 1988).

89. Importantes porciones de la población que habita villas y asenta-
mientos no difi ere cualitativamente de una parte de quienes residen 
en barrios pobres dentro de la traza urbana formal, excepto por el 
hecho de que los primeros han quedado excluidos de cualquier posi-
bilidad de ingresar al circuito formal del mercado de la vivienda y del 
suelo urbano, así como de las políticas públicas de construcción o 
fi nanciamiento de unidades habitacionales de interés social. A esto 
debe agregarse que el mercado informal de la vivienda precaria no se 
limita únicamente a las villas y los asentamientos sino que también 
se encuentra presente en muchos barrios de urbanización formal.

90. La EDSA - Bicentenario cuenta 20 ítems que permiten construir 
un índice de habitabilidad por un lado, y 6 ítemes que posibilitan 
la construcción de una variable que da cuenta del nivel de contami-
nación medio ambiental. 

consonancia con la estratifi cación social, las caracte-
rísticas del hábitat y del espacio residencial y urbano 
en el que se viva también conllevan consecuencias no 
menores sobre la salud de la población. 

A medida que se deterioran las condiciones de ha-
bitabilidad, empeora también la situación de salud 
de las personas y de la comunidad, teniendo esta re-
lación un doble sentido. Por un lado, las condiciones 
de habitabilidad son un producto de la estratifi cación 
social, la que, como hemos indicado líneas arriba, con-
diciona muchos de los factores que incidirán en los 
procesos de salud y enfermedad de la población. Pero, 
al mismo tiempo, el espacio de residencia pone límites 
a las posibilidades de integración y movilidad social, 
fenómeno que es frecuentemente experimentado por 
los habitantes de villas y asentamientos, lugares de re-
sidencia que se constituyen en verdaderos obstáculos 
para la obtención de un empleo en el mercado de tra-
bajo formal, producto de la estigmatización que recae 
sobre esos espacios y sobre sus habitantes. A su vez, la 
precariedad y la degradación del hábitat conjuga con-
diciones de habitabilidad que inciden negativamente 
sobre la salud de la población. Carencia de agua pota-
ble y saneamiento, presencia de vectores contaminan-
tes, entre otros, obturan la posibilidad de desarrollar 
una vida larga y saludable.88

La fi gura 4.2.4 ilustra que mientras que en las zo-
nas de urbanización informal como las villas y los 
asentamientos precarios el 42,6% de la población de 
18 años o más experimenta alguna forma de pade-
cimiento psicofísico de salud, en los barrios de clase 
media de la traza urbana formal el indicador des-
ciende al 30,9% (RR = 1,379). 

No obstante esto, el dato más llamativo es que la 
población en la que la tasa de prevalencia de las dis-
tintas formas de padecimientos psicofísicos resulta 
más elevada, es la que reside en los barrios empobre-
cidos dentro de la traza formal (48,6%). Una posible 

“loteo popular”, dos fenómenos que en conjunto llevaron a que se 
produjera una “explosión” en la cantidad de villas y asentamientos 
precarios y del volumen demográfi co de la población residiendo en 
ellos, en torno a las grandes áreas metropolitanas del país y princi-
palmente en el Conurbano Bonaerense.

88. Para una descripción de las condiciones urbanas y de habitabilidad 
en la Argentina durante 2010, véase el capítulo 2 de esta publicación.
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4.3 
LA CONSULTA DE SALUD

La concurrencia a la consulta médica por parte de 
la población está determinada por una amplia conste-
lación de factores. Entre ellos pueden citarse causas de 
índole económico (como por ejemplo, carencia de re-
cursos para trasladarse o hacer frente a los costos de la 
medicación, no disponibilidad de tiempo para concurrir 
a la consulta por la extensión de la jornada de trabajo, 
etc.); culturales y lingüísticos entre el profesional y/o la 
institución de salud y el paciente; vinculares entre este 
último y el médico tratante; psicológicos (negación de 
algún padecimiento en particular, rechazo a ser aten-
dido), experienciales subjetivos (como experiencias 
desafortunadas en consultas previas), entre otros. 

El objetivo de este apartado es indagar en los 
principales rasgos de quienes concurrieron durante 
el último año a la atención médica y quiénes no lo 
hicieron, lo que nos permitirá evaluar si existen gru-
pos sociales actual o potencialmente desprotegidos. 
La relevancia de este indicador reside en que, para 
una persona con problemas psicofísicos de salud, la 
no concurrencia a la consulta puede implicar un agra-
vamiento de su estado. Lo mismo sucede con indivi-
duos asintomáticos pero expuestos a factores que en 

Los datos obtenidos muestran que en el año 2010 
la proporción de personas mayores de 18 años con 
problemas de salud psicofísica que residen en un es-
pacio habitacional-urbano degradado es mayor que 
en las áreas mejor ubicadas en cuanto a este aspecto 
(42,4% frente al 38,9%, diferencia que resulta es-
tadísticamente signifi cativa). Asimismo, se destaca 
el fuerte incremento de padecimientos psicológicos 
(con o sin problemas de salud física) a medida que 
se deteriora la calidad del hábitat circundante, he-
cho que resulta consistente con los resultados ex-
puestos en las líneas precedentes acerca de la dis-
tribución de la variable del estado de salud según la 
condición residencial (RR = 2,387).

Por último, quienes están expuestos a espacios 
ambientalmente contaminados, también experi-
mentan una mayor tasa de prevalencia de problemas 
psicofísicos de salud: 44,2% frente al 38% de las per-
sonas que habitan lugares con menor nivel de conta-
minación ambiental (RR = 1,163). Llama la atención, 
tal como sucede con la variable de habitabilidad ex-
puesta en el párrafo precedente, que en las zonas con 
défi cit de contaminación ambiental la proporción de 
personas con malestar psicológico (con o sin proble-
mas físicos) resulta signifi cativamente más elevada 
que en las áreas sin problemas medio ambientales 
(RR = 1,71).
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gran parte de las consultas y tratamientos por pro-
blemas de esta índole no se canalizan mediante los 
grandes efectores de cada subsistema de salud sino 
en consultorios privados, con lo que la tasa de con-
currencia que se está examinando en estas líneas no 
representa un indicador fi able para quienes sólo pre-
sentan malestar psicológico. 

La fi gura 4.3.2 evidencia diferencias estadística-
mente signifi cativas en las tasas de concurrencia a la 
consulta según el sexo de las personas (46,9% en los 
varones y 63% en las mujeres). Nuevamente, no se 
trata de que aquellos tengan menor cantidad de pro-
blemas de salud que ellas, sino que son estas últimas 
las que precisamente están socializadas en un vínculo 
más estrecho con la auto percepción del estado de sa-
lud en general y con el sistema que la atiende en parti-
cular. Desde una perspectiva de construcción cultural 
del género, tanto la mayor concurrencia y demanda 
por parte de las mujeres –que encuentra su punto más 
alto en las edades fértiles y en la vejez- como el mismo 
sistema de salud, que tiene una mayor oferta de ser-
vicios y prestaciones para ellas que para los varones, 
lleva a que la tasa diferencial que se refl eja en la fi gura 
permanezca constante en el tiempo.91

Como es de esperar, a partir de los 60 años as-
ciende considerablemente la tasa de concurrencia a 
la consulta, 76,2% en 2010. Esto se debe en primer 
lugar a la mayor prevalencia de padecimientos de sa-
lud a medida que avanza la edad, fenómeno que, a 
su vez, es reforzado por el hecho de que las personas 
que van abandonando el mercado laboral cuentan 
con más tiempo para concurrir al sistema de salud. 
En este sentido, son los sujetos los que se adaptan a 
los tiempos del sistema y no a la inversa.

91. En efecto, por un lado las niñas son socializadas en un mayor 
cuidado y auto percepción de su cuerpo y sus sensaciones de 
bienestar y malestar, a la vez que los varones incorporan mandatos 
machistas y sexistas que identifi can su género con un modelo 
socio cultural de fortaleza y de mayor exposición al riesgo. Pero, 
al mismo tiempo, las instituciones de salud reproducen el sistema 
de representaciones sociales acerca del género, lo que se traduce, 
entre otros ejemplos, en una escasa o nula oferta de servicios para 
adolescentes varones –a diferencia de la consulta ginecológica para 
sus coetáneas-. Esto se refl eja en las estadísticas del sistema donde 
a partir de los 13 años aquellos descienden abruptamente en la 
tasa de consulta médica y recién reaparecen en forma generalizada 
a partir de los 50 años (Adaszko, 2006).

el mediano o largo plazo pueden desencadenar serios 
problemas a su salud (como estar expuesto a agentes 
contaminantes, condiciones de habitabilidad poco 
propicias para desarrollar una vida saludable, traba-
jos inseguros, situaciones estresantes, entre otros). 

Los datos relevados evidencian que en el año 2010 
el 55,5% de la población urbana adulta concurrió a 
atenderse en los distintos subsectores y efectores del 
sistema de salud (fi gura 4.3.1). Asimismo, acudieron 
a la consulta el 88,2% de quienes padecen algún pro-
blema de salud física (con o sin malestar psicológico), 
con lo que un pequeño grupo (12%) permaneció des-
atendido. No obstante, al ser el abanico de problemas 
de salud sumamente heterogéneo –llevando desde las 
infecciones o traumatismos agudos hasta las patolo-
gías crónicas o degenerativas-, la no concurrencia a 
la consulta por parte de ese grupo podría revestir im-
plicancias muy diferentes según el caso. En algunas 
situaciones no tendría mayores consecuencias, mien-
tras que en otras podría causar un serio perjuicio a la 
salud de las personas en cuestión.

Por su parte, el hecho de que el 40,9% de quienes 
no indicaron estar atravesando algún problema de 
salud de todos modos concurriera al sistema, podría 
encuadrarse dentro de las prácticas preventivas y de 
consulta temprana. Similar porcentaje se registra 
entre quienes sólo presentan malestar psicológico. 
De todos modos, debe tomarse en consideración que 
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Por otro lado, desde la perspectiva de la demanda, la 
Ciudad de Buenos Aires concentra una población con 
dos atributos de diferente orden pero que, en conjunto, 
llevan a que los residentes de ese distrito sean más pro-
pensos a acudir a la consulta: una estructura demográfi ca 
más envejecida y un nivel socioeconómico y educativo 
más elevado en comparación con el promedio del Conur-
bano Bonaerense. Así, mientras que en CABA el 34,2% 
de la población adulta pertenece a los dos estratos socia-
les más bajos, en el conurbano ese porcentaje alcanza al 
59,7% de la población. A su vez, y en el plano educativo, 
mientras que en el primer distrito tan sólo el 28,4% de 
los adultos no fi nalizó el nivel secundario, en el conur-
bano dicho indicador se ubica en el 56,4%. Estos datos 
revisten una gran signifi cación en lo que hace a la salud 
pública, en virtud de que la educación se constituye en un 
vehículo que aumenta las capacidades de las personas, y 
entre ellas, la auto percepción acerca de su propia salud. 

En lo que respecta al origen migratorio, en el con-
junto urbano del país, los oriundos de otras provin-
cias argentinas y los inmigrantes de países limítro-
fes son quienes muestran una mayor tasa de concu-
rrencia a la atención médica (61% en promedio), a 
diferencia de las residentes en la provincia de origen 
(53,1%). Esto puede comprenderse a la luz de que la 
población migrante (tanto interna como externa), 

Conurbano Bonaerense el nivel de utilización de estos efectores 
asciende casi al 40% de la población.

La Ciudad Autónoma de Buenos Aires representa 
el aglomerado urbano con la mayor tasa de consulta 
por parte de su población residente (67,5%) seguido 
por las otras grandes áreas metropolitanas (60,3%). 
Por su parte, en el Conurbano Bonaerense el indicador 
se ubica 10 puntos porcentuales por debajo, guarismo 
que no difi ere en forma signifi cativa con respecto al 
que muestran las otras ciudades del interior del país. 

Las razones que explican la diferencia tan pronun-
ciada entre la capital del país y el conurbano que la 
circunda tienen que ver con dos aspectos, uno aso-
ciado a la oferta de servicios y otra a la estructura de 
la demanda. En el primer caso, en comparación con 
el conurbano, en la Ciudad de Buenos Aires la pro-
porción de prestadores de los distintos subsistemas 
de salud con respecto a la población total es consi-
derablemente mayor. Asimismo, sobre su conjunto 
de hospitales públicos y centros de salud recae una 
menor presión de usuarios que en el caso del conur-
bano. Más aun, una porción de quienes se atienden 
en el subsistema público de salud capitalino reside en 
el conurbano, lo que deriva del hecho de que el con-
junto de partidos que lo conforman no cuenta con 
una estructura sanitaria capaz de dar respuesta al 
volumen de la demanda de su población residente.92

92. A este dato debe agregársele que mientras sólo el 16,8% de 
los habitantes de la Ciudad de Buenos Aires usan como principal 
cobertura de salud de su hogar al subsistema público, en el 
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Consulta o tratamiento de salud mental

Durante el año 2010 el 9,2% de las personas encuesta-
das acude a una consulta o a un tratamiento psicológico 
o psiquiátrico, alcanzando al 15,5% en quienes muestran 
algún signo de malestar psicológico (fi gura 4.D.1). 

Al analizar el indicador según una serie de variables se-
leccionadas, se aprecia que la consulta es más frecuente 
en las mujeres que en los varones (11% frente al 7,1%). Esta 
diferencia se debe en parte al mayor nivel de depresión 
en las mujeres y al vínculo más estrecho que éstas tienen 
con su salud a partir de su socialización de género.

A su vez, el grupo de 18 a 34 años es el que evidencia 
una mayor tasa de concurrencia a la consulta, porcen-
taje que disminuye conforme avanza la edad, hasta 
ubicarse en el 6,9% de las personas de 60 años o más. 
El aglomerado urbano con mayor tasa de consulta es 
la Ciudad de Buenos Aires, ámbito espacial donde tam-

bién existe la mayor oferta de instituciones y profesio-
nales independientes en el campo de la salud mental. 
Por el contrario, el Conurbano Bonaerense y el resto de 
las ciudades no metropolitanas muestran los índices 
más bajos en este indicador.

Es en la estratifi cación social donde se encuentran las di-
ferencias más signifi cativas en la tasa de consulta o trata-
mientos psicológicos. Mientras que en el estrato más bajo 
acude a dicho tratamiento tan sólo el 4,5% de la población 
adulta, en el estrato medio-alto el indicador se cuadruplica 
hasta alcanzar el 16,9%, valor que supera notoriamente al 
del resto de los grupos. Este fenómeno no necesariamente 
responde a un mayor nivel de malestar psicológico en los 
sectores de clase media alta, sino a una práctica fuerte-
mente arraigada y sostenida en ciertos segmentos de la 
población argentina, en lo que hace a realizar psicoterapias 
o a encarar procesos psicoanalíticos.

recuadro 4.D

Dan Adaszko
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educativo (49,5% frente al 44,3%), diferencia que re-
sulta estadísticamente signifi cativa. Por el contrario, 
a medida que se asciende en la edad de la población, 
el máximo nivel de instrucción alcanzado ya no afecta 
la tasa de concurrencia. Esto podría explicarse por el 
hecho de que si bien la educación brinda herramientas 
y conocimientos para el cuidado de la salud -entre las 
que se encuentra la incentivación a realizar consultas-, 
es probable que a medida que avance la edad, el peso 
de la instrucción formal antaño recibida pierda im-
portancia en comparación con muchos otros factores 
biográfi cos de cada persona, que llevarían a que ésta 
decida o no hacer una consulta médica.

Entre las personas económicamente activas, los 
trabajadores subempleados son los que muestran una 
menor tasa de concurrencia a la consulta, en compa-
ración con el resto. Así, mientras que el promedio de 
la tasa de consulta en aquellos que se encuentran en 
una situación de empleo pleno, precario o desempleo 
es del 50,2%, en los trabajadores que se ubican en la 
base de la pirámide en cuanto a la calidad de inserción 
en el empleo, el indicador desciende al 44,6%.94

Debe tomarse en consideración que los trabajado-
res precarios y los subempleados son los que menor 
nivel de protección tienen en el espacio de trabajo, a 

94. El hecho de que quienes se hallan desempleados mostraran 
porcentajes similares a los otros dos grupos se debe a que dentro 
de los primeros existe una heterogeneidad de situaciones y de 
segmentos sociales.

por lo general padece un mayor nivel de privación 
material en sus condiciones de vida –en el conjunto 
de ambos grupos, el 59,3% de las personas pertenece 
al estrato social muy bajo y bajo-, atributo que torna 
a esa población más vulnerable frente a los padeci-
mientos de salud-. Sobre este último rasgo incide, 
asimismo, el elevado nivel de precariedad laboral que 
padece este conjunto poblacional –más de la mitad 
de los migrantes (internos o externos) que son eco-
nómicamente activos se encuentra en una situación 
de empleo precario o subempleo inestable-, lo que 
lleva a que, como se verá más adelante, recurra ma-
yormente al subsistema público de salud.

En lo que respecta a la estratifi cación social, más 
de la mitad de las personas de cada uno de los cuatro 
estratos en análisis acudió a la consulta durante el úl-
timo año, con una mayor proporción en los dos gru-
pos extremos, que rondan un 58% de concurrencia, 
frente al estrato bajo y al medio bajo, que promedian 
el 53% (fi gura 4.3.3).93 

Cuando se examina la relación entre el nivel educa-
tivo de los encuestados y la concurrencia a la consulta 
de salud, se aprecia que en el grupo más joven, de 18 
a 35 años, quienes fi nalizaron el secundario presen-
tan una mayor tasa de consulta en comparación con 
sus coetáneos que no habían concluido dicho nivel 

93. Como se mostrará más adelante en este capítulo, los dos 
estratos que acudieron en mayor medida a la consulta se atienden 
en dos subsistemas por completo diferentes.
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los sectores sociales más vulnerables. En esta línea, 
la distribución territorial de recursos en lo que hace 
a efectores en sus distintos niveles de atención, con 
centros de atención primaria próximos a la población 
de responsabilidad sanitaria, tuvo como intensión 
mejorar la accesibilidad, uno de los componentes 
principales que hacen al derecho a la salud.

Por su parte, los grupos poblacionales que se en-
cuentran en peores condiciones de habitabilidad 
-que, como es de esperar, pertenecen a los estratos 
sociales inferiores-, también tendieron a acudir a la 
consulta en un grado mucho menor a aquellos otros 
que se hallan en mejores condiciones habitacionales 
y urbanas (52,4%, frente al 56,3% y al 58,6%). Si a 
esto se le suma lo expuesto en el apartado 2 de este 
capítulo, se concluye que las poblaciones que residen 
en los barrios y áreas más perimidas del espacio ur-
bano argentino se encuentran en una situación de 
mayor vulnerabilidad de su salud, ya sea por el estado 
en el que ésta se encuentra o por el nivel de consulta 
médica realizada durante el último año.

Asimismo, como se documentó previamente, quie-
nes se encuentran residiendo en áreas con mayor nivel 
de contaminación ambiental (fábricas e industrias con-
taminantes, basurales, presencia de fuentes y espejos 
de agua contaminada, plagas en las inmediaciones de 
la vivienda, entre otros), muestran una mayor preva-
lencia de problemas psicofísicos de salud. No obstante 
esto, y a la vez que este conjunto poblacional está más 
expuesto a agentes y vectores patogénicos, los datos de 

la vez que también son los más expuestos a acciden-
tes laborales. El hecho de que el 41% de los trabaja-
dores en situación de subempleo inestable padezca 
algún problema psicofísico de salud, coloca a este 
grupo en una posición de mayor vulnerabilidad, ha-
bida cuenta de que es el que muestra la menor tasa de 
concurrencia a la consulta médica.

No obstante haberse ampliado la cantidad de efec-
tores en las proximidades de los barrios informales 
como villas y asentamientos95, los datos de la EDSA - 
Bicentenario muestran que las personas que habitan 
este tipo de urbanizaciones son quienes presentan 
las tasas más reducidas de concurrencia a la consulta 
médica (46,9%) en comparación con aquellas otras 
que se ubican dentro de la traza urbana formal (56% 
en promedio) (fi gura 4.3.4). De este modo, si bien 
unos y otros muestran similares tasas de prevalencia 
de problemas psicofísicos de salud (en torno al 45%), 
el hecho de que quienes habitan en las zonas más pe-
rimidas hayan concurrido en un grado mucho menor 
a la consulta, vuelve a ubicar a ese conjunto poblacio-
nal en un escenario de mayor vulnerabilidad. 

Este hecho debe examinarse a la luz de que uno de 
los principales objetivos de la estrategia de Atención 
Primaria (OMS, 1978) y de la Promoción de la Salud 
(OMS, 1986) fue la de abrir el sistema y acercarlo a 

95. En el capítulo 2 de esta publicación se presenta un indicador 
que da cuenta del porcentaje de hogares con efectores públicos de 
salud a menos de 10 cuadras de la vivienda.
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Recortes en salud durante 2010

El ingreso monetario puede influir de diversas for-
mas en el estado de salud de las personas, en el sen-
tido de que para comprar medicamentos o solventar 
el viaje para llegar a una consulta, entre otros ejem-
plos, se hace necesaria una erogación monetaria, no 
siempre al alcance de todos. En este sentido, enten-
demos por recortes en salud a aquellos que funda-
mentalmente afectan a la compra de medicamentos 
y a la concurrencia a la consulta (Jorrat, Fernández y 
Marconi, 2008).

De los datos obtenidos por la EDSA - Bicentenario se des-
prende que durante el año 2010, el 26% de la población 
urbana adulta se ve en la necesidad de efectuar recortes 
en sus gastos en salud por problemas económicos. En el 
caso de quienes han consultado a un médico, el indica-
dor alcanza al 27,8%. Este último dato resulta relevante 
debido a que la imposibilidad de adquirir medicamen-
tos por problemas económicos difi culta la adherencia a 
los tratamientos. En muchas ocasiones, el profesional de 

la salud receta medicamentos cuyo costo no toda la po-
blación está en condiciones de afrontar.

Es revelador el hecho que quienes se ven forzados en 
mayor medida a realizar dichos recortes son aquellos 
que padecen problemas de salud psicofísica (fi gura 
4.E.1). Así, mientras que en las personas que no se en-
cuentran atravesando alguna dolencia física o un ma-
lestar psicológico el nivel de recortes alcanza al 16,6%, 
en el caso de aquellos otros que padecen ambos tipos 
de problemas de salud el indicador se ubica en el 62,6%. 

Al evaluar el indicador según el principal efector de sa-
lud donde se suele atender la población, se aprecia que el 
46% de quienes cuentan con el subsistema público como 
principal cobertura, se ve en la necesidad de realizar re-
cortes en salud, en tanto que en aquellos que se atienden 
mediante prestadores de PAMI el porcentaje alcanza al 
20,7%. En el campo de la medicina privada, sólo una de 
cada diez personas se encuentra en esa situación.

recuadro 4.E

Dan Adaszko
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Cuando se analiza el indicador por estrato social se ve-
rifi ca que existen diferencias altamente signifi cativas. 
Mientras que los recortes en salud afectan a la mitad de 
la población de 18 años y más del estrato más bajo, sólo 
un 5,1% de las personas pertenecientes al estrato medio 

alto se enfrenta con esta difi cultad. Estando muy ligado 
a la estratifi cación social, los recortes alcanzan al 49,9% 
de las personas que se emplazan en barrios de urbaniza-
ción informal, en contraste con el 8% de aquellas otras 
que residen en áreas de clase media (fi gura 4.E.2).
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se aprecia una mayor tasa de cobertura por parte de 
las obras sociales, lo inverso sucede con PAMI. En el 
primer caso la diferencia a favor de los varones se ex-
plica por la mayor participación de éstos en el mer-
cado laboral formal, lo que les brinda una obra so-
cial.96 Por su parte, la mayor tasa de cobertura de las 
mujeres por parte de PAMI se debe a la longevidad de 
éstas y a que –derivado de lo anterior- en edades muy 
avanzadas prevalecen hogares unipersonales con una 
presencia femenina más elevada.

No se aprecian diferencias estadísticamente signi-
fi cativas entre el grupo de 18 a 34 años y el de 35 a 59 
años. En ambos casos, la mitad de la población tiene 
una obra social como principal cobertura del hogar 
–lo que se vincula con su inserción en el mercado de 
trabajo formal-, alrededor del 8,7% a la medicina pri-
vada y el 39% al subsistema público. Por su parte, los 
bajos porcentajes dentro de estos dos grupos etáreos 
que cuentan con PAMI, se trata de personas perte-
necientes a grupos que, aun no siendo jubilados, de 
todos modos reciben esta cobertura por parte de la 
seguridad social (discapacitados, veteranos de gue-
rra, personas económicamente activas dependientes 
de jubilados, entre otros). Asimismo, la mitad de la 
población de 60 años o más cuenta con PAMI como 
principal cobertura del hogar, reduciéndose un poco 
la medicina privada, en mayor medida las obras so-
ciales y fundamentalmente el subsistema público.

No obstante PAMI experimenta un incremento 
sustancial en el grupo etáreo más elevado en compa-
ración con los más jóvenes, esto no debe oscurecer el 
hecho de que la otra mitad de la población de adultos 
mayores no adopta a esta obra social como principal 
cobertura de su hogar. Esto no necesariamente im-
plica que el 48,6% restante no se encuentre afi liado, 
sino que parte de ellos, aún contando con dicha afi -
liación, estaría optando por otro subsistema a la hora 
de atenderse, lo que puede estar relacionado con la 
calidad de las prestaciones recibidas. Esta hipótesis 
se confi rma, en parte, a la luz del hecho de que una de 
cada tres personas de 60 años o más sigue contando 
con las obras sociales y con la medicina privada –el 

96. Si bien la diferencia debiera ser aún mayor, la brecha se reduce 
por el hecho de que la cobertura del jefe del hogar también alcanza 
a su pareja y a los miembros menores de edad.

la encuesta muestran que en este grupo la tasa de con-
sulta médica es menor, con lo que también en este caso 
la evidencia empírica deja un interrogante acerca de po-
tenciales daños a la salud no detectados por el sistema. 

Entre los distintos factores que pueden incidir en 
la decisión de acudir a la consulta puede citarse el 
ingreso de las personas y sus hogares. Así, la insufi -
ciencia de aquel puede llevar a suspender una consulta 
debido a la imposibilidad de pagarla o de afrontar los 
costes del viático. En esta línea, en el Recuadro 4. E se 
presenta un indicador que da cuenta del porcentaje de 
población que durante el año 2010 se vio en la necesi-
dad de realizar recortes en salud (consultas o compra 
de medicamentos) por problemas económicos.

4.4
 EL SISTEMA DE SALUD EN LA 

ARGENTINA: FRAGMENTACIÓN 
Y DESIGUALDAD

En este apartado se da cuenta de las características 
de la población que se atiende en cada componente 
del sistema de salud, lo que posibilita examinar la 
correlación existente entre la fragmentación de este 
sistema –apuntada en el primer apartado teórico del 
capítulo- y la desigualdad social que prevalece en el 
país. Para ello, se describe la cobertura de salud de 
los hogares, los subsistemas y prestadores a los que 
efectivamente concurrieron en su última consulta 
quienes se atendieron durante 2010, y los perfi les 
sociales de los usuarios de cada subsistema.

COBERTURA DE SALUD DEL HOGAR

De los datos se desprende que durante el año 
2010 en el conjunto de la población adulta urbana, 
el 32,4% de las personas tiene como principal cober-
tura de salud de su hogar al subsistema público, el 
12,4% a PAMI, el 47% a las obras sociales y el 8,2% 
a la medicina privada. En la fi gura 4.4.1 se ilustra la 
distribución de la cobertura del hogar según una se-
rie de variables sociodemográfi cas seleccionadas.

La única diferencia entre varones y mujeres se da 
en el hecho de que, mientras que para los primeros 
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tos aglomerados urbanos es en PAMI, dato que estaría 
mostrando que la cobertura territorial de la seguridad 
social de los adultos mayores resulta equitativa.

Finalmente, mientras que el hospital público cons-
tituye la principal cobertura de salud de una de cada 
tres personas nacidas dentro del territorio nacional, 
en el caso de los inmigrantes limítrofes el indicador 
asciende a más de la mitad. Este último grupo es, asi-
mismo, el que cuenta con la menor tasa de cobertura 
por parte del subsistema de obras sociales y de la me-
dicina privada. Estos datos se explican fundamen-
talmente por factores socioeconómicos y laborales: 
los inmigrantes limítrofes son los que presentan la 
menor tasa de registración laboral y entre ellos existe 
una importante porción de pobres, lo que hace que 
tengan que recurrir en mayor medida a los efectores 
públicos de salud. En el caso del 10,2% que cuenta 
con PAMI como principal cobertura, podría tratarse 
de un sub conjunto poblacional radicado en el país 
desde hace décadas y que se encuentra en una situa-
ción de mayor integración. El hecho de que más de 
la mitad de los inmigrantes limítrofes cuente con los 
efectores públicos de salud como única cobertura no 
debe mal interpretarse ya que, como se mostrará más 
adelante, la atención a este grupo representa tan sólo 
el 12% de la consulta total de ese subsistema.

En la fi gura 4.4.2 se ilustra la distribución de la va-
riable de cobertura de salud del hogar según el estrato 
social, el nivel educativo del encuestado y la calidad de 

porcentaje prácticamente no experimenta variacio-
nes a partir de los 65 años.97

Por último, en 2010 existe un pequeño grupo de este 
conjunto etáreo que sólo cuenta con el hospital público 
como principal cobertura de salud de su hogar (8,3%).

En lo que respecta al aglomerado urbano de residen-
cia, mientras que el 57,8% de la población de la Ciudad 
de Buenos Aires tiene como principal cobertura de sa-
lud de su hogar a las obras sociales, el porcentaje más 
bajo en este respecto se observa en el Conurbano Bo-
naerense, tipo de aglomerado que muestra la mayor 
tasa de cobertura por parte del subsistema público 
(39%). También en este caso, la mayor tasa de empleo 
“en negro” en el conurbano estaría explicando la fuerte 
dependencia de la población del subsistema público.98

Asimismo, tanto en la Ciudad de Buenos Aires como 
en las otras grandes áreas metropolitanas (excluyendo 
el Conurbano Bonaerense) el nivel de cobertura de la 
medicina privada alcanza a más del 12% de la población 
adulta. En el único caso en donde no se aprecian dife-
rencias estadísticamente signifi cativas entre los distin-

97. A esto se agrega que una pequeña porción del grupo etáreo 
analizado, aún no ingresó en la edad jubilatoria. Si se toma sólo a 
los mayores de 65 años, los datos de la EDSA - Bicentenario indican 
que PAMI, como principal cobertura del hogar, alcanza al 59% y la 
obra social se reduce al 30,3%.

98. Para mayor información sobre la calidad de inserción en el 
empleo, ver capítulo 3 de esta publicación.
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Similar distribución se observa en lo que respecta 
al nivel educativo del encuestado. El porcentaje de 
quienes cuentan con el subsistema público como 
principal cobertura de salud entre las personas que 
no fi nalizaron el secundario, duplica al de aquellas 
otras que sí han concluido ese nivel, mientras que lo 
inverso sucede con las obras sociales. El alto nivel de 
PAMI entre las personas que tienen hasta secundario 
incompleto en comparación con el otro grupo deriva 
del hecho de que las generaciones mayores cuentan 
con un nivel educativo más bajo.

La proporción de personas económicamente acti-
vas que tienen una obra social como principal cober-
tura de salud del hogar está en función directa con la 
calidad de inserción en el empleo. Este subsistema es 
declarado como la principal cobertura por el 82,4% 
de las personas en situación de empleo pleno, mien-
tras que se reduce al 27,3% en quienes se encuen-
tran trabajando en empleos precarios y al 18,3% en 
el caso de los subempleados. Si bien los trabajadores 
que se encuentran en estas dos últimas categorías no 
reciben aportes para tener una cobertura de salud, 
muchos de ellos aún cuentan con la de otro miem-
bro del hogar, lo que explica por qué parte de ellos 
respondió que la principal cobertura no es el subsis-
tema público. Sin embargo, esto no necesariamente 
implica que ellos mismos utilicen el subsistema de 
salud del resto del hogar. Lo propio sucede con aque-
llas personas en situación de desempleo. 

inserción en el empleo en aquellas personas que son 
económicamente activas. Como puede apreciarse, y tal 
como se adelantó en párrafos precedentes, la cobertura 
de salud está directamente vinculada con la estratifi -
cación social y con el empleo. A medida que empeora 
la situación en cada una de estas dos variables, se in-
crementa sustancialmente el subsistema público y se 
reduce el porcentaje de quienes tienen una obra social. 
Así, más de la mitad de la población del estrato muy 
bajo cuenta sólo con los efectores públicos de salud, 
mientras que en el estrato medio alto éstos alcanzan 
a tan sólo el 8,8%. Asimismo, sólo una de cada cinco 
personas del segmento social más pobre cuenta con 
una obra social como cobertura de salud del hogar, lo 
que se incrementa al 67,4% en la clase media profesio-
nal y comercial. Por su parte, los datos muestran que 
la medicina privada representa la principal cobertura 
para una de cada cinco personas de este último grupo. 

El gradual descenso de PAMI a medida que se as-
ciende en la estratifi cación social es sumamente reve-
lador en virtud de que la población más pobre tiene 
una estructura demográfi ca más joven, con lo que la 
distribución de la tasa de cobertura de la obra social 
de los jubilados debería ser inversa. Esto estaría con-
fi rmando la hipótesis previamente expuesta acerca 
de que una parte de la población que efectivamente 
tiene una afi liación a PAMI, no la estaría utilizando 
sino que se inclinaría por otro subsistema; en el caso 
del estrato medio alto, por la medicina privada.
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COBERTURA DE SALUD Y UTILIZACIÓN DE 
LOS DISTINTOS SUBSISTEMAS

En las líneas precedentes se describió la princi-
pal cobertura de salud del hogar del conjunto de la 
población urbana adulta según una serie de varia-
bles seleccionadas. En lo que sigue se caracteriza a 
los grupos que durante 2010 se atendieron en cada 
subsistema, lo que por un lado permite obtener una 
fotografía del perfi l del usuario de cada componente 
y por otro, identifi car conjuntos poblacionales que 
reciben diferentes calidades de atención. 

En la fi gura 4.4.4 se presenta la principal cober-
tura de salud del hogar en el total poblacional, así 
como aquella con la que cuentan quienes se atendie-
ron durante los últimos doce meses y el subsistema al 
que este último grupo efectivamente concurrió.

Del análisis de los datos pueden adelantarse dos 
consideraciones. En primer lugar, la cobertura de 
salud del hogar no necesariamente coincide con la 
que cada sujeto utiliza al momento de acudir a la 
consulta médica, lo que puede explicarse por los 
factores previamente expuestos -como la doble afi -
liación, la divergencia en el subsistema con el que 
cuenta cada miembro en el caso de tratarse de una 
pareja o grupo familiar, etc-. En segundo término, 
se aprecia una subutilización de algunos de los com-
ponentes del sistema y una sobre utilización de 
otros, lo que puede estar relacionado con factores 

Por último, y también vinculado con la estrati-
ficación social, el 64% de las personas adultas que 
habitan en villas y asentamientos se encuentra en 
hogares cuya única cobertura de salud es el subsis-
tema público, indicador que desciende a tan sólo 
el 12,8% en aquellas otras que residen en barrios 
de urbanización formal de nivel socioeconómico 
medio. En este último caso, el 16,2% cuenta con 
la medicina privada y el 66,8% con obras sociales 
(figura 4.4.3). 

Se destaca el hecho de que la población que re-
side en zonas con trazado urbano formal de nivel 
socioeconómico bajo se encuentra en una situación 
mucho más próxima a la de quienes habitan en vi-
llas y asentamientos, que a sus vecinos de clase me-
dia. Algo más de una tercera parte de ellos cuenta 
con una obra social como principal cobertura de sa-
lud del hogar, a la vez que representa el grupo que 
tiene la mayor proporción de cobertura por parte de 
PAMI (18,6%).

Por estar las condiciones de habitabilidad y la si-
tuación medio ambiental estrechamente vinculadas 
con la condición residencial, los hogares peor posi-
cionados son los que principalmente dependen del 
subsistema público, mientras que quienes se encuen-
tran en zonas con mejores condiciones de habitabili-
dad y con menores niveles de contaminación tienen 
a las obras sociales y a la medicina privada como sus 
principales coberturas.
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En el caso de la medicina privada sucede algo dis-
tinto. Por un lado, los datos parecen mostrar que 
gran parte de su población usuaria acudió a la con-
sulta durante 2010. Por otro, ese mismo año hubo 
un 4,6% de personas que si bien no contaban con di-
cho subsistema como principal cobertura del hogar, 
de todos modos optó por él a la hora de atenderse, 
lo que se observa con claridad en la fi gura 4.4.5, que 
muestra al tipo de prestador al que acudió cada grupo 
cubierto por cada subsistema.

En la misma fi gura se puede apreciar que el 9,4% 
de quienes cuentan con los efectores públicos como 
principal cobertura del hogar recurrió a la medi-
cina privada en su última consulta, al igual que el 
5,8% de aquellos que cuentan con PAMI y el 5,1% 
de los afi liados a obras sociales. Esto implica que 
para atender a su salud este conjunto de personas 
se vio en la necesidad de erogar una mayor cantidad 
de dinero de la que habitualmente suele hacer. Por 
el contrario, resulta muy bajo el porcentaje de quie-
nes teniendo otro tipo de prestador como principal 
cobertura de salud del hogar, optaron por recurrir al 
hospital público.99

99. No obstante los factores que podrían explicar el uso de otro 
subsistema en lugar de la principal cobertura del hogar son 
variados, sobre lo que debe prestarse debida atención es en las 
razones que motivan la decisión de utilizar otro tipo de prestador. 
En este sentido, si bien no contamos con evidencia empírica sufi -
ciente para probarlo, debe considerarse la posibilidad de que sobre 
estas decisiones infl uya la calidad diferencial en la atención de cada 
uno de ellos.

tales como la calidad diferencial en la atención y 
los perfi les socioeconómicos y demográfi cos de los 
grupos atendidos. Esto llevaría a que algunos sean 
más propensos o estén más dispuestos a acudir a la 
consulta que otros.

En este sentido, si bien el 32,4% del total de la 
población de 18 años o más tiene a los hospitales y 
a los centros de salud públicos como la principal co-
bertura del hogar, sólo el 26,9% de quienes acudie-
ron a la consulta durante el último año contaba con 
ese recurso y similar porcentaje concurrió a aten-
derse en este subsistema. Una razón que podría ex-
plicar este fenómeno es que el promedio de edad de 
quienes se atienden en este tipo de prestador es me-
nor al de los otros subsistemas, con lo que más allá 
del hecho de que la familia pueda contar con aquel, 
su utilización es sub requerida. Asimismo, debe 
considerarse la posibilidad de que parte de quienes 
regularmente se atienden en este subsistema, po-
dría haber optado por otro tipo de prestador a la 
hora de acudir a la consulta.

Por su parte, si bien PAMI constituye la principal 
cobertura de salud del hogar para el 12,4% de la po-
blación de 18 años y más, en 2010 representaba el 
17,1% de la cobertura de quienes se atendieron, lo 
que probablemente está vinculado con la edad de sus 
afi liados, que requieren de mayor atención médica 
que los jóvenes. No obstante esto, sólo el 14,7% de 
quienes efectivamente se atendieron durante ese año 
concurrió a PAMI en su última consulta, lo que im-
plica que hubo una porción de afi liados que optó por 
otro subsistema. 
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mente socioeconómica. Siendo un segmento social 
más pobre, tiene una estructura demográfi ca más 
joven que la clase media y media alta. Pero al mismo 
tiempo, esto también se explica por el hecho de que 
la población más joven es la que presenta los mayo-
res niveles de precariedad laboral, lo que produce que 
en este grupo etáreo haya una mayor proporción de 
personas sin obra social o sin recursos para pagar la 
medicina privada, lo que ubica al subsistema público 
como su única alternativa. 

Por su parte la distribución de edades en quienes 
se atendieron mediante obras sociales responde a la 
estructura demográfi ca del mercado de trabajo for-
mal, con una fuerte concentración en las edades in-
termedias. Esto es, conforme las personas obtienen 
empleos “en blanco”, van siendo incorporadas paula-
tinamente dentro de la red de seguridad social, fun-
damentalmente a través de las obras sociales.

En el conjunto del subsistema público a nivel na-
cional, el Conurbano Bonaerense es el aglomerado 
urbano que concentra la mayor proporción de usua-
rios, habida cuenta de que el 55,7% de toda la aten-
ción de ese subsistema se focaliza en los cordones 
que rodean a la Capital Federal. En paralelo, las obras 
sociales y la medicina privada evidencian una disper-
sión y distribución mayor en los cuatro grandes tipos 
de aglomerados. En lo que respecta a la Ciudad de 
Buenos Aires, ésta sólo representa el 8,7% del total 
de la consulta en hospitales y centros de salud públi-
cos, frente al 26% en promedio en lo que respecta a 
las obras sociales y a la medicina privada. 

El hecho de que más de la mitad de la consulta na-
cional del subsistema público y de PAMI se concentra 

En conjunto, el 16,5% de quienes cuentan con los 
efectores públicos de salud como principal cobertura 
del hogar eligió otro subsistema para atenderse en la 
última consulta, lo mismo que el 20,7% en el caso de 
PAMI, el 13,7% de los afi liados a obras sociales y el 
16,3% en la medicina privada.

CARACTERÍSTICAS DE LOS GRUPOS QUE 
ACUDIERON A CADA SUBSISTEMA DE SALUD

Para los cuatro subsistemas analizados, el porcen-
taje de mujeres que acudieron a la consulta durante el 
último año es mayor al de los varones (60,9% frente 
al 39,1%), diferencia que resulta signifi cativamente 
más alta en el caso de quienes se atendieron en PAMI. 
Esto se debe a que la obra social de los jubilados cubre 
un rango etáreo considerablemente más envejecido 
que el resto de los subsistemas, lo que se conjuga con 
la mayor esperanza de vida de las mujeres. 

Como se aprecia en la fi gura 4.4.6, la estructura por 
edades dentro de cada subsistema es considerable-
mente heterogénea. Fuera de PAMI, la medicina pri-
vada es la que cuenta con la mayor proporción de adul-
tos de 60 años o más y lo inverso ocurre con el subsis-
tema público, donde este grupo etáreo sólo asciende 
a una de cada diez personas, mientras que el 45,6% 
tiene entre 18 y 34 años. Por su parte, el 9,4% de las 
personas menores de 60 años que eran atendidas por 
PAMI se encuentran entre los grupos particulares re-
feridos en párrafos precedentes (discapacitados, etc.).

El hecho de que en el subsistema público la po-
blación sea considerablemente más joven que en el 
resto, responde a razones de índole fundamental-
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nes migran generalmente lo hacen para buscar ma-
yores oportunidades y mejores condiciones de vida 
que las que les brinda el lugar de origen, mientras 
que aquellos otros que se encuentran en una buena 
situación económica, se ven en menor necesidad de 
involucrarse en un proyecto migratorio.

Las diferencias en los perfi les socioeconómicos 
de los grupos que acudieron a cada subsistema son 
claramente reconocibles en los datos de la EDSA - 
Bicentenario (fi gura 4.4.7). Mientras que el 79,5% 
y el 81,4% de quienes se atendieron en los efecto-
res públicos y en los prestadores de PAMI pertene-
cen a los estratos muy bajo y bajo, en el caso de la 
medicina privada este porcentaje alcanza sólo a un 
cuarto de su población usuaria. En muchos casos, 
las familias más pobres optan por pagar consultas 
particulares ante la disconformidad con la atención 
en los efectores públicos –por la demora en los tur-
nos, el maltrato administrativo, la gravedad o es-
pecifi cidad de algunas patologías, entre otros-. En 
oposición, alrededor de la mitad de quienes se aten-
dieron en prestadores de medicina privada durante 
su última consulta pertenecen a hogares del estrato 
medio alto. 

en el Conurbano Bonaerense, lleva a que sea necesa-
rio prestarle una particular atención a la calidad de 
los servicios de estos dos componentes del sistema 
de salud que se prestan en esta jurisdicción.

En cuanto al origen migratorio de la población 
usuaria, los hospitales públicos atienden a la ma-
yor proporción de extranjeros provenientes de paí-
ses limítrofes (7,5%) en comparación con los otros 
tres subsistemas. Sin embargo, el valor del indicador 
refuta la idea corriente –muchas veces fundada en 
prejuicios xenófobos- acerca de que una importante 
porción de la población que se atiende en los hos-
pitales públicos está compuesta por inmigrantes li-
mítrofes. En las líneas precedentes se indicó que los 
motivos que llevan a este sub conjunto poblacional a 
atenderse mediante efectores públicos son de índole 
socioeconómica y laboral. 

En PAMI se atiende la tasa más alta de personas 
nacidas en otras provincias argentinas, producto, po-
siblemente, de los fl ujos migratorios internos a partir 
de la mitad del siglo pasado. Por su parte, casi el 80% 
de quienes utilizaron la medicina privada es oriunda 
de la provincia en donde residía, aspecto que tam-
bién se explica por factores socioeconómicos: quie-
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de los usuarios de obras sociales y de prestadores 
de medicina privada, cerca del 70% sí concluyó ese 
nivel de enseñanza.

Por otro lado, los componentes del sistema de 
salud reflejan en buena medida la estructura del 
empleo en lo que hace a la calidad de inserción en 
el mismo. Mientras que el 66,8% de quienes se ha-
bían atendido a través de obras sociales y se en-
contraban económicamente activos, son trabaja-
dores en situación de empleo pleno, esta categoría 
sólo alcanza al 7,6% de las personas activas que 
utilizaron el subsistema público. Este último es 
el que muestra la mayor tasa de personas activas 
en condición de subempleo inestable y de desem-
pleados, que conjuntamente suman el 37,2% de los 
usuarios, mientras que en el subsistema de obras 
sociales y en la medicina privada sólo alcanzan a 
alrededor del 12%.

También el tipo de urbanización en el que habita 
la población se erige como uno de los aspectos que 
caracterizan los perfi les sociales atendidos en cada 
subsistema. Mientras que el 12,2% del total de la 
población que acudió a los efectores públicos de sa-
lud proviene de barrios de urbanización informal 
como villas y asentamientos precarios, éstos apenas 

Otro dato que resulta relevante es que no se apre-
cian diferencias estadísticamente signifi cativas entre 
los perfi les socioeconómicos de los usuarios que uti-
lizan los hospitales públicos y PAMI. En ambos casos 
se trata de poblaciones pobres o pauperizadas, mien-
tras que quienes se atendieron en las obras sociales 
y en la medicina privada responden a características 
propias de la clase media. Nuevamente, este dato 
estaría revelando indirectamente que aquellos adul-
tos mayores que, incluso encontrándose jubilados 
y contando con PAMI, tienen recursos económicos 
sufi cientes para solventar la medicina pre paga o un 
plan médico hospitalario, estarían inclinándose por 
esa alternativa. 

Lo expuesto se refl eja asimismo en el nivel edu-
cativo de cada segmento de usuarios. Mientras que 
el 77,6% de quienes se atendieron mediante presta-
dores de PAMI no fi nalizó el nivel secundario –algo 
que deriva también de la estructura de edad enveje-
cida de este grupo y de los años de educación pro-
pios de la primera mitad del siglo XX-, el 67,9% de la 
población atendida en hospitales y centros de salud 
públicos tampoco llegó a terminar el nivel medio, lo 
que responde a factores de carácter fundamental-
mente socioeconómico. Contrariamente, en el caso 
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recuadro 4.F

El tiempo de espera durante la consulta médica es uno 
de los fenómenos que son señalados recurrentemente 
como un factor negativo dentro de las evaluaciones de 
la atención recibida. En un mundo donde el tiempo es 
una de las variables cruciales para la organización y la 
dinámica social, éste se torna un bien escaso, y dentro 
del sistema de salud el paciente es el principal perju-
dicado. Se trata de un fenómeno que se encuentra tan 
“naturalizado” por la institución médica y por el con-
junto social, que los profesionales de la salud no tie-
nen en cuenta ni valoran en absoluto el tiempo del 
paciente fuera del consultorio, exponiéndolos a largas 
esperas, que en muchos casos se extienden más de una 
hora. A ello se le suma la desorganización de los tur-
nos, produciendo grandes demoras entre el día en que 
se realiza el pedido de éstos y el de la consulta propia-
mente dicha.

El tiempo de espera varía según el prestador, la espe-
cialidad médica y el tipo de consulta, a la vez que está 
condicionado por la estructura de la demanda. En este 
sentido, cada prestador estipula una cantidad de pa-
cientes a ser atendidos por hora. Por ejemplo, mientras 
que en algunos casos donde la institución o empresa 
agenda turnos cada cinco o diez minutos, otros tienden 
a ser más fl exibles. Estos factores explican los motivos 
que llevan a escenarios en donde las salas de espera se 
encuentran abarrotadas de personas, aún antes de que 
hayan llegado los profesionales. En todos los casos el pa-
ciente debe adecuarse a los tiempos de los médicos y 
las organizaciones que los rigen, habiendo poco espacio 
para que suceda lo inverso. 

En esta dirección, la EDSA - Bicentenario relevó una se-
rie de aspectos que dan cuenta de la calidad de la aten-
ción recibida en la última consulta, siendo uno de ellos 
el tiempo que los pacientes debieron esperar en la sala 
de espera, lo que se analiza en este recuadro. 

La fi gura 4.F.1 muestra el porcentaje de población adulta 
que debió aguardar más de una hora para ser atendida 
según el subsistema de salud al que acudió en la última 
consulta durante 2010. Como puede apreciarse, se en-
contró en esta situación el 41,7% de los encuestados. 

La variable muestra diferencias signifi cativas según el 
efector de salud en el que cada persona se atendió. Así, 
el subsistema público presenta el porcentaje más alto 
de población que tuvo que esperar más de una hora 
(63,1%) mientras que el indicador de défi cit desciende 
hasta el 27% en el caso de los usuarios de la medicina 
privada. En tanto, en las obras sociales alcanza a una de 
cada tres personas y llega casi a la mitad de quienes se 
atendieron mediante prestadores de PAMI.

Por su parte, como se puede observar en la fi gura 4.F.2, 
el tiempo de espera en la última consulta se encuentra 
estrechamente relacionado con el estrato social al que 
pertenece la población. Así, se evidencia que a medida 
que se asciende en la escala social el indicador de défi -

Tiempo de espera en la consulta
Bianca Musante
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que habitan en villas o asentamientos precarios es-
peró más de una hora para ser atendida, este fenó-
meno alcanza al 49,3% de quienes habitan dentro del 
trazado urbano formal de nivel socioeconómico bajo, 
a la vez que tan sólo al 27,7% de aquellas otras que vi-
ven en barrios de clase media dentro del mismo tipo 
de urbanización. 

cit disminuye, pasando del 57,6% en el estrato muy bajo 
hasta el 25,9% en el estrato medio alto.

También se aprecian diferencias significativas depen-
diendo de la condición residencial o el tipo de barrio 
en el que resida la población. En este sentido, mientras 
que una importante porción de las personas (62,1%) 
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urbana que caracteriza el hábitat donde se emplazan 
los hogares. Mientras que más de la mitad de las per-
sonas que acudieron al subsistema público habita vi-
viendas con défi cit severo y sólo una de cada diez se 
encuentra en condiciones aceptables, la mejor situa-
ción habitacional-urbana alcanza, respectivamente, 
al 39,5% y al 44,2% de quienes se atendieron me-
diante prestadores de obras sociales y en empresas 
de medicina privada.

En lo que respecta a la contaminación ambiental, 
resulta por demás sugerente que mientras que no se 
evidencian diferencias entre el nivel de exposición de 
quienes acudieron a PAMI, obras sociales o la medi-
cina privada, en el caso de la población que se atendió 
en el subsistema público, el 73,6% habita áreas con 
fuertes niveles de contaminación ambiental.

Esto muestra que los rasgos distintivos de las po-
blaciones que se atienden en cada subsistema están 
estrechamente vinculados con los patrones de la es-
tratifi cación social. Así, quienes mayormente con-
curren al sistema público de salud y a PAMI son los 
grupos más pobres, con un bajo nivel educativo y que 
se encuentran por fuera del mercado de trabajo for-
mal. Lo opuesto sucede con las obras sociales y con la 
medicina privada.

representan el 2% en las obras sociales y el 0,7% de 
la atención de la medicina privada.100 En este último 
caso, 66,1% de quienes acudieron a la consulta du-
rante 2010 habita viviendas en barrios de urbaniza-
ción formal de clase media. En contraste, en el sub-
sistema público las personas residentes en este tipo 
de áreas representan tan sólo el 12,5%. Se destaca, a 
su vez, que cerca del 90% de quienes se atendieron 
en PAMI reside en áreas formalmente urbanizadas 
de nivel socioeconómico bajo (fi gura 4.4.8).101

Por otro lado, la misma estructura desigual se 
replica en lo que respecta al la calidad habitacional-

100. El 12,2% de la consulta en el subsistema público hecha por 
residentes en villas y asentamientos debe ser evaluada a la luz del 
hecho de que las estimaciones de la EDSA - Bicentenario acerca 
de la cantidad de personas viviendo en este tipo de urbaniza-
ciones informales alcanza en 2010 al 6,6% del total de la población 
urbana, esto es, más de dos millones y medio de personas.

101. Lo apuntado se encuentra en estrecha vinculación con la 
distribución de la variable que caracteriza la calidad de inserción 
en el empleo expuesta líneas arriba. La población que habita 
villas y asentamientos presenta un mayor nivel de precariedad 
laboral y una mayor tasa de subempleo de indigencia que los 
grupos que residen en los barrios de urbanización formal de 
estratos bajos y medios.
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atiende. Estamos en presencia de estados de salud y 
enfermedad diferentes para cada estrato social y de 
un sistema por completo fragmentado e inconexo 
que atiende a sub poblaciones heterogéneas. 

Si bien se ha indicado que la Argentina nunca tuvo 
un sistema de salud realmente integrado y universal, 
durante las décadas de pleno empleo y de alto nivel 
de registración laboral y en donde alrededor del 80% 
de la sociedad pertenecía a la clase media, más allá 
de sus falencias dicho sistema pudo responder a las 
necesidades y demandas de salud poblacional. Sin 
embargo, en el presente los rasgos que caracterizan a 
la sociedad argentina tienen poco que ver con la ima-
gen previamente descripta y el sistema de salud ya 
no puede dar respuesta a las necesidades sanitarias.

A las difi cultades de fi nanciamiento de cada sub-
sistema se agrega un problema de carácter organiza-
tivo y de efi ciencia: existe una completa falta de ar-
ticulación y coordinación entre los distintos compo-
nentes y un alto nivel de fragmentación al interior de 
cada uno de ellos y entre las distintas jurisdicciones 
–poblaciones que residen en un distrito y que, o por 
insufi ciencia de oferta local o por défi cit de la calidad 
de la misma, se ven en la necesidad de acudir a aten-
derse en los efectores de salud de otros áreas-. A ello 
se suma el fenómeno de las múltiples afi liaciones, 
aportes, etc., la inexistencia de mecanismos de refe-
rencia y contrarreferencia entre los distintos niveles 
de atención, la falta de comunicación entre institu-
ciones y profesionales, la carencia de un sistema de 
información integrado con una única historia clínica 
por persona o grupo familiar, entre otros. 

Todo esto lleva a superposiciones en las acciones de 
salud y a una dilapidación de recursos presupuestarios, 
organizativos, materiales y humanos que terminan 
transformando al sistema en una simple sumatoria de 
acciones e intervenciones fragmentadas y aisladas. A 
esto se añade la desigualdad en el acceso, algo que pro-
duce que cada subsistema termine atendiendo a grupos 
sociales muy diversos, lo que contribuye, en cierta me-
dida, a reproducir institucionalmente la desigualdad 
social existente. Quienes tienen dinero pagan una em-
presa de medicina privada, pueden acceder a la más alta 
tecnología, se atienden en instituciones con las mejores 
instalaciones de hotelería y reciben una atención tem-
prana. Quienes no cuentan con ingresos sufi cientes y 

4.5 
CONSIDERACIONES FINALES

Si bien en una primera aproximación la noción de 
derecho a la salud se nos representa demasiado amplia 
y difusa, ésta se cristaliza en instrumentos jurídicos y 
compromisos concretos que los Estados han asumido 
para con sus habitantes. Dos son las órbitas funda-
mentales sobre las que el Estado puede actuar a efec-
tos de garantizar el derecho de la salud. Por un lado, 
sobre los factores sociales condicionantes de ésta: 
provisión de agua y saneamiento, mejoras en las opor-
tunidades económicas y de inserción de los grupos ex-
cluidos, equiparación educativa, entre otras. Por otro, 
el Estado puede intervenir en la asignación racional de 
los recursos de salud: distribución territorial de efec-
tores y profesionales, regulaciones de las modalidades 
de funcionamiento, organización general del sistema, 
políticas de medicamentos, entre otros.

Las estrategias de promoción de la salud y de 
atención primaria representan otras interesantes 
vías por las que el derecho a la salud puede materia-
lizarse. En nuestro país se han hecho avances en este 
respecto pero existen intereses que obstaculizan su 
implementación. Una de las principales barreras la 
constituye la propia formación de los profesionales 
de la salud y las prácticas corporativas de éstos. Sigue 
siendo más interesante y más rentable curar que pre-
venir y que promocionar estilos de vida saludables. 
Asimismo, se pueden construir decenas de centros 
de atención primaria, pero los médicos siguen pre-
fi riendo el modelo hospital-céntrico y pocos son los 
que están dispuestos a ir a atender a las poblaciones 
residentes en villas y asentamientos. 

Al Estado también le compete instrumentar políti-
cas que propicien el reconocimiento de la titularidad 
de derechos -que le generan obligaciones- por parte 
de todos los ciudadanos, a fi n de que éstos dejen de 
ser concebidos como meros receptores pasivos de po-
líticas asistencialistas o como consumidores.

De los resultados expuestos en el capítulo se des-
prende que la heterogeneidad y la desigualdad social 
que prevalece en el país se reproducen tanto en las 
condiciones generales de salud de las personas y de 
las comunidades como en el propio sistema que las 
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se mueven en la economía y en el mercado de trabajo 
informal hacen cola durante las madrugadas para ob-
tener un turno en un hospital público desfi nanciado y 
esperan meses para acceder a un diagnóstico por imá-
genes o una cirugía.

¿Debe seguir ocupando el Estado un rol residual, re-
cepcionando a aquellos que no lograron entrar dentro de 
la medicina privada o en la órbita de las obras sociales? 

La limitación en la extensión de estas consideracio-
nes fi nales difi culta la profundización en los motivos 
por los que el país nunca pudo avanzar en una reforma 
sanitaria que realmente efectivizara el derecho univer-
sal a la salud mediante un seguro como fue el caso de 
los Estados de Bienestar europeos. En algún sentido, 
la implementación de un seguro nacional de salud es 
una de las deudas pendientes de nuestro país. Sin em-
bargo, por sobre la concepción universalista se siguen 
imponiendo todo tipo de intereses sectoriales y cor-
porativos, principalmente empresariales y sindicales. 

Si bien la concreción del derecho a la salud para 
toda la población depende de diferentes actores, el 
rol y la responsabilidad del Estado es indelegable. En 
este sentido, en nuestro país queda aún mucho ca-
mino por recorrer para que la salud deje de ser una 
mercancía que se compra y que se vende y para que el 
derecho a la salud no sea el privilegio de unos pocos. 
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Una meta fundamental para el desarrollo humano 
es ampliar las opciones de las personas y crear un en-
torno que les permita gozar de una vida larga, saludable 
y creativa. Este paradigma enfatiza la realización del po-
tencial humano y, a diferencia de las visiones tradicio-
nales, considera que el crecimiento económico – aunque 
imprescindible para el logro de una buena calidad de 
vida– tiene un carácter puramente instrumental. En tal 
sentido, sería más una herramienta para la expansión 
de las libertades y capacidades de las personas y de los 
pueblos que una meta en sí mismo. Como indicara Sen 
(1998), “El desarrollo humano, como enfoque, se ocupa 
de lo que considero la idea básica de desarrollo: concre-
tamente, el aumento de la riqueza de la vida humana en 
lugar de la riqueza de la economía en la que los seres hu-
manos viven, que es sólo una parte de la vida misma”. 

Desde la perspectiva asumida en este trabajo, se des-
prende que la capacidad de agencia es un atributo nece-
sario para lograr las metas de desarrollo que las perso-
nas se proponen, consistentes con sus propias eleccio-
nes y decisiones. En este marco, un componente básico 
de la capacidad de agencia es la salud mental, sobre la 
cual se asientan derechos humanos fundamentales. Por 
ende, es esencial la creación de un entorno en el que las 
personas puedan desarrollar su máximo potencial y lle-
var adelante una vida productiva y creativa de acuerdo 
con sus necesidades e intereses.

Desde este marco conceptual, las capacidades con 
las que las personas hacen frente a la vida, como son 
la compresión del entorno, la personalidad, el bienes-
tar psicológico y la experiencia social corresponden al 
concepto de calidad de vida entendido como “capaci-
dad para la vida” (Veenhoven, 2000). En este marco, 
los recursos de agencia de las personas –entre ellos, 
la salud mental- constituyen una condición necesaria 
para la realización personal y el progreso social. Pero 
si bien tales recursos son una condición para lograr las 
metas de desarrollo que se proponen los individuos, 
unos y otras dependen de manera fundamental de la 
calidad del entorno social en donde las personas na-
cen y se desarrollan (Doyal y Gough, 1994; Nussbaum 
y Glover, 1995; Palomar, Lanzagorta y Hernández, 
2004; Rojas, 2011; Stiglitz, Sen y Fitoussi, 2008).102 

En general, el entramado social es aceptado como un 
sistema estructural, cultural, interpersonal y psicoló-
gico complejo, con propiedades adaptativas y de ajuste 
frente a situaciones relacionadas con los procesos de 
salud-enfermedad, así también como un sistema que 

102. En consonancia con esto, el programa del Observatorio de 
la Deuda Social Argentina ha recalcado en informes anteriores la 
dimensión del bienestar subjetivo como un eje conceptual muy 
importante para el estudio de la calidad de vida (Tami y Salvia, 
2005; Salvia, 2006).

CAPÍTULO 5
COMPONENTES PSICOSOCIALES DEL BIENESTAR SUBJETIVO 

DIFERENCIALES DE DESARROLLO HUMANO Y DE INTEGRACIÓN SOCIAL

SOLANGE RODRIGUEZ ESPÍNOLA / AGUSTÍN SALVIA
Con la colaboración de Pablo Turchetti
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se ha aceptado ampliamente que el Estado tiene como 
función primordial procurar la seguridad económica 
de los ciudadanos garantizando una distribución 
equitativa de las oportunidades sociales. Ahora bien, 
aunque se trata de una importante misión, ¿puede re-
ducirse la función del Estado en velar por objetivos 
sociales de orden exclusivamente material? 

Un conjunto de dimensiones económicas, polí-
ticas, sociales, culturales y psicológicas modelan el 
bienestar tanto social como personal; a la vez que 
tanto la dimensión objetiva como la subjetiva del 
desarrollo humano son cada vez más necesarias para 
hacer una evaluación integrada del progreso social y 
del estado en que se encuentra el bienestar subjetivo 
de las personas (Stiglitz, Sen y Fitoussi, 2010). 

En este sentido, un desarro llo humano susten-
table depende de la capacidad de las personas para 
actuar con iniciativa y generar cambios positivos en 
sus vidas. De ahí que la capacidad de agencia de las 
personas resulte una noción fundamental para orde-
nar las prioridades sociales (Sen, 2000a). Por ende, 
es esencial la creación de un entorno en el que las 
personas puedan desarrollar su máximo potencial 
y llevar adelante una vida productiva y creativa de 
acuerdo con sus necesidades e intereses. 

Al respecto, se sabe que la ausencia de un adecuado 
cuidado integral de la salud en todas sus expresiones, 
ya sea emocional, física y espiritual, tiende a generar 
consecuencias adversas tanto para el desarrollo perso-
nal como para el progreso económico y la integración 
social. Los recursos personales pueden verse compli-
cados por un contexto desfavorable debido a que una 
cantidad de atributos psicológicos son modelados por 
la sociedad (Bandura, 1986). De ahí que no se puede 
hablar del derecho al bienestar sin tener presente la 
salud en general y el bienestar subjetivo en particular 
como aspectos nodales del mismo. En esta misma lí-
nea han progresado los acuerdos civilizatorios cuando 
se trata de establecer mínimos normativos universa-
les.106 Esto último resulta particularmente importante 

106. Por ejemplo, la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos en el artículo veinticinco hace explícita mención a los 
derechos constitutivos del progreso social referidos a la salud y el 
bienestar. En el año 1986 entró en vigencia en nuestro país el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cuyo 

incluyendo el défi cit del índice de ocio, tiempo libre y 
ejercicio físico. Por último, la dimensión espiritual del 
ser humano es examinada a través de un indicador de 
medición directa sobre la imposibilidad del sujeto de 
encontrar paz espiritual dentro de así. 

En cada uno de estos apartados se analizan los re-
sultados a nivel general y en porcentajes según dimen-
siones sociodemográfi cas y socioeconómicas de inte-
rés. En particular, son objeto de examen la condición 
de género, el grupo de edad y el nivel de educación de 
las personas adultas entrevistadas, así como también la 
posición socioeconómica, la condición residencial y el 
contexto urbano de los hogares al que pertenecen tales 
personas. Se busca de este modo evaluar el impacto de 
una serie determinada de dispositivos sociales que en 
interacción con aspectos psicológicos de las personas 
pueden llegar a condicionar el desarrollo humano. 

En algunos casos, estas evaluaciones están acompa-
ñadas de recuadros que a manera de apéndice aplican 
un análisis simple de la varianza (ANOVA) con el fi n de 
juzgar con mayor rigor estadístico las relaciones que se 
establecen entre los indicadores psicosociales de bien-
estar y los rasgos personales y del entorno social. Fue-
ron objeto de este tipo de análisis los índices de “ma-
lestar emocional”, “défi cit del apoyo social percibido” 
y “défi cit del ocio, tiempo libre y ejercicio físico”.105 De 
manera complementaria a estas aproximaciones, tam-
bién bajo la forma de recuadro, se ofrece al lector una 
exploración de aspectos cognitivos que indagan la ca-
pacidad de comprensión verbal. 

5.1 
ENFOQUE TEÓRICO

Las teorías del progreso social se imaginan una 
sociedad en donde todos los protagonistas tienen las 
mismas oportunidades de bienestar. En este sentido, 

105. Para cada uno de estos índices se obtuvieron puntajes con valores 
continuos de 0 a 10. A partir de estas puntuaciones se realizaron los 
ANOVAS correspondientes con el objetivo de establecer diferencias 
signifi cativas entre categorías sociales. Para ello se aplicó la Prueba 
post hoc de Scheff é, con un nivel de signifi cación de ,05.
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social al bienestar - es saber a qué se hace referencia 
con bienestar subjetivo, y cómo esta dimensión se re-
laciona con el entorno económico, social y cultural en 
que nacen, se desarrollan y se perciben las personas. 
Al respecto, sin pretender una solución acabada a un 
debate teórico profuso, cabe al menos hacer referen-
cia a una serie de postulados basados en investigacio-
nes, los cuales sirven de fundamento al modo en que 
aborda el tema este capítulo. 

 (1) Cuando incluimos una evaluación en la di-
mensión cognitiva, la evaluación de ciertas capa-
cidades no pueden ser externas a la consideración 
del bienestar subjetivo como una síntesis hecha por 
las personas acerca de su propia experiencia de vida 
(Haybron, 2003; Rojas, 2011; Veenhoven, 1997). 
Otros aspectos que involucran rasgos psicológicos 
saludables del funcionamiento humano son la visión 
positiva de uno mismo, el sentido del dominio y se-
guridad personal, los lazos de calidad con los demás 
y el propósito en la vida (Riff  y Singer, 2007). De esta 
manera, el bienestar subjetivo estaría vinculado con 
las vivencias particulares que experimenta cada ser 
humano (Rojas, 2010; Millan, 2011). 

 (2) Además, es sabido que la sociedad infl uye en 
el ajuste emocional de los individuos y en su per-
cepción de bienestar subjetivo de diferentes mane-
ras. En el modelo de Veenhoven (1994) sobre los 
determinantes del bienestar, las “oportunidades 
vitales”, tiene una estrecha relación con las posibi-
lidades económicas del individuo en relación a los 
estándares de la sociedad en la que está inserto. El 
bienestar psicológico se promueve a través del ciclo 
vital, se conceptualiza como una meta en ese pro-
ceso de desarrollo dirigida a la perfección que repre-
senta el desarrollo del potencial verdadero de cada 
individuo (Ryff  y Singer, 2001). En igual sentido, 
las culturas individualistas tendrían niveles más 
elevados de percepción de bienestar subjetivo que 
las culturas colectivistas. A la vez que en las culturas 
colectivistas se daría mayor prioridad a la cohesión 
con los demás y las necesidades individuales queda-
rían subordinadas a las prioridades del grupo (Die-
ner, Suh, Lucas y Smith, 1999; Suh, Diener, Oishi y 
Triandis, 1998). 

debido a que en buena medida el grado de cumpli-
miento de las normas que regulan las relaciones de 
convivencia social delimita los parámetros de elección 
y los recursos de los que pueden disponer las personas 
para desarrollar la vida y especifi car sus valores. 

El desarrollo de estas características puede verse obs-
taculizado por un contexto desfavorable. En tal sentido, 
es esperable que las situaciones sostenidas de vulnera-
bilidad social obstaculicen los logros personales, limiten 
las capacidades de agencia y afecten el bienestar psico-
lógico. Según la perspectiva del desarrollo humano, en 
una sociedad justa las políticas públicas deberían orien-
tarse a posibilitar y realzar las capacidades humanas. 
En este sentido, cabe reconocer que las competencias 
psicológicas constituyen un campo de dispositivos cuyo 
desarrollo depende del entorno económico, político, so-
cial y cultural. A la vez que, por otra parte, si bien tales 
dispositivos de contexto no surgen directamente de las 
preferencias subjetivas percibidas, es por medio de tales 
manifestaciones que dichos dispositivos ganan interés 
social, son objeto de estudio, logran descifrarse y pue-
den modifi carse en función de proveer un mayor desa-
rrollo humano y progreso social. 

Según esto, para lograr convertirse la calidad de 
vida material en bienestar subjetivo debe integrar las 
aspiraciones, los estados de ánimo, las capacidades 
psicológicas, las expectativas, las referencias vividas y 
conocidas, las necesidades y los valores de los sujetos. 
La constatación de esta relativa independencia entre las 
percepciones de bienestar, con relación a las condicio-
nes objetivas de vida, es la que conduce a afi rmar que 
los indicadores psicosociales son también necesarios 
para evaluar el desarrollo humano y el progreso social. 
De ahí que la exacta defi nición de bienestar requiere de 
una defi nición pluridimensional del concepto. 

Por lo tanto, un problema central para abordar el 
estudio de la dimensión subjetiva del desarrollo hu-
mano –incluso, en procura de proclamar el derecho 

artículo doce reconoce el derecho de toda persona al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental. Asimismo, la Organi-
zación Mundial de la Salud (2001) ha puntualizado que el concepto 
de salud mental, si bien varía entre distintas culturas, trasciende 
la mera ausencia de enfermedad mental, abarcando aspectos tales 
como el bienestar subjetivo, la percepción de la propia efi cacia, la 
autonomía, la competencia, la dependencia intergeneracional, y la 
autorrealización de las capacidades intelectuales y emocionales.
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esquema de dimensiones, variables e indicadores de componentes psicosociales
del bienestar subjetivo
el estado de ánimo, los afectos y el malestar emocional
malestar 
psicológico

Mide el défi cit de las capacidades 
emocionales de las personas que permiten 
responder a las demandas ordinarias de la 
vida cotidiana, desenvolverse socialmente y 
tener relaciones satisfactorias con los otros.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que obtuvo 
puntuaciones que indican riesgo 
moderado o alto de malestar 
psicológico en la escala
KPDS-10 ítems.

el bienestar psicológico desde la esfera cognitiva del sujeto
disconformidad 
con la propia 
apariencia física

Percepción de las personas acerca de 
cuán conformes se sienten con su propia 
apariencia física.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que indica estar 
“poco” o “nada” conforme con su 
apariencia física.

disconformidad 
con las propias 
capacidades

Percepciones de las personas acerca de cuán 
conformes se sienten con sus capacidades 
para afrontar adecuadamente los sucesos e 
imprevistos de la vida diaria.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que indica estar 
“nada” o “poco” conformes con sus 
capacidades para afrontar la vida.

déficit de creencias 
de control

Creencias acerca del grado en que la
propia conducta es efi caz o no para 
modifi car positivamente el entorno. 
Quienes se sienten a merced del destino 
y consideran que sus conductas están 
exteriormente dirigidas expresan creencias 
de control externo.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que presenta 
un predominio de creencias de 
control externo.

déficit de 
elaboración de 
proyectos

Percepción de competencia para
proponerse metas y objetivos en procura 
del bienestar personal.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que indicaron 
no poder proponerse proyectos 
personales.

las capacidades relacionales y los modos de relación
déficit de apoyo 
social percibido

Percepción de no contar con otras personas 
para hablar de los problemas, recibir ayuda 
en momentos de difi cultad o sentirse sólo y 
no tener a quien recurrir.

• Porcentaje de población de 18 
años y más que indicaron contar 
“pocas veces” o “nunca” con gente 
que los ayude a resolver problemas.

déficit de 
estrategias de 
afrontamiento

Afrontamiento evitativo o pasivo, en el 
que predominan conductas destinadas a 
evitar pensar en la situación problemática, 
sin realizar intentos activos por afrontar o 
tratar de resolver la situación.

• Porcentaje de población de 
18 años y más que presenta un 
predominio de estrategias de 
afrontamiento evitativo o pasivo.

figura 5.1.1
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y relativas al placer brindadas por las personas entre-
vistadas, las cuales se han defi nido como pertinentes 
para alcanzar –aunque no de manera exhaustiva- una 
apreciación multidimensional del estado de bienestar 
subjetivo en la población que reside en áreas urbanas 
de nuestro país (véase fi gura 5.1.1 con la defi nición de 
variables). Tal como se ha señalado, se busca con ello 
alcanzar una más precisa representación del modo en 
que las desigualdades sociales atraviesan los recursos 
psicológicos, las capacidades de agencia y, fi nalmente, 
el bienestar subjetivo de las personas.

5.2 EL ESTADO DE ÁNIMO, LOS AFECTOS 
Y EL MALESTAR EMOCIONAL

Sentirse afectado en el estado anímico impide que 
las personas puedan responder a las demandas ordi-
narias de la vida cotidiana, desenvolverse socialmente 
y tener relaciones satisfactorias con los otros. La im-
portancia de los estados emocionales como condicio-
nantes del desarrollo humano y de las capacidades de 
integración social de las personas se reconoce en una 
serie amplia de investigaciones en las cuales proble-
mas como la ansiedad o la depresión constituyen com-
ponentes importantes del bienestar subjetivo (Argyle, 
2001; Ebert, Tukcer y Roth, 2002). 

Ahora bien, ¿en qué medida tales síntomas no sólo 
se expresan en términos de relaciones sociales sino que 
además encuentran parte de su origen en tales dispo-
sitivos? Al respecto, se ha encontrado que los atribu-

 (3) Por otra parte, no es posible separar el concepto 
de bienestar personal del entorno social del individuo 
cuando se habla de salud mental. Al respecto, Compton, 
Smith, Cornish y Qualls (1996) revisan que el auto con-
cepto positivo, el sentido de autonomía, el apoyo social 
y el locus de control interno son buenos predictores de 
la salud mental. Para Moreno y Ximénez (1996), la sa-
lud mental implica tanto un bienestar psicológico como 
un buen funcionamiento físico, así como habilidades 
para enfrentar situaciones difíciles, sistemas de apoyo 
social e integración a la comunidad. En igual sentido, 
siguiendo a Blanco y Díaz (2005) es posible afi rmar que 
en el bienestar se integran elementos sociales y cultura-
les que facilitan la salud mental y que están relacionados 
con las bases reales de las creencias positivas implícitas 
sobre el yo, el mundo y los otros.

De estos postulados se justifi ca en primer lugar la 
necesidad de abordar el estudio del bienestar subjetivo 
a partir de las propias percepciones que brindan los 
sujetos. Sin embargo, es también evidente que tales 
representaciones no pueden interpretarse por fuera 
de las desiguales condiciones sociales del entorno, que 
bajo la forma falta de recursos o condiciones y com-
petencias psicológicas experimentan las personas. De 
ahí el cuidado puesto por esta investigación en cuanto 
a evaluar la calidad de desarrollo humano lograda por 
las personas enfocando el análisis de su relación con la 
salud mental, los recursos de agencia y las condiciones 
sociales objetivas de existencia de las personas. 

En este marco, se abordan a continuación las dife-
rencias sociales que ofrecen un conjunto de expresio-
nes emocionales, cognitivas, relacionales, espirituales 

tiempo libre, ocio creativo y disfrute personal
déficit de ocio, 
tiempo libre y 
ejercicio físico

Percepción de la falta de tiempo libre, ocio 
creativo, ejercicio físico y disfrute personal.

• Porcentaje de población de
18 años y más que no cuenta 
con tiempo de ocio, no disfruta 
del tiempo libre o no hacer 
actividades físicas recreativas. 

la experiencia de espiritualidad
no encontrar paz 
espiritual

Percepción de la posibilidad subjetiva de no 
encontrar paz espiritual en su interior. 

• Porcentaje de población de 
18 años y más que afi rma no 
encontrar paz espiritual
en su interior.



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 183

(Brenlla, 2009, 2010).107 Esta escala representa una 
medida dimensional del malestar emocional no es-
pecífi co a partir de indagar un conjunto de síntomas 
vinculados a la depresión y la ansiedad, tales como in-
quietud, agitación, desesperanza, tristeza, cansancio y 
nerviosismo (Brenlla y Aranguren, 2008). 

En este marco, con el fi n de ampliar las evidencias 
sobre la manera en que diferentes dispositivos sociales 
afectan el bienestar emocional, a la población adulta 
encuestada se le administro la mencionada escala. A 
partir de esta información, se examinan en este apar-
tado los resultados controlando una serie de atributos 
tanto sociodemográfi cos como socioeconómicos y re-
sidenciales de la población objeto de estudio. Para tal 
efecto se analiza la incidencia de la variable “malestar 
emocional”, construida en términos dicotómicos (dé-
fi cit alto versus défi cit bajo o no défi cit); a la vez que 
se hace una análisis de varianza con relación a los di-
ferentes grupos sociales a partir de la medida métrica 
que ofrece el índice de malestar (véase recuadro 5.A). 

DETERMINANTES SOCIALES
DEL MALESTAR EMOCIONAL

De acuerdo con los datos relevados a nivel urbano a 
fi nales de 2010, el 18,9 % de la población de 18 años o 
más encuestada presentó niveles altos de depresión o 
ansiedad percibida.108 Pero más allá de este dato, resulta 
relevante evidenciar la manera en que los dispositivos 
sociodemográfi cos y socioeconómicos y residenciales 
atraviesan estos síntomas (véase fi guras 5.2.1 y 5.2.2).

En primer lugar, al examinar el género y la edad de los 
individuos, se observa que este malestar es mayor entre 
las mujeres (22,7%) que entre los varones (14,5%); a la 

107. La KPDS-10 está compuesta por diez ítems que se evalúan en una 
escala de 5 puntos y brinda una puntuación cuyo rango oscila entre los 10 y 
los 50 puntos. Tanto en estudios internacionales (Furukawa, Kessler, Slade 
y Andrews, 2003; Kessler et al., 2003) como locales (Brenlla y Aranguren, 
2008), se ha constatado que las personas que reciben puntuaciones de 25 
o mayores tienen un riesgo moderado de padecer malestar psicológico, 
mientras que si el valor es de de 30 ó más, el riesgo se considera alto.

108. Es de destacar que los valores encontrados en nuestro país son 
mayores que los informados en estudios con similar instrumento 
realizados en Canadá, los Estados Unidos (WHO, 2001) o Australia, 
donde aproximadamente un 15% de los evaluados presentan moderado 
o alto riesgo de malestar psicológico (ABS, 2001) (véase Brenlla, 2010). 

tos personales socialmente condicionados juegan un 
rol relevante en el bienestar psicológico (Al-Issa, 1982; 
Miech y Shanahan, 2000; Myers et al., 1984; Turner y 
Turner, 1999). Las mujeres, las personas de más edad, 
los divorciados, los viudos, los desempleados, aquellos 
que no cuentan con agua potable o medios de comu-
nicación muestran mayores probabilidades de estar 
deprimidos. Mientras que niveles de menor pobreza, 
porcentajes más altos de personas afi liadas a una re-
ligión y altas tasas de personas mayores de 65 años 
tienden a reducir la probabilidad de estar deprimido. 
En tanto, altas tasa de personas entre 15 y 64 años de 
edad tiene el efecto contrario. 

En igual sentido, Melgar y Rossi (2010) mostraron 
que sentirse deprimido depende del contexto social 
en el cual vive el individuo y que la inequidad pre-
senta un efecto indirecto a través del hecho de vivir 
o no en zonas urbanas donde los problemas sociales 
tienden a ser más visibles. En las personas que viven 
en condiciones de pobreza se han observado sínto-
mas depresivos asociados a estados de tristeza, su-
frimiento y abandono. A la vez que también se ha en-
contrado que los sectores más pobres presentan con 
más frecuencia sentimientos de conformismo, resen-
timiento y pesimismo en comparación con aquellos 
sectores más pudientes (Alarcón, 1988). En general, 
se observa que los países con mayores índices de po-
breza presentan una mayor proporción de población 
afectada por problemas de salud mental que aquellos 
en donde esos índices son menores (Patel y Klein-
man, 2003). 

En el caso de nuestro país, las investigaciones sobre 
la percepción de síntomas de depresión y ansiedad, 
realizadas en años anteriores por parte del Observato-
rio de la Deuda Social Argentina, han sido sistemáticas 
en mostrar que las personas que muestran un mayor 
riesgo a sufrir síntomas de depresión o ansiedad son 
aquellas que presentan de manera aislada o en inte-
racción una serie de características sociales relevante: 
la condición femenina, tener bajo nivel educativo y ser 
pobre en recursos económicos. Esta evaluación se ha 
hecho, en el caso del Observatorio de la Deuda Social 
Argentina, aplicando la escala KPDS (Kessler Psycho-
logical Distress Scale), adaptada a 10 ítems, a partir 
de la cual se logra examinar a una muestra amplia una 
dimensión afectiva crucial del bienestar psicológico 
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altos de depresión o ansiedad; contra sólo el 8,3% en 
el estrato medio alto. Asimismo, el 25,3% de las perso-
nas que residen en una villa o asentamiento presentan 
tales síntomas, a diferencia los que viven en un ba-
rrio con trazado urbano de nivel socioeconómico bajo 
(24,4%) o de nivel socioeconómico medio (10,0 %).

Por último, según la clasifi cación por zonas geográfi -
cas, los datos recogidos confi rman que el riesgo al males-
tar emocional es también signifi cativamente diferente 
según la zona urbana de residencia. Esto debido, en par-
ticular, aunque no exclusivamente, a los diferenciales de 
pobreza estructural que atraviesan a las áreas urbanas 
del país. En este sentido, la población que reside en la 
ciudad de Buenos Aires (CABA) presenta mucho menor 
riesgo a altos niveles de depresión y ansiedad (8,3%) 
que la que reside en el Conurbano Bonaerense (22,7%), 
o, incluso, en las otras áreas metropolitanas (19,4%) o 
en ciudades intermedias (18,5%). 

vez que el grupo económicamente más activo de 35 a 59 
años presenta porcentajes superiores de depresión y an-
siedad (21,4%) al que registran los otros grupos de edad 
(17,0% en el grupo de 18 a 34 años y 17,8% en el grupo 
de 60 o más). Asimismo, en cuanto al nivel educativo de 
la población, se confi rma una vez más que quienes cuen-
tan con menor capital de agencia enfrentan un mayor 
riesgo de malestar emocional. En este caso, el 24,5% de 
la población que no llegó a terminar el nivel secundario 
presenta síntomas altos de depresión o ansiedad; mien-
tras que el problema alcanza sólo al 13,7% de quienes 
lograron al menos ese nivel de escolaridad.

En igual sentido, dada la estrecha relación del nivel 
educativo alcanzado con la posición en la estructura 
social, la EDSA - Bicentenario también da cuenta de 
que el riesgo de malestar emocional aumenta según el 
estrato socioeconómico de la población. En el estrato 
muy bajo, el 29,3% de las personas presentan niveles 
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Con el objetivo de evaluar la relación entre las condicio-
nantes sociodemográfi cas y socioeconómicas y sus efec-
tos sobre el malestar emocional (depresión o ansiedad), 
se realizó un análisis de varianza (ANOVA) utilizando 
para ello el índice escalado de KPDS-10 (transformado 
a una escala continua, numérica de 0 a 10 puntos). Tal 
como se presenta en este recuadro, en casi todos los ca-
sos las diferencias de medias entre las categorías de las 
variables sociales consideradas resultan signifi cativas 
en cuanto a su infl uencia sobre el malestar emocional. 

En términos de género, las mujeres puntúan un mayor 
valor promedio en el índice de depresión y ansiedad (M= 
2,49) que el que presentan los varones (M= 1,95), resul-
tando esta diferencia estadísticamente signifi cativa (F 
(1,5434) =112,49, p = 0,000). 

A nivel de diferencias etarias, el mayor nivel de ma-
lestar se registra en el grupo de 35 a 59 años (M= 
2,41), ubicándose por debajo tanto el grupo más jo-

ven de 18 a 34 años (M= 2,13) como el de los mayo-
res de 60 años y más (M= 2,14). Aunque con menor 
impacto, esta diferencia mostró ser significativa (F 
(2,5433) = 14,35, p = 0,000).

No contar con un secundario completo alcanza un va-
lor medio del índice más alto (M=2,50) que el que tiene 
la población con secundario completo o más (M= 1,99). 
La diferencia resultó altamente signifi cativa (F (1,5434) = 
99,87, p = 0,000). Ver fi gura 5.A.1.

Los resultados confi rman también la distancia obser-
vada por estrato socioeconómico (F (3,5432) = 83,66, p 
= 0,000). Los niveles de malestar emocional son muy 
diferentes entre el estrato muy bajo (M= 2,78), donde 
los síntomas son mucho más probables, y el resto de 
los grupos: bajo (M= 2,32), medio bajo (M= 2,14) y medio 
alto (M=1,67). Por otra parte, es evidente que este último 
estrato social extrema la desigualdad observada en tér-
minos de bienestar emocional.

Análisis de varianza sobre el índice de malestar emocional 
(KPDS-10 / depresión y ansiedad)

recuadro 5.a

Solange Rodriguez Espinola
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lla o asentamiento precario (M= 2,45) o en áreas de 
trazado urbano de nivel socioeconómico bajo (M= 
2,54), con respecto a la población que habita en áreas 
de trazado urbano de nivel socioeconómico medio 
(M= 1,78). 

En igual sentido, el análisis de varianza según condi-
ción residencial también muestra diferencias signifi-
cativas (F (2, 5432) = 108,4, p = 0,000) con respecto a 
los síntomas de ansiedad y depresión. La mayor dife-
rencia se registra entre la población que reside en vi-



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 187

tisfacción con las propias capacidades, la imposi-
bilidad de elaborar proyectos de vida, las creencias 
de control externo y el afrontamiento evitativo de 
los problemas, permiten evaluar las capacidades 
de agencia y el bienestar subjetivo de las personas. 
Cada una de ellas constituye una expresión reco-
nocida y elocuente de situaciones de défi cit en el 
campo del bienestar psicológico.109 

Para el estudio de estos temas, la EDSA - Bicen-
tenario dispone de una serie de pruebas psicológi-
cas breves que permiten evaluar a través de tales 
tópicos el nivel de défi cit que presenta la población 
adulta que reside en las áreas urbanas del país. A 
igual que en el apartado anterior, además de re-
sultar relevante analizar los alcances estadísticos 
de los tópicos analizados, cabe preguntarse sobre 
el impacto que tienen las estructuras y los dispo-
sitivos sociales de los comportamientos estudia-
dos. En función de avanzar sobre estos temas, los 
resultados obtenidos son evaluados tomando en 
cuenta los mismos atributos sociodemográfi cos 
y socioeconómicos que fueron considerados en el 
apartado anterior. Por último, al fi nalizar la sección 
se introduce un recuadro temático que describe 
el défi cit de comprensión verbal de la población 
adulta encuestada y su relación con algunos de los 
factores sociales que parecen potenciar el problema 
(véase recuadro 5.B).

DISCONFORMIDAD CON 
LA APARIENCIA FÍSICA

La evaluación subjetiva sobre la propia aparien-
cia física es un proceso que opera a nivel cognitivo, a 
través del cual la persona integra la información sur-
gida de la percepción que tiene de su propio cuerpo 
con respecto a un modelo o ideal socialmente esta-
blecido. Este modelo proviene principalmente del 
sistema cultural asociado al ciclo vital, la salud per-
sonal y la clase social. Por lo general, las fuentes de 
información que confi guran el modelo cultural son 

109. Véase al respecto a Gallo, et al (2005); ENCAVI (2006); 
McArthur, et.al. (2005); Ryff  y Singer (2000); Palomar-Lever, 
Lanzagorta- Piñol y Hernández-Uralde (2005), entre otros.

5.3 EL BIENESTAR PSICOLÓGICO DESDE 
LA ESFERA COGNITIVA DEL SUJETO

El bienestar psicológico es un aspecto funda-
mental para la consecución de un progreso humano 
integral, tal como ha sido señalado por numerosos 
pensadores de la corriente del desarrollo humano 
(Doyal y Gough, 1994; Max-Neef, 1987; Nussbaum, 
2002). Uno de los pilares claves del enfoque del 
desarrollo humano es la noción de “agencia”. La 
agencia es entendida como una capacidad de las 
personas para lograr las metas de desarrollo que se 
proponen, consistentes con sus propias elecciones y 
decisiones (Sen, 2000a). 

Sin duda, un componente básico de la capacidad 
de agencia es la salud mental (Doyal y Gough, 1994). 
En este marco, la salud emocional constituye un re-
curso muy importante pero no único para alcanzar 
una mayor capacidad de agencia y un mejor vivir sub-
jetivo. También es necesaria una valoración positiva 
de tipo racional o cognitiva, en la que el sujeto pueda 
expresar su propia satisfacción con la vida de manera 
integral. Esta apreciación no se limita a aspectos eco-
nómicos, sino que incorpora estilos vivenciales como 
pueden ser aquellos referidos a su imagen personal, 
a sus estrategias de afrontamiento, a sus propósitos 
de vida y el logro de metas valiosas.

Al considerar entonces el bienestar subjetivo no 
se puede dejar de mencionar las experiencias que 
se asocian a las aspiraciones que la persona tiene, 
así como los métodos o formas para evaluar su si-
tuación. Así, desde una perspectiva integral sobre 
el bienestar personal, habría que evocar al conoci-
miento de los procesos mentales que dan su origen. 
Al respecto, García y Benítez (2000) sostienen que el 
bienestar tiene elementos que son reactivos, transi-
torios, vinculados a la esfera emocional, y elementos 
estables que son expresión de lo valorativo asociado 
a lo cognitivo. Estos elementos están estrechamente 
vinculados y muy infl uenciados por la personalidad 
como sistema de interacciones complejas y por cir-
cunstancias medioambientales.

Aunque sin pretender ser exhaustivos, una serie 
de representaciones mentales de los sujetos como 
la disconformidad con la apariencia física, la insa-
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los de 35 a 59 años y un 18,8% de los de 60 años 
y más) y nivel educativo, donde aquellos que pre-
sentan un mayor nivel de educación formal indican 
un porcentaje mayor de alta conformidad con su 
apariencia física (19,0%) comparados con aquellos 
entrevistados que no terminaron la escuela secun-
daria (16,5%).

El análisis de la alta conformidad con la propia 
apariencia física según los atributos socioeconómi-
cos y residenciales demuestra que, a mayor estrato 
y condición residencial, mayor conformidad con su 
aspecto físico. En el estrato muy bajo, el 15,5% de 
las personas presentan alta conformidad con su apa-
riencia, contra el 20,3% en el estrato medio alto. Así 
mismo, el 15,2% de las personas que residen en una 
villa o asentamiento presentan alta conformidad 
con su apariencia, a diferencia de los que viven en 
un barrio con trazado urbano de nivel socioeconó-
mico bajo (16,8%) o de nivel socioeconómico medio 
(19,6%). (Véase fi gura 5.3.2).

Por último, es también notoria la diferencia en 
este caso entre la población de la CABA (28,4%) y 
la que se incluyó como resto urbano (9,6%), demos-
trando menor incidencia de conformidad con la pro-
pia apariencia física.

Si bien el análisis precedente es elocuente en 
cuanto a las diferencias de clase social que atravie-
san la alta conformidad con la propia imagen como 
indicador del bienestar subjetivo, también resulta re-
levante examinar la percepción negativa que tienen 
las personas de su imagen física. Al respecto, toma-
das las categorías de poca o nula conformidad con la 
propia imagen física, se observa que el 16,2% de la 
población adulta hace una percepción marcadamente 
negativa de su propia apariencia. 

Las diferencias sociodemográficas asociadas a 
la valoración negativa resultan igualmente poco 
relevantes, aunque en este análisis se hacen algo 
más evidentes. En términos de diferenciales de gé-
nero, tal como muestra la figura 5.3.3, las mujeres 
se perciben más disconformes con su apariencia 
física en comparación con los varones (17,8% ver-
sus 14,4%); a la vez que la población de 35 a 59 
años presenta una incidencia superior (18,0%) con 
respecto a la población de18 a 34 años (15,1%) y 
de 60 años y más (14,9%). En igual sentido, quie-

formas inducidas por el entorno signifi cativo del in-
dividuo, así como los valores y las creencias asociadas 
a la apariencia promulgadas desde la infancia. En la 
actualidad, las distribuciones antropométricas nor-
males son un parámetro de referencia importante, 
así como también los rasgos a partir de los cuales se 
reconoce un mayor o menor riesgo de enfermedad 
(Margozzini, 2009).110

En el marco de este estudio la evaluación subje-
tiva sobre la propia apariencia física es examinada a 
partir de la respuesta dada por la persona a una es-
cala de aceptación o conformidad.111 Para su análisis 
se habrán de considerar en este caso dos situacio-
nes extremas: 1) la mucha o alta conformidad con 
la apariencia física, y 2) la poca o nula conformidad 
con la apariencia física. La primera, como una me-
dida positiva de bienestar subjetivo; y la segunda, 
como una medida más directa del malestar perso-
nal. Asimismo, en función de evaluar el efecto que 
generan los dispositivos sociales sobre este aspecto 
del bienestar humano, ambas medias son examina-
das según una serie relevante de características so-
ciodemográfi cas y socioeconómicas. 

Al respecto, en primer lugar, la fi gura 5.3.1 da 
cuenta que sólo el 17,9 % de la población adulta a 
nivel urbano se percibe muy conforme con la apa-
riencia física. No se observan, en este análisis, di-
ferencias signifi cativas según sexo (17,5% de los 
varones y 18,2% de las mujeres señalan esta alta 
conformidad con su propia apariencia), aunque sí 
las encontramos al diferenciar por edad (18,5% de 
los entrevistados de 18 a 34 años dicen estar muy 
conformes con su apariencia, contra un 16,7% de 

110. Por otra parte, el proceso de percepción del propio cuerpo 
también está cruzado por variables culturales que afectan a las 
emociones y que pueden infl uir la evaluación. En este sentido, 
se sabe que, por ejemplo, las mujeres suelen tener mayor discon-
formidad relativa con respecto a su apariencia que los varones 
(Margozzini, 2009).

111. Este aspecto del bienestar subjetivo se mide en la encuesta a 
través de la pregunta: “¿En qué medida está usted conforme con su 
apariencia física? La respuesta se clasifi ca según una escala tipo Likert 
de cuatro categorías: “muy conforme”, “conforme”, “poco conforme” 
y “nada conforme”. En este apartado se analizan de manera compa-
rativa tanto los resultados que registra la categoría “muy conforme”, 
como la situación agrupada de “poco” y “nada conforme”.
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(14,5%). Similares diferencias tienen lugar al com-
parar las poblaciones de quienes habitan los espa-
cios residenciales más pobres (16,1%) con respecto 
a quienes residen en las áreas de trazado urbano de 
nivel socioeconómico medio (14,5%). Por último, 
es también en este caso la población con residen-
cia en la ciudad de Buenos Aires la que presenta un 
mayor bienestar subjetivo, en tanto que es en esta 
área urbana donde se observa la menor tasa de va-
loración negativa sobre la propia apariencia física 
(9,5%). En el otro extremo, el Conurbano Bonae-
rense y el resto urbano son los espacios geográfi cos 
donde la alta disconformidad es mayor (17,4% y 
18,9%, respectivamente).

nes no terminan nivel de educación secundario de 
educación presentan una tasa mayor de disconfor-
midad (17,2%) que quienes sí terminaron ese nivel 
(15,2%). 

Por otra parte, si bien al considerar las catego-
rías socioeconómicas y residenciales la evaluación 
negativa sobre la propia apariencia física presenta 
también diferencias poco signifi cativas, la tenden-
cia no deja de ser socialmente relevante. Al res-
pecto, en la fi gura 5.3.4 se muestra que la población 
que pertenece al estrato muy bajo de la estratifi -
cación social es la que registra mayor disconformi-
dad (18,6%); a la vez que la población del estrato 
medio alto es la que muestra una menor incidencia 
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con el bienestar psicológico y con un mayor nivel de 
satisfacción en la vida. Según algunas investigacio-
nes existe una relación signifi cativa entre el nivel 
socioeconómico y la conformidad personal consigo 
mismo (Alarcón, 2010). 

En el marco de esta investigación, la evaluación 
personal sobre las propias capacidades se examina 
según la respuesta dada por la persona a una escala 
de conformidad.112 Para su análisis se consideran 

112. Este aspecto del bienestar se mide en la encuesta a través de la 
pregunta: “¿qué tan conforme está usted con sus capacidades para 
afrontar la vida?” La respuesta se clasifi ca según una escala tipo Likert 
de cuatro categorías: “muy conforme”, “conforme”, “poco conforme” 
y “nada conforme”. En este apartado se analizan de manera compa-
rativa tanto los resultados que registra la categoría “muy conforme”, 
como la situación agrupada de “poco” o “nada conforme”.

DISCONFORMIDAD CON
LAS PROPIAS CAPACIDADES

Al igual que en el caso la percepción de la apa-
riencia física, la evaluación subjetiva sobre las pro-
pias capacidades es un proceso que opera a nivel 
cognitivo, siendo también central el papel que des-
empeña el modelo socialmente establecido. En tér-
minos operativos, el bienestar psicológico asociado 
a este aspecto se expresa en la evaluación subjetiva 
que hace la persona sobre sus propias capacidades 
para afrontar adecuadamente los sucesos e impre-
vistos de la vida diaria. Las creencias sobre la propia 
efi cacia contribuyen a un aumento de la motivación 
e infl uyen de manera positiva en lo que las personas 
piensan, sienten y hacen, además de relacionarse 
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forme con sus propias capacidades. Los varones en 
un 30,2%, mientras que las mujeres en un 26,4%. En 
cuanto a la edad, el indicador no presenta diferen-
cias signifi cativas entre los grupos. Por el contrario, 
la diferencia porcentual entre los que tiene hasta el 
secundario incompleto (22,5%) y los que completa-
ron el secundario o más (32,7%) resulta altamente 
signifi cativa. De esta manera, se conforma que, en un 
contexto social en donde las condiciones de género o 
de edad casi no inciden sobre la autovaloración posi-
tiva de las personas, la educación registra papel clave 
sobre este recurso de agencia: a mayor nivel educa-
tivo, mayor conformidad en las capacidades propias.

también aquí las situaciones extremas que ofrece la 
variable: 1) mucha conformidad con las propias capa-
cidades, y 2) poca o nula conformidad con las propias 
capacidades. La primera, como medida de bienestar 
personal; y la segunda, como expresión más directa 
de un estado de malestar. Asimismo, en función de 
evaluar el efecto que generan los condicionamientos 
sociales sobre este aspecto del bienestar humano, se 
examinan ambas variables según las mismas caracte-
rísticas sociodemográfi cas y socioeconómicas consi-
deradas con anterioridad. 

En primer lugar, la fi gura 5.3.5 da cuenta que sólo 
el 28,1% de la población percibe sentirse muy con-
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De manera similar a lo observado en cuanto a 
la conformidad con la propia apariencia, las dife-
rencias sociodemográficas asociadas a la valora-
ción negativa resultan en este caso un poco más 
relevantes, sobre todo si considera el capital edu-
cativo de la población. En términos de diferencia-
les de género, tal como muestra la figura 5.3.7, las 
mujeres se perciben más altamente disconformes 
con sus capacidades en comparación con los varo-
nes (9,7% versus 7,3%); a la vez que la población 
de 35 a 59 años presenta una incidencia superior 
(10,4%) con respecto a la población de18 a 34 años 
(7,9%) y de 60 años y más (6,6%). De manera más 
significativa, quienes no acceden a concluir el ni-
vel de educación secundario presentan una tasa 
mayor de disconformidad (11,4%) que quienes sí 
acceden a ese nivel (5,9%). 

Por otra parte, en concordancia con el comporta-
miento de la variable educativa, al evaluar la autova-
loración negativa sobre las propias capacidades, las 
variables socioeconómicas y residenciales presentan 
diferencias mucho más relevantes. Al respecto, en la 
fi gura 5.3.8 se muestra que la población que perte-
nece al estrato muy bajo de la estratifi cación social 
registra una mayor propensión a la disconformidad 
(14,0%); mientras que en la población del estrato 
medio alto esta incidencia se reduce de manera signi-
fi cativa (2,8%). Similares diferencias tienen lugar al 
comparar las poblaciones de quienes habitan los es-
pacios residenciales más pobres (15,2%) con respecto 
a quienes residen en las áreas de trazado urbano de 

En igual sentido, la figura 5.3.6 da cuenta que a 
menor posición socioeconómica, menor conformi-
dad con las propias capacidades: mientras que el 
estrato medio alto registra un 41,4% de inciden-
cia en este indicador, el medio bajo un 28,8%, el 
bajo un 22,9% y el estrato social muy bajo 19,7%. 
Similar relación se observa en las condiciones resi-
denciales, ya que vivir en una villa o asentamiento 
reduce la incidencia de alta conformidad al 12,4%, 
mientras que vivir en barrios de trazado urbano 
de nivel socioeconómico bajo o de nivel medio las 
eleva a un 23,2% y un 36,7%, respectivamente. Por 
último, según el tipo de conglomerado, el 37,6% de 
la población de la ciudad de Buenos Aires se per-
cibe altamente conforme, contra un 28,6% en las 
áreas metropolitanas del interior, un 27,9% en el 
Conurbano Bonaerense y un 24,9% en el resto ur-
bano. De esta manera, se hace también evidente 
que a mayor nivel socioeconómico, mayor percep-
ción o autovaloración positiva de conformidad con 
las propias capacidades.

Si bien también en este caso el análisis prece-
dente resulta elocuente en cuanto a las diferencias 
de clase social que atraviesan la alta conformidad 
con las propias capacidades como indicador del bien-
estar subjetivo, también resulta relevante examinar 
la percepción negativa que tienen las personas de sí. 
Al respecto, tomadas las categorías de poca o nula 
conformidad con la propia capacidad, se observa que 
el 8,6% de la población adulta hace una percepción 
marcadamente negativa de sus propias capacidades. 
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el modo en que las personas integran diferentes 
fuentes de infl uencia para dar coherencia y balance 
a su propia vida (Little, 1989). En este sentido, los 
proyectos de vida involucran el proceso mental me-
diante el cual las personas sienten que pueden alcan-
zar las metas que se proponen, y, en consecuencia, 
lograr una mayor percepción de bienestar. 

Para el estudio de este aspecto del bienestar sub-
jetivo, la EDSA - Bicentenario incluye una serie de 
preguntas sobre la percepción que tiene la población 
adultas acerca de su disposición y capacidad para ela-
borar proyectos personales.113 En este marco, la varia-
ble défi cit de proyecto de vida constituye una expre-
sión del malestar subjetivo percibido, en tanto que la 
misma expresa el reconocimiento de las personas de 
no poder proyectar la propia vida y, en consecuencia, 
coadyuvar a un mayor bienestar psicológico. A igual 
que en los tópicos anteriores, resulta también rele-
vante evaluar el modo en que los condicionamientos 
sociodemográfi cos y socioeconómicos y residenciales 
inciden sobre este indicador de bienestar subjetivo.

113. Este aspecto del bienestar se mide en la encuesta a través 
de las preguntas: a)”Siente que podrá lograr los objetivos que se 
proponga?”, b) “¿Siente que puede pensar un proyecto para su 
vida?” c)“¿Puede pensar proyectos más allá del día a día?”. Los 
en trevistados respondieron a cada una de estas frases en términos 
de si las consideran verdaderas o falsas. La variable défi cit de 
proyecto fue construida a partir de considerar falsa al menos una 
de las tres preguntas. 

nivel socioeconómico medio (4,4%). Por último, es 
también en este caso la población con residencia en 
la Ciudad de Buenos Aires la que presenta un mayor 
bienestar subjetivo, en tanto que es en esta área ur-
bana donde se observa la menor tasa de valoración 
negativa sobre las propias capacidades (5,6%). En el 
otro extremo, la propensión a esta disconformidad 
aumenta en el resto urbano, las áreas metropolitanas 
del interior y el Conurbano Bonaerense (9,6%, 9,1% 
y 9,0%, respectivamente).

DÉFICIT DE PROYECTOS PERSONALES

Las personas deben confi ar en la posibilidad de 
vencer la adversidad, esto lleva a un afán de logro de ob-
jetivos y metas que llevan al progreso personal. Muchas 
veces se postulan metas que suelen ser inalcanzables, lo-
grando sembrar la duda en las propias capacidades o in-
cluso determinar el abandono del objetivo. No alcanzar 
una meta puede producir frustración de tan alta mag-
nitud como las valencias atribuidas (Alarcón, 2010). De 
este modo, la consecución de un mayor bienestar subje-
tivo y una mayor capacidad de agencia requieren poder 
percibir, elaborar, estructurar y dar signifi cado a los pro-
yectos personales (Pervin, 1989; Little, 1989).

La noción de proyectos personales designa al con-
junto de actividades coordinadas e interrelaciona-
das que buscan cumplir con un objetivo específi co. 
Se trata de una categoría que permite comprender 
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timos presentan tres veces más chances de presentar 
un défi cit de proyectos que las personas del grupo más 
joven. Asimismo, se destaca también que las personas 
con más bajo nivel educativo presentan mayor proba-
bilidad de no poder proponerse proyectos (24,4%), en 
comparación con quienes al menos acceden al nivel de 
educación secundaria (16,1%). 

A igual que en los resultados asociados al malestar 
emocional, el análisis de las difi cultades para pensar 
y planifi car proyectos presentan resultados disímiles 
según sea la clasifi cación socioeconómica y residencial 
de la población. Al respecto, la fi gura 5.3.10 muestra 
que este défi cit aumenta de manera signifi cativa al ba-
jar en la escala social y, por lo mismo, en la población 

La fi gura 5.3.9 destaca el hecho de que dos de cada 
diez personas adultas perciben no poder proyectar su 
vida (19,9%). En este aspecto la desigualdad de género 
no parece presentar diferencias signifi cativas, aunque 
la incidencia del défi cit de proyectos en las mujeres es 
levemente mayor que en los varones (21,5% y 18,2%, 
respectivamente). En cambio, resulta por demás re-
levante observar que la imposibilidad de elaborar un 
proyecto de vida aumenta con la edad y se retrae al au-
mentar el nivel educativo de las personas. Los jóvenes 
de 18 a 34 años presentan el menor défi cit de proyec-
tos (11,5%); luego el malestar aumenta en el grupo de 
35 a 59 años (20,4%); y fi nalmente se agrava en el caso 
de las personas de 60 años o más (36,4%). Estos úl-
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que modelaron este tipo de creencias al enfatizar el 
esfuerzo personal, la educación, la responsabilidad y 
el discernimiento como recursos efi cientes para pro-
mover cambios positivos en la propia vida. A su vez, 
el desarrollo de creencias de control externas está tí-
picamente asociado a niveles socioeconómicos desfa-
vorecidos, ya que la pobreza se comparece con la per-
cepción, muchas veces realista, de un menor control 
sobre la propia vida, lo que lleva a reforzar conductas 
de sumisión, de aislamiento o de pasividad, en lugar 
de conductas autónomas y propositivas (Schultz y 
Schultz, 2005). 

La EDSA - Bicentenario se aplicó, replicando estu-
dios anteriores del Observatorio de la Deuda Social, 
un test breve de creencias de control que se compone 
de cuatro ítems inspirados en los de la Escala de Lo-
cus de Control de Rotter (1966).114 A pesar de ser ésta 
una medida breve, cuenta con evidencias aceptables 
de fi abilidad y validez (Brenlla, Vázquez y Aranguren, 
2008), permitiendo evaluar el grado en que las creen-
cias son de tipo externo. Los datos que se presentan 
están expresados como el porcentaje de personas que 
indicaron un predominio de creencias de control ex-
terno, considerándose esto un défi cit manifi esto en 
la capacidad de agencia de la persona y en el bienes-
tar subjetivo percibido. 

A igual que en los casos anteriores, resulta por de-
más relevante evaluar en qué medida y en qué sen-
tido los dispositivos sociales operan aumentando o 
disminuyendo el riesgo a percepciones de locus ex-
terno de control por parte de la población. En esta 
línea, la fi gura 5.3.11, da cuenta de que tres de cada 
diez personas adultas (29,9%) presentan este rasgo, 
a la vez que describe su relación con las condiciones 
sociodemográfi cas que ya han sido abordadas en los 
ítems anteriores. Al respecto, resulta interesante ob-
servar que no se aprecian diferencias signifi cativas 
según el sexo (30,0% en varones y 29,7% en muje-
res); y que las brechas por edad son en este caso me-
nores a las registradas hasta ahora. Es la población 
de 60 años y más en donde se presentan un menor 
porcentaje de défi cit (26,5%); siguiendo luego los jó-

114. Sobre los componentes de esta escala y su modo de apli-
cación, véase Brenlla (2006), así como también Brenlla, Vázquez 
y Aranguren (2008). 

que reside en áreas residenciales pobres. Al respecto se 
observa que mientras el défi cit de proyectos alcanza al 
29,6 % de personas del estrato social muy bajo, sólo 
afecta al 9,8% de la población del estrato medio alto. 

En igual sentido, la brecha social en este aspecto del 
bienestar subjetivo se reproduce al considerar la condi-
ción residencial de las personas. La situación afecta al 
24,9% de la gente que vive en una villa o asentamiento 
precario o, incluso, al 24,3% de quienes habitan en un 
barrio con trazado urbano de nivel socioeconómico 
bajo. Al mismo tiempo que la probabilidad de padecer 
este défi cit se reduce a la mitad entre la población con 
residencia en un barrio con trazado urbano de clase 
media (13,2%). Los porcentajes que se observan se-
gún el conglomerado en el défi cit de proyectos son si-
milares para el Conurbano Bonaerense (18,8%) y otras 
áreas metropolitanas (18,4%). En cambio, la situación 
parece agravarse en las áreas urbanas menos concen-
tradas del interior del país (23,1%); así como también, 
en la propia Ciudad de Buenos Aires (22,4%). El mayor 
peso relativo que presenta la población de 60 años y 
más con alto riesgo en défi cit de proyectos personales, 
es de 36,4%.

DÉFICIT DE CREENCIAS DE CONTROL

Los individuos con creencias de control externo 
se caracterizan por desestimar la efi cacia del propio 
accionar para cambiar el entorno, ser más infl uen-
ciables a la coerción social, tener escasa motivación 
al logro y bajas expectativas hacia el futuro. Las per-
sonas con creencias de control interno se caracteri-
zan, en cambio, por tener iniciativa y orientación a 
la meta, resistencia a la coerción externa, tolerancia 
en las situaciones de ambigüedad y proyectos per-
sonales signifi cativos (Lefcourt, 1984; Lachman y 
Weaver, 1998). Por lo tanto, el locus de control ex-
terno se constituye en un factor estratégico clave que 
incide sobre la capacidad de agencia y el bienestar 
subjetivo de las personas.

El desarrollo de las creencias de control está aso-
ciado con los recursos y estilos familiares, la con-
sistencia de los patrones culturales y el tipo de 
conductas que recibieron refuerzos positivos. Se ha 
observado que las personas con creencias de control 
internas crecieron en familias o entornos sociales 
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socioeconómico mayor riesgo de locus de control ex-
terno. En este sentido, cabe observar que mientras 
el 17,8% de las personas que pertenecen al estrato 
socioeconómico medio alto registra défi cit alto en 
materia de control externo, esta incidencia aumenta 
al 43,8% en el estrato social muy bajo. En consonan-
cia con esta relación, también se verifi ca que cuanto 
más empobrecida es la situación residencial, más alta 
es la incidencia del problema. Al respecto, se observa 
que mientras que el 42,5% de la población que habita 
en una villa o en un asentamiento presenta défi cit 
de creencias de control, sólo está afectado por este 
défi cit el 20,4% de los que habitan en un barrio con 
trazado urbano de nivel medio. Algo similar ocurre 

venes de 18 a 34 años (29,9%) y, por último, la pobla-
ción que enfrenta mayores responsabilidades econó-
micas y familiares de 35 a 59 años (31,6%). En este 
caso, el nivel educativo es una vez más un diferencia-
dor social importante en cuanto a las capacidades de 
control externo. Las personas que lograron comple-
tar el secundario o llegaron a mayor nivel educativo 
se perciben con menor défi cit de creencias de control 
(21,8%) que los que no pueden completar el secun-
dario (39,0%). 

Por otra parte, la fi gura 5.3.12, da cuenta del im-
pacto signifi cativo que tienen los atributos socioeco-
nómicos y residenciales sobre este indicador de 
bienestar psicológico. Es evidente que a menor nivel 
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tendencia a minimizar la situación de estrés, ya sea 
ignorando su existencia, escapando de la misma o 
evitando tomar la responsabilidad de resolverla. 

Para el estudio de este aspecto del bienestar sub-
jetivo, la EDSA - Bicentenario incluyó una serie de 
preguntas sobre el modo conductual percibido que 
tienen las personas para enfrentar difi cultades coti-
dianas. En este caso, se aborda específi camente el es-
tudio del afrontamiento evitativo o pasivo, dadas sus 
consecuencias negativas sobre el desarrollo humano 
y las capacidades de integración social de las perso-
nas.115 A igual que en los indicadores anteriores, re-
sulta también relevante evaluar el modo en que los 
condicionamientos sociodemográfi cos y socioeconó-
micos y residenciales predisponen o afectan las ca-
pacidades percibidas de afrontamiento de problemas 
por parte de la población adulta objeto de estudio.

Al respecto, la fi gura 5.3.13 destaca el hecho de 
que más de dos de cada diez personas adultas que 
habitan en áreas urbanas (24,4%) registran un alto 
nivel de afrontamiento evitativo. En este caso, se 
presenta una notoria diferencia según el género: las 
mujeres registran una incidencia mayor que los va-
rones (28,5% y 19,5%, respectivamente). Por otra 
parte, también se evidencia que a mayor edad se hace 
presente una mayor propensión al afrontamiento pa-
sivo. Mientras que los adultos jóvenes de 18 a 34 años 
y la población de 35 a 59 años se posicionan en la 
base de la escala (21,9% y 23,3%, respectivamente), 
la población de 60 años o más alcanza la tasa más 
alta de afrontamiento evitativo (30,9%). Asimismo, 
se destaca que las personas con más bajo nivel edu-
cativo presentan mayor probabilidad de seguir un 
estilo pasivo para afrontar problemas (19,7%), en 
comparación con quienes al menos acceden al nivel 
de educación secundaria (29,5%). 

Por otra parte, la fi gura 5.3.14, muestra también 
en este caso el efecto signifi cativo que tienen los atri-
butos socioeconómicos y residenciales sobre las ca-

115. El índice que mide el afrontamiento evitativo se construyó 
sobre tres ítems interrogados por la EDSA: a) “Me pongo tan mal 
que no puedo hacer nada”, b) “Dejo que el destino o Dios se ocupen 
de mi problema” y c) “Busco alguna manera de olvidar mis difi -
cultades”. Las opciones de respuesta son “casi siempre”, “muchas 
veces”, “pocas veces” y “casi nunca”. La puntuación obtenida entre 
1 y 6 fue defi nida como no défi cit y de 7 a 12 como défi cit.

cuando se examinan los conglomerados urbanos. 
La población que reside en la ciudad de Buenos Ai-
res presenta una incidencia mucho más baja (16,9%) 
que quienes habitan en otras áreas metropolitanas 
(36,2%), en el resto urbano (34,1%) o en el Conur-
bano Bonaerense (30,5%). 

 AFRONTAMIENTO EVITATIVO

Las estrategias de afrontamiento constituyen los 
esfuerzos, tanto cognitivos como conductuales, que 
realizan las personas para manejar la tensión psico-
lógica y hacer frente a las situaciones adversas (Laza-
rus y Folkman, 1987). Los términos, estilos y estra-
tegias de afrontamiento especifi can conductas ante 
procesos de estrés. El afrontamiento entraña siem-
pre la adquisición de un cierto control de la situación 
que puede oscilar desde el dominio, hasta un somero 
control de las emociones suscitadas por el evento es-
tresante (Fierro, 1997). De esta manera, la inciden-
cia de este aspecto psicológico sobre la capacidad de 
agencia y el bienestar tanto material como subjetivo 
de las personas resulta un factor clave al momento de 
evaluar el desarrollo humano de una sociedad. 

Desde la perspectiva aplicada por el Observatorio 
de la Deuda Social, el estilo de afrontamiento consti-
tuye el tipo de comportamiento percibido que siguen 
las personas ante la diversidad de situaciones proble-
máticas que deben resolver de manera cotidiana, in-
dependientemente de la importancia o signifi cación 
que tenga o pueda darle sujeto a dichas situaciones. 
Esto implica esperar una cierta consistencia a lo largo 
del tiempo en el modo en que las personas enfrentan 
las difi cultades. En este marco, es posible diferenciar 
dos tipos fundamentales de afrontamiento: el afron-
tamiento activo (estrategias orientadas a la solución 
del problema) y el pasivo- evitativo (afrontamiento 
evitativo) (Carver, et al., 1989). Ambos tipos de es-
trategias cuentan con dimensiones cognitivas, con-
ductuales y emocionales.

De manera particular, las estrategias percibidas 
de afrontamiento evitativo se relacionan con el pre-
dominio de conductas destinadas a distraer y evi-
tar pensar en la situación problemática, sin realizar 
intentos activos por tratar de resolver la situación. 
Este estilo de afrontamiento se caracteriza por la 
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que mientras el 29,1% de la población que habita en 
barrios de trazado urbano de nivel bajo y el 24,4% 
de quienes habitan una villa o en un asentamiento 
presentan défi cit de afrontamiento, sólo son afecta-
dos por este défi cit el 17,5% de los que habitan en 
un barrio con trazado urbano de nivel medio. Algo 
similar ocurre cuando se examinan los conglomera-
dos urbanos. La población que reside en la Ciudad 
de Buenos Aires presenta una incidencia mucho más 
baja (11,8%) que quienes habitan en el resto urbano 
(33,7%), en otras áreas metropolitanas (29,2%) o en 
el Conurbano Bonaerense (23,8%). 

pacidades de agencia y bienestar de la población. Es 
evidente que a menor nivel socioeconómico mayor 
riesgo de afrontamiento pasivo. En este sentido, cabe 
observar que mientras el 16,9% de las personas que 
pertenecen al estrato socioeconómico medio alto re-
gistran défi cit elevado en materia de afrontamiento 
evitativo, esta incidencia aumenta al 33% en el es-
trato social muy bajo.

En consonancia con esta relación, también se veri-
fi ca que cuanto más empobrecida es la situación resi-
dencial, se hace relativamente más alta la incidencia 
del afrontamiento evitativo. Al respecto, se observa 
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La infl uencia del entorno social sobre la capacidad
de comprensión verbal

La comprensión verbal es un reconocido componente 
del desarrollo cognitivo, defi nido como la capacidad del 
individuo para generalizar, abstraer y encontrar rela-
ciones entre distintos conceptos. Su aplicación implica 
abstraer aquellos rasgos esenciales de los conceptos de 
aquellos que no lo son con el fi n de producir otros, apo-
yándose en las semejanzas y diferencias de los objetos 
que el sujeto ha asimilado, en los hechos o ideas que le 
rodean y en su habilidad para ordenar y clasifi car las se-
mejanzas. Exige a su vez el uso de la memoria, la com-
presión y la capacidad de pensamiento asociativo, ya 
que para separar las características esenciales de las no 
esenciales se ponen en ejercicio los procesos intelectua-
les (Zimmerman y Woo-Sam, 1979; Kaufman y Lichten-
berger, 1999).

Gracias a esta capacidad, la persona elabora conceptos, 
construcciones o imágenes mentales por medio de las 
cuales comprende las experiencias que surgen de la 
interacción con el entorno. Es un recurso importante 
para la interacción social, la comunicación y el procesa-
miento de información. Por lo mismo, la comprensión 
verbal está asociada con el nivel general de inteligen-
cia y con la estimulación del entorno. La evidencia empí-
rica señala que es de fundamental importancia para el 
desarrollo cognitivo una buena dotación genética, pero 
también una estimulación proveniente del ambiente en 
el que ese desarrollo ocurre. Por este motivo, las condi-
ciones de vida en situación de pobreza pueden afectar 
negativamente el desarrollo de esta capacidad. 

En esa línea, podemos citar la infl uencia decisiva que 
tienen en el desarrollo humano los niveles nutriciona-
les a los que accede, la estimulación cognitiva recibida 
y las oportunidades educativas durante la niñez. De 
no mediar una intervención oportuna, las condiciones 
sociales desfavorables repercuten negativamente en 
el desarrollo de habilidades cognitivas y hacen sentir 

su impacto en la edad adulta, asociándose a menores 
oportunidades laborales y sociales. En esta línea, la in-
vestigación ha mostrado que si hay bajo rendimiento 
cognitivo durante los primeros años de vida producto 
de pertenecer a un hogar pobre, es probable que haya 
luego fracaso académico y deserción escolar (Di Iorio 
et al., 2000) La estimulación socio-ambiental, por su 
parte, tiene tanta importancia sobre el desarrollo inte-
lectual como la nutrición. 

En la Encuesta de la Deuda Social Argentina (EDSA), 
aplicada por el Observatorio de la Deuda Social Argen-
tina (ODSA) de la Universidad Católica Argentina en el 
cuarto trimestre del año 2010 sobre población urbana 
a partir de los 18 años, se evaluó la capacidad de con-
ceptualización verbal, utilizando un test breve de com-
prensión verbal (TBCV, Brenlla, 2005), en el cual mostró 
adecuados índices de fi abilidad y validez (Brenlla y Bur-
ton, 2010).

Mediante dicho instrumento, se les pidió a los sujetos 
que señalen qué característica tienen en común dos 
conceptos expresados en palabras (por ejemplo, lo que 
tienen en común “amarillo” y “rojo” es que ambos son 
colores). En tal sentido se midieron seis ítems del test 
aplicado (TBCV) que refl ejan esta capacidad en forma 
básica, los cuales interrogan sobre que tienen en común 
perro-león, barco-automóvil, mesa-silla, democracia-
monarquía, huevo-semilla, vapor-niebla. Cada uno de 
los ítems se puntúa entre cero y dos puntos, lo cual da 
un puntaje máximo para la escala de 12 puntos. 

Teniendo en cuenta que una proporción importante de 
los adultos entrevistados tenían una alta probabilidad 
de pertenecer desde la niñez a espacios de vulnerabili-
dad, se procuró medir el défi cit de capacidad de com-
prensión entre aquellos que alcanzaron un puntaje de 
respuestas correctas de sólo cuatro puntos sobre los 

Pablo Turchetti
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personalidad- la capacidad de comprensión verbal del in-
dividuo. Con relación al nivel educativo, se observa que 
–también según lo esperado- aquellas personas con un 
nivel educativo de secundario completo o mayor presen-
tan marcadamente un menor défi cit en sus capacidades 
de comprensión verbal (23,0%) que quienes no llegaron 
a fi nalizar su educación secundaria (41,5%), mostrando 
el peso de la educación formal en el desarrollo cognitivo 
y su importancia para poder desempeñarse adecuada-
mente en las tareas de la vida cotidiana.

En cuanto a las diferencias según estrato socioeconó-
mico, en la fi gura 5.B.2 se muestra que las mayores ca-
rencias en la capacidad de comprensión verbal se en-
cuentran en los niveles inferiores de la clasifi cación, 
siendo los estratos muy bajo (42,4%) y bajo (36,6%) los 
que presentan las mayores difi cultades al respecto, cla-
ramente por encima de la media de la población total. 
La brecha de desigualdad social en la capacidad de com-
presión verbal es clara si consideramos que pares del es-
trato medio bajo tienen el doble de propensión al défi cit 
que pares en el estrato medio alto. Desigualdad que en-
cuentra su origen, al menos en parte, en las condiciones 
sociales de estimulación y la situación nutricional en las 

12 posibles y vincular ese grupo con características in-
dividuales y de estrato socioeconómico. Es importante 
señalar que este punto de corte debe considerase una 
estimación aproximada de la capacidad para la forma-
ción de conceptos verbales pero de ninguna manera un 
examen exhaustivo de esta habilidad

Como se puede observar en la fi gura 5.B.1, los resultados 
de la EDSA Bicentenario para el año 2010 indican que 
31,5% de la población estudiada presenta defi ciencias en 
su capacidad de comprensión verbal. Al analizar los da-
tos según diferentes características individuales obser-
vamos que, en lo referente a las diferencias de género, 
las mujeres presentan un défi cit levemente más alto 
que los varones (32,3% y 30,7% respectivamente).

En cuanto a las diferencias por edad, los resultados se en-
cuentran conforme a lo esperable, ya que el menor défi cit 
se observa en la población de 18 a 34 años (27,4%), cifra 
que va en aumento a medida que se incrementa la edad, 
hasta llegar a 38,7% de défi cit de comprensión verbal en 
la población mayor de 60 años. Estas diferencias refl ejan 
los efectos del deterioro cognitivo normal que sobreviene 
en la tercera edad, afectando –entre otros aspectos de la 
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que se nace y crece. No debe olvidarse que las oportuni-
dades educativas, la estimulación emocional e intelec-
tual infl uyen en el rendimiento y/o la formación de con-
ceptos (Cayssials, 1997:131; Kaufman, 1990).

Se corrobora así, en cuanto a los recursos intelectuales 
con los que se cuenta para hacer frente a las demandas 
de la vida cotidiana, la brecha de desigualdad social. Las 
personas que habitan espacios de vulnerabilidad son 
más propensas a presentar défi cit en sus capacidades 
de comprensión verbal. Probablemente una infancia 
con problemas de acceso al lenguaje, con restricción en 
sus interacciones sociales y un desempeño escolar in-
sufi ciente, terminan repercutiendo en la vida adulta en 
una califi cación laboral e inclusión social insufi cientes, 
Esto signifi ca, en pocas palabras, desigualdad de oportu-
nidades de desarrollo personal en la vida adulta.
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sos económicos, quienes están expuestos en mayor 
medida a situaciones de estrés y a vínculos sociales 
débiles (Daniels y Guppy, 1997; Domínguez y Wat-
kins, 2003; Orthner et al., 2004).116 

En igual sentido, los estudios realizados por Ke-
vin et al. (2001) y Cutrona et al. (2000), entre otros, 
muestran la estrecha relación que existe entre integra-
ción social, salud y bienestar subjetivo, con énfasis en 
la importancia de disponer de fuentes de apoyo social 
consistentes. Suele suceder que las personas que viven 
en vecindarios pobres puede que no se benefi cien tanto 
de las redes sociales en la comunidad como lo puedan 
hacer aquellas personas que viven en vecindarios más 
seguros y de mayor calidad (Palomar y Lanzagorta, 
2005). Al respecto, Leventhal y Brooks-Gunn (2000) 
han subrayado la importancia que tiene la comunidad 
local o vecindario de residencia en los niveles de apoyo 
percibido porque los recursos no se distribuyen igual-
mente entre los vecindarios de una comunidad, ya que 
existen amplias diferencias espaciales en los niveles de 
ingreso, educación, calidad de la vivienda, estabilidad 
residencial y empleo en las comunidades.

De acuerdo con estos antecedentes, resulta de in-
terés evaluar en este apartado en qué medida la po-
blación adulta de áreas urbanas se encuentra privada 
de vínculos relacionales fuertes de ayuda mutua, así 
como también el modo en que este défi cit de bienes-
tar subjetivo e integración social se distribuyen so-
cialmente. Las relaciones de apoyo objeto de análisis 
en este caso son aquellas asociadas a las relaciones 
interpersonales en donde el individuo mantiene una 
relación personal estrecha (familia, amigos, compa-
ñeros de trabajo, etc.). Por otra parte, hay que tener 
en cuenta que no todo apoyo efectivamente propor-
cionado puede ser percibido como sufi ciente para el 
sujeto. Desde la perspectiva del bienestar subjetivo, la 
falta de apoyo social percibido es más importante que 
el efectivamente recibido, ya que es tal ausencia la que 
incide sobre el bienestar psicológico de la persona. 

116. Diferentes estudios indican que la familia es considerada 
como una fuente principal de apoyo social; sin embargo, cuando 
se vive en un contexto de pobreza esta relación cambia, siendo 
habitual que los miembros de la familia se encuentren en condi-
ciones similares de precariedad, lo cual disminuye la posibilidad de 
dar y recibir apoyo (Abello, Mandariaga y Hoyos de los Ríos, 1997).

5.4 LAS CAPACIDADES RELACIONALES 
Y LOS MODOS DE RELACIÓN

El ser humano necesita de la sociedad para la forma-
ción y desarrollo de sus capacidades humanas. En este 
sentido, las relaciones sociales constituyen una poten-
cial fuente necesaria e insustituible de bienestar para 
las personas. En este marco, los vínculos relacionales de 
apoyo mutuo proveen a las personas de importantes re-
cursos para la salud y el bienestar personal, tanto en si-
tuaciones normales como de crisis, además de un fuerte 
sentimiento de pertenencia e integración a un grupo o 
comunidad. Todo lo cual presenta importantes impli-
cancias para el bienestar subjetivo y el desarrollo social. 

De esta manera, es posible asumir que los recursos 
relacionales de ayuda social representan no sólo un 
aspecto valioso del bienestar subjetivo, sino que los 
mismos constituyen, además, un indicador robusto 
sobre las condiciones de cohesión, solidaridad e in-
tegración que ofrece a sus miembros una sociedad.

Las relaciones sociales tienen efectos positivos so-
bre el bienestar individual de las personas a través de 
su infl uencia en el autoconcepto, los sentimientos de 
valía personal, el locus de control interno, el manejo 
de situaciones estresantes y la conformidad con las 
normas conductuales, todo lo cual tiene implicaciones 
directas sobre el bienestar subjetivo de las personas 
(Cohen et al., 2000). De acuerdo con el modelo tran-
saccional de Lazarus y Folkman (1986), el apoyo social 
serviría como un soporte que ayudaría a redefi nir la si-
tuación estresante como menos dañina o amenazante. 

El disponer de los recursos aportados por las redes 
interpersonales tiene efectos favorables sobre la sa-
lud mental y aumenta la percepción de los individuos 
de poder hacer frente a los problemas. Tales lazos 
brindan a las personas un sentimiento de seguridad a 
la vez que de compromiso por su bienestar (Gottlieb, 
1983; Lin et al., 1986). Se ha mostrado que altos ni-
veles de estrés tienden a afectar de manera negativa 
las habilidades sociales de las personas. Tal situación 
tiende a promover en los individuos una percepción 
de incapacidad para mantener relaciones seguras, lo 
cual disminuye el bienestar psicológico y las posibili-
dades de lograr apoyo social. Esta situación afecta de 
manera importante a los sujetos con escasos recur-
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constituye un indicador severo de défi cit psicosocial. 
Al respecto, los resultados a la EDSA - Bicentenario 
muestran que el 11,3% de la población adulta tiene una 
fuerte percepción de soledad y aislamiento.118

Según la fi gura 5.4.1, la distribución de la res-
puesta a sentirse solo y no tener a quién acudir se-
gún la condición de género, muestran una leve mayor 
incidencia del problema en las mujeres (13,9%) que 
en los varones (8,3%). Asimismo, se registran dife-
rencias relevantes cuando se evalúan los grupos de 
edad. Las personas más jóvenes presentan menor 
défi cit (9,6%) que las personas de 60 años y más 
(11,7%) e, incluso, que las de 35 a 59 años (12,7%). 
Pero aún más notoria resulta la diferencia porcentual 
al clasifi car a la población según el nivel educativo. 
Entre los que no cuentan con secundario completo el 
sentimiento de soledad alcanza al 14,2% de la pobla-
ción, mientras que entre los que sí tienen al menos 
secundaria completo dicho riesgo se reduce al 8,6%. 

De manera similar a lo que ocurre con el nivel educa-
tivo, la fi gura 5.4.2 muestra claramente que a que mayor 
nivel socioeconómico de la población, menor percepción 
de sentirse solo y sin alguien a quien acudir. Al respecto, 
se observa un marcado condicionamiento social sobre el 
porcentaje de soledad que se presenta en cada estrato: 
17,6% en el estrato muy bajo, 13,1% en el estrato bajo, 
8,6% en el estrato medio bajo y, fi nalmente, 5,1% en el 
estrato medio alto. Dada la asociación existente entre 
las variables, esta misma brecha se presenta al evaluar la 
condición residencial. El porcentaje de sentirse solo al-
canza al 22,3% de la población adulta que reside en villas 
o asentamientos precarios, mientras que entre quienes 
habitan en zonas de trazado urbano de nivel socioeconó-
mico medio, el défi cit sólo afecta al 6,2% de la población. 
Por último, cabe destacar que el examen de este défi cit 
de apoyo social por conglomerados urbanos no presenta 
variaciones tan marcadas. A igual que en otros indicado-
res, tan sólo el 7,3% la población residente en la ciudad de 
Buenos Aires se percibe solo y no tener nadie a quien acu-
dir. Este porcentaje crece en el resto de las zonas urbanas. 

118. La encuesta pregunta: “Durante el último tiempo ¿Con qué 
frecuencia usted se sintió solo y no tuvo a nadie a quien acudir?”. 
Se responde en una escala de cuatro opciones (todo el tiempo, 
muchas veces, pocas veces, nunca) y se defi ne como défi cit las 
primeras dos opciones.

En este marco, a partir de los datos generados por 
la EDSA – Bicentenario, se examina en este apartado 
un índice de défi cit de apoyo social percibido, el cual 
resume la evaluación que hacen las personas sobre 
la capacidad de contar con ayuda de otros.117 Como 
paso previo al análisis del mismo, se examinan tres 
indicadores que forman parte del índice pero cuyo 
examen interesa especialmente dado que ellos ofre-
cen una representación directa de la ausencia de vín-
culos relacionales de ayuda mutua que afectan a la 
población adulta urbana de nuestro país. 

A igual que en el apartado anterior, más allá de re-
sultar relevante evaluar a nivel general los alcances del 
problema en esta dimensión, cabe preguntarse sobre 
los dispositivos de desigualdad social que intervienen 
aumentando o reduciendo los riesgos de aislamiento psi-
cosocial de las personas. Por lo mismo, los diferentes in-
dicadores de défi cit relacional percibido son examinados 
según su incidencia a nivel general y para las variables 
sociodemográfi cas y socioeconómicas y residenciales que 
ya han sido consideradas en los apartados anteriores. Por 
último, en función de una evaluación más precisa sobre 
el modo en que operan estos dispositivos sociales sobre 
esta dimensión del bienestar subjetivo, los resultados del 
índice de défi cit de apoyo social percibido son sometidos 
a un análisis de varianza (ANOVA) (véase recuadro 5.C).

SENTIRSE SOLO Y NO TENER
A NADIE A QUIEN ACUDIR

Un aspecto por demás relevante del bienestar subje-
tivo en el espacio relacional es sentirse apoyado y acom-
pañado por otros. No estarlo y no tener a quien acudir 

117. Se incluyeron en la EDSA – Bicentenario seis ítems que 
evaluaron el apoyo social percibido de los participantes. Las 
preguntas que indagan sobre e el apoyo social son: ¿Se sintió solo y 
no tuvo a nadie a quien acudir? ¿Le dedicaron tiempo y escucharon 
sus problemas? ¿Cuenta con gente que le puede ayudar a resolver sus 
problemas? ¿En qué medida sus amigos lo ayudan cuando tiene que 
resolver problemas personales? ¿Ante un problema busca consuelo y 
protección en otras personas? ¿Ante un problema busca consejos en 
otras personas? La forma de responder es con una escala tipo Likert 
de cuatro opciones que van de “casi siempre, muchas veces, pocas 
veces, casi nunca”. Las respuestas obtenidas se transformaron en un 
índice cuyos resultados se pueden observar en función del défi cit. 
Se realizó un baremo del puntaje total, considerando el percentil 75 
como determinante del défi cit (puntuación 13 como punto de corte).
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nes perciben un mayor défi cit de atención y dedi-
cación de otros a los problemas personales (47,8% 
y 38,8%, respectivamente). En cuanto a las franjas 
de edad, los más afectados por este défi cit son las 
personas mayores (60 años y más), con un défi cit 
del 49,4%. Los jóvenes, por su parte (18 a 34 años) 
muestran un défi cit del 35,6%, inferior al grupo an-
tes mencionado y al de los adultos de 35 a 59 años 
(47,0%). Si se observa el nivel educativo, aquellos 
que presentan un grado menor de educación formal 
(secundario incompleto o menos) muestran un dé-
fi cit de atención y dedicación de otros mucho más 
elevado (48,1%) que quienes cuentan con un nivel 
educativo de secundario completo o mayor (38,1%). 

Con respecto al análisis del défi cit en la dedicación 
de tiempo para que otro escuche los problemas, se-
gún características socioeconómicas y residenciales 

NO LE DEDICARON TIEMPO
NI ESCUCHARON SUS PROBLEMAS

Otro aspecto relevante para el bienestar subjetivo en 
el espacio relacional es contar con otros para ser escu-
chado y compartir los problemas personales. No acceder 
a este recurso constituye un factor de malestar psicoso-
cial importante. Al respecto, los resultados a la EDSA - 
Bicentenario muestran que el 43% de la población adulta 
percibe que tienen a quien contar sus problemas.119

En este caso, tal como muestra la fi gura 5.4.3, 
son los varones en relación con las mujeres quie-

119. Al respecto, la encuesta pregunta: “¿Durante el último año 
alguna persona fuera de su hogar le dedicó tiempo y escuchó sus 
problemas?” La forma de respuesta a la pregunta es dicotómica (si 
o no) y se determinó como défi cit la respuesta negativa.
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no haber recibido atención y dedicación de otros 
frente a sus problemas. Por último, en lo referente 
a las características del conglomerado, se observa 
un défi cit menor en la dedicación de tiempo por 
parte de otros en la CABA, donde alcanza un 34,4%, 
contra un 47,9% en el Conurbano Bonaerense, un 
35,6% en otras áreas metropolitanas y un 47,5% en 
el resto urbano. 

NO CONTAR CON GENTE QUE LE AYUDE
A RESOLVER LOS PROBLEMAS

Un tercer aspecto relevante para el desarrollo de las ca-
pacidades agencia y el bienestar subjetivo es poder contar 

(ver fi gura 5.4.4), se observa que, en lo referente a la 
estratifi cación social, el nivel de défi cit disminuye a 
medida que avanzamos en la escala social, pasando 
de un 50,2% en el estrato muy bajo hasta llegar al 
34,5% de défi cit en el estrato medio alto. En lo re-
ferente a la condición residencial, las brechas psico-
sociales entre los grupos son aún más notorias: por 
una parte, este défi cit afecta al 64,2% de los resi-
dentes en villa o asentamiento precario y al 45,1% 
de los que viven en áreas de trazado urbano de nivel 
socioeconómico bajo. Ambas incidencias contrastan 
de manera signifi cativa con quienes residen en es-
pacios de trazado urbano de nivel socioeconómico 
medio, en donde el 36,8% de la población percibe 
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En primer lugar, al examinar el género y la edad 
de los individuos se observa que esta falta de re-
curso social es levemente mayor entre los varones 
(35,0%)que entre las mujeres (32,6%); a la vez que el 
grupo económicamente más activo de 35 a 59 años 
presenta porcentajes superiores de falta de perso-

tómica (si o no) y se determinó como défi cit la respuesta negativa.

con otros para resolver los problemas que se presentan. 
Por lo tanto, no contar con otros para tal fi n constituye un 
indicador de défi cit psicosocial en materia de desarrollo 
humano. Al respecto, los resultados a la EDSA - Bicentena-
rio indican que el 33,7% de la población adulta percibe no 
poder contar con otros para resolver problemas.120

120. La encuesta pregunta: “¿Cuenta con gente que le puede ayudar a 
resolver sus problemas?” La forma de respuesta a la pregunta es dico-
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blación adulta presenta privación relativa con 
respecto a esta medida resumida del bienestar 
subjetivo y el desarrollo humano.121 Ahora bien, 
¿de qué manera intervienen en la distribución 
de este déficit las categorías sociodemográficas y 
socioeconómicas y residenciales? ¿Se mantienen, 
agravan o reducen en las desigualdades sociales 
observadas en los indicadores arriba considera-
dos? ¿Las brechas sociales encuentran también en 
este caso una representación inherente en mate-
ria de bienestar subjetivo? 

Según la figura 5.4.7, la distribución de los va-
lores de déficit de apoyo social percibido según 
condición de género no parece presentar diferen-
cias importantes: los varones registran un déficit 
de 15,1% y las mujeres de 14,6%. Sin embargo, sí 
es posible reconocer diferencias más relevantes 
cuando se evalúan los grupos de edad. Las per-
sonas más jóvenes presentan menor déficit de 
apoyo social (11,3%) que las personas de 60 años 
y más (17,3%) e, incluso, que las de 35 a 59 años 
(17,1%); las cuales a su vez no manifiestan dife-
rencias significativas con respecto a las personas 
mayores. Pero aún más notoria resulta la diferen-
cia porcentual al clasificar a la población según el 
nivel educativo. Entre los que no cuentan con se-
cundario completo el déficit alcanza al 20,4% de 
la población, mientras que entre los que tienen al 
menos secundario completo este déficit relativo 
se reduce a 9,7%. 

En igual sentido con lo que observado con el 
nivel educativo, la figura 5.4.8 muestra muy cla-
ramente que a mayor nivel socioeconómico de la 
población, menor nivel de déficit de apoyo social 
percibido. Al respecto, se observa un marcado con-
dicionamiento social sobre el porcentaje de pri-
vación relativa que se presenta en cada estrato: 
22,9% en el estrato muy bajo, 17,4% en el estrato 
bajo, 11,5% en el estrato medio bajo y, finalmente, 
6,5% en el estrato medio alto. Al mismo tiempo, 
dada la asociación existente entre las variables de 
clase, esta misma brecha se presenta al evaluar la 

121. A partir de los valores obtenidos del índice se tomó como 
défi cit el percentil 75 del baremo correspondiente (puntuación 13 
como punto de corte).

nas que le ayuden a resolver los problemas (37,3%) 
al que registran los otros tramos de edad (30,6% en 
el grupo de 18 a 34 años y 33,1% en el grupo de 60 
o más). Asimismo, en cuanto al nivel educativo de 
la población, se confi rma una vez más que quienes 
cuentan con menor capital de agencia enfrentan un 
mayor riesgo de percibir que no tienen a alguien que 
los ayude a resolver situaciones problemáticas. En 
este caso, el 39,1% de la población que llegó a termi-
nar el nivel secundario presenta síntomas altos de 
ausencia de soporte social frente a los problemas; 
mientras que sólo alcanza al 28,7% de quienes lo-
graron al menos ese nivel de escolaridad.

En igual sentido, dada la estrecha relación del 
nivel educativo alcanzado con la posición en la es-
tructura social, la fi gura 5.4.6 también da cuenta 
de que no contar con gente que le ayude a resolver 
problemas aumenta según el estrato socioeconómico 
de la población. En el estrato muy bajo, el 41,9% de 
las personas presentan mayor sensación de falta de 
contención; contra sólo el 24,4% en el estrato medio 
alto. Asimismo, el 44,8% de las personas que resi-
den en una villa o asentamiento precario presentan 
tales percepciones de falta de gente; a diferencia los 
que viven en un barrio con trazado urbano de nivel 
socioeconómico bajo (37,4%) o de nivel socioeco-
nómico medio (26,7%). Por último, según la clasifi -
cación por conglomerado, los datos recogidos con-
fi rman que el riesgo de no contar con gente que le 
ayude a resolver sus problemas es también signifi ca-
tivamente diferente según la zona urbana de residen-
cia. En este sentido, la población que reside en la ciu-
dad de Buenos Aires presenta menor falta de ayuda 
de otros (24,0%) que la que reside en el Conurbano 
Bonaerense (35,9%), o incluso, en las otras áreas me-
tropolitanas (32,7%). la región analizada como resto 
urbano integrada por ciudades intermedias, resultó 
ser la que mayor défi cit demostró al responder que 
no cuentan con gente que les ayude a resolver sus 
problemas (39,3%). 

DÉFICIT EN EL ÍNDICE DE APOYO
SOCIAL PERCIBIDO

Según el valor relativo de corte fijado para el 
índice de apoyo social percibido, el 14,9% de po-
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se observan en las condiciones económicas y resi-
denciales. El área considerada resto urbano se ubica 
en primer lugar con 16,7% de défi cit, a una mínima 
distancia el Conurbano Bonaerense con 16,4% y las 
otras áreas metropolitanas con 12,5%. Por último, a 
igual que en los otros indicadores, sólo el 11.8% la 
población residente en la CABA registra una situa-
ción de défi cit según la medida de corte adoptada en 
el índice.

condición residencial. Por un parte, el déficit al-
canza al 34,3% de la población adulta que reside 
en villas o asentamientos precarios, mientras que 
entre quienes habitan en zonas de trazado urbano 
de nivel socioeconómico medio, el déficit sólo al-
canza al 8% de la población.

En la clasifi cación de la población según conglo-
merado urbano, no se presentan variaciones tan 
marcadas en el nivel de défi cit de apoyo social como 
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Análisis de varianza sobre el índice de défi cit de apoyo social 
percibido

A fi n de evaluar con mayor precisión la relación entre 
las variables sociodemográfi cas y socioeconómicas y sus 
efectos sobre los recursos percibidos de apoyo social por 
parte de la población estudiada, se realizó un análisis 
de varianza (ANOVA) utilizando para ello el índice gene-
rado transformado a una escala continua numérica de 
0 a 10 puntos. 

Tal como es evidente en los análisis de incidencia desa-
rrollados en este apartado, la población encuestada se 
distribuye de manera diferente con relación a los indi-
cadores de défi cit de apoyo social percibido según los 
atributos sociales considerados. Sin embargo, resulta 
relevante examinar en qué medida tales diferencias ob-
servadas son estadísticamente signifi cativas cuando no 
se utilizan como medida de comparación las distribucio-
nes porcentuales sino las medias que surgen de los pun-
tajes del índice (véase fi gura 5.C.1 y 5.C.2). 

• A pesar de que la media obtenida por los varones en 
el puntaje del índice (M= 3,83) es muy similar a las mu-
jeres (M= 3,69), el ANOVA mostró que las diferencias 

observadas resultan estadísticamente signifi cativas (F 
(1,5651) =10,90, p = 0,001).

• Al analizar la edad de la población, se observa que 
la diferencia más relevante se presenta entre el grupo 
de 18 a 34 años (M= 3,53) y el de 35 a 59 años (M= 3,91). 
El contraste entre los de 60 años o más (M= 3,90) y el 
grupo más jóvenes también fue signifi cativo, (F (2,5651) 
= 38,32, p = 0,000).

• Los sujetos que tiene un nivel educativo que no llega-
ron a completar el secundario marcan un mayor défi cit 
de apoyo social percibido (M= 4,12) en comparación con 
aquellos que si completaron ese ciclo secundario (M= 
3,42). Los resultados del ANOVA son signifi cativos para 
los grupos mencionados (F (1,5651) = 279,47, p = 0 ,000). 

• Se observan diferencias signifi cativas según el es-
trato socio-económico entre todos los grupos contras-
tados (F (3,5651) = 104,3, p = 0,000). En la fi gura 5.B.2 
pueden verse las medias obtenidas de apoyo social per-
cibido y la comparación entre los estratos muy bajo (M= 

recuadro 5.C

Solange Rodríguez Espínola
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social. Mientras los que residen en zonas con trazado ur-
bano de nivel socioeconómico medio alcanzan una me-
dia de 3,30, en el otro extremo, es notorio observar que 
la población que vive en villas o asentamientos preca-
rios presenta la media más elevada de todas las catego-
rías consideradas (M= 4,69). 

4,31) y bajo (M= 3,91), medio bajo (M= 3,58) y medio alto 
(M=3,14). 

• El análisis de varianza según la condición residencial 
también demostró diferencias signifi cativas (F (2,5651) = 
175,4, p = 0,000) con respecto a la percepción de apoyo 
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Los estudios psicosociales sobre el bienestar per-
sonal entienden a los procesos de salud-enfermedad 
dependiendo de las transacciones entre el individuo 
y su medio social (Basade, 2004). En este marco, 
la posibilidad de realizar ejercicio físico constituye 
también un rasgo de salud personal y bienestar sub-
jetivo no menos importante, sobre todo para las 
personas que residen en áreas urbanas o desarro-
llan actividades sedentarias. Al respecto, es sabido 
que la actividad física, considerada como práctica 
regular, como hábito de vida, es una necesidad para 
conservar la salud. Desde el punto de vista bioló-
gico, las actividades de ocio hacen que el cuerpo li-
bere hormonas que producen endorfi nas, cambie la 
frecuencia cardíaca, modifi que la presión arterial y 
mejore el bienestar emocional.122 Así, el ejercicio fí-
sico constituye un aspecto más de la psicología que 
contribuye al bienestar, pero para lo cual también 
se requiere de un tiempo libre creativo (Morilla-
Cabezas, 2001). 

De acuerdo con estos antecedentes, resulta de 
interés examinar en este apartado en qué medida 
la población adulta de áreas urbanas se encuentra 
privada de recursos de tiempo libre y de capacida-
des percibidas para disfrutar el mismo, así como 
también, cabe una vez más preguntarse en qué 
medida estas privaciones al bienestar subjetivo y 
a la salud psicológica se encuentran socialmente 
estructuradas. En este caso la investigación evalúa 
el grado y el modo en que se extienden y se distri-
buyen entre la población adulta la incapacidad de 
acceder a tiempo libre, la percepción de no poder 
disfrutar de actividades de ocio y la falta de hábi-
tos de ejercicio físico. 

En este marco, a partir de los resultados alcan-
zados por la EDSA – Bicentenario se examinan en 
primer lugar tres indicadores particulares de es-
pecial interés, en cuanto que ellos ofrecen una re-

122. Son numerosas las investigaciones que avalan los benefi cios 
del ejercicio físico en diferentes ámbitos del bienestar psicológico: 
mejora la salud subjetiva, el estado de ánimo y la emotividad 
(Biddle, Fox y Boutcher, 2000), reduce la depresión clínica 
(Lawlor y Hopker, 2001), disminuye los niveles de ansiedad 
(Akandere y Tekin, 2005), favorece el afrontamiento del estrés 
(Holmes, 1993), incrementa la autoestima (McAuley, Mihalko y 
Bane, 1997). 

5.5 TIEMPO LIBRE, OCIO CREATIVO 
Y DISFRUTE PERSONAL

Al evaluar el espacio de las capacidades en el ni-
vel del bienestar subjetivo importa especialmente 
considerar dimensiones propias de la persona como 
la vida social, la capacidad de compartir momentos 
de vida con otros y la disponibilidad de tiempo li-
bre para el ocio creativo, todo lo cual no puede es-
tar disociado de un debido sentido de placer. En 
este marco, la adecuada evaluación del bienestar 
personal requiere no sólo examinar los aspectos 
emocionales, cognitivos o relacionales del mismo, 
sino también aquellos factores que afectan o condi-
cionan el benefi cio de tener un tiempo para el ocio 
creativo, la distracción reparadora y el fl orecimiento 
humano de las personas. 

Es importante destacar que el derecho al tiempo 
libre fue incluido en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos (ONU, 1948). Toda persona tiene 
derecho a contar con tiempo libre y gozar del mismo 
en actividades que sean de su interés y permitan su 
desarrollo personal. El tiempo libre es aquel en el que 
el individuo puede dedicarse voluntariamente a re-
crearse, descansar, dedicar tiempo a su formación, 
desarrollo personal, participación social o a la libre 
expresión creadora. Fernández Ballesteros y Maciá 
(1996) proponen entre otros factores que infl uyen 
en la calidad de vida de las personas el ser capaz de 
cuidar de uno mismo, poder acceder a oportunidades 
culturales y el tener tiempo para aprender nuevas co-
sas de la propia vida. 

De este modo, el tiempo libre constituye un re-
curso para el bienestar subjetivo y desarrollo hu-
mano integral, en procura de satisfacer necesidades 
personales no directamente productivas (Dumaze-
dier, 1971). Para la perspectiva de las capacidades 
Nussbaum (1998), disfrutar de actividades recreati-
vas es una capacidad humana fundamental. No ser 
pobre es también disponer de tiempo y las condicio-
nes necesarias para disfrutar de las relaciones so-
ciales, de la cultura y de las artes y de un tiempo de 
descanso. Se trata de una concepción de la riqueza 
humana que va mucho más allá de la esfera econó-
mica y de su evaluación monetaria o mercantil.
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total de disponer de tiempo libre alcanza al 60,4% 
de la población adulta.

En términos de las variables sociodemográficas 
(ver figura 5.5.1), en sentido contrario a lo espe-
rado, el sexo no mostró diferencias importantes 
en cuanto a discriminar en este aspecto: un 59,5% 
de las mujeres y un 61,1% de los varones perciben 
no tener o tener sólo muy poco tiempo libre. Sin 
embargo, la edad si resulta ser un factor de dis-
criminación importante. En este caso, las diferen-
cias están claramente asociadas a las diferentes 
responsabilidades económicas de las personas. Es 
en el grupo de 35 a 59 años donde la incidencia se 
presenta con mayor déficit (70,4% de los casos), si-
guiendo luego el grupo de 18 a 34 años (65,2%), y 
finalmente, las personas de 60 años o más (33,3%). 
Por último, aunque sin grandes diferencias, a ma-
yor nivel de educación mayor déficit de tiempo 
libre. En efecto, en la población que tienen hasta 
el secundario incompleto el déficit comprende al 
55,9% de las personas, mientras que entre los que 
tienen secundario completo o más esta incidencia 
sube al 64,6%. 

Por otra parte, dada la estrecha relación del ni-
vel educativo alcanzado con la posición en la es-
tructura social, la EDSA - Bicentenario también da 
cuenta de que el déficit de tiempo libre aumenta 
al ascender en el nivel socioeconómico de la pobla-
ción y la condición residencial (ver figura 5.5.2). 
En el estrato muy bajo, el 52,4% de las personas 
declaran niveles menores de déficit de tiempo de 
ocio; mientras que este porcentaje crece al 66,8% 
en el estrato medio alto. Al mismo tiempo, habi-
tar en villa o asentamiento precario baja el déficit 
al 56,5%, y, en cambio, residir en un barrio con 
trazado urbano de nivel socioeconómico medio lo 
eleva al 67,0 %. Por último, según tipo de aglome-
rado urbano, los datos recogidos confirman que 
el déficit de tiempo de ocio es también diferente 
según la zona de residencia. En este sentido, la 
población que reside en la ciudad de Buenos Ai-
res presenta mucho menor déficit de ocio (50,4%) 
que la que reside en el Conurbano Bonaerense 
(61,9%), e, incluso, la que reside en otras áreas 
metropolitanas (64,5%) o en las ciudades inter-
medias (60,7%). 

presentación directa del déficit de capacidad para 
acceder y disfrutar de un ocio creativo que afecta 
a la población adulta urbana del país. Con base en 
estos indicadores se presenta un índice de déficit 
de ocio, disfrute de tiempo libre y ejercicio físico, 
el cual resume la percepción que brindan las per-
sonas en cuanto al estado de bienestar asociado a 
estos tópicos.123

A igual que en los apartados anteriores, los 
indicadores de déficit son examinados según su 
incidencia a nivel general y las mismas variables 
sociodemográficas y socioeconómicas y residen-
ciales consideras con anterioridad. Por último, 
en función de una evaluación más precisa sobre 
el modo en que operan los dispositivos sociales 
sobre esta dimensión del bienestar subjetivo, 
los resultados del índice son sometidos al final 
del apartado a un análisis de varianza (ANOVA) 
(véase recuadro 5.D).

DÉFICIT DE TIEMPO
DE OCIO

Con respecto al tiempo dedicado al ocio, es decir 
a los momentos en donde las personas reconocen 
que no están trabajando, estudiando o realizando 
tareas domésticas, ni cuidando familiares, el 9,9% 
de la población encuestada reconoce que dispone 
de mucho tiempo, el 29,8% bastante, el 50,8% 
mencionó tener poco tiempo y, por último, el 9,5% 
afi rma no tener nada de tiempo. El défi cit general o 

123. Se incluyeron en la EDSA – Bicentenario tres preguntas 
referidas al ocio, tiempo libre y ejercicio físico: la primera, 
¿Usted considera que tiene mucho, bastante, poco o nada de 
tiempo de ocio?; en segundo lugar, si responde que cuenta con 
al menos algo de tiempo se le pregunta: ¿en qué medida logra 
disfrutar del tiempo libre del que dispone? (mucho, bastante, 
poco o nada); y por último, también se pregunta: ¿Con qué 
frecuencia realiza ejercicio físico? (nunca, algunas veces al mes, 
al menos una vez a la semana). Las respuestas obtenidas se 
transformaron en un índice cuyos resultados se observan en 
función del déficit en materia de placer, ocio y tiempo libre. A 
partir de estos resultados se realizó un baremo del puntaje total, 
considerando el percentil 75 como medida relativa de déficit 
(puntuación 7 como punto de corte).
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nes (28,3% contra 25,3%, respectivamente). En 
cuanto a los grupos de edad, los más afectados por 
este défi cit son las personas de mediana edad con 
mayor nivel de actividad laboral (entre los 35 y los 
59 años), con un défi cit del 31,8%. Por su parte, 
los jóvenes de 18 a 34 años presentan un défi cit 
del 24,9%, levemente superior al los adultos de 60 
años o más, entre los cuales el 21,9% respondió en 
forma negativa. En cuanto al nivel educativo, aque-
llos que presentan un grado menor de educación 
formal (secundario incompleto o menos) muestran 
un défi cit en la capacidad de disfrute percibido del 
tiempo de ocio más elevado (30,6%) que quienes 
cuentan con un nivel educativo de secundario com-
pleto o superior (23,3%). 

NO PODER DISFRUTAR DEL TIEMPO LIBRE

A las personas que declararon contar con tiempo 
de ocio se le preguntó en la EDSA – Bicentenario en 
qué medida sienten que disfrutan del tiempo libre 
del que disponen. Los resultados evaluados según 
variables sociodemográfi cas se presentan en la fi -
gura 5.5.3; mientras que el efecto de las variables 
socioeconómicas y residenciales se analiza en la fi -
gura 5.5.4. 

A nivel general se observa que el 26,8% del to-
tal de la población adulta que cuenta con tiempo 
libre percibe no disfrutar del mismo. Al realizar 
un análisis por género se verifi ca una incidencia 
levemente mayor en las mujeres que en los varo-
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no resultan signifi cativas. Al respecto se observa que 
presentan défi cit el 28,0% de los residentes en villa 
o asentamiento precario, a la vez que el 30,7% de los 
que viven en trazado urbano de nivel socioeconó-
mico bajo. Ambas situaciones contrastan con quie-
nes residen en espacios de trazado urbano de nivel 
socioeconómico medio, entre quienes la imposibili-
dad de disfrutar del tiempo libre comprende al 21,1% 
de esa población. Finalmente, en lo referente a las ca-
racterísticas del conglomerado, se observa una ma-
yor capacidad percibida de disfrute del tiempo libre 

Con respecto al análisis del défi cit de disfrute del 
tiempo de ocio según características socioeconómi-
cas y residenciales, en la fi gura 5.5.4 se puede ob-
servar que, en lo referente a la estratifi cación social, 
a menor nivel socioeconómico mayor incapacidad 
percibida de disfrute. Dicho de otro modo, el défi -
cit disminuye a medida que se asciende en la escala 
social, pasando de un 34,8% en el estrato muy bajo 
hasta llegar al 18,1% en el estrato medio alto. En lo 
referente a la condición residencial, las diferencias 
entre los grupos más bajos de la estructura urbana 
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défi cit de ejercicio físico de las personas se muestran 
en la fi gura 5.5.6. 

Según el género de los encuestados los varones 
presentan un défi cit de 41,0%, mientras que en 
las mujeres se observa un mayor sedentarismo 
con una incidencia del 53,2%. Tal como podía es-
perarse, a mayor edad mayor défi cit de ejercicio: el 
grupo de 18 a 34 años es el que registra la menor 
incidencia (40,3%), luego le siguen las personas de 
35 a 59 (51,9%) y, por último, las personas de 60 
años o (53,1%). Asimismo, resultan notorias las di-
ferencias sociales al clasifi car a la población según 
el nivel educativo. Los adultos que tienen hasta 
secundario incompleto presentaron un porcentaje 
de mucha menor actividad física (59,0%), frente a 
las personas que alcanzan el secundario completo 
o más (36,7%). 

En concordancia con esta diferencia educativa, 
el estrato socioeconómico constituye una variable 
clave de estructuración del déficit de actividades 
deportivas de la población urbana. A mayor posi-
ción socioeconómica, menor es el déficit de parti-
cipación de las personas en tales prácticas recrea-
tivas. En el estrato muy bajo el déficit alcanza al 
63,4% de la población, mientras que en el estrato 
medio alto, sólo representa al 29,7% de los adultos. 
Según la condición residencial la falta de activida-
des físicas alcanza al 59,9% de la población que 

en la Ciudad de Buenos Aires, donde el défi cit alcanza 
un 17,9% contra un 27,5% en el Conurbano Bonae-
rense, un 30,3% en otras áreas metropolitanas y un 
30,2% en el resto urbano. 

Tal como se puede apreciar, a pesar de que la po-
blación con menor instrucción y mayor rezago so-
cioeconómico y residencia dispone en general con 
mayor tiempo libre, son ellos también quienes reco-
nocen una mayor incapacidad para poder disfrutar 
del mismo. En este caso, como en otros analizados en 
apartados anteriores, los dispositivos sociales pare-
cen imponer reglas inherentes al bienestar subjetivo 
según condición de clase de la población. 

DÉFICIT DE EJERCICIO FÍSICO

Dentro de la EDSA - Bicentenario está incluida la 
pregunta ¿con qué frecuencia realiza ejercicio físico? 
Están comprendidos en las actividades físicas los 
deportes, la gimnasia, las caminatas, etc. Los pará-
metros de respuesta varían entre “nunca”, “algunas 
veces al mes” y “al menos una vez a la semana”. Un 
primer dato destacable es que el 47,5% de las perso-
nas entrevistadas contestó “nunca” a dicha pregunta. 
A igual que en los análisis precedentes, las distribu-
ciones de datos según variables sociodemográfi cas se 
examinan en la fi gura 5.5.5; mientras que el efecto de 
las variables socioeconómicas y residenciales sobre el 
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socioeconómicas y residenciales? ¿Se mantienen, 
agravan o reducen las diferencias sociales observa-
das en los indicadores que conforman este índice? 
¿Las brechas sociales encuentran también en este 
caso una representación inmanente en materia de 
bienestar subjetivo? 

Según la fi gura 5.5.7, la distribución de défi cit 
de ocio, disfrute del tiempo libre y ejercicio físico 
según condición de género tiende a mostrar que 
los varones presentan una menor probabilidad que 
las mujeres de caer en la califi cación tomada como 
punto de corte (26,7% contra 30,1%, respectiva-
mente). Asimismo, resulta posible reconocer dife-
rencias aún más relevantes cuando se evalúan los 
ciclos de vida. Las personas más jóvenes presentan 
más bajo nivel de défi cit (26,2%) que las personas 
de 35 a 59 años (35,1%); a la vez que las personas 
de 60 años o más son las que registran el menor ni-
vel de défi cit relativo en este tópico del bienestar 
(21,4%). En cuanto al nivel educativo, la brecha 
entre grupos es aún más notoria: entre los que no 
cuentan con secundario completo el défi cit relativo 
alcanza al 35,0% de la población, mientras que en-
tre los que tienen al menos secundaria completo el 
défi cit relativo cae a 22,4%. 

En igual sentido con lo observado con el nivel edu-
cativo, la fi gura 5.5.8 muestra que a mayor nivel so-
cioeconómico de la población, menor nivel de défi cit 
de tiempo de ocio, capacidad de goce y actividad física. 

reside en villas o asentamientos precarios; mien-
tras que tal imposibilidad es del 32,9% entre los 
que viven en un barrio con trazado urbano de nivel 
socioeconómico medio. Por otra parte, en cuanto 
a la dimensión regional urbana, la población que 
habita en el Conurbano Bonaerense es la que pre-
senta mayor déficit de actividades físicas con una 
incidencia del 53,2%, luego la población de otras 
áreas metropolitanas y el resto urbano con un 
46,9% y un 44,7%, respectivamente. Por último, la 
mejor situación relativa se registra en la CABA con 
un 34,6% de la población en esa situación.

DÉFICIT EN EL ÍNDICE DE OCIO, DISFRUTE 
DEL TIEMPO LIBRE Y EJERCICIO FÍSICO 

Según el valor de corte fi jado para el índice de 
défi cit percibido de ocio, disfrute del tiempo libre 
y ejercicio físico, el 28,5% de población adulta re-
sidente en áreas urbanas del país presenta una si-
tuación de privación relativa con respecto a esta 
medida del bienestar subjetivo.124 Pero más allá 
del nivel alcanzado por este guarismo, cabe en este 
caso preguntarse, ¿de qué manera intervienen en 
su distribución las categorías sociodemográfi cas y 

124. A partir de los valores obtenidos del índice se tomó como 
défi cit el percentil 75 del baremo correspondiente (puntuación 7 
como punto de corte).
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quienes habitan en zonas de trazado urbano de nivel 
socioeconómico medio el défi cit sólo afecta al 19,4% 
de la población. En cuanto a la distribución de la po-
blación según conglomerado urbano, se observa que 
el Conurbano Bonaerense constituye el área urbana 
con mayor concentración de población en situación 
de défi cit percibido de ocio, disfrute de tiempo libre 
y ejercicio físico (32,7%); a la vez que es en la Ciudad 
de Buenos Aires donde el défi cit presenta una menor 
incidencia relativa (14,4%). 

Al respecto, se observa un marcado condicionamiento 
social sobre el porcentaje de privación relativa que 
se presenta en cada estrato: 36,8% en el estrato muy 
bajo, 34,7% en el estrato bajo, 25,1% en el estrato 
medio bajo y, fi nalmente, 16,6% en el estrato medio 
alto. Al mismo tiempo, dada la asociación existente 
entre las condiciones de clase, se presenta una brecha 
similar al evaluar la condición residencial. El défi cit al-
canza al 34,4% de la población adulta que reside en 
villas o asentamientos precarios, mientras que entre 
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A fi n de evaluar con mayor precisión la relación entre 
las variables sociodemográfi cas y socioeconómicas y 
sus efectos sobre la capacidad de ocio, disfrute de libre 
y ejercicio físico de la población estudiada, se realizó un 
análisis de varianza (ANOVA) utilizando para ello el ín-
dice generado transformado a una escala continua nu-
mérica de 0 a 10 puntos. 

Tal como es evidente en los análisis de incidencia desa-
rrollados en este apartado, la población encuestada se 
distribuye de manera diferente con relación a los indi-
cadores de défi cit percibido según los atributos sociales 
considerados. Sin embargo, resulta relevante examinar 
en qué medida tales diferencias son estadísticamente 
signifi cativas cuando no se utilizan como medida de 
comparación las distribuciones porcentuales sino las 
medias que surgen de los puntajes del índice (véase fi -
gura 5.D.1 y 5.D.2). 

• Si bien la media obtenida por los varones con res-
pecto a los puntajes del índice (M= 5,40) es levemente 
más baja que para las mujeres (M= 5,59), las diferencias 

mostraron ser estadísticamente signifi cativas al anali-
zar el ANOVA (F (1,5650) = 21,46, p = ,000).

•  La edad de los participantes también fue una va-
riable que discrimina diferencias en términos sociales 
cuanto al défi cit del tiempo libre y capacidad de disfrute 
(F (2,5649) = 68,50, p = ,000). La media obtenida por la 
población de 18 a 34 años fue menor (M=5,42) a la que 
registrara el grupo de 35 a 59 años (M= 5,77). Los con-
trastes de ambos resultados con respecto al estado de 
este tópico en la población de 60 años o más (M= 5,16) 
fueron signifi cativos. 

• Tener un nivel educativo que no completa el secun-
dario lleva a alcanzar un mayor défi cit (M= 5,71) en com-
paración con aquellos que si completaron el ciclo secun-
dario o llegaron a mayor nivel educativo (M= 5,30). Los 
resultados del ANOVA fueron también signifi cativos en 
este aso (F (1,5650) = 103,84, p = .000).

• Los resultados obtenidos demuestran importantes 
diferencias signifi cativas al interior y entre los extremos 

Análisis de varianza sobre el índice de ocio,
disfrute de tiempo libre y ejercicio físico

recuadro 5.D

Solange Rodríguez Espínola
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de la estratifi cación social (F (3,5651) = 50,70, p = .000). 
Sin embargo, cabe destacar que no se presentaron di-
ferencias signifi cativas entre el estrato muy bajo y el 
estrato bajo. En la fi gura 5.D.2 pueden verse las medias 
obtenidas y la comparación entre los grupos muy bajo 
(M= 5,77) y bajo (M= 5,66), medio bajo (M= 5,39) y medio 
alto (M=5,12). 

• La condición residencial también demuestra dife-
rencias signifi cativas (F (2,5649) = 52,45, p = ,000). Los 
contrastes comparados fueron estadísticamente signi-
fi cativos entre casi todos los grupos, excepto en villas o 

asentamientos precarios (M = 5,79) y los que viven en 
trazado urbano de nivel socioeconómico bajo (M = 5,65). 
Los que habitan en un trazado urbano de nivel socioeco-
nómico medio promediaron en una media de 5,23. 

• Los que viven en la Ciudad de Buenos Aires prome-
diaron en 4,95, diferenciándose en comparación con 
los contrastes de los grupos de Conurbano Bonaerense 
(M = 5,66), otras áreas metropolitanas (M = 5,57) y el 
resto urbano (M=5,50). A igual que en los casos ante-
riores, las diferencias fueron signifi cativas (F (3,5648) = 
52,45, p = ,000). 
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En este sentido, la investigación del Observato-
rio de la Deuda Social Argentina recoge la perspec-
tiva de que la espiritualidad constituye un recurso 
psicológico valioso para las personas, así como una 
fuente potencial de bienestar emocional. En este 
sentido, cabe referirse a la espiritualidad como 
un proceso personal interno que se defi ne por la 
búsqueda de una percepción de conexión con una 
fuerza trascendente defi nida por una convicción 
personal más que por la adhesión a una doctrina re-
ligiosa o credo. 

Siguiendo este enfoque, la EDSA – Bicentenario 
introdujo el estudio de la percepción espiritual 
del bienestar subjetivo a partir de la pregunta: 
“usted, aún cuando tiene problemas, ¿puede en-
contrar paz espiritual dentro suyo? (la opción de 
respuesta es verdadero o falso). A partir de esta 
información se toma como déficit de espirituali-
dad la respuesta negativa. A igual que en los apar-
tados anteriores, esta variable se examina a con-
tinuación la incidencia de este indicador sobre la 
población adulta con residencia en áreas urbanas, 
a la vez que se pone en consideración el impacto 
social que generan las mismas variables sociode-
mográficas y socioeconómicas y residenciales uti-
lizadas en los tópicos anteriores. 

DÉFICIT DE ENCONTRAR PAZ ESPIRITUAL

A nivel general se observa en la fi gura 5.6.1 que un 
19,7% de la población adulta percibe no lograr paz 
espiritual dentro de sí. Al realizar un análisis por gé-
nero se verifi ca una incidencia mayor en los varones 
que en las mujeres (23,5% contra 16,5%, respecti-
vamente). En cuanto a los grupos de edad, los más 
afectados son las personas de entre 18 y 34 años, con 
un défi cit del 26,3%. Por su parte, los adultos de 35 a 
59 años presentan un défi cit del 17,9%, a la vez que 
los adultos de 60 años o más registran un défi cit de 
sólo 11,1%. En cuanto al nivel educativo, aquellos 
que presentan un grado menor de educación formal 

cionarse con la felicidad por la aparición de emociones positivas espi-
rituales, como son la valoración y la gratitud, que han sida vinculadas 
al bienestar psicológico (Emmons y McCullough, 2003). 

5.6 LA EXPERIENCIA
DE ESPIRITUALIDAD

Aunque muchas veces se negó la validez de las creen-
cias religiosas y espirituales por la infl uencia de paradig-
mas materialistas y empíricos de la ciencia positiva, ha 
habido en los últimos años un aumento sustantivo de la 
investigación psicológica sobre la religión y la espiritua-
lidad (Pauloutzian y Park, 2005). Esto puede ser atri-
buible en parte al reconocimiento de la espiritualidad 
como un sentimiento importante en la vida humana. 

Aún cuando haya diferencias culturales alrededor 
de las creencias espirituales, es sabido que las actitu-
des y las percepciones sobre lo absoluto, lo sagrado, 
la divinidad y lo trascendente al ser humano se hace 
presente en toda sociedad (Peterson y Seligman, 
2004; Yoff e, 2008). Según Fontana (2003) el compo-
nente espiritual estaría integrado por la creencia en 
lo sobrenatural, la distinción entre lo mundano y lo 
sagrado, el poseer un código moral y ético, la inten-
cionalidad de alcanzar niveles óptimos de conciencia 
y la búsqueda de una armonía interior. La búsqueda 
de lo sagrado, trascendental en la vida y la relación 
con Dios, parecen ser atributos comunes a la reli-
gión y a la espiritualidad. Sin embargo, siguiendo a 
Maslow (1976), resulta relevante destacar que la es-
piritualidad no refi ere necesariamente a la religión, 
y que dotar de sentido espiritual a la vida presenta 
un valor positivo para las personas de manera inde-
pendiente de la actitud que se tenga hacia la religión. 

Con el crecimiento de la psicología positiva y prue-
bas de que la felicidad no es simplemente lo contra-
rio a la depresión, muchos investigadores han exami-
nado el papel de la espiritualidad sobre la felicidad 
y en el bienestar subjetivo. Al respecto, entre otros 
importantes hallazgos, la reciente literatura psicoló-
gica muestra que la espiritualidad se relaciona en un 
orden inverso con la ansiedad, la depresión y la felici-
dad (Koenig, McCullough y Larson, 2001).125 

125. Actitudes positivas hacia la espiritualidad han sido relacionados 
con niveles altos de felicidad, satisfacción y bienestar previniendo 
las cogniciones negativas asociadas a la desesperación y el estrés 
(Francis, Robbins, y White, 2003; Francis, Katz, Yablon y Robbins, 
2004). El desarrollo con un ser superior o trascendencia puede rela-
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respectivamente. En igual sentido, al analizar los 
resultados según la condición residencial de la po-
blación se observa que los que viven en una villa o 
asentamiento precario se perciben con menor défi cit 
de paz espiritual (14,9%) que los que habitan en un 
barrio con trazado urbano de nivel socioeconómico 
bajo (19,1%) o en una zona con trazado urbano de 
nivel socioeconómico medio (21,4%). Por último, 
mientras que la población de las áreas metropolita-
nas del interior y de la Ciudad de Buenos Aires regis-
tra 13,5% y 16,4% de défi cit de paz espiritual, res-
pectivamente, es en el resto urbano y en el Conur-
bano Bonaerense donde el défi cit es relativamente 
mayor, con 23,5% y 22,8%, respectivamente.

(secundario incompleto o menos) registran también 
un menor défi cit en la percepción de paz espiritual 
(18,4% frente a 21% entre quienes cuentan con se-
cundario completo o más).

A diferencia de otras variables, la dimensión espi-
ritual no presenta diferencias importantes cuando 
se consideran las variables socioeconómicas. A la 
vez que la relación entre ambas variables sigue un 
sentido inverso al que han seguido otros indicado-
res. Los estratos sociales muy bajo y bajo registran 
una incidencia menor de défi cit de paz espiritual, 
con un 19,4% y un 17,7%, respectivamente, en com-
paración con la incidencia que presentan los estra-
tos medio y medio alto, con un 21,4% y un 20,6%, 
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les y afectivas percibidas por las personas (expresado 
como síntomas de depresión y ansiedad), se pudo ob-
servar un perfi l de mayor malestar en las mujeres, bajo 
nivel educativo y estar atravesando una edad media de 
la vida entre los 35 y 59 años. Además, los individuos 
que pertenecen a un estrato social muy bajo y que vi-
ven en condiciones residenciales con grandes falencias 
como son las villas o asentamientos precarios, son los 
que denotan mayor malestar emocional.

Desde la perspectiva cognitiva del sujeto, se pudo 
precisar que al integrar estilos vivenciales referidos a 
la imagen personal o apariencia física y la conformidad 
con las propias capacidades, los adultos de 35 a 59 años 
de edad presentan mayor disconformidad al igual que 
las mujeres, y los que tienen hasta el secundario in-
completo. La tendencia que no deja de ser socialmente 
relevante, es que la gente de los estratos socioeconómi-
cos muy bajos que habitan en villas o barrios precarios, 
también se perciben con mayor disconformidad en su 
apariencia y capacidades. En este sentido, las brechas 
de desigualdad no sólo parecen operar en el plano de la 
distribución material de bienes sino también en cuanto 
a la dotación y capacidad de desarrollo de los recursos 
psicológicos de las personas. 

El éxito de las personas para alcanzar sus objetivos 
o metas depende en gran medida del modo en que 
afrontan los inconvenientes que les plantea el en-
torno y de las estrategias que utilizan para hacerlo. 
Al confi ar en la posibilidad de vencer la adversidad, 
lleva a poder lograr metas y proyectos que devienen 
en un progreso personal y en consecuencia aumentan 
el bienestar subjetivo. En la población comprendida 
por regiones urbanas de niveles socioeconómicos y 
residenciales que revisten una situación de mayor 
pobreza, se presenta mayor défi cit en poder lograr 
los proyectos personales propuestos, además el al-
cance de las metas se difi culta al transitar por edades 
mayores (60 años y más) donde se percibe que ya no 
se podrán concretar objetivos, en especial si no se ob-
tuvo un nivel educativo de secundario o más.

Los individuos que utilizan un locus de control que 
se refl eja en creencias de control arraigadas en la exis-
tencia de factores externos que limitan sus vidas, si 
bien es cierto que estas pueden ser realistas, la persis-
tencia en ellas puede refl ejar un modo característico 
de entender la propia posición social, atribuyéndola a 

5.7 
CONSIDERACIONES FINALES

El presente capitulo hace un detallado balance del 
bienestar subjetivo y de las capacidades de integra-
ción social que presentan los adultos mayores de 18 
años con residencia en áreas urbanas del país. Este 
balance incluye un análisis sistemático del bienestar 
emocional (riesgo de depresión y ansiedad), los re-
cursos psicosociales y las capacidades de agencia que 
presentan las personas, dependiendo de una serie de 
dimensiones sociales necesarias para entender los 
procesos de desigualdad social que operan sobre el 
espacio del desarrollo humano y de integración so-
cial. Aun así, cabe aclarar que se trata de evaluaciones 
que de ninguna manera pueden considerarse exhaus-
tivas ni exactas, sino tan sólo indicativas de una ten-
dencia u orientación respecto del atributo medido.

Sobre la base de los antecedentes mencionados, 
se han abordado en este trabajo indicadores directos 
de salud emocional, autopercepción positiva de sí 
mismo, posibilidad de plantearse proyectos persona-
les, percepción de control sobre la propia vida, tener 
juicios positivos acerca de las capacidades para afron-
tarla, percepción de apoyo social, acceso a tiempo de 
ocio y capacidad de disfrute del mismo, experien-
cias de espiritualidad, entre otros. Todos ellos con-
siderados componentes de relevancia para estudiar 
la capacidad de agencia de las personas, el bienestar 
subjetivo y las condiciones de integración social en el 
marco de nuestra sociedad. 

De esta manera se describieron en el capítulo las 
diferencias sociales que se expresan a través de aspec-
tos emocionales, relacionales, cognitivos, relativos al 
placer y espirituales que sugieren una mirada de di-
versas dimensiones del estado de bienestar subjetivo. 
Así, al connotar los aspectos referidos a la condición 
socioeconómica y residencial, además de las particu-
laridades propias de los sujetos como son el sexo, la 
edad y el nivel educativo, es posible examinar los efec-
tos sobre el bienestar subjetivo que pueden generar la 
falta de recursos de agencia y las propias desigualda-
des sociales que atraviesan las vidas de las personas.

En primer lugar, al evaluar el malestar emocional, 
concebido como défi cit en las capacidades emociona-
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económico), contribuyendo a la cohesión social y la 
reafi rmación de identidades culturales. Contraria-
mente a los resultados que se observan en los indica-
dores descriptos anteriormente, en este caso se veri-
fi ca que el mayor défi cit de tiempo de ocio se concen-
tra en las edades intermedias (35 a 59 años), las perso-
nas de más alto nivel de educación y estratos sociales 
más altos. Ahora bien, al mismo tiempo, las personas 
que no logran disfrutar de su tiempo libre tienen en 
general igual origen. En particular, cabe llamar la aten-
ción sobre la pobreza de tiempo libre que presentan 
las personas de los estratos socioeconómicos y resi-
denciales más precarios. Asimismo, dentro del marco 
propuesto, la posibilidad de realizar ejercicio físico es 
también un rasgo de salud y bienestar recreativo no 
menos importante, sobre todo para las personas que 
viven en áreas urbanas o desempeñan actividades se-
dentarias. En este caso, el défi cit de ejercicio físico se 
hizo más evidente en las mujeres, las personas de ma-
yor edad, el bajo nivel educativo y el estrato socioeco-
nómico muy bajo.

De los análisis presentados surge con claridad que 
el bienestar subjetivo de las personas y sus efectos 
sobre el desarrollo humano y la integración social se 
distribuyen de maneras muy diferentes dependiendo 
de las diferencias de género, generación, educación, 
estrato social y condición residencial. En este sen-
tido, este capítulo ha buscado mostrar el modo en 
que el desarrollo humano se encuentra disminuido 
o relegado por los dispositivos sociales que condi-
cionan las capacidades psicológicas de las personas. 
De esta manera, es posible afi rmar que si bien un en-
torno de crecimiento constituye un promotor clave 
de la salud, el bienestar subjetivo y el progreso de las 
personas, en la Argentina del Bicentenario, dadas las 
arraigadas brechas sociales y psicológicas que toda-
vía gobiernan los procesos de reproducción y movili-
dad social, dicho entorno no parece ofrecer condicio-
nes mínimas de integración social, ni mucho menos 
compensar a quienes por “razones sociales” cuentan 
con menores recursos de agencia y padecen un mayor 
malestar psicológico. 

En defi nitiva, el derecho universal a la salud psi-
cológica no parece haber alcanzado todavía un lugar 
de legitimidad y cumplimiento bajo condiciones de 
equidad en la sociedad argentina. 

razones fatalistas como la mala suerte o la infl uencia 
de otros poderosos (Morcöl, 1997). Se puede decir que 
cuando se combinan bajas condiciones socioeconómi-
cas y residenciales, así como también baja educación, 
se refuerzan las creencias de que la modifi cación de 
las circunstancias adversas está fuera de alcance y de 
que las propias capacidades no son sufi cientes para 
hacerlo. En cambio, aquellos con mejores condiciones 
residenciales, mayor estrato social y más educación 
perciben y pueden acceder a mejores oportunidades 
y son más efi caces para enfrentar las adversidades. Al 
mismo tiempo, en ellos es también mucho menor el 
riesgo a seguir un estilo de afrontamiento evitativo de 
los problemas, lo cual sí caracteriza a los sectores más 
pobres de la estructura social.

Si se observa el componente relacional como ca-
racterística del bienestar subjetivo, se vislumbra una 
reincidencia de la brecha social, emergiendo con par-
ticular fuerza el défi cit de ayuda social en los sectores 
más vulnerables de la sociedad. Las mujeres se sien-
ten más solas, sin embargo los varones consideran 
que no cuentan con otro para que los ayude, les dedi-
quen tiempo y atención a los problemas personales. 
Existe un notable défi cit de apoyo social percibido en 
los encuestados que llegan hasta un secundario in-
completo y pertenecen a un estrato social muy bajo, 
pero mayor aún es para los que viven en una villa o 
asentamiento precario. Llamativamente, a mayor 
densidad poblacional o hacinamiento en el ámbito 
del barrio según el trazado urbano, mayor défi cit de 
soledad, falta de gente a quien acudir para que le de-
diquen tiempo y escuchen sus problemas, y menor 
percepción de apoyo social. 

El ocio puede expresarse mediante elementos in-
telectuales, sociales, artísticos, físicos o espirituales, 
los cuales se caracterizan también por la satisfacción, 
placer y felicidad; como un recurso que forma parte 
del desarrollo humano vinculado a la calidad de vida; 
como una actividad enfocada a la salud y al bienestar, 
que permite que las personas elijan las condiciones 
de su actividad según sus preferencias e intereses; y 
como un derecho básico de las personas, independien-
temente de la edad, raza, religión, salud, discapacidad 
o condición económica. El tiempo libre se refi ere a un 
aspecto o atributo esencial de la cultura y muchas de 
sus prácticas populares aumentan el capital social (y 
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jeron de manera automática en el logro de objetivos 
más amplios referidos al desarrollo de la cultura de-
mocrática. El principal obstáculo para ello parece ser 
la ausencia de un proyecto común de nación. Por esta 
razón, uno de los principales desafíos que enfrenta la 
Argentina del Bicentenario es la necesidad de lograr 
un acuerdo social tendiente a reunir a la dirigencia 
política y al conjunto de la ciudadanía alrededor de la 
consolidación de una democracia capaz de promover 
el desarrollo humano y la integración social al mismo 
tiempo que de garantizar y desarrollar los derechos 
individuales y sociales. Para ello, resulta clave un 
efectivo compromiso de la ciudadanía y de la opinión 
pública en dicha cultura democrática

En un informe del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD, 2004: 55) sobre la democra-
cia en América Latina se sostiene que “el desarrollo de la 
democracia tiene que ver con la intensidad con que sus 
principios logran impregnar los distintos campos de la 
vida social. Por eso es que la democracia no aparece sólo 
en su dimensión institucional; es también una promesa 
civilizadora que instala la expectativa de expansión de 
la libertad, la justicia y el progreso”. 

En este sentido, cabe preguntarse, para el caso ar-
gentino, hasta que punto la ciudadanía esta compro-
metida con la cultura democrática, reconociendo y 

Si bien existen diferentes sistemas políticos al-
ternativos a partir de los cuales una sociedad puede 
organizarse, la mayoría de las teorías del desarrollo 
humano y de las ciencias políticas, concuerdan al 
afi rmar que la democracia es la mejor forma de go-
bierno para garantizar a los ciudadanos condiciones 
óptimas de bienestar y libertad. Para ello, de manera 
primordial, dicho sistema debería ser capaz de tute-
lar los derechos individuales y sociales, a la vez que 
de promover que la ciudadanía participe y se involu-
cre activamente en la vida social y política. Sin em-
bargo, en muchas ocasiones esto no se logra plasmar 
de manera efectiva en las democracias reales.

Durante los últimos 30 años, la Argentina ha lo-
grado transitar un período de vida democrática re-
lativamente estable, eso incluso a pesar de las recu-
rrentes crisis económicas, sociales y políticas que en 
determinadas circunstancias han llevado a la remo-
ción o renuncia de los gobiernos en forma temprana. 
Asimismo, dichas crisis han afectado profundamente 
la calidad de vida de los ciudadanos, poniendo en 
duda la capacidad de la democracia para hacer frente 
a los desafíos que se plantean. 

Por otra parte, las condiciones de crecimiento eco-
nómico y de relativa estabilidad político-institucio-
nal logradas luego de la crisis del 2001, no se tradu-

CAPÍTULO 6
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En este marco, según la literatura contemporánea, 
los Estados ocupan un papel central en la consecu-
ción tanto del bienestar social como de la igualdad de 
oportunidades y las libertades individuales.129 

Un adecuado progreso económico debe garan-
tizar que las personas puedan desarrollar sus 
capacidades y desenvolverse libremente en la so-
ciedad, a la vez que establecer estrechos vínculos 
sociales como también participar en la vida co-
munitaria, social y política. Un claro respaldo a 
esta idea está presente en el informe de la Comi-
sión sobre la Medición del Desarrollo Económico 
y del Progreso Social realizado por Stiglitz, Sen 
y Fitoussi. En dicho informe los autores afirman 
que un abordaje exhaustivo del bienestar requiere 
tener en cuenta que se estudia un concepto plu-
ridimensional. Dicho concepto engloba diversos 
aspectos entre los que podemos mencionar “los 
lazos y relaciones sociales como la participación 
en la vida política y la gobernanza entre otros” 
(2008: 13).

En este sentido, la democracia, como forma de 
gobierno del pueblo y para el pueblo, cumple un 
rol fundamental en la búsqueda por lograr niveles 
adecuados de bienestar.130 Como sostienen Tem-
kin y Del Tronco (2006: 745) “existe una relación 
positiva entre el nivel de desarrollo humano y la 
presencia de libertades políticas e instituciones 
democráticas”. También la UNESCO destaca la im-
portancia que tiene la democracia en el desarrollo 
humano. En un informe denominado “La interac-
ción entre democracia y desarrollo”, destacan que 
“en la actualidad nadie cuestiona la existencia de 

129. Por Estado en este trabajo entenderemos, siguiendo a 
O’Donnell (2003: 35-36), a un conjunto de instituciones y de 
relaciones sociales que comporta un conjunto de burocracias, un 
sistema legal y un foco de identidad colectiva para los habitantes 
de su territorio. Estas tres dimensiones “son históricamente 
contingentes; por lo tanto, la medida de su logro debe ser esta-
blecida empíricamente”. 

130. En este trabajo, siguiendo a Dahl se entiende por demo-
cracia a lo que el autor denomina “poliarquía”. Las poliarquías son 
“sistemas sustancialmente liberalizados y popularizados, es decir, 
muy representativos [entendido como derecho de participar en las 
elecciones y en el gobierno] a la vez que francamente abiertos al 
debate público” (Dahl, 1989: 18).

En este sentido, es importante destacar que, tal 
como lo afi rma Sen (2011), en determinadas cir-
cunstancias la comprensión de las personas sobre 
una determinada situación particular puede estar 
afectada por la falta de conocimiento y por la inade-
cuada familiaridad con la información comparativa, 
provocando que las percepciones cieguen a las per-
sonas frente a las privaciones que realmente sufren. 
Por esta razón, hay que tener un particular cuidado 
al analizar el comportamiento social de acuerdo a las 
diferencias socioeconómicas y educativas de la pobla-
ción entrevistada.

6.1 
ENFOQUE TEÓRICO

En el enfoque de las capacidades de desarrollo el 
objeto es “la vida humana y no sólo algunos objetos 
separados de conveniencia, como los ingresos o las 
mercancías que una persona puede poseer, los cuales 
se consideran con frecuencia, en especial en el análi-
sis económico, como los principales criterios del éxito 
humano” (Sen, 2011: 263). Por lo mismo, el desarro-
llo humano “escasamente puede verse sólo desde el 
punto de vista del mejoramiento del producto interno 
bruto (o de los ingresos personales), o la industria-
lización, a pesar de la importancia de estos medios 
para los fi nes reales” (Sen, 2011: 377). 

En los últimos años la relación entre democracia 
y desarrollo ha sido objeto de estudio y de análisis 
tanto de organismos internacionales como del ám-
bito académico. Dan cuenta de ello los informes que 
elaboran dichos organismos como así también la 
profusión de trabajos de investigación que tienen 
como objeto fundamental la relación entre el funcio-
namiento de los sistemas democráticos, el desarrollo 
social y la capacidad de agencia de la población.128

128. Entre ellos se encuentran los informes elaborados por la CEPAL 
(1991); UNESCO (2003); PNUD (2004) y el informe de Stiglitz, 
Sen y Fitoussi (2008). Entre los diversos trabajos de investigación 
podemos mencionar a Guerra Gutiérrez (1994); O`Donnell (2003); 
Temkin y Del Tronco (2006); Montero; Newton y Zmerli (2008). 
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(O’Donnell, 2003: 123). La democracia engloba ese 
conjunto de derechos que deben ser garantizados y 
promovidos desde el Estado más allá del signo o color 
político que gobierne.131 

La libertad democrática puede ser “ciertamente em-
pleada para mejorar [la] justicia social y para alcanzar 
una política más justa. El proceso, sin embargo, no es 
automático y requiere de parte de los ciudadanos po-
líticamente comprometidos” (Sen, 2011: 383). Estos 
derechos “son derivados inductivamente” ya que “su 
listado es el resultado de una razonada evaluación em-
pírica de su impacto sobre la probabilidad de que exis-
tan elecciones limpias y transparentes”(O’Donnell: 
47). Para Vanhanen este “atributo [elecciones] se en-
tiende como el grado en que los ciudadanos, de hecho, 
ejercen su derecho a la participación política por me-
dio del voto” (Acuña-Alfaro: 2009).

En igual sentido, el PNUD (2004) sostiene que la 
democracia es “más que un conjunto de condiciones 
para elegir y ser electo, al que llamamos democracia 
electoral. También es (…) una manera de organizar 
la sociedad con el objeto de asegurar y expandir 
los derechos, de los cuales son portadores los in-
dividuos. Este segundo aspecto es lo que defi ne la 
democracia de ciudadanía”.132 En igual sentido, se 
afi rma que estas dos formas de democracia [demo-
cracia electoral y democracia de ciudadanía] están 
íntimamente vinculados, a la vez que el grado de 
desarrollo de ambas incide de manera sustantiva 
tanto en su calidad y sustentabilidad; es decir, en 
la capacidad para perdurar y perfeccionarse a partir 
de la legitimidad que genera gracias a la apreciación 
que tienen de ella sus ciudadanos. 

131. Los componentes que engloban una democracia para 
O’Donnell (2003: 70) son lo que el autor denomina democra-
ticidad, en tanto “un atributo del Estado, no sólo del régimen”.

132. La ciudadanía es un tipo de igualdad básica asociada al 
concepto de pertenencia a una comunidad. En palabras del propio 
O’Donnell (2003: 107): “… un aspecto primario de la equidad: 
no igualdad plena sino igualación básica. Con esto me refi ero 
al derecho de cada uno a por lo menos dos bienes: primero (…) 
ser tratado con la equidad y consideración debidas a un agente; 
y segundo, alcanzar la provisión social de un piso que incluya 
un conjunto básico de derechos y capacidades –opciones- que 
habilitan la agencia o que, por lo menos, impiden sufrir privaciones 
que claramente la truncan”.

una estrecha relación entre ambos [democracia y 
desarrollo]” (2003: 5). 

 La posibilidad de integrar bajo un mismo 
ideario el funcionamiento de la democracia, el 
desarrollo y los derechos sociales se debe a que 
los tres conceptos están basados en una simi-
lar concepción del ser humano como agente. Al 
respecto, O’Donnell (2003: 69) destaca que “la 
concepción del ser humano como agente tiene 
consecuencias directas y convergentes sobre las 
esferas civil, social y política, porque es una con-
cepción moral, que en varios aspectos ha sido es-
tablecida legalmente”, en tanto que se reconoce 
al ser humano como individuo autónomo, razo-
nable y responsable.

Al respecto, Sen (2006: 73) en su teoría del desa-
rrollo humano sostiene que la democracia tiene un 
rol muy importante en el logro de niveles adecuados 
de bienestar. Asimismo, distingue diversas formas 
en que la democracia enriquece la vida de los ciuda-
danos y observa que la libertad política “se consti-
tuye como parte importante de la libertad en gene-
ral, y así, el ejercicio de los derechos civiles y políticos 
resulta crucial para la buena vida de los individuos 
entendidos como seres sociales”. 

Entre los requisitos de la democracia señalados 
por Robert Dahl (1989) se encuentran tanto la li-
bertad para formular preferencias como la libertad 
para manifestar dichas preferencias y recibir igual-
dad de trato por parte del gobierno en la pondera-
ción de éstas. Los elementos que conforman estas 
dimensiones son variados pero se destacan la liber-
tad de asociación, de expresión, de voto, elecciones 
libres e imparciales, diversidad de fuentes de in-
formación, derecho a competir “políticamente” en 
busca de apoyo e instituciones que garanticen ese 
derecho a competir. 

La democracia, los derechos civiles y políticos “en-
riquecen las libertades de otras clases (tales como la 
seguridad humana) al dar voz, al menos en muchas 
circunstancias, a los desposeídos y a los vulnerables” 
(Sen, 2011: 380) ya que “los derechos a la participa-
ción política, así como los de expresión, asociación, 
movimiento y semejantes, deben ser respetados 
en virtud de la propia defi nición de ese régimen – 
si no lo son, ese régimen deja de ser democrático” 



BARÓMETRO DE LA DEUDA SOCIAL ARGENTINA  | 229

central del sentimiento básico de los ciudadanos 
sobre su sistema político”. Asimismo, la confianza 
en las instituciones democráticas permite a los di-
ferentes organismos gubernamentales actuar con 
mayor libertad, y al mismo tiempo, los ciudada-
nos más confiados estarán más predispuestos para 
cumplir con sus obligaciones y participar activa-
mente en la vida pública (Nye, 1997). Por su parte, 
Uslander (2002) afirma que la decisión de confiar 
tiene una base moral y que altos niveles de con-
fianza están asociados con la estabilidad social, la 
integración, la paz y la seguridad.

La confi anza es un término amplio que puede 
abarcar diferentes signifi cados. Asimismo, se puede 
clasifi car a la confi anza de acuerdo al sujeto en el que 
se confía. Por ello podemos hablar de confi anza social 
o generalizada cuando nos referimos a confi anza en 
extraños, en desconocidos acerca de lo que se carece 
de información al respecto de si son o no dignos de 
confi anza (Herreros Vázquez, 2004: 607). Distinto 
de la confianza social es la confianza política. Este 
tipo de confianza está relacionado con el ámbito 
público y político. Entonces la confianza política 
hace referencia a “las valoraciones de las institu-
ciones centrales del sistema político por parte de 
los ciudadanos” (Montero, Zmerli y Newton, 2008: 
20). Para estos autores la confianza política en una 
institución conlleva “la creencia de que ésta no 
actuará de una forma arbitraria o discriminatoria 
que resulte dañina para nuestros intereses o los 
del país, sino que nos tratará, a nosotros y a los 
demás ciudadanos, de una forma igualitaria, justa 
y correcta”.133 

En sentido amplio la participación134 puede ser 
defi nida como la acción colectiva de las personas 

133. Hay autores que distinguen distintos niveles de confi anza. 
El primero de ellos es el interpersonal que engloba la confi anza 
otorgada por un individuo a otro; el segundo es el institucional 
que se basa en estructuras formales, producidas y legitimadas 
socialmente y por último la confi anza sistémica otorgada a 
“sistemas o principios abstractos”, también llamada confi anza 
social basada en una comunidad cultural solidaria como lo indica 
Christine Lane (Luna y Velasco, 2005: 131). 

134. Es preciso diferencias las distintas formas de participación 
social. En primer lugar, está la participación formal, asociada 
normalmente al reconocimiento constitucional del ejercicio de 

Por otra parte, el debate público es un aspecto 
relevante para la democracia ya que “desempeña 
un papel crucial en la formación de nuestra idea de 
viabilidad (particularmente, viabilidad social). Los 
derechos políticos, incluyendo la libertad de expre-
sión y discusión, no son sólo cruciales por inducir 
repuestas sociales a las necesidades económicas, 
sino que son centrales en la conceptualización de 
las necesidades económicas en sí mismas” (Sen, 
2006: 77). Por ello en un régimen democrático 
los medios de comunicación forman parte del en-
tramado del razonamiento público. “Unos medios 
libres y saludables son importantes por varias ra-
zones (…) La primera conexión concierne a la con-
tribución directa de la libertad de expresión en ge-
neral y de la libertad de prensa en particular a la 
calidad de nuestras vidas. (…) Segundo, la prensa 
tiene un papel informativo clave en la difusión del 
conocimiento y en el fomento del escrutinio crítico 
(…) Tercero, la libertad de los medios tiene una im-
portante función protectora al dar voz a los olvida-
dos y desaventajados, y contribuir así a la seguri-
dad humana (…) Cuarto, la formación de valores, 
informada y libre, requiere apertura de comuni-
cación y discusión (…) La razonada formación de 
valores es un proceso interactivo, y la prensa tiene 
un papel principal para que esta interacción sea po-
sible” (Sen, 2011: 366). 

Para O’Donnell (2003: 79) entre los atributos lis-
tados por Dahl se encuentra la existencia de “fuen-
tes alternativas de información”. Obsérvese que 
este no es un derecho individual: contar con este 
tipo de información es un hecho social, indepen-
diente del deseo de cualquier individuo en particu-
lar. Es un bien público, caracterizado como tal por 
ser indivisible y no competitivo. Por otro lado, la 
disponibilidad de información libre y pluralista es 
la contracara social de los derechos individuales de 
expresión y asociación; una y otros presuponen y 
generan mutuamente. 

Otro aspecto fundamental de la democracia es 
la confianza política ya que la misma es un indi-
cador de cómo los ciudadanos perciben o sienten 
el funcionamiento de su sistema político. Newton 
y Norris (2000: 53) sostienen al respecto que “la 
confianza en las instituciones [es] el indicador 
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conocimiento necesario para resolver los problemas 
y difi cultades sociales. Por ello, es importante desta-
car las obligaciones de los ciudadanos en cuanto a sus 
quehaceres públicos. 

En este esquema, la participación ocupa un lu-
gar central en el debate público en las poliarquías. 
Dahl (1989: 15) indica que participar es “tener voz 
en un sistema de debate público”, mientras que 
para otros autores su definición “va más allá del 
acceso colectivo a la toma colectiva de decisiones 
como tradicionalmente se la ha podido entender” 
(Guerra Gutiérrez 1994: 195). En este sentido la 
CEPAL (1991: 8) define participación como “el 
control sobre la propia situación y el propio pro-
yecto de vida (en tanto actor social), mediante la 
intervención en decisiones, iniciativas y gestiones 
que afectan el entorno vital en que dicha situación 
y proyecto se desenvuelven”.

Teniendo presente la reconocida importancia 
que tiene el funcionamiento democrático tanto por 
parte del Estado como por parte de la ciudadanía 
para la prosecución del bienestar, la libertad y del 
desarrollo humano, cabe recordar que el objetivo 
del presente capitulo es evaluar el actual estado de 
desarrollo ciudadano y el grado de consolidación 
de la cultura política y democrática alcanzada en 
nuestro país.

Esto se realiza a través del estudio de las aprecia-
ciones y valoraciones ciudadanas sobre el funciona-
miento del sistema democrático y sobre la efectiva 
realización de sus atributos fundamentales: el su-
fragio universal, la libertad y la igualdad de oportu-
nidades. Por otra parte, teniendo en cuenta que la 
libertad de expresión y el derecho a la información 
son componentes elementales de las democracias 
modernas, se realiza un análisis sobre los mecanis-
mos que utiliza la sociedad argentina para infor-
marse. Por último, considerando la particular im-
portancia que tienen la confi anza y la participación 
ciudadana para el desarrollo democrático, se realiza 
un estudio sobre el estado actual de credibilidad y 
participación en las principales instituciones polí-
ticas y sociales. 

En la fi gura 6.1.1 se presenta un esquema deta-
llado de las dimensiones que serán analizadas por el 
presente capítulo.

orientada a satisfacer objetivos vitales. La consecu-
ción de los mismos supone la presencia de una iden-
tidad colectiva anclada en un conjunto de valores, 
intereses y motivaciones compartidas que susten-
tan la existencia de un “nosotros”. La participación 
social, puede ser entendida como la organización 
racional, consciente y voluntaria de las personas 
que habitan un espacio determinado, con el propó-
sito de proponer iniciativas que satisfagan sus ne-
cesidades, de defi nir intereses y valores comunes, 
colaborar en la realización de obras y prestación de 
servicios públicos e infl uir en la toma de decisiones 
de los grupos de poder de ese espacio (CEPAL/SE-
GIB, 2006).

La participación es también un derecho y una res-
ponsabilidad que tienen los ciudadanos que confor-
man una democracia (O’Donnell, 2003). Por ejemplo, 
el derecho a participar en la vida política, social y cul-
tural es un valor que en las democracias actuales debe 
ser custodiado y promovido como un elemento fun-
damental. Tal como como afi rma Sen (2011: 267): [la 
capacidad de] “escoger entre diferentes afi liaciones 
en la vida cultural puede tener importancia tanto 
personal como política”; o como sostiene UNESCO 
(2003: 9): “la libre participación de los ciudadanos 
(…) permite que éstos ejerzan su derecho de opinión 
y a la diferencia”.

Asimismo, la participación puede ser utilizada 
como mecanismo de cambio social y puente para ca-
nalizar demandas sociales y políticas. En general la 
participación es valorada como algo positivo y como 
condición para el desarrollo de las democracias. 
Cuanto más participen los ciudadanos mayores serán 
los canales de comunicación entre estos y sus gober-
nantes y de esta forma los últimos contarán con el 

derechos ciudadanos civiles y políticos, principalmente referida 
a la participación electoral. En las democracias, la participación 
electoral es una pieza fundamental del propio sistema. Canto Chac 
(2008: 30) sostiene que la “simple emisión del sufragio es ya parti-
cipación, y no cabe duda de que en efecto así es en la política”. Por 
otra parte, se puede identifi car la participación espontánea, que 
se presenta habitualmente en situaciones de emergencia, tales 
como inundaciones, incendios y sismos, cuando las personas se 
organizan voluntariamente para realizar acciones colectivas de 
carácter solidario. Finalmente, está la participación organizada, la 
tendencia a asociarse para realizar acciones de benefi cio colectivo 
del propio grupo o de la comunidad en general. 
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esquema de dimensiones, variables e indicadores de cultura democrática,
confianza institucional y compromiso ciudadano

conformidad, atributos y preferencias democráticas
conformidad con 
el funcionamiento 
de la democracia

Es una medida subjetiva sobre la 
conformidad con el funcionamiento 
de la democracia. 

Identifi ca a las personas de 18 años 
y más que se declaran:

• Nada conformes,
• Poco conformes y
• Conformes o muy conformes. 

importancia del 
acto de votar

Es una medida subjetiva sobre la 
valoración del acto de votar. 

Porcentaje de población de 18 años y 
más que declararon al voto como:

• Poco o nada importante, 
• Importante o muy importante e
• Indiferente.

creencia de 
igualdad de 
oportunidades y 
libertad de 
expresión

Es una medida subjetiva de 
consideración de la existencia de 
igualdad de oportunidades y de 
libertad para expresarse en
nuestro país. 

• Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon que existe igual-
dad de oportunidades y libertad para 
expresarse en nuestro país.

preferencia por el 
mejor tipo de 
gobierno

Es una medida subjetiva sobre 
la preferencia ciudadana por un 
gobierno con un Presidente con 
fuerte poder o un gobierno donde 
el poder este repartido entre el 
Presidente, el Congreso y la Justicia. 

Porcentaje de personas de 18 años y 
más que declararon preferencia por 
un gobierno con:

• Presidente con fuerte poder, 
• Donde el poder este repartido e
• Indiferentes

preferencia por el 
mejor tipo de 
sociedad

Es una medida subjetiva de la 
preferencia por una sociedad en la 
que se respeten todos los derechos 
y libertades o por una sociedad 
ordenada aunque se limiten
algunos derechos. 

Porcentaje de personas de 18 años y 
más que declararon preferencia por 
una sociedad con:

• Respeto por todos los derechos y 
libertades
• Orden con límites de derechos e
• Indistintos

acceso a medios de información
utilización de la 
televisión, la radio, 
los diarios (papel) e 
internet

Es una medida objetiva sobre la 
frecuencia de uso de la televisión, la 
radio, los diarios (papel) e Internet 
para informarse sobre la situación
del país. 

Porcentaje de población de 18 años y 
más que declararon utilizar la TV, la 
radio, los diarios (papel) e Internet 
como medio de información:

• Todos los días,
• Una o dos veces por semana y
• Nunca.

figura 6.1.1
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6.2 CONFORMIDAD, ATRIBUTOS Y 
PREFERENCIAS DEMOCRÁTICAS 

En aquellas sociedades en las que el régimen de-
mocrático es la forma de organización política, el 
logro de los principios y el desarrollo democrático 
no se alcanza solamente con el andamiaje de sus 

instituciones. “[El] éxito de la democracia no con-
siste únicamente en disponer de la más perfecta es-
tructura institucional imaginable. Depende ineludi-
blemente de nuestros patrones reales de conducta y 
del funcionamiento de las interacciones políticas y 
sociales” (Sen, 2011: 386). En este sentido, si bien 
lo institucional es un factor que infl uye en el funcio-
namiento adecuado de la democracia, los individuos 
ejercen un rol fundamental en el éxito de la demo-

confianza en las instituciones ciudadanas
confianza en las 
instituciones de 
gobierno

Es una medida subjetiva de los nive-
les de confi anza en el Gobierno Na-
cional, el Congreso y la Justicia.

Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon sobre las 
instituciones de referencia:

• Ninguna confi anza,
• Poca confi anza,
• Alta confi anza.

confianza en las 
instituciones de 
representación de 
intereses

Es una medida subjetiva de los niveles de 
confi anza en los partidos políticos, los 
sindicatos y los movimientos piqueteros.

Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon sobre las 
instituciones de referencia:

• Ninguna confi anza,
• Poca confi anza,
• Alta confi anza.

confianza en las 
instituciones de la 
sociedad civil.

Es una medida subjetiva de los niveles de 
confi anza en las ONGs / Caritas, la Iglesia, 
los medios de comunicación, las organi-
zaciones vecinales y el empresariado.

Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon sobre las 
instituciones de referencia:

• Ninguna confi anza,
• Poca confi anza,
• Alta confi anza.

participación ciudadana
participación 
política

Es una medida objetiva de participa-
ción en partidos políticos, sindicatos o 
gremios y/o en grupos de protesta.

• Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon haber partici-
pado en los últimos 12 meses en las 
instituciones o grupos de referencia.

participación 
social y solidaria

Es una medida objetiva de participación 
en actividades solidarias, en actividades 
parroquiales y/o en grupos sociales

• Porcentaje de población de 18 años 
y más que declararon haber partici-
pado en los últimos 12 meses en las 
instituciones o grupos de referencia.
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cracia ya que “la operación de las instituciones de-
mocráticas, como la de otras instituciones, depende 
de las actividades de los agentes humanos que uti-
lizan las oportunidades para las realizaciones razo-
nables” (2011: 386); o argumentado de otra manera 
por O’Donnell (2003: 28): “un régimen democrático 
es un componente fundamental de la democracia, 
pero no agota su signifi cado”. 

El derecho al sufragio como ejercicio legítimo del 
poder constituyente, la libertad entendida como li-
bertad de expresión sin el ejercicio de la coacción 
sobre los individuos y la igualdad entendida como 
igualdad de oportunidades para desarrollarse, edu-
carse, tener un empleo, una vivienda y gozar de 
salud; son elementos constitutivos del régimen de-
mocrático y su cumplimiento y observancia debería 
garantizar mayores oportunidades para que los in-
dividuos se desenvuelvan en la vida social y política 
logrando consecuencias positivas en el bienestar 
general de la población.

En el presente apartado se analizan cuales son 
los niveles de conformidad con el funcionamiento 
de la democracia percibidos por la ciudadanía en ge-
neral, la importancia que la misma le otorga al acto 
de votar y las percepciones que tienen los ciudada-
nos sobre la existencia de libertad de expresión y 
de igualdad de oportunidades. Asimismo, se hace 
una aproximación a las apreciaciones ciudadanas en 
cuanto al tipo de sociedad y tipo de gobierno más 
valorados: a) “un gobierno con un presidente con 
fuerte poder o un gobierno con el poder repartido”, 
y b) “una sociedad ordenada con limitación de dere-
chos y libertades o una sociedad en donde la priori-
dad es el respeto de todos los derechos y libertades 
aunque esto traiga algunas consecuencias negativas 
sobre su ordenamiento”.

El análisis de estos aspectos permite un primer 
reconocimiento de los modos en que la democracia 
argentina es valorada, percibida y actuada por los 
propios ciudadanos. Para ello, primeramente se ana-
liza cual es la evaluación que hacen los encuestados 
de cada uno de los indicadores para luego analizar la 
infl uencia sobre los mismos de las características so-
ciodemográfi cas personales (sexo, edad y nivel edu-
cativo), los condicionamientos socioeconómicos que 
afectan al hogar (estrato socioeconómico) y el con-

texto residencial urbano (condición de residencia y 
tipo de aglomerado). 

CONFORMIDAD CON EL FUNCIONAMIENTO 
DE LA DEMOCRACIA

Teniendo en cuenta que uno de los principales ob-
jetivos de la democracia como forma de gobierno es 
el logro de niveles aceptables de bienestar, es inte-
resante analizar la evaluación que hacen los propios 
ciudadanos sobre el cumplimiento de dicho objetivo. 
En este sentido, a continuación se presenta un aná-
lisis de la apreciación sobre el funcionamiento del 
sistema democrático que realizan ciudadanos de 18 
años o más con residencia en áreas urbanas del país.

Como indica la fi gura 6.2.1 los niveles de confor-
midad con el funcionamiento de la democracia no 
superan el 45%. Más de la mitad de los entrevistados 
respondieron a fi nes del año 2010 estar poco o nada 
conformes con el accionar democrático. Un dato adi-
cional relevante es que esta disconformidad se halla 
al parecer ampliamente generalizada observándose 
diferencias no muy signifi cativas cuando se controla 
su efecto por otras variables. 

Entre las diferencias que resultan relevantes 
cabe destacar el hecho de que los varones tienden 
a mostrarse algo más conformes con dicho funcio-
namiento que las mujeres (46,1% contra 42,5%). 
Asimismo, es llamativo que siendo los jóvenes los 
que presentan menor grado de conformidad (41,5% 
contra 45,2% y 47,3% de los otros dos grupos de 
edad), no son ellos los que al mismo tiempo regis-
tran mayor disconformidad absoluta (15,9% contra 
16,6% y 21% respectivamente). 

Llama también la atención el comportamiento re-
lativamente uniforme que registra la variable de con-
formidad según estrato socioeconómico y condición 
residencial de los entrevistados (ver fi gura 6.2.2). De 
todos modos, cabe destacar que los niveles de discon-
formidad absoluta tienden a ser más elevados en la 
población adulta del estrato muy bajo (20,8%) y me-
dio bajo (19,1%) y entre los habitantes con trazado 
urbano de NSE bajo (18,9%). 

Por último, en cuanto al tipo de aglomerado ur-
bano (fi gura 6.2.3) se observa que es en las zonas me-
tropolitanas y las medianas ciudades del interior del 
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constituyente se encuentra en los ciudadanos, 
siendo ellos los que eligen por medio del sufra-
gio a los representantes que conforman el poder 
constituido en la sociedad [O’Donnell (2003) y 
Dahl (1989)].

Por lo mismo, la importancia que otorgan los ciu-
dadanos al acto de votar permite apreciar la calidad 
de la democracia en un país. En otras palabras, es una 
aproximación a la legitimidad que otorgan los ciuda-

país donde se registran los niveles más bajos de alta 
conformidad (36,6% y 41,5% en dichas áreas, contra 
45,7% y 47,9% en la Ciudad de Buenos Aires y el Co-
nurbano Bonaerense). 

IMPORTANCIA DEL ACTO DE VOTAR

El ejercicio del voto es un elemento fundamen-
tal del sistema democrático en tanto que el poder 
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cada diez entrevistados (84,1%) consideran que 
es importante o muy importante el acto de votar, 
mientras que para menos del 5% es poco o nada 
importante (4,8%). Podemos mencionar también 
que hay un grupo que se mantiene escéptico ya que 
uno de cada diez se muestra indistinto ante el ejer-
cicio del sufragio (11%). 

Ahora bien, cabe preguntarnos, ¿existen diferen-
cias en la valoración del sufragio por sexo, edad, 
nivel educativo, estrato socioeconómico, condición 
residencial, y aglomerado urbano? ¿Puede alguna de 
ellas predecirnos actitudes frente al voto?

Si se analiza el reconocimiento de la importancia 
al acto de votar según sexo se observa que no hay 
diferencias significativas entre varones y mujeres. 
Sin embargo, no sucede lo mismo con los grupos 
de edad, en donde a mayor edad mayor es la in-
cidencia de quienes contestaron positivamente 
(87,8% la población mayor contra 82,8% los más 
jóvenes). Situación análoga a la edad sucede con 
el nivel educativo de la persona. Se puede indicar 
que a mayor nivel educativo de la población adulta 
residente en áreas urbanas mayor es la valoración 
que se hace sobre el acto de votar (87,2% contra 
80,9%). 

En cuanto al estrato socioeconómico se puede 
afi rmar que, como muestra la fi gura 6.2.5, no existe 
una relación lineal que indique que a mayor estrato 

danos al sistema democrático y, por lo tanto, consti-
tuye una expresión de su desarrollo. 

De los cuadros que se presentan en esta sección 
surge una sociedad que si bien aprecia mayorita-
riamente de manera positiva el sufragio democrá-
tico, esta valoración no es igualmente homogénea 
al interior de la estructura social. Tal como se ob-
serva en la figura 6.2.4, la valoración del voto es 
muy significativa ya que un poco más de ocho de 
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bano Bonaerense tienen una mayor valoración 
sobre el acto de votar que aquellos que viven en 
otras grandes áreas metropolitanas o en el resto 
urbano. Las diferencias existentes entre el Área 
Metropolitana de Buenos Aires (Ciudad de Bue-
nos Aires y Conurbano Bonaerense) y el resto ur-
bano es significativa.

socioeconómico aumenta la valoración sobre la im-
portancia del acto de votar. Sin embargo, si se com-
para el estrato socioeconómico más bajo frente al 
más alto observamos que la proporción de los que 
consideran que el acto de votar es muy importante 
o importante es mayor en los que pertenecen al es-
trato socioeconómico más alto (90,5% contra 80,3% 
en el muy bajo). 

Por su parte, la condición residencial está 
vinculada con el estrato socioeconómico puesto 
que aquellos que pertenecen a los estratos más 
altos tienen mejores posibilidades para poder 
habitar en zonas con trazados urbanos de me-
jor nivel. En este sentido, aquellos habitantes de 
zonas con trazado urbano de NSE medio son los 
que mayor valoración tienen respecto al acto de 
votar a diferencia de los que habitan en villas 
o asentamientos precarios. Podemos indicar en 
este caso que a mayor nivel de trazado urbano 
mayor es la valoración sobre el voto (88,4% con-
tra 77,4% en los habitantes de villas o asenta-
mientos precarios).

Por último, si se evalúa la valoración o impor-
tancia que los ciudadanos le atribuyen al voto 
según el aglomerado urbano observamos diferen-
cias entre éstos (ver figura 6.2.6). Aquellos que 
viven en la Ciudad de Buenos Aires y en el Conur-
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recuadro 6.A

El acto de votar es un requisito central del sistema de-
mocrático y el primer derecho político que garantiza la 
participación de todos los ciudadanos. También puede 
ser considerado como el medio principal para generar 
cambios en la realidad social y política a través de la 
elección de los representantes políticos. A continua-
ción se estudiará el efecto que tiene la valoración del 
sufragio sobre la consideración del voto como motor 
del cambio. 

Según los datos relevados por la EDSA – Bicentena-
rio (2010-2016) realizada a los ciudadanos mayores 
de 18 años a fines del 2010 en los grandes aglome-
rados urbanos, el 84,1% de los encuestados considera 
que el acto de votar es importante o muy importante 
como atributo del sistema democrático (ver la figura 
6.2.4 de este capítulo), particularmente es en el es-
trato medio alto y en las zonas con trazado urbano de 
NSE medio donde aumenta dicha importancia (90,5% 
y 88,4% respectivamente). 

Ahora bien, ¿es posible pensar que la importancia otor-
gada al acto de votar afecta a la consideración del su-
fragio como motor para el cambio en una sociedad? 
¿Hay diferencias sociales signifi cativas en cuanto a es-
tas apreciaciones? 

La encuesta muestra que para el 72,2%de los ciudadanos 
el voto sirve como factor de cambio para mejorar la rea-
lidad social y política (ver fi gura 6.A.1). Ahora bien, según 
la fi gura 6.A.2, la consideración del voto como factor de 
cambio aumenta entre quienes consideran que el acto 
de sufragar es importante o muy importante y dismi-
nuye entre quienes consideran que es poco o nada im-
portante (77% vs. 36,7% respectivamente). En este sen-
tido se puede destacar que la valoración sobre el acto de 
votar infl uye de manera positiva en la consideración de 
éste como factor de cambio.

Es interesante destacar que la consideración del voto 
como factor de cambio aumenta a medida en que se 
escala en el nivel socioeconómico entre quienes con-
sideran que el acto de sufragar es importante o muy 
importante (72,8% en el estrato muy bajo vs. 82,9% 
en el estrato medio alto). En igual sentido, la consi-
deración del voto como factor de cambio aumenta a 
medida en que se escala en las condiciones socio re-
sidenciales entre quienes consideran que el acto de 
sufragar es importante o muy importante (74,2% para 
los que habitan en villas o asentamientos precarios 
vs. 81,6% en los que habitan en áreas con trazado ur-
bano de NSE medio).

La sociedad argentina otorga una alta importancia al 
acto de votar y considera al sufragio como motor para ge-
nerar cambios o mejorar la realidad. Sin embargo, la per-
cepción sobre la capacidad del voto como factor de cam-
bio está fuertemente infl uenciada por la importancia que 

Agustín de Jesús Suárez

¿El acto de votar no es importante pero genera cambios?
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se le otorga al acto de votar. Como ha de esperarse, a ma-
yor importancia crece la percepción sobre la capacidad de 
cambio del voto. Asimismo, dicha percepción, aumenta, 

entre quienes consideran al voto como muy importante, 
a medida en que se escala en la condición socioeconó-
mica y residencial de la población analizada.
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IGUALDAD DE OPORTUNIDADES
Y LIBERTAD DE EXPRESIÓN

La igualdad de oportunidades es uno de los dere-
chos fundamentales que debe garantizar y tutelar 
la democracia. En este sentido, tanto Sen (2006) 
como O’Donnell (2003) destacan el valor de la de-
mocracia en la generación de derechos o igualdades 
básicas para garantizarle a los agentes o ciudadanos 
igualdad básica, no equidad, aunque resaltando que 
ellos pueden hacer o no uso de esos derechos. Asi-
mismo, la libertad es uno de los derechos que pro-
mueve la democracia y su pleno ejercicio por parte 
de los ciudadanos contribuye a que éstos puedan 
manifestar sus preferencias, es decir expresarse li-
bremente, sin coacciones o límites en su pleno ejer-
cicio (Dahl, 1989).

Por lo tanto, analizar la percepción que tienen los 
ciudadanos frente a la existencia tanto del derecho a 
la igualdad de oportunidades como a la libertad de 
expresión es otra forma de evaluar el modo en que la 
ciudadanía percibe la calidad del funcionamiento de 
la democracia en nuestro país. Al mismo tiempo, da 
cuenta sobre la efi cacia del Estado en la generación 
de condiciones necesarias para el goce de la igualdad 
de derechos básicos y el disfrute de la plena libertad 
de expresión ciudadana.

En términos generales, como muestra fi gura 6.2.7, 
se observa que apenas uno de cada cuatro encuesta-
dos considera que en el país todas las personas tie-
nen igualdad de oportunidades para educarse, tener 
un empleo y una vivienda mientras que tres de cada 
cuatro sostiene que no existe igualdad de oportuni-
dades (24,9% y 75,1% respectivamente). Asimismo, 
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menos de la mitad de los ciudadanos (46.6%) consi-
dera que en nuestro país hay libertad para expresarse 
siempre y en todo lugar.

Un análisis según las características persona-
les no arroja diferencias significativas según sexo 
entre la población adulta. Por el contrario, son los 
adultos mayores (27,1%) y los jóvenes (25,6%) los 
que consideran en mayor medida que existe igual-
dad de oportunidades (contra 22,9% entre los en-
trevistados de 35 a 59 años). Asimismo, según la 
figura 6.2.7 aumenta la percepción sobre la exis-
tencia de una plena libertad de expresión a medida 
en que se escala en edad (43,4% los más jóvenes, 
47% los de edades medias y 52% los mayores). Por 
último, en general, los más educados tienden a ser 
menos optimistas con respecto al goce de los dere-
chos de igualdad y libertad en nuestro país que los 

menos instruidos (pasando de 19,2% a 31% en el 
caso de la igualdad y de 41,2% a 52,5% en el caso 
de la libertad). 

Por otra parte la fi gura 6.2.8 analiza la percep-
ción de la existencia de igualdad de oportunidades 
sociales y de libertad para expresarse sin miedos se-
gún estrato socioeconómico y condición residencial 
de los encuestados. La misma da cuenta que son los 
ciudadanos o la población adulta de los estratos muy 
bajos quienes presentan un mayor optimismo frente 
a la existencia de ambos derechos llegando al 31% el 
porcentaje de quienes perciben una mayor igualdad 
de oportunidades (contra 17,4% en el medio alto) y 
a 51,1% contra 40,9% en el caso de la libertad de ex-
presión. En cuanto a la condición residencial, son los 
habitantes de zonas con trazado urbano de NSE bajo 
quienes perciben mayores niveles de confi anza en la 
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metropolitanas son los que mayor existencia de 
igualdad de oportunidades perciben con niveles que 
promedian el 30% (29,8% y 29,5% respectivamente) 
mientras que en el Conurbano Bonaerense los nive-
les de percepción de igualdad de oportunidades ron-
dan el 24,5%. Por otra parte, respecto a la percepción 
sobre la existencia de libertad de expresión, en los 
otros conglomerados urbanos los niveles superan el 
45%, siendo los habitantes de otras grandes áreas 
metropolitanas (50,4%) los que consideran que hay 
mayor libertad. 

MEJOR TIPO DE GOBIERNO

La sociedad argentina, al igual que otras socie-
dades latinoamericanas, experimentó en reiteradas 
oportunidades la existencia de regímenes dictato-
riales que gobernaron al país por varios años. Estos 
estilos de gobiernos no dejaron de estar asociados 
y a la vez estimular valoraciones sociales a partir 
de las cuales gobernar signifi ca tener un fuerte ma-
nejo de un poder concentrado en una sola persona o 
grupo; en contrario al principio democrático de que 
el poder del Estado debe garantizar “la vigencia del 
estado de derecho, [es decir] la independencia de los 
poderes”, como señalaba el informe del PNUD men-
cionado en el apartado teórico (2004: 56). ¿Cuál es 
nivel actual de penetración de estas preferencias 
en la sociedad argentina? Sin duda, una u otra va-

existencia de ambos derechos llegando al 29,1% en el 
caso de la igualdad (contra 26,3% para los que habi-
tan en villas y asentamientos precarios y 18,4% los 
residentes de zonas con trazado urbano de NSE me-
dio) y al 50,8% en el caso de la libertad de expresión 
(contra en torno al 42% para habitantes de villas o 
asentamientos precarios y zonas con trazado urbano 
de NSE medio).

De lo analizado se puede concluir que tanto el 
nivel educativo como el estrato socioeconómico 
infl uyen de manera inversa en la consideración de 
la existencia de efectiva igualdad de oportunidades 
sociales indicando que los sectores más bajos y me-
nos instruidos de la sociedad aún confían y esperan 
recibir por parte del Estado los recursos necesarios 
para el logro de un mayor bienestar en materia 
de desarrollo humano e integración social. Por su 
parte, respecto a la libertad de expresarse, también 
infl uyen de manera inversa tanto el nivel educativo 
como el estrato socioeconómico mostrando, asi-
mismo, que son los sectores más bajos y los menos 
instruidos quienes consideran que hay mayor liber-
tad para poder expresarse.

En lo que respecta al conglomerado urbano (ver 
fi gura 6.2.9), se puede destacar que los porteños son 
los que perciben menor igualdad de oportunidades 
(15,5%) y menor libertad de expresión (38,2%). A 
diferencia de las percepciones de los porteños, los 
que habitan en el resto urbano como en otras áreas 
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un 20% de la población no adhiere de manera di-
recta a un gobierno democrático donde el poder pú-
blico esté repartido. Ahora bien, cabe preguntarse 
si el mayoritario respaldo ciudadano a un estilo 
democrático de gobierno presenta diferencias im-
portantes entre categorías sociales al interior de la 
sociedad argentina. 

En cuanto a atributos sociodemográfi cos de la po-
blación, aunque con diferencias poco signifi cativas, 
se confi rma en la fi gura 6.2.10 que los varones y las 
personas mayores de 60 años presentan mayor prefe-
rencia por un gobierno con un presidente con mucho 
poder que las mujeres y los más jóvenes. Asimismo, 
al considerar el nivel educativo, son los que no han 

loración dan cuentan del modo real en que la ciu-
dadanía dota de sentido al sistema democrático en 
nuestro país. 

Para abordar este tema se analizan a continuación 
las respuestas dadas por la población entrevistada 
en cuanto al estilo de gobierno que prefi eren: “un 
gobierno con un presidente con mucho poder” o “un 
gobierno donde el poder público esté repartido”.

Como se puede observar en la fi gura 6.2.10, ocho 
de cada diez ciudadanos declaran preferir un go-
bierno donde el poder esté repartido; a la vez que 
quienes prefi eren un gobierno fuerte o les es indi-
ferente el tema, representan el 11,6% y el 9,3% de 
la población, respectivamente. Es decir, algo más de 
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